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y Ameli, quienes son la alegría de mi vivir. 


A mi querida madre, la señora Ana Alonso Flores, quien me dio cariño y 

ternura inconmensurable. A José Ángel Matías, mi inolvidable y siempre recordado 
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Presentación 


Desde el 1 de septiembre de 2006, fecha que inició sus activida- 
des la LX Legislatura del Congreso de la Unión, preparé diver- 
sas publicaciones que conformaron la Memoria Legislativa de mis 
actividades en el parlamento mexicano. Ininterrumpidamente, 
este trabajo concluyó el 31 de agosto de 2009. 

Desde el 2001, hasta mediados del 2005, tuve bajo mi res- 
ponsabilidad dos compromisos internacionales: presidente del 
Fondo pata el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América 
Latina y el Caribe (Fondo Indígena) y miembro del grupo de 
expertos del Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas de 
la Organización de las Naciones Unidas. Durante este período, 
alternaba mi trabajo con estancias cortas en La Paz, Bolivia. Re- 
corrí todos los países de América Latina e hice diversas misio- 
nes diplomáticas de la ONU en Nueva York y Ginebra, Suiza. 

Concluido el mandato de ambos compromisos internacio- 
nales, retorné a mis actividades en el país. En México iniciaban 
los preparativos del proceso político electoral del 2 de julio de 
2006. A principios de 2005 me reincorporé al CIESAS para 
retomar algunas de mis investigaciones pendientes. Los viajes 
interminables en América Latina y a diversos países de Europa 
(2001 al 2005) hacían necesario un remanso en mi nación y 
volver a la vida apacible de la academia. 

La cercanía del tema político electoral de 2006 hizo que, de 
mi reciente experiencia en la diplomacia internacional, incur- 
sionara en la vida política del país. Era nulo mi conocimiento 


del mundo partidario, pero, a su vez, era alto mi interés de co- 
nocer cómo funciona el parlamento mexicano. En Naciones 
Unidas conocí el proceso legislativo internacional, pero aún 
faltaba conocer el sistema parlamentario de México. En el 2006 
llegó esa experiencia inédita en mi vida. Las estrellas del univer- 
so se confabularon y propiciaron las condiciones para que ese 
sueño se convirtiera en realidad. 

En 2006, se formó la Coalición Por el Bien de Todos, integrada 
por el Partido de la Revolución Democrática (PRD), el Partido 
del Trabajo (PT) y el Partido Convergencia (PC). Alentado por 
las dirigencias nacional y estatal del PT, presenté mi postulación 
en el VI Distrito Electoral Federal, constituido en aquel tiempo 
por catorce municipios. Como suele ocurrir, en la etapa de la 
postulación de las precandidaturas, es complejo el proceso de 
negociación para acordar la candidatura de consenso. 

Los dirigentes políticos de la Coalición Por el Bien de Todos 
decidieron que el VI Distrito Electoral Federal fuese reservado 
para una candidatura externa. Ese Distrito era y es una plaza 
eminentemente priísta y la única posibilidad de ganar era con 
una fórmula sin militancia partidaria. La anterior disposición 
abrió la puerta para la presentación de mi candidatura. 

Además de mi postulación en las instancias partidarias, tam- 
bién se registraron tres candidatos «externos»: Carlos Sánchez 
Barrios (expriísta), Saúl Acevedo Dionicio (expriísta) y Alfonso 
Ocampo (dirigente municipal del PRD). En Guerrero, los tres 
partidos de la Coalición, al no consensuar la candidatura, trans- 
firieron la decisión a la Comisión Coordinadora Nacional para 
acordar la candidatura del Distrito VI. 

En sesión extraordinaria del 1 de febrero de 2006, la Comi- 
sión Coordinadora Nacional sesionó para analizar las cuatro 
precandidaturas del VI Distrito Federal Electoral. Los dirigen- 
tes partidarios presentaron el perfil de su interés para resaltar 
sus cualidades políticas y se le considerara el mejor candidato 
externo a dicha diputación federal. 

Aquel día, me encontraba en una sala alterna y escuché con 


atención la deliberación partidaria. El hoy senador Alejandro 
González Yáñez (PT) fue quien presentó mi postulación. En 
diez minutos convenció a la Comisión Coordinadora Nacional 
y aprobaron mi candidatura por unanimidad: «Se aprueba la 
candidatura del C. Marcos Matías Alonso en el Distrito Electo- 
ral Federal 06 de Guerrero». Aquel documento fue firmado por 
Trinidad Morales (PRD), Alberto Anaya (PT), Rubén Aguilar 
Jiménez (PT) y José Narro (PRD). 

Entre el 1 de febrero y el 2 de julio de 2006 ocurrieron infi- 
nidad de experiencias tanto alentadoras, como desalentadoras. 
Fue una campaña política inolvidable. No fue nada fácil reco- 
rrer, hasta por más de tres veces, los municipios de Chilapa, 
Ahuacoutzingo, Cualac, Huamuxtitlán, Zitlala, Xochihuehuet- 
lán, Olinalá, Copalillo, Mártir de Cuilapan, Eduardo Neri, Ate- 
nango del Río, Tepecoacuilco, Huitzuco y Buenavista de Cue- 
llar. De los anteriores municipios, diez eran gobernados por el 
PRI y cuatro por el PRD. Los municipios con mayor padrón 
electoral eran dominados por el PRI. Héctor Vicario Castre- 
jón, quien era su candidato electoral, anticipaba una victoria 
contundente. Los presidentes municipales priístas operaron 
con sus prácticas tradicionales, pero fue mayor la fuerza de los 
pueblos. 

El 5 de febrero de 2006, en Acatlán, pueblo que me vio na- 
cer, realicé la primera reunión informativa sobre mi candidatura 
a la diputación federal. En presencia del comisario municipal, 
del comisariado de Bienes Comunales y varios principales de 
mi comunidad, solicité sus consejos para resistir la jornada po- 
lítico electoral que se avecinaba. No salí a hacer campaña a nin- 
guna comunidad sin antes contar con el respaldo comunitario 
de mi pueblo. Escuché la voz de mi comunidad y emprendí el 
camino hacia la victoria electoral. 

En la primera fase, mi postulación fue respaldada por el PT 
nacional y el estatal. En aquel tiempo, Félix Castellanos fungía 
como delegado político de ese partido y era el encargado de 
canalizar diversos apoyos a las candidaturas federales. A mitad 


de la jornada, el PT abandonó mi campaña político electoral. 
Félix Castellanos desapareció del escenario de la contienda y 
avancé solo con el apoyo del PRD. Inmensa mi gratitud a Bul- 
maro Muñiz, quien en la práctica se convirtió en el coordinador 
de mi campaña político-electoral. También externo mi agrade- 
cimiento a Guillermo Sánchez, Francisco Vergara, a José Fran- 
cisco García (a) Sherif, y a Margarito González, quienes hasta la 
parte final me brindaron su apoyo político partidario. 

También agradezco a varias personas que desinteresada- 
mente estuvieron a mi lado, sin tener partido, pero que confia- 
ron en mi proyecto: Omar Gatica, muy joven, en aquel tiempo 
tenía una sencilla cámara fotográfica y se convirtió en el vocero 
comunitario de la campaña. De él incluí fotos poco nítidas, lle- 
nas de representatividad histórica. De Néstor Lorenzo recibí 
apoyo de todo tipo durante las largas jornadas. Son muchos 
los compañeros y hermanos indígenas, hombres y mujeres, que 
forman parte de esta interesante historia. Sería muy larga la lista 
de nombres que tendría que anotar, con el inconveniente de 
que pudiera omitir a algunos. A todas las mujeres y hombres 
que me apoyaron les estoy eternamente agradecido. 

Viví infinidad de anécdotas durante los cuatro meses de in- 
tensa jornada electoral. Comento alguna de ellas. 

En Chilapa, en un precierre de la campaña electoral de Héc- 
tor Vicario, Francisco Labastida, en aquel tiempo candidato del 
PRI a la presidencia de la República, acudió a un evento como 
invitado especial con los honores habidos y por haber. Antes 
de iniciar su acto político, aparecieron miles de abejas africanas 
y los asistentes salieron corriendo del auditorio. El acto se sus- 
pendió y me echaron la culpa de soltar las abejas africanas para 
dispersar el acto priísta. 

Héctor Vicario, con el poder económico a su alcance, orga- 
nizó dos presentaciones musicales con Joan Sebastián (f), uno 
en Chilapa y el otro en Olinalá. Los actos estuvieron a reventar. 
Nos hizo falta propaganda para repartirlos en ambos jaripeos 
musicales. Los amigos y compañeros de las comunidades se 


encargaron de difundir mis documentos de campaña. Sin que- 
rer terminé por montarme en los eventos financiados por el 
candidato del PRI. 

En mi cierre de campaña en Chilapa, hicimos un recorrido 
en la «estación» de la ciudad y terminamos con un mitin en la 
plaza cívica. En un acto anterior, los priístas tardaron en des- 
montar la plataforma de un tráiler que sirvió de templete para 
el presídium. Nuestro contingente llegó y nos instalamos en su 
plataforma para hacer el mitin político. También aprovechamos 
el cableado eléctrico que dejaron colocado «a disposición». A 
nuestro paso, varios sucesos ocurrían que nos favorecían. El 
universo movía sus piezas para encaminarnos hacia el triunfo 
electoral que nos aguardaba. 

La madrugada del 3 de julio de 2006, cuando el cómputo 
distrital indicaba que nuestro triunfo electoral era irreversible, 
en la casa de campaña la alegría se desbordó. Las mujeres se 
organizaron para salir a las calles de Chilapa y celebrar la victo- 
ría. Eran las seis de la mañana y el sol apenas se asomaba. Traté 
de detener la iniciativa de salir a la calle. Fui «zarandeado» por 
una de las mujeres, que me dijo: «Marcos, date cuenta que ya 
ganamos y debemos salir a festejarlo a las calles». La banda de 
música tocaba tamborazos; entre porras y gritos salimos a las 
calles de la ciudad. Para mi sorpresa, muchas puertas se abrie- 
ron y la gente se asomaba para aplaudir. Desde los balcones nos 
felicitaban, lanzaban confeti y compartían su alegría de haber 
derrotado al candidato del PRI. 

Pasé por múltiples vivencias, diversas anécdotas y vatios 
acontecimientos aleccionadores. Cierro este anecdotario con el 
siguiente testimonio que elevó mi moral política en la recta final 
del 2 de julio de 2006. 

El 23 de junio, en la víspera del santo patrón de mi comu- 
nidad y a solo nueve días para la elección, fue anunciada la 
visita del Obispo Efrén Ramos Salazar (F). Junto al Presbítero 
Vital Alonso (f), estuvimos pendientes de su llegada. Aclaro 
que, en aquel tiempo, yo mantenía relaciones cordiales con el 


jerarca religioso de la Diócesis de Chilapa-Chilpancingo. 

A las once de la mañana del 23 de junio, lo recibimos con 
los honores que su jerarquía eclesiástica merecía. Al estrecharle 
la mano, me dijo: «No te separes de mí, caminaremos junto 
a tu tío Vital». En aquella época, Vital Alonso era el párroco 
del pueblo. Sentí que flotaba al caminar junto al Obispo y al 
Presbítero. 

Antes de entrar al templo del santo patrón, San Juan Bau- 
tista, el obispo me susurró: «Te daré la palabra desde el púlpito 
para que te dirijas a tu pueblo». Le contesté: «Gracias, señor 
obispo; es suficiente con caminar a su lado». En su homilía, el 
obispo Ramos manifestó: «Marcos es un buen hombre de su 
comunidad, no deben dejatlo solo. Apóyenlo en lo necesario». 

Al buen entendedor pocas palabras. El mensaje del obispo 
tuvo impacto en la batalla electoral del 2 de julio de 2006. Los 
votos y las urnas de mi comunidad me favorecieron enorme- 
mente. Hasta la eternidad externo mi gratitud a Don Efrén Ra- 
mos y a mi tío, el presbítero Vital Alonso. 

La victoria electoral del 2 de julio de 2006 no hubiera ocurri- 
do sin el apoyo del pueblo de Guerrero y los partidos políticos 
de la Coalición Por el Bien de Todos. Sin la fraternidad de mis her- 
manos indígenas difícilmente hubiera conquistado el triunfo 
electoral que se vislumbraba imposible de lograr. Vencimos al 
candidato del PRI y coronamos con gloria el sueño de nuestros 
pueblos. 

El 6 de julio de 2006, de manos del consejero presidente del 
Consejo Distrital del Instituto Federal Electoral (IFE), recibí la 
constancia que acreditó mi triunfo como diputado federal del 
VI distrito electoral con cabecera en Chilapa, Guerrero. Aún 
retumba en mis oídos la carta que ese día leyó el Dr. Felipe 
A. Sánchez Miranda, en su carácter de presidente del Consejo 
Distrital. 

Mientras a escala distrital festejábamos la victoria electoral, 
en el ámbito federal estaba por iniciar uno de los conflictos 
postelectorales de gran impacto nacional: la disputa presiden- 


cial entre Andrés Manuel López Obrador y Felipe Calderón. 
Comenzaba una era de crispación nacional. Las líneas que si- 
guen son un relato corto del contexto político electoral que en 
esa época vivimos en el país. 

Antes de mi arribo al Congreso, hubo mucha agitación y 
turbulencia nacional por el conflicto postelectoral de 2 de julio 
de 2006. En julio y agosto de ese año, me sumé a las múltiples 
manifestaciones en la Plaza de la Constitución y, consternado, 
presencié la movilización de más de dos millones de ciudada- 
nos descontentos en el zócalo de la ciudad, haciendo ver su 
protesta en toda la República y más allá de las fronteras nacio- 
nales. El México contemporáneo no había conocido una expe- 
riencia similar. 

El 30 de julio, el descontento popular instaló en el zócalo 
de la ahora Cdmx un megaplantón que duró cuarenta y ocho días 
con sus noches. Diputados federales y senadores de la Repúbli- 
ca de la Coalición Por el Bien de Todos participamos en diversas 
actividades en los cuarenta y siete campamentos instalados en 
el zócalo de la ciudad, sobre las calles de Madero, Juárez y Paseo 
de la Reforma, hasta la Fuente de Petróleos. En el contexto 
del conflicto postelectoral, las múltiples movilizaciones y la 
resistencia civil pacífica en el país fueron el escenario previo de 
mi arribo al Palacio Legislativo de San Lázaro. 

El amanecer y anochecer en el Zócalo ha sido descrito por 
varios autores y no quiero rememorar nostalgias. Cuarenta y 
ocho días en resistencia civil y pacífica no es cualquier cosa. 
Amanecer en el Zócalo con la bandera nacional resplandecien- 
te y anochecer con el silencio de la Coyolxauhquí. El campanario 
mañanero de la catedral, los eventos artísticos culturales, los 
jaraneros, los solistas, trovadores, guitarristas solitarios, con- 
ciertos de música clásica, el rap, el reggaetón, el rock pesado, los 
jóvenes que bailan en las carpas, las cascaritas frente del Palacio 
Nacional y del Hemiciclo a Juárez. Las lluvias torrenciales con 
cuerpos y almas empapados. Tantos y tantos recuerdos... 

Esas carpas instaladas en las calles fueron testigos de múlti- 


ples negociaciones que posteriormente se ratificaron en la Cá- 
mara de Diputados. Allí se tejieron acuerdos preliminares en la 
disputa por los espacios de decisión en el parlamento mexica- 
no. El megaplantón se convirtió en una escuela política para te- 
jer acuerdos preliminares rumbo a los espacios estratégicos del 
Congreso. Por varias semanas fue una especie de propedéutico 
para compensar la novatada hacia San Lázaro. 

A la sombra de la Catedral Metropolitana levantamos el 
campamento de Guerrero; allí pasamos noches y días en vilo, 
en vela y a la intemperie. Desde el profundo silencio, la Co- 
yolxaubquií extendió su regazo en el santuario sagrado de nues- 
tros ancestros. Como dijera Elena Poniatowska: «Aquí está la 
sangre y los huesos de nuestros abuelos». 

¿Cómo olvidar los aguaceros de aquel verano del 2006? «En 
la Plaza de la Constitución llueve y llueve, el pueblo no se mue- 
ve. Llueve a cántaros. La lluvia no cesa. Llueve en la ciudad 
como llueve en mi corazón. Llora mi corazón, la lluvia en su 
llanto». Cuántas nostalgias, impotencias y rabias. 

El primer proceso de negociación en el inicio de todas las 
legislaturas es la disputa por la composición de los órganos de 
gobierno, como la Junta de Coordinación Política y la Mesa Di- 
rectiva. Lo sigue la negociación de la presidencia de cuarenta y 
siete comisiones ordinarias. La tercera fase consiste en la desig- 
nación de los diputados que tienen bajo su responsabilidad los 
Parlamentos Internacionales. La determinación de los órganos 
de gobierno depende de la correlación de fuerzas del Congreso 
y del número de legisladores con que cuenta cada partido polí- 
tico representado en la Cámara de Diputados. 

En el primer mes de trabajo legislativo es intenso el proceso 
de cabildeo y negociación para disputar las mejores posiciones 
en el Congreso. Suelen intervenir desde el presidente de la Re- 
pública, gobernadores, los presidentes de los partidos políticos 
y los diversos poderes fácticos del país. En mi caso, las frac- 
ciones parlamentarias de los partidos políticos representados 
en la Cámara de Diputados consensuaron para que un indíge- 


na guerrerense fuera el presidente de la Comisión de Asuntos 
Indígenas. Fue un honor y alta responsabilidad recibir dicho 
nombramiento y defender en el Congreso de la Unión los dere- 
chos constitucionales de los pueblos indígenas de México. 

De haber nacido en una pequeña comunidad indígena del 
estado de Guerrero, de crecer rodeado por «tecorrales» en un 
mundo de carencias sociales y sin contar con padrinazgo polí- 
tico, llegué al Palacio Legislativo dispuesto a defender los dere- 
chos de mis hermanos indígenas. Tuve que vencer adversarios 
políticos que se atravesaron en mi camino. Valoro el «tecorral» 
pueblerino que fue mi punto de partida, con interminables obs- 
táculos, para llegar al recinto del poder legislativo. Un camino 
espinoso que nunca olvido. 

Fue un honor haber sido legislador federal y la distinción de 
presidir la Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Di- 
putados. Para siempre quedará grabada en mi memoria la alta 
responsabilidad de haber servido, desde el poder legislativo, a 
mi patria y a los pueblos indígenas. En la máxima tribuna de la 
Nación, mi voz fue la voz de los pueblos olvidados de nuestro 
país. 

Desde los primeros días de mi arribo a la Cámara de Dipu- 
tados hubo actividades trascendentales que marcaron historia 
y presagiaron la turbulencia del trabajo parlamentario de la LX 
legislatura. Para muestra bastan algunos ejemplos del intenso 
trabajo en los primeros meses del 2006: 


a) El 1 de septiembre, diputados y senadores de la Coalición Por 
el Bien de Todos nos apropiamos de la tribuna de la Cámara 
de Diputados para protestar contra el indignante operativo 
de las fuerzas de seguridad que vulneraron la soberanía del 
Congreso. Fue una acción para impedir que Vicente Fox 
rindiera su VI y último informe presidencial. Cancelamos 
la ceremonia del informe y el titular del Ejecutivo federal 
solo llegó al vestíbulo del Legislativo y se retiró. Cientos de 
parlamentarios gritamos: «Lo entregas y te vas». 


b) El 2 de septiembre, en el xegaplantón del zócalo, el hoy pre- 


sidente de México, declató: «Quiero reconocer la actitud de 
ayer de los legisladores de la Coalición Por el Bien de Todos. 
Sabíamos que iban a estar a la altura de las circunstancias. 
¿Y por qué actúan así nuestros legisladores? Porque tienen 
principios, con ideales y también porque hay este movi- 
miento y no se puede dar la espalda ni traicionar al pueblo 
de México». 


c) El 15 de septiembre, en el marco de la resistencia civil y la 


defensa del voto, los diputados indígenas realizamos la Con- 
vención Nacional Indígena, para elaborar la agenda legislati- 
va y concordar sus propuestas con la Convención Nacional 
Democrática. Sus resoluciones se convirtieron en nuestra 
plataforma para defender sus derechos constitucionales. 

Desde mi arribo al parlamento mexicano di alta prio- 
ridad a la participación de los pueblos y organizaciones in- 
dígenas del país. En el Palacio Legislativo de San Lázaro 
celebramos la Convención Nacional Indígena, con la parti- 
cipación de más de mil delegados indígenas de México. En 
la Convención bosquejamos la agenda indígena prioritaria y, 
entre otras consideraciones, los delegados plantearon: «Exi- 
gimos que las reformas legislativas tomen como fundamen- 
to los convenios, tratados, declaraciones y otros acuerdos 
constructivos entre Estados y Pueblos Indígenas, armoni- 
zando los instrumentos jurídicos de carácter internacional 
con las leyes nacionales». 


d) Previo al 1 de diciembre, por setenta y dos horas, el pódium 
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del recinto legislativo se convirtió en campo de batalla en- 
tre legisladores del PAN, en disputa con parlamentarios del 
PRD, PT y PC. Felipe Calderón rindió protesta como pre- 
sidente constitucional atrapado en un escandaloso fraude 
electoral. La atropellada ceremonia no duró más de cinco 
minutos. Entró y salió «tras banderas»; es decir, por la puet- 
ta trasera del recinto legislativo. La protesta parlamentaria 
no pudo evitar la caótica asunción del mandatario, pero lo 


despojó del ritual tradicional en la transmisión del poder 
presidencial. 

e) El 6 de diciembre, en víspera del debate por el presupuesto, 
organizamos el Foro Nacional sobre Presupuesto Rural. Del 
10 al 23 de diciembre se llevó a cabo el proceso de negocia- 
ción del Presupuesto de Egresos de la Federación de 2007. 
A pesar de los conflictos en puerta, privilegiamos el arte de 
la negociación y construimos acuerdos, generamos consen- 
sos y pactamos alianzas políticas y financieras. La gestión y 
el cabildeo presupuestal para Guerrero y los pueblos indí- 
genas de México, fueron mis prioridades de intenso trabajo. 


Con las resoluciones de la Convención Nacional Indígena 
iniciamos la primera publicación de una serie de trabajos que, 
desde el Congreso, informamos al pueblo de México. En el 
Grupo Parlamentario del PRD y en la Comisión de Asuntos 
Indígenas impulsé una pequeña colección de publicaciones que 
bautizamos con el nombre de El Petatito. Entre septiembre de 
2006 y junio de 2008, publicamos los siguientes títulos: 


O Resoluciones de la Convención Nacional Indígena. Grupo Parlamen- 
tario del PRD en la Cámara de Diputados. LX Legislatura 
del Congreso de la Unión. México, mayo de 2007. 

© La campaña comunitaria y el triunfo de los pueblos. Grupo Parla- 
mentario del PRD en la Cámara de Diputados. LX Legisla- 
tura del Congreso de la Unión. México, mayo de 2007. 

O Los derechos de los pueblos indígenas en el marco de la Reforma del 
Estado. Comisión de Asuntos Indígenas. LX Legislatura del 
Congreso de la Unión, agosto de 2007. 

O Primer Informe de actividades legislativas. Grupo Parlamentario 
del PRD en la Cámara de Diputados. LX Legislatura del 
Congreso de la Unión. México, diciembre de 2007. 

© Carrizalillo: negociación a cielo abierto con una empresa minera. Comi- 
sión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Diputados. LX 
Legislatura del Congreso de la Unión. México, mayo de 2008. 
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O Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. México y los retos de su armonización legislativa. Comi- 
sión de Asuntos Indígenas. Cámara de Diputados LX Le- 
gislatura del Congreso de la Unión. México, junio de 2008. 

O Mi voz en la Tribuna Legislativa. Edición de video que resume 
los tres años de mi trabajo parlamentario. Altepetl Nahuas, 


A.C. 


A más de una década de la conclusión de las actividades de 
la LX Legislatura federal, considero necesario publicar nuestras 
principales lecciones y contribuciones. El contenido de varios 
petatitos se integró en diversos apartados de la presente publica- 
ción. Lo pongo a consideración del público interesado en co- 
nocer los resultados de mi gestión en el parlamento mexicano. 

La Iniciativa de Reforma Constitucional en materia de De- 
rechos y Cultura Indígenas fue mi principal contribución en 
el Congreso. El Anexo l incluye la iniciativa con la respectiva 
exposición de motivos y los artículos que se pusieron a consi- 
deración del parlamento. El Anexo II corresponde al dictamen 
con proyecto de Decreto de la Comisión de Puntos Constitu- 
cionales sobre la Iniciativa en referencia. El Anexo III se refie- 
re a la Valoración del Impacto Presupuestario realizado por el 
Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de 
Diputados. 

El contenido de estos tres anexos resume lo más relevante 
de mi trabajo como legislador indígena. Su lectura permitirá 
ubicar el contexto de los temas y artículos relevantes que, en 
diciembre de 2007, la Comisión de Asuntos Indígenas puso a 
la consideración de la Cámara de Diputados. Es en esta esfe- 
ra donde se concentró la mayor atención de nuestro trabajo. 
Cualquier evaluación del proceso legislativo debe valorar esta 
aportación que estuvo a un paso de convertirse en ley en ma- 
teria indígena. 

La Iniciativa de Reforma Constitucional en materia de pue- 
blos indígenas fue aprobada por consenso en su sesión Plenaria 
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de la CAI el 5 de diciembre de 2007, turnada inmediatamente al 
Pleno de la Cámara de Diputados. A su vez, el 14 de diciembre 
del mismo año, la Mesa Directiva de dicha instancia la turnó a la 
Comisión de Puntos Constitucionales (CPC) para su dictamen 
respectivo. 

Desde septiembre de 2008, hasta los últimos días de agosto 
de 2009, la Mesa Directiva de la CAI solicitó en varias oca- 
siones al presidente de la Junta de Coordinación Política y al 
presidente de la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cá- 
mara de Diputados, su cabildeo parlamentario para acelerar el 
dictamen de la reforma constitucional en materia indígena. La- 
mentablemente, la reacción de ambos diputados tuvo limitado 
interés en facilitar las condiciones legislativas para dictaminar la 
propuesta constitucional en materia indígena. El Congreso de 
la Unión, nuevamente, deja una agenda de temas no resueltos, 
postergados, obstaculizados y una ciudadanía indígena que se 
siente agraviada por la exclusión de sus derechos constituciona- 
les, aplazados una vez más. 

En treinta años he sido testigo de dos reformas 
constitucionales sobre derechos y cultura indígena. A finales 
de los noventa, tuve la responsabilidad de ser el director del 
Centro Coordinador Indigenista Nabua, de Chilapa, Guerre- 
ro, y desde ese espacio institucional fui invitado para ser parte 
de la Comisión Nacional de Justicia para los Pueblo Indígenas 
(CNJPD. Entre otros, dicha Comisión estuvo integrada por Ar- 
turo Warman (f), Guillermo Bonfil (f), Rodolfo Stavenhagen 
(H, Gonzalo Aguirre Beltrán (f), Salomón Nahamad, Fernando 
Benítez (f), Ignacio Ovalle, Miguel Limón Roja, Gustavo Este- 
va (f), etcétera. 

La misión principal de la CNJPI fue elaborar una propues- 
ta de ley para reformar el artículo 4° Constitucional. Después 
de diversas reuniones y diálogos en varias regiones indígenas 
del país, la Comisión entregó la propuesta para modificar el 
artículo 4° de la Constitución a Carlos Salinas de Gortari, en 
aquel tiempo presidente de la República, quien a su vez turnó 
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la Iniciativa al Congreso de la Unión. El 28 de enero de 1992, 
el Diario Oficial de la Federación publicó la reforma constitucional 
relativa a los derechos de los pueblos indígenas del país. La adi- 
ción al artículo 4°, quedó en los siguientes términos: 


La Nación mexicana tiene una composición pluricultural susten- 
tada originalmente en sus pueblos indígenas. La ley protegerá y 
promoverá el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costum- 
bres, recursos y formas específicas de organización social, y ga- 
rantizará a sus integrantes efectivo acceso a la jurisdicción del 
Estado. En los juicios y procedimientos agrarios en que aquellos 
sean parte, se tomarán en cuenta sus prácticas y costumbres jurí- 
dicas en los términos que establezca la ley. 


Fue fructífera la experiencia de haber participado en la CN- 
JPL Contribuí en varios diálogos y observé la redacción de los 
primeros párrafos constitucionales. Invaluable el aprendizaje 
de interactuar con grandes académicos y politólogos de talla 
nacional e internacional. 

Diez años después, viví una segunda experiencia en el terre- 
no de la reforma constitucional en materia de derecho y cultura 
indígenas. Entre el año 2000 y parte del 2001, tuve la honra de 
ser el primer indígena del país designado director general del 
Instituto Nacional Indigenista (IND). Desde esta responsabili- 
dad, el impulso de una nueva reforma constitucional se convit- 
tió en nuestra principal línea de acción. 

Desde el INI se preparó la reforma constitucional y se creó 
la Oficina de la Presidencia de la República para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas. También crearon un Consejo Asesor 
de la Presidencia de la República sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas de México. Entre otros, dicho Consejo Con- 
sultivo estuvo integrado por Ireneo Rojas (f), purécha de Mi- 
choacán; Wenceslao Herrera, nahua de Puebla; Lorenzo García 
Rodríguez (f), yaqui de Sonora; Roselia Jiménez, tojolabal de 
Chiapas, y Juan Gardea (f), rarámuri de Chihuahua. 

El 5 de diciembre de 2000, Vicente Fox, en su calidad de 
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presidente de la República, entregó al Senado de la República, 
la Iniciativa de Reforma Constitucional en materia de Derecho 
y Cultura Indígenas. El 25 de abril de 2001, el Senado aprobó 
la iniciativa de referencia. El dictamen adicionó un segundo y 
tercer párrafo al artículo 1°, se reformó el artículo 2°, se derogó 
el primer párrafo del artículo 4°, se adicionó un sexto párrafo al 
artículo 18 y el último párrafo de la fracción tercera del artículo 
115 de la Constitución Política de los Estados mexicanos. El 28 
de abril, el dictamen del Senado de la República fue aprobado 
por la Cámara de Diputados. 

El 27 de abril, dos días después de la emisión del dictamen 
del Senado de la República, el INI rechazó el veredicto apro- 
bado por la Cámara Alta, porque no respondió a la demanda 
fundamental de los pueblos indígenas y no reflejó los com- 
promisos pactados en los Acuerdos de San Andrés Larráinzar, 
Chiapas. No garantizó el derecho a la autonomía y a la libre 
determinación, no reconoció su personalidad jurídica ni con- 
templó en su totalidad los derechos a la tierra y al territorio de 
los pueblos indígenas. 

Desde el año 2001, el reconocimiento de los derechos cons- 
titucionales de los pueblos indígenas se convirtió en un tema 
de debate nacional que sigue inconcluso. En diversas legislatu- 
ras federales se han hecho esfuerzos infructuosos sin progresar 
ninguna reforma constitucional. Mi arribo al Congreso de la 
Unión se sumó a esta línea de prioridad nacional. 

Tal y como se describe en el Anexo I, en mi carácter de 
presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara 
de Diputados, presenté una nueva Iniciativa de Ley en materia 
de Derechos y Cultura Indígenas. El 14 de diciembre de 2007, 
dicha iniciativa fue presentada en sesión plenaria del Palacio 
Legislativo de San Lázaro y publicada el mismo día en la Gaceta 
Parlamentaria. En el Anexo 1 puede consultarse el texto comple- 
to, tal como fue publicado en el órgano legislativo de la Cámara 
de Diputados (Año XI, número 2401-11/11/XI1/07). 

En la recta final de la aprobación de nuestra iniciativa de ley, 
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fue vetada por la fuerza presidencial del panismo. Desde aquel 
tiempo redactamos la adición al artículo 2° sobre el derecho de 
los pueblos indígenas a ser sujeto de derecho público y no de 
«interés público». Transcribo la propuesta: 


Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas son libres 
e iguales a todos los demás pueblos y son sujetos de derecho 
público. El Estado reconoce plenamente la personalidad jurídica 
de los pueblos y comunidades indígenas y respeta sus propias 
formas de organización. 


Además de la adición del artículo 2° constitucional sobre el 
reconocimiento de los pueblos indígenas como sujetos de dere- 
cho público, también incluimos el derecho a la consulta bajo con- 
sentimiento libre, previo e informado y el derecho a la autonomía 
y libre determinación (artículos 2°, 26 y 115 Constitucional). 

El 14 de junio de 2019, en Palacio Nacional, el gobierno de 
México instaló el Comité Técnico de Expertos (CTE) del Pro- 
ceso de Consulta para la Reforma Constitucional y Legal sobre 
Derechos de los Pueblos Indígenas y Afromexicano. Su manda- 
to fue realizar los aportes técnicos para que la consulta se efec- 
tuara con base a los estándares internacionales de las Naciones 
Unidas y la OEA (Organización de los Estados Americanos). 

Entre otros, el CTE estuvo integrado por Salomón Nah- 
mad, Teresa Sierra, Natividad Gutiérrez, Héctor Díaz Polanco, 
Larisa Ortiz, Gustavo Torres, Agustín Ávila, Arnulfo Embriz, 
Natalio Hernández, etcétera. En esta tercera experiencia sobre 
la reforma constitucional en materia indígena y el pueblo afro- 
mexicano, fue un honor ser parte del CTE. 

De junio de 2019 a septiembre de 2021, el CTE celebró 
once sesiones de trabajo en las que analizó los principios y con- 
tenidos de la Iniciativa. En su XI sesión virtual, celebrada el 8 
de septiembre de 2021 en la Cdmx, el CTE aprobó por consen- 
so la Iniciativa de Reforma Constitucional sobre Derechos de 
los Pueblos Indígenas y Afromexicano. 

El 28 de septiembre de 2021, en el marco de la ceremonia 
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de «Justicia y Perdón al Pueblo Yaqui», celebrado en Vicam, 
Sonora, los representantes de los pueblos indígenas y afromexi- 
cano y los gobernadores yaquis, entregaron al presidente de la 
República la iniciativa que comento y que tiene como propósito 
reformar los artículos: 1, 2, 21, 26, 27, 35, 41, 50, 73, 89, 94, 99, 
102, 115, 116 y 122. 

Jesús Patricio Varela, secretario de la Guardia Tradicional de 
Torim, al momento de entregar la Iniciativa al presidente de la 
República, manifestó: 


Este momento importante no puede ser solo para los Yaquis, 
queremos agradecer y festejar esta nueva era de reconciliación y 
paz con todos los hermanos indígenas y afromexicanos. Por esta 
razón están aquí, frente a usted, representantes de todos nues- 
tros pueblos, y de manera conjunta le entregamos la propuesta 
de reforma constitucional apoyada por más de 650 mil firmas 
de mujeres y hombres indígenas y afromexicanos de esta gran 
nación que hemos construido de forma colectiva a lo largo de 
los años, y en este momento le pedimos que la haga suya, y a 
nuestro nombre lo presente al Congreso de la Unión. 


Al igual que en 1992 Carlos Salinas de Gortari (PRI) envió 
a la Cámara de Diputados la iniciativa para reformar el artícu- 
lo 4° constitucional, y en 2002 Vicente Fox (PAN) entregó al 
Senado de la República su iniciativa para reformar el artículo 
2° constitucional; asimismo, los pueblos indígenas y afrodes- 
cendientes de México esperan que, en fecha próxima, Andrés 
Manuel López Obrador (Morena) entregue al Congreso de la 
Unión la Iniciativa de Reforma Constitucional sobre Derechos 
de los Pueblos Indígenas y Afromexicano. 

Espero que el Creador me conceda el privilegio de cerrar 
este ciclo con esta tercera experiencia de reforma constitucio- 
nal en México. Han sido largos años de omisiones, tensiones y 
confrontaciones. La paz, concordia y pacificación ha llegado y 
es hora de cerrar este capítulo largamente soñado por los pue- 
blos indígenas y afros de México. 
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El líbro contiene veintiséis artículos de opinión que abot- 
dan mis diversas contribuciones en el Parlamento. Su selección 
tomó como criterio el vínculo con el proceso legislativo. Los 
tres primeros dan el contexto de mi arribo a la Cámara de Di- 
putados. 

El artículo «Los pueblos indígenas y la reforma del Esta- 
do. Una agenda inconclusa», explica el trabajo relevante de la 
Comisión de Asuntos Indígenas (CAD. Contiene una síntesis 
de la Iniciativa de Reforma Constitucional en materia indíge- 
na. Resume las pistas de negociación en la Comisión Ejecutiva 
para la Negociación y Construcción de Acuerdos (CENCA) 
del Congreso de la Unión. También relata los avances y la limi- 
tación de consensos en el Grupo de Trabajo sobre Federalismo 
y en el Grupo de Trabajo sobre Garantías Sociales. Asimismo, 
describe las complicaciones en el proceso de dictamen de la 
Iniciativa en la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cá- 
mara de Diputados. 

La gestión presupuestal indígena ocupó una parte central 
en la batalla financiera en el Congreso. Uno de nuestros prin- 
cipales resultados es haber impulsado la «transversalidad» en 
la administración federal en materia indígena. Ahora, además 
del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas (1INPD), antes 
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
(CDI), hay otras secretarías de Estado comprometidas en dise- 
ñar políticas públicas para abatir la pobreza indígena. 

El 23 de diciembre de 2006, la Cámara de Diputados aprobó 
el PEF 2007 por 2 billones 260 mil 412 millones 500 mil pesos. 
De dicha cantidad, 28 mil millones se destinaron al presupuesto 
para atender a los pueblos indígenas. La propuesta de Felipe 
Calderón para la Comisión Nacional para el Desarrollo de los 
Pueblos Indígenas (CDI), fue por 5 mil millones de pesos y la 
Comisión que presidí lo incrementó a 7 mil millones de pesos; 
es decir, en los primeros cuatro meses de gestión financiera lo- 
gré la negociación de 2 mil millones de pesos adicionales para 
la CDL 


18 


La estrategia de la transversalidad demanda presupuesto y 
gasto público. Por ello, en el PEF 2007 logramos el «Presupues- 
to Transversal para Pueblos Indígenas», gestionando en prome- 
dio 28 mil millones de pesos. En el PEF 2008, por primera vez 
desglosamos el monto transversal por 37 mil millones de pesos 
y en el PEF 2009 negociamos recursos financieros por un poco 
más de 38 mil millones de pesos. En el proceso de negociación 
financiera de los tres años fiscales, la Comisión de Asuntos In- 
dígenas alcanzó una gestión presupuestal superior a los 100 mil 
millones de pesos, orientados a diez secretarías de Estado, para 
atender programas y proyectos indígenas. 

En la parte «sectorial» de los recursos financieros para la 
CDL del 2006 al 2009, gestioné un incremento adicional por 
3 mil 500 millones de pesos. Incluyendo la gestión del presu- 
puesto transversal. Éstos fueron los resultados concretos en la 
gestión para el desarrollo de los pueblos indígenas de México. 
El Anexo IV contiene los montos anuales (2006-2009) del pre- 
supuesto transversal indígena. 

Desde el 1 de septiembre de 2006, hasta el 31 de agosto de 
2009, comprometí todo mi esfuerzo para alcanzar los mejores 
resultados, tanto en el ámbito legislativo como en la esfera de la 
gestión social. Al paso del tiempo el público juzgará el desem- 
peño de mis actividades. 

La presente publicación contiene artículos que abarcan di- 
versos temas de mi trabajo como legislador indígena. A excep- 
ción del artículo de Roberto Álvarez Heredia, todos los demás 
son de mi autoría. La compilación incluye mis principales inter- 
venciones en el Palacio Legislativo de San Lázaro. Para ilustrar 
la evolución del presupuesto indígena, incluí un artículo que 
presenta una reflexión sobre el panorama presupuestal del pre- 
sente año fiscal. 

Los artículos escritos entre los años 2006 y 2009 fueron 
presentados en diversos foros locales, nacionales e internacio- 
nales. Durante los tres años realicé diversas giras de trabajo en 
veinticuatro estados de la República con población indígena. 
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Asimismo, con el gobierno de la Ciudad de México celebramos 
múltiples actividades relacionadas a los derechos de los pueblos 
indígenas asentados en la Zona Metropolitana. 

En mi calidad de presidente de la CAI realicé diversas gi- 
ras internacionales. En mi carácter de miembro del Parlamento 
Centroamericano (Parlacen), de la Comisión de Pueblos In- 
dígenas y Etnias del Parlamento Latinoamericano (Parlatin) y 
del Parlamento Indígena de América (PLA), visité varios países 
andinos y sudamericanos. Japón y EEUU fueron los países en 
donde desarrollé con mayor relevancia mi trabajo legislativo in- 
ternacional. 

En julio de 2008, los ainu, en su calidad de pueblos origi- 
narios de Japón, me invitaron participar en la Cumbre de los 
Pueblos Indígenas del Mundo, celebrada en Hokkaido, Japón. 
Por primera vez, delegados indígenas del mundo se reunieron 
en sesión paralela a la Cumbre del Grupo de los Ocho para 
analizar el tema indígena a escala global. Los parlamentarios 
asiáticos informaron que, tanto la cámara alta como la baja del 
parlamento japonés, el 6 de junio de 2006, reconocieron a los 
ainu como pueblos indígenas con plenos derechos en la era 
moderna. La ley indígena en Japón señala: «Si nuestro país quie- 
re liderar a la comunidad internacional, es crucial que todos los 
pueblos indígenas conserven su honor y dignidad para transmi- 
tir su cultura y orgullo a las generaciones futuras». 

Como parlamentario indígena mexicano fue un honor inter- 
venir en el parlamento japonés. La voz de miles de delegados 
indígenas del mundo hizo eco en el Grupo de los Ocho, que 
recibió fuertes críticas a su doctrina de expansión imperial. En 
el artículo «El G8 y los Pueblos Indígenas» de este libro, relato 
la crónica de mi experiencia con el mundo asiático. 

En los tres años de mi gestión en la Cámara de Diputados 
hice cuatro viajes a Nueva York para participar en múltiples 
eventos en la sede de las Naciones Unidas. Además de pat- 
ticipar en dos sesiones anuales del Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas de la ONU, también tuve el honor de 
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participar en la sesión plenaria de la Asamblea General de la 
ONU, la cual, el 13 de septiembre de 2007, aprobó la Declara- 
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas. La adopción de la Declaración llevó un cuarto de 
siglo de negociaciones diplomáticas. En las múltiples consultas 
y cabildeos fue determinante la participación de consultores, 
embajadores, jefes de Estado, representantes y parlamentarios 
indígenas del mundo. 

Cuatro días después de la adopción de la Declaración, a pro- 
puesta de la CAL, el 17 de septiembre, la Junta de Coordinación 
de la Cámara de Diputados hizo suyos los postulados de este 
instrumento jurídico internacional y, días después, la plenaria 
de la Cámara los aprobó por consenso de todos los legisladores 
federales. De esta forma, la Junta de Coordinación Política soli- 
citó al Ejecutivo federal para que las premisas de la Declaración 
cobren vigencia y sean parte de la política pública del Esta- 
do mexicano y se armonice la legislación nacional con la base 
normativa de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas. Ésta fue una de nuestras 
principales contribuciones en la esfera internacional. 

La mayoría de los artículos de este libro fueron publicados 
en el periódico El Sur y en La Jornada Guerrero. Varios fueron 
difundidos en la Gaceta Parlamentaria del Palacio Legislativo de 
San Lázaro y en Ágora, Boletín del Grupo Parlamentario del 
PRD de la Cámara de Diputados. Varios se difundieron en la 
Agencia de noticias SERVINDI, la cual, desde Lima, Perú, di- 
funde la comunicación intercultural en América y el mundo. En 
el país, la Agencia Internacional de Prensa India propagó electróni- 
camente mis principales contribuciones legislativas. 

Temas como la pobreza indígena, la negociación del presu- 
puesto, las reglas básicas de la diplomacia para prevenir con- 
flictos políticos, el debate sobre la transversalidad de los dere- 
chos indígenas, la imposición de la presa hidroeléctrica de La 
Parota, los medios de comunicación para pueblos indígenas, la 
experiencia del parlamento cubano, el impacto en México de la 
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Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas, la espiritualidad en tiempos de globaliza- 
ción, la ola de violencia en el país, son solo algunas de las cró- 
nicas políticas que contiene este ramillete de artículos escritos 
durante treinta y seis meses. 

Desde el inicio de mis actividades legislativas di alta prio- 
ridad a mantener informada a la ciudadanía sobre los avances 
del trabajo legislativo. Del año 2007 al 2009 publicamos treinta 
desplegados y más de una veintena de robaplanas en diversos 
diarios de circulación nacional y local. En ellos, informé a la 
opinión pública sobre temas relevantes, como la aprobación del 
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), los recursos 
financieros para la educación, el programa de apoyo a los adul- 
tos mayores, el Programa Especial Concurrente para el Cam- 
po, salud, discapacitados, equidad de género, inversión pata la 
infraestructura carretera, mujeres indígenas, las universidades 
interculturales, etcétera. Pero, sobre todo, resalté los avances 
logrados en la gestión comunitaria para los pueblos indígenas 
de Guerrero. 

En los medios de comunicación fijamos la postura legisla- 
tiva en temas como el conflicto de los normalistas de Ayotzi- 
napa, el Día Internacional de la Mujer, la defensa del petróleo, 
etcétera. En los comunicados de prensa informé sobre la ges- 
tión parlamentaria para los pueblos indígenas en ejes carrete- 
ros, universidades, bandas de música, liberación de presos in- 
dígenas, gestión de proyectos productivos, apoyo a las mujeres 
indígenas, etcétera. 

Este libro sistematiza las principales actividades desde mi 
arribo hasta el último día de mis labores en la Cámara de Di- 
putados. El trabajo legislativo lo realicé con pasión y emoción. 
Fue una experiencia invaluable e imborrable. Me dejó enseñan- 
zas trascendentales. Conocí el ejercicio del poder legislativo y 
su impacto en la vida de millones de mexicanos. Participé en 
varios procesos de negociación financiera y fui testigo de la 
disputa implacable por la riqueza nacional, reflejada en la asig- 
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nación anual del Presupuesto de Egresos de la Federación para 
la nación mexicana. 

Desde la presidencia de la Comisión de Asuntos Indígenas 
defendí las mejores causas de mis hermanos indígenas de Mé- 
xico. No claudiqué en la defensa de sus derechos constituciona- 
les. No escatimé ningún esfuerzo en el proceso de negociación 
para incrementar el gasto público para nuestros pueblos. Ha 
sido satisfactorio poner mi mejor esfuerzo en los trabajos de la 
LX Legislatura. Defendí la causa indígena más allá del interés y 
la postura de los partidos políticos. 

En la presidencia de la Comisión hice valer mi voz y razona- 
miento para lograr los consensos necesarios. Conviví durante 
largas jornadas con diputados de todos los partidos políticos 
representados en el Parlamento. Mi agradecimiento a las fuer- 
zas políticas del Congreso por brindarme el alto honor y el 
privilegio de presidir la Comisión de Asuntos Indígenas de la 
LX Legislatura de la Honorable Cámara de Diputados del Con- 
greso de la Unión. 

Si mi historia y mi experiencia sirven de ejemplo para al- 
guien más, quisiera que cuenten que viví la parte final del Mé- 
xico del siglo XX y lo que llevamos del XXI, que ha sido época 
de grandes acontecimientos en el país. Viví y vivo con pasión 
inolvidable. Los caminos nunca fueron fáciles. Hubo caídas, 
resbalones y tropiezos. Sin embargo, transité mi camino con 
alegría, honor y dignidad. 

Cierro este capítulo de mi vida, pero mis anclas siguen en 
alta mar, porque aún no llego al último puerto. Las velas siguen 
desplegadas hasta que lleguen nuevos vientos. Las estelas del 
pasado ahí se quedan. Las huellas son del presente y futuro 
próximo. En este texto comparto mi modesta experiencia para 
las futuras generaciones de parlamentarios indígenas y no indí- 
genas del país. 


Marcos Matías Alonso 
Diciembre de 2021. 
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"TRIUNFO EN LAS URNAS Y EN EL TRIBUNAL 
Marcos Matías Alonso 


El 6 de julio de 2006, el VI Consejo Distrital del Instituto Fe- 
deral Electoral en el Estado de Guerrero concluyó el cómputo 
de la elección de diputados por el principio de mayoría relativa, 
el cual arrojó los siguientes resultados: PAN: 10 874, PRI: 40 
623 y PRD: 43 135. Al finalizar el cómputo, el Consejo Distrital 
expidió la constancia de mayoría para acreditarme como dipu- 
tado electo. 

El cómputo distrital entre la Coalición Por el Bien de Todos 
(PRD-PT y PC) y la Alianza por México (PRI-PVEM), arrojó 
una diferencia de 2512 votos, que fueron la base de nuestro 
triunfo electoral. La victoria en las urnas fue incuestionable y 
resistió los embates jurídicos por parte de nuestros adversarios 
políticos. Como consecuencia de los resultados anteriores, el 
presidente del Consejo Distrital le otorgó la constancia de ma- 
yoría y validez a la Coalición Por el Bien de Todos. El cómputo 
oficial presentó los siguientes resultados: 


Partido Político Votación 
Partido Acción Nacional 10,874 
Alianza Por México (PRI-PVEM) 40,623 
Alianza Por el Bien de Todos (PRD-PT-Convergencia) 43,135 
Nueva Alianza 3,800 
Alternativa Socialdemócrata y Campesina 925 
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Al corroborar los resultados electorales adversos para el 
PRI y el PVEM, el 9 de julio de 2006, el representante jurídico 
de Héctor Vicario Castrejón (HVC) promovió juicio de incon- 
formidad en contra de los resultados consignados en el acta de 
cómputo distrital y solicitó la nulidad de la elección del 2 de 
julio. El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF) recibió el expediente para su análisis correspondiente. 
La Coalición Por el Bien de Todos, en su carácter de /ercero inte- 
resado, presentó respuesta a las impugnaciones el 12 de julio. 
Se argumentaron consideraciones jurídicas y se expusieron los 
motivos de la defensa sobre las ciento sesenta y nueve casillas 
impugnadas. 

El conocimiento de este medio de impugnación fue canali- 
zado a la Sala Regional del TEPJF de la Cuarta Circunscripción 
Plurinominal y abrió el expediente número SDF-IV-JIN-2/2006 
para analizar el juicio de inconformidad en referencia. La Cuar- 
ta Circunscripción del TEPJF lo turnó a un magistrado ponen- 
te para el análisis de la información con mandato de preparar la 
resolución correspondiente sobre la controversia electoral. El 
magistrado ponente del TEPJF, en aproximadamente veintisie- 
te días, hizo un estudio de fondo sobre la controversia plantea- 
da y preparó la sentencia respectiva. En sesión pública, el 2 de 
agosto, los magistrados del TEPJF presentaron las siguientes 
conclusiones: 


a) De las 169 casillas impugnadas por el PRI, solo cinco fue- 
ron anuladas. Sobre el cómputo final «...se desprende que, 
una vez realizada la recomposición del cómputo distrital 
al restarse la votación anulada, no existe variación alguna 
[...], por lo que se confirma la declaración de validez de la 
elección impugnada [...], y la expedición de las constancias 
correspondientes». 

b) «se desecha el juicio de inconformidad por cuanto hace a la 
impugnación de la votación recibida. Se confirma la decla- 
ración de validez de la elección de diputados por el princi- 
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pio de mayoría relativa a favor de Marcos Matías Alonso». 

c) «...mediante resolución dictada en el expediente SDF-IV- 
JIN-2/2006, confirmó el cómputo de entidad federativa, la 
declaración de validez y el otorgamiento de la constancia de 
mayoría y validez de dicha elección a la fórmula triunfadora». 

d) «Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron los magistra- 
dos electorales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación con sede en el Distrito Federal». 


El juicio de inconformidad formulado por HVC fue con- 
siderado infundado y desechado por el TEPJE De las casillas 
consideradas para su revisión, cinco fueron anuladas y solo nos 
afectaron siete votos (para la alianza PRI-PVEM se afectaron 
más votos). La sentencia es absolutamente favorable a nuestra 
causa. El 2 de julio la ciudadanía y el pueblo vencieron en las 
urnas. La sentencia dictada el 2 de agosto por el TEPJE ratificó 
y confirmó nuestro triunfo electoral, 

Sin embargo, con fecha del 5 de agosto, el representante le- 
gal del candidato del PRI interpuso un recurso de reconsidera- 
ción en contra de la sentencia del 2 de agosto. De esta manera, 
la Sala Regional de la Cuarta Circunscripción Plurinominal lo 
remitió a la Sala Superior del TEPJE. 

Una vez analizado con profundidad el recurso de reconsi- 
deración, con fecha 14 de agosto, los magistrados de la Sala 
Superior resolvieron el caso de la siguiente manera: 


Al haberse desestimado los agravios esgrimidos por la Coalición 
Alianza por México, se confirma la resolución emitida pot la 
Sala Regional del Tribunal Electoral de la Federación de la Cuar- 
ta Circunscripción Plurinominal. 


Por lo anteriormente expuesto, los magistrados determina- 
ron: 


a) Único. Se confirma la resolución del dos de agosto de 2006, 
dictada por la Sala Regional del Tribunal Electoral del Poder 
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Judicial de la Federación de la Cuarta Circunscripción Pluri- 
nominal del Distrito Federal. 

b) En su oportunidad, devuélvanse los documentos atinentes y 
archívese el presente expediente como asunto definitivamen- 
te concluido. 

c) Así lo resolvieron por unanimidad de votos los magistrados 
que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, ante el secretario general de Acuer- 
dos, quien autotiza y da fe. 


En síntesis, el recurso de reconsideración presentado fue 
nuevamente dictaminado infundado e inatendible. Es altamen- 
te meritorio que tanto la Sala Regional como la Sala Superior 
del TEPJF hayan confirmado y ratificado nuestro triunfo en 
las urnas. La victoria en los tribunales se selló con gloria: «ar- 
chívese el presente expediente como asunto definitivamente 
concluido». 

Nuestra victoria del 2 de julio quedó estampada en letras de 
oro con la sentencia del 2 de agosto y la resolución inapelable 
del 14 de agosto de los magistrados de la Sala Regional y la 
Sala Superior del TEPJF. De esta forma, la controversia y los 
alegatos infundados presentados por Héctor Vicario Castrejón 
y sus asesores jurídicos, quedó finiquitada contundentemente. 
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LA VICTORIA DE LOS PUEBLOS EN EL DistTrITO VI* 
Marcos Matías Alonso 


Diversas historias y testimonios pueden relatarse sobre la victo- 
ria de los pueblos en la contienda electoral del pasado 2 de julio. 
Nuestro entorno estuvo lleno de acontecimientos relevantes y 
lecciones visionarias sobre los procesos políticos electorales. 
Comparto las enseñanzas más significativas. 

Historia y raíz libertaria. Nuestra «Casa de Campaña» en 
Chilapa fue la misma «Casona Histórica» que sirvió de morada 
a las tropas del general Emiliano Zapata. Así como en 1913, 
desde allí los zapatistas planearon la toma de Chilpancingo, mis 
compañeros de la Coalición por el Bien de Todos, desde ese 
rincón histórico, humilde pero lleno de dignidad, preparamos 
la victoria electoral del 2 de julio pasado. Nuestro sueño fue 
custodiado por la raíz y el legado zapatista. Desde que se abrió 
el antiguo portón, sabíamos que en su regazo se incubarían 
los caminos de nuestra campaña político electoral. Desde allí 
brotaron las primeras voces de la campaña por la dignidad de 
nuestros pueblos. 

Las primeras voces de campaña. Nuestra campaña políti- 
ca electoral diseñó una estrategia fincada en el trabajo de base y 
en la escala comunitaria. Trazamos una campaña a ras de tierra; 
lo mismo en el área urbana como en la zona rural. Como en 
las grandes epopeyas de la antigüedad, nos preparamos para 
conquistar la victoria que nos aguardaba el 2 de julio. Desde 


*Artículo de opinión publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 27 de julio de 
2006. 
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AO A { 


En la Casa de Campaña en Chilapa de Álvarez. Febrero de 2006. 


nuestros primeros mensajes insistimos que mi candidatura no 
estaría basada en el derroche o despilfarro de recursos. Tampo- 
co se sustentaría en el reparto de dinero, en la corrupción de 
líderes, mucho menos en el engaño y la mentira. 

Insistí en no promover quimeras. Anuncié que había llega- 
do la hora de hablar con la verdad al pueblo. Basta de men- 
tiras, engaños y demagogia. Estas primeras voces sacudieron 
conciencias. Empezamos a levantar la dignidad y el orgullo del 
pueblo. La valentía se asomó en el rostro de hombres y muje- 
res dispuestos a protagonizar el quiebre político que soñaron 
nuestros antecesores. 

Principios y dignidad. La bandera política de mi cam- 
paña se basó en la dignidad y el respeto de los pueblos. 
Siempre tuve certeza que la dignidad es una bandera que 
ninguno de nuestros adversarios podría arrebatarnos. De- 
finí mi aspiración de legislar con los principios legados por 
nuestros antepasados: no robar, no mentir, no traicionar y 
no ser cobarde. Sabía que de ninguna de estas virtudes po- 
drían despojarnos nuestros adversarios. El robo, la mentira, 
la traición y la cobardía han sido sus principales bases para 
edificar su poder ilegal e ilegítimo. En mis encuentros con 
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el pueblo reiteré que nada me impedía hablar con dignidad 
y coraje. 

Había llegado la hora de terminar con la ola engaños al pue- 
blo de Guerrero. Forjamos una nueva esperanza basada en la 
verdad y en los desafíos de trabajar junto con nuestros pueblos. 

Reorientar el oficio parlamentario. Los tiempos actuales 
reclaman retos y nuevos compromisos para dignificar el trabajo 
parlamentario. Lo más relevante: justicia para los pueblos indí- 
genas, la emergencia de la agenda de las mujeres y la juventud, 
el derecho a la educación y la salud, la protección de la econo- 
mía campesina, la reestructuración del Procampo, la soberanía 
alimentaria, el derecho a las vías de comunicación, marco jurí- 
dico para la pensión alimentaria y apoyo a los discapacitados, 
el derecho al trabajo, protección de los derechos humanos y 
legislación para los migrantes, impacto del presupuesto y gasto 
social para disminuir la pobreza de la población más vulnera- 
ble, etcétera. Una auténtica reorientación del oficio legislativo 
implica dar una fuerte batalla en la esfera constitucional y la 
gestoría parlamentaria orientada al terreno social sustentada en 
la obra pública: carreteras, electrificación, escuelas, salud, pro- 
ducción, etcétera. Ley y demanda social se convierten en una 
relación indisoluble del legislador con el pueblo. La propuesta 
cautivo confianza y compromiso político. 

La coyuntura del 2006. A nivel nacional, México ha sido 
testigo del resquebrajamiento del Partido Revolucionario Ins- 
titucional (PRI). Guerrero también ha observado su quiebre 
político. Cientos y miles de guerrerenses dignos abandonaron 
el PRI en las pasadas elecciones federales. En el VI Distrito 
vimos la desbandada y el despedazamiento de los priistas. Las 
columnas del PRI se desploman. Es un cuerpo político que se 
quedó sin cabeza y sin pies. Sin cabeza política y sin pie social, 
Héctor Vicario Castrejón (HVC) quedó condenado al fracaso 
en la misma región donde antes triunfó con mentiras y enga- 
ños. HVC fue el peor candidato que el ?ricolor seleccionó: el des- 
prestigio y el descrédito fueron sus cartas de mayor debilidad. 
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El desmoronamiento y división internos del PRI fueron facto- 
res de coyuntura para cosechar la victoria de nuestros pueblos. 
Mientras el PRI vivió su peor debilitamiento, la Coalición por 
el Bien de Todos intensificó su fortalecimiento y capacidad de 
movilización social. Indudablemente, en la cosecha de nuestros 
votos, el factor Andrés Manuel López Obrador coadyuvó en 
la coyuntura del 2006. Se cumplió e hicimos cumplir el adagio 
popular: «No hay PRI que dure cien años ni pueblo que lo 
aguante». 

La campaña comunitaria. Siempre tuve plena conciencia 
que las elecciones federales del 2 de julio serían un verdadero 
campo de batalla y un escenario de guerra política. Sabía que 
la única manera de vencer al candidato del tricolor era bajar al 
suelo social y enfrascarse en una lucha directa. Bajar al suelo 
social implicó tener pies, vista y oídos en el terreno de los acon- 
tecimientos. Demandó tejer una red de alianzas en el campo 
comunitario. Quien teje la «telaraña» de los pueblos y encuentra 
la hebra de los ásperos caminos, difícilmente es vencido. Avan- 
zamos de pueblo en pueblo, de voz en voz y nuestra palabra se 
expandió. No nos esperaba mucha gente en las reuniones, sino 
muchas reuniones con la gente. La nuestra fue una campaña 
austera, pero con mucha dignidad. Más que dar, recibimos del 
manto protector de los pueblos: consejos, alimentos, esperan- 
za, dignidad y coraje. El díptico casero «Marcos: una historia 
de dignidad», se convirtió en un verdadero proyectil de nues- 
tra propaganda política. Fue un espejo humano para despertar 
sentimientos de rabia e indignación; también se hizo fuente de 
inspiración para cargarnos de valor, dignidad y coraje. Nuestra 
campaña comunitaria penetró en el corazón y en el alma de los 
pueblos. Sabía bien que entrar en el lenguaje de los pueblos era 
una manera de desarmar al enemigo. Con esta fortaleza no po- 
drían detenernos hacia nuestra victoria del 2 de julio. 

El derrumbe de paradigmas. A la luz de mi modesta ex- 
periencia en el campo electoral, observé derrumbarse varios 
mitos. Hace meses iniciamos una batalla frontal, en la cual nos 
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enfrentamos al poder y demostramos que no siempre triunfa 
el dinero sobre la dignidad de los pueblos. Hasta Napoleón se 
equivocó cuando dijo que las guerras políticas se ganan con tres 
cosas: «Dinero, dinero y más dinero». La fórmula del dinero no 
siempre es suficiente para conquistar una batalla electoral. El 
engaño y autoengaño es el mejor camino a la derrota. El candi- 
dato del PRI presumió ser el mejor posicionado de su partido 
a nivel nacional y la derrota del 2 de julio le hizo abrir los ojos 
a una realidad adversa. 

El mito de las encuestas es una aproximación que no siem- 
pre es certera. La realidad es mucho más compleja que cual- 
quier muestreo tendencioso. Fue aparatoso el derrumbe de 
porcentajes en las preferencias electorales. Los primeros datos 
colocaron a nuestro adversario del PRI en 39, 29, 9 y hasta solo 
seis puntos de ventaja en el Distrito VI. La verdadera encuesta 
que cuenta es la del 2 de julio. Los resultados preliminares y 
finales hicieron pedazos la fantasía de las encuestas. 

Confirmó que los pueblos pobres e indígenas son impre- 
decibles e inconmensurables. Nuestra experiencia del 2 de ju- 
lio hizo sepultar paradigmas en el esquema clásico de hacer 
campaña. No hicimos apertura y tampoco cierre de campaña 
al estilo tradicional; y ello no impactó negativamente en los 
resultados electorales. En lugar de comprometer dinero, com- 
prometimos nuestra palabra e insistimos en que había llegado 
el momento de hablar con la verdad. Hicimos conciencia de 
que había llegado la hora de los pobres. Vivimos el tiempo de 
los pueblos olvidados. Este tiempo es nuestro tiempo. Llegó la 
hora de enaltecer nuestra dignidad. Por el bien de México y por 
el bien de Guerrero, nos propusimos triunfar y coronamos con 
eloria el sueño de nuestros pueblos. 
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Davip Y GOLIAT EN EL DistrITO VI* 
Roberto Álvarez Heredia** 


La bíblica lucha entre David y Goliat se reeditó en la elección 
del 2 de julio, cuando Marcos Matías Alonso se alzó con la vic- 
toria electoral frente al figueroísta Héctor Vicario Castrejón, en 
un distrito electoral que el PRD estatal daba por muerto con 12 
puntos abajo en las preferencias electorales, de acuerdo con un 
sondeo interno, levantado por la empresa Parametría. 

El distrito electoral 06, considerado como bastión priista, 
cuna del voto verde, sede de la fuerza de la familia Figueroa, 
principal corriente política del PRI, se convirtió en el escenario 
de una campaña entre el dinero y la austeridad, donde la lógica 
pierde su razón, según un cercano colaborador de Vicario. 


En Mártir de Cuilapan con Margarito González y Luis Walton 


*Artículo de opinión publicado en El Sur de Guerrero. Acapulco, Guerrero 18 de 
julio del 2006. 
** Consultor político y exdiputado local del PRI. 
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Héctor Vicario Castrejón, senador de la República, ex dipu- 
tado federal y local, ex subsecretario de Finanzas en el gobierno 
de Rubén Figueroa Alcocer, hizo una campaña al viejo estilo: 
llegaba en caravana, hablaba, le aplaudían, daba apoyos a líderes 
y se iba. Así, recorrió la totalidad de los 14 municipios de un 
accidentado distrito, unos en la Montaña alta y baja, otros en la 
zona Norte y Centro. 

Rodeado de asesores, coordinadores y delegados, le confec- 
cionaron un slogan: «La palabra que cumple», que se repitió sin 
fin en boletines, discursos, spots, lonas y folletos. La frase se 
distanció del sentir de electores que pensaban diferente, espe- 
cialmente en los municipios de Huitzuco, Atenango y Copalillo, 
donde fue diputado federal. En pocas palabras, Vicario se hizo 
contra campaña. 

Vicario realizó una campaña intensa que privilegió los gran- 
des mítines, la visita tradicional, los jaripeos y la promoción 
mediática, dentro y fuera del distrito electoral. Algunas fuentes 
señalan que apostaba su futuro político, que tenía todo para 
ganar, recursos ilimitados, apoyos políticos de los alcaldes, una 
movilidad envidiable y una organización eficiente con presen- 
cia en cada rincón del distrito. 


Marcha y mitin en la cañada de Huamuxtitlan 


Entonces ¿qué pasó? Para empezar, no conocía a su advet- 
sario, sus fortalezas y debilidades, carecía de un mensaje que 
lo contrastara de otros partidos, y que fuera comunicado al 
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mismo tiempo por la campaña de aire y tierra. Los asesores 
le presumían encuestas que solo existían en la imaginación de 
quienes las creaban, y cayó irremediablemente en un exceso de 
confianza. 

La suya fue una campaña más mediática y tradicional, y 
no se construyeron alianzas firmes en los 14 municipios que 
surtieran efecto en la movilización. De acuerdo con diversas 
fuentes consultadas de su propio entorno, le faltó operación 
política y varios le cobraron facturas. Los ejemplos saltan a la 
vista: Gustavo Miranda, Eugenio Ramírez, Jesús Ramírez, Bon- 
filio Peñaloza, los expresidentes municipales de Huitzuco, entre 
Otros. 


Cierre de campaña en Huitzuco con Lázaro Mazón 


Marcos Matías Alonso, indígena, antropólogo, diplomático 
de la ONU, con maestría en planificación y doctorado en desa- 
rrollo rural, hizo una campaña con recursos escasos, sin vehí- 
culos ni oficinas con internet; y siendo candidato externo por el 
PRD, no se achicó y caminó sobre los hombros de su adversa- 
rio para ganar el distrito con una ventaja de más de 6 mil votos. 

De cuna indígena y humilde, desarrolló una campaña comu- 
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nitaria, pueblo por pueblo, con un mensaje que se ajustaba fiel- 
mente a su perfil personal y profesional. Venía del pueblo, venía 
del mundo y era local, venía del conocimiento y se convirtió 
en un espejo humano que despertó sentimientos de dignidad, 
valentía, orgullo y respeto. 

Fue la antítesis de Vicario, porque los electores lo contrasta- 
ron con Marcos Matías: experiencia internacional, nivel acadé- 
mico, uso de la lengua indígena y práctica comunitaria fueron 
las ventajas comparativas del candidato perredista que Vicario 
no podía disputar con las suyas. 

«No traigo jaripeos, ni reparto dinero», decía en náhuatl en 
una campaña de huaraches con reuniones selectivas con líderes 
para conversar de su propia vida, de su propia historia, de re- 
mar contracorriente y ofreciendo un mensaje segmentado para 
los ancianos, los adultos y los jóvenes. Los pueblos se encarga- 
rían de esparcir su mensaje. 

A través de conceptos clave, Marcos Matías tocó las fibras 
más sensibles de los electores indígenas: «pinahuiztli» (ver- 
gúenza), «chicahualiztli» (poder-fuerza), «paquiliztli» (alegría) y 
«nemiliztli» (pensamiento), fueron elementos del discurso que 
movían conciencias y votos. 

Mientras Vicario perdía su raíz de familia humilde, envuel- 
to por el poder y el prestigio político, Marcos Matías fue una 
batería humana, inspirada por los principios más nobles de la 
expresión indígena, que demostró que las encuestas también se 
estrellan contra la realidad. 
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Es INDÍGENA LA CARA DE LA POBREZA* 
Marcos Matías Alonso 


Hablo desde esta tribuna con respeto y alta consideración para 
cada uno de ustedes. Mi respeto va más allá los grupos parla- 
mentarios que representan. Al hablar pienso en México y en la 
gran diversidad de voces y rostros que existen en nuestra na- 
ción, reflexiono en los miles de mexicanos que desde el Canal 
del Congreso observan nuestras deliberaciones. 

Señor presidente, solicito su comprensión para que me per- 
mita dirigir breves palabras en la lengua de mis ancestros, con la 
voz de mi raíz indígena, permítame hacer una breve reflexión: 


Familia indígena de Ahuixtla, municipio de Chilapa, Guerrero. 


* Intervención en Sesión Plenaria del Recinto Legislativo de San Lázaro. Cámara de Diputa- 
dos LX Legislatura. México, D. F. 26 de septiembre del 2006. 
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«Nejua ty tejua, nimantejua ny nejua; tlatinetzcocoa, timitzcocos, 
tlatiticocoa, ticocozque México». «Yo soy tú y tú eres yo. Si me 
lastimas, te lastimo; si nos lastimamos, agraviamos a México». 

Ésta es una regla de oro en las relaciones humanas y 
políticas. Lo mismo se aplica entre los individuos como entre 
las naciones. Igual rige para la política interior como para la 
política exterior de una nación. 

Colegas diputadas y diputados, permítanme presentar mi 
punto de vista sobre la política pública y los pueblos indígenas. 
Lo hago en mi carácter de legislador y con mi alto compromiso 
con los pueblos indígenas de México. 

En los últimos seis años el indigenismo mexicano se hun- 
dió en el desprestigio nacional y continental. Han transcurrido 
seis años de demagogia, simulación e incompetencia en materia 
indígena. En el sexenio que fenece constatamos que los temas 
relevantes de la agenda indigenista no fueron atendidos satis- 
factoriamente. Los resultados son limitados e insuficientes. La 
expectativa que levantó esta administración quedó hecha pe- 
dazos. 

Los grandes temas del indigenismo oficial fueron aborda- 
dos con inexperiencia política. Es altamente preocupante que 
en las regiones indígenas de México siga prevaleciendo la exclu- 
sión, reine la desigualdad y crezca alarmantemente la pobreza 
en la mayoría de sus habitantes. La pobreza y la desigualdad de 
los pueblos indígenas continúan siendo los temas emergentes 
de nuestra nación mexicana. 

La pobreza mata, acorta la esperanza de vida y destruye el 
presente y el futuro de los pueblos. Es indígena la cara de la 
pobreza en México. El mapa del hambre en nuestro país nos 
indica que la pobreza tiene cara de mujer y de niño indígena. 
Es parte de la población con más alto riesgo de sucumbir en 
situaciones de crisis y carencia de servicios elementales. 

Miles de madres humildes de zonas rurales indígenas de 
México han visto a sus familias destruidas por el impacto de 
la pobreza. No hay duda que los pueblos indígenas se relacio- 
nan con bajo nivel de educación, condiciones deficientes en 
nutrición y salud, desempleo y discriminación. Sus indicadores 
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básicos han quedado sistemáticamente a la zaga en relación con 
el resto de la población. Es altamente preocupante la situación 
de los pueblos indígenas de México. 

El saldo de la presente administración no es nada alentador. 
Fueron escasos los logros en materia de reducción de la pobre- 
za. La mayoría de los programas de focalización de la pobreza 
no llegaron con éxito a las regiones indígenas. Hay mala calidad 
en la educación, cada día crece el número de niños indígenas 
que trabajan, la mortalidad infantil es alta, los indicadores de 
salud son los peores en México. 

Estudios recientes de CEPAL indican que solo siete de los 
veinte países de América Latina alcanzarán las metas de la re- 
ducción de la pobreza señaladas en los objetivos de desarrollo 
del Milenio. Un segundo grupo de países latinoamericanos dis- 
minuirán demasiado lentamente sus índices de pobreza. El ter- 
cer grupo seguirá en una situación dramática. En el tercer gru- 
po se encuentra México. La situación dramática se agudizará. 

No hay tiempo que perder. Tenemos que afrontar los graves 
problemas de la situación de pobreza de los pueblos indígenas 
de México. Éste es el México real, éste es el México profun- 
do. Los estudios, el reporte que relataba en los últimos segun- 
dos, son reportes de CEPAL, del Banco Mundial y del BID, en 
donde diagnostican que la situación de la pobreza indígena en 
México no ha mejorado, ha empeorado. Éste es el México real, 
compañeras y compañeros legisladores. 
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Los PUEBLOS INDÍGENAS Y LA REFORMA DEL 
ESTADO. UNA AGENDA INCONCLUSA 


El contexto legal 


La Ley para la Reforma del Estado (LRE) de abril de 2007 na- 
ció en medio de una crispación nacional y concluyó en días de 
alta convulsión en el país, con un tema altamente controversial 
como es la reforma energética. En abril de 2008, el país arribó 
con alta «petrolización de la política» y, al cierre de la LRE, 
quedó atrapado en medio de una nueva conmoción nacional. 
Indudablemente, el debate energético opacó la presentación de 
las modificaciones de Ley a nuestra Carta Magna. 

En abril de 2007, la LRE abrió un nuevo horizonte político 
en la vida democrática del país. Los principales actores coin- 
cidieron en avanzar hacia una nueva constitucionalidad. Por 
excelencia, la Comisión Ejecutiva para la Negociación y Cons- 
trucción de Acuerdos (CENCA) del Congreso de la Unión se 
convirtió en el órgano rector para orientar el diálogo político 
sin exclusiones y con el propósito de garantizar la cohesión 
nacional. 

En abril de 2008, los resultados alcanzados con la LRE son 
insuficientes e insatisfactorios. El diálogo político nacional que- 
dó trunco, y la aspiración de alcanzar la inclusión social quedó 
como una meta inalcanzable. Muchas voces y propuestas que- 
daron excluidas, y una gran parte del país quedó desencanta- 
da. Sin embargo, no puede negarse que hubo avances consi- 
derables. El proceso legislativo para examinar las propuestas 
generadas en el marco de los pactos mínimos de la CENCA 
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Con la diputada Martha Cecilia Díaz y los diputados Wenceslao Herrera y 
Humberto Alonso 


sigue su marcha hasta el fin de la presente legislatura y las ini- 
ciativas constitucionales podrán ser turnadas, tanto a la Cámara 
alta como a la Cámara baja. Ciertamente, la LRE feneció, pero 
el proceso legislativo tomará su cauce hasta la aprobación y/o 
rechazo de las nuevas propuestas constitucionales. 

Entre abril de 2007 y abril de 2008 se desarrolló un arduo 
trabajo para escuchar la opinión de diversos sectores de la so- 
ciedad nacional. En los debates participaron senadores y di- 
putados, organizaciones no gubernamentales, la comunidad 
académica y constitucionalistas, generando decenas de docu- 
mentos de análisis. Se promovieron foros, consultas y se con- 
trató a consultores y expertos en el arte del constitucionalismo 
mexicano. El proceso generó gastos por cerca de 80 millones 
de pesos. El legislativo provocó alta expectativa para el pueblo 
de México y abrió la esperanza para cimentar la soñada recon- 
ciltación nacional. 

Es meritorio reconocer y enaltecer el trabajo de diversos 
parlamentarios que dignificaron el oficio legislativo para alcan- 
zar acuerdos substanciales. Sin duda, el arduo proceso impul- 
sado por la CENCA tiene distintos balances y diversas pers- 
pectivas. Cada quien juzga desde distintos escenarios y valora 
los resultados con diferente visión. Ofrezco mis comentarios 
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ho. 
Entre otros, con los diputados Javier González Garza, Wenceslao Herrera, 
el Senador Andrés Galván y Luis H. Álvarez 


desde la perspectiva de los pueblos indígenas, materia central 
de la Comisión que me honro en presidir. 


El entorno social de los pueblos indígenas 


El punto de partida para abordar las propuestas legislativas en 
el marco de la LRE fue reconocer que la reforma constitucional 
de 2001, en materia de derechos y cultura indígena, no recogió 
los derechos fundamentales de los pueblos indígenas de Méxi- 
co. Desde la promulgación de la ley indígena del 2001, diversas 
voces políticas recomendaron revisar la ley y promover un nue- 
vo ajuste para incluir los temas de controversia constitucional. 

En este escenario constitucional en materia indígena, con- 
sideramos que la LRE era la instancia legislativa para abrir una 
nueva etapa en la discusión en materia de los derechos indí- 
genas inconclusos. Una gran oportunidad para —en el nuevo 
horizonte democrático por el que transita México— establecer 
y reconocer los derechos indígenas que quedaron truncos. No 
habrá transición a la democracia ni reforma del Estado sin la 
solución de los principales problemas del mundo indígena. 
Nunca más deberá impulsarse una reforma del Estado sin la 
inclusión de los pueblos indígenas. 
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FORO NACIONAL INDIGENA 
PARA LA INTEGRACION 
DE LA AGENDA LEGISLATIVA 


Con Othón Salazar, Víctor Aguirre y Humberto Alonso 


En este concierto de voces y preocupaciones, se perfiló el 
rumbo político para generar las propuestas constitucionales en 
materia indígena. 


La propuesta de consenso de la CAI 


Una vez revisada la literatura de los últimos diez años, la opi- 
nión de dirigentes de pueblos y organizaciones indígenas, la 
consideración de los partidos políticos y la valoración de acadé- 
micos y expertos en materia indígena, concluimos que la agen- 
da indígena es un tema transversal que cruza y atraviesa los 
cinco bloques temáticos señalados en la reforma del Estado. 

El tema indígena no debe quedar encasillado solo en un 
bloque temático. El derecho a la transversalidad indígena en la 
reforma del Estado va desde propuestas del régimen de Estado 
y Gobierno, hasta los planteamientos sobre garantías sociales. 
Siempre consideramos que la inclusión del tema indígena debía 
contener un enfoque global e integral. 

Tomando en cuenta el eje de la transversalidad, la CAI puso 
a consideración de la CENCA veinticuatro propuestas que in- 
cidirán en once artículos de la Constitución Política de los Es- 
tados Unidos Mexicanos. El cimiento legislativo propuesto por 
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la CAI quedó sistematizado en el folleto intitulado: Los derechos 
de los pueblos indigenas en el marco de la reforma del Estado, entregado 
a la CENCA y distribuido a nivel nacional para la consulta de 
los pueblos indígenas de México. 

De las veinticuatro propuestas de reforma constitucional, 
solo privilegiamos una de ellas para incidir en la modificación 
de tres artículos de la Carta Magna. En la estrategia de dar alta 
prioridad a los derechos indígenas, nos limitamos a generar una 
iniciativa de reforma constitucional en materia de pueblos indí- 
genas para modificar el artículo 2, 26 y el 115 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). 

El 5 de diciembre de 2007, la propuesta fue presentada en 
sesión Plenaria de la CAL, y se aprobó por consenso general. 
Los diputados del Partido Revolucionario Institucional (PRD), 
del Partido de Acción Nacional (PAN), del Partido de la Re- 
volución Democrática (PRD), del Partido de los Trabajadores 
(PT), del Partido de Convergencia (PC) y del Partido Verde 
Ecologista de México, manifestaron su acuerdo para promover 
la incorporación de los siguientes textos en los artículos en re- 
ferencia. 

Adición al artículo 2° sobre el derecho a ser sujeto de dere- 
cho público: 


Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas son libres 
e iguales a todos los demás pueblos y son sujetos de derecho 
público. El Estado reconoce plenamente la personalidad jurídica 
de los pueblos y comunidades indígenas y respeta sus propias 
formas de organización. 


Adición al artículo 2° sobre el derecho a la consulta: 


El estado, en sus distintos niveles y ámbitos, deberá consultar y 
consensar con los pueblos indígenas todos aquellos asuntos que 
les atañen, mediante sus procedimientos apropiados y a través 
de sus instituciones representativas, garantizando su derecho de 
consulta con consentimiento libre, previo e informado. 
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Adición al artículo 26 sobre el derecho a la consulta y el 
desarrollo: 


La legislación correspondiente establecerá los mecanismos ne- 
cesatios para que, en los planes y programas de desarrollo, se 
tomen en cuenta a las comunidades y pueblos indígenas en sus 
necesidades y especificidades culturales a través de la consulta y 
consenso, garantizando su derecho al consentimiento, libre, pre- 
vio e informado. El Estado les garantizará su acceso equitativo a 
la distribución de la riqueza nacional. 


Adición al artículo 115 sobre el municipio indígena y la libre 
determinación: 


Se respetará el ejercicio de la libre determinación de los pueblos 
indígenas en cada uno de los ámbitos y niveles en que hagan 
valer su autonomía, pudiendo abarcar uno o más pueblos indí- 
genas de acuerdo a las circunstancias particulares y específicas 
de cada entidad federativa. 

Las comunidades indígenas y los municipios que teconozcan su 
pertenencia a un pueblo indígena tendrán la facultad de asociar- 
se libremente a fin de coordinar sus acciones como pueblos. Las 
autoridades competentes realizarán la transferencia ordenada 
y paulatina de recursos, para que ellos mismos administren los 
fondos públicos que se les asignen. 


Con fecha 14 de diciembre de 2007, la Iniciativa en referen- 
cia fue presentada en el salón de sesiones del Palacio Legislativo 
de San Lázaro y publicada el mismo día en la Gaceta Parlamenta- 
ria. En el anexo I puede consultarse el texto íntegramente, tal 
como fue publicado en el órgano legislativo de la Cámara de 
Diputados (Año XI, número 2401-11/11/XI1/07). 


Las pistas de negociación en la CENCA 


En una primera etapa, la CAI hizo todos los esfuerzos necesa- 
rios para colocar veinticuatro propuestas en los cinco grandes 
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bloques temáticos de la Reforma del Estado: a) Federalismo, b) 
Régimen de Estado y de Gobierno, c) Reforma del Poder Judi- 
cial, d) Garantías Sociales y, c) Democracia y Reforma Electoral. 
Sin embargo, dada la complejidad en el proceso de negociación 
ante las instancias de la CNCA, se hizo sumamente complicado 
impulsar el enfoque transversal y tuvimos que establecer los 
temas de mayor relevancia para los pueblos indígenas. 

Tomando en cuenta lo anterior, la CAI privilegió la iniciativa 
consensuada en diciembre de 2007, sobte el reconocimiento 
de los pueblos indígenas como sujetos de derecho (artículo 2), 
el tema de la consulta (artículo 26) y la libre determinación en 
los distintos niveles y ámbitos de la autonomía (artículo 115). 
La propuesta anterior la colocamos en los siguientes bloques 
temáticos de LRE, e iniciamos diversos diálogos y debates en 
los respectivos Grupos de Trabajo. 

A continuación, relato los principales avances y discrepan- 
cias que hubo en cada una de las dos pistas de negociación ante 


la CENCA. 
a) El Grupo de Trabajo sobre Federalismo (GTF) 


El senador Melquiades Morales Flores (PRI) fue el coor- 
dinador del GTF, integrado por senadores y diputados de los 
partidos políticos representados en las cámaras alta y baja. Ade- 
más de diversos asesores, consultores y asistentes, se contó con 
la colaboración de dos especialistas en el tema: Porfirio Muñoz 
Ledo y José Antonio Crespo. 

El GTF inició su trabajo en octubre de 2007. Después de 
sostener dos entrevistas con el secretario técnico de la CEN- 
CA, la Iniciativa de Reforma Constitucional en materia indíge- 
na de la CAI fue presentada el 13 de enero de 2008. 

La Iniciativa fue turnada a los senadores y diputados del 
GTE Los diputados miembros de la CAI hicimos diversas ex- 
posiciones y presentamos múltiples argumentos para no pos- 
tergar el reconocimiento de los derechos constitucionales de 
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los pueblos indígenas. En sesión Plenaria con fecha 21 de fe- 
brero de 2008, el GTF aprobó por consenso la Iniciativa en 
referencia. 

En acuerdo a la normatividad establecida en la LRE, el 25 
de marzo, el coordinador del GTF envió la propuesta a la Sub- 
comisión Redactora (SR), constituida como la máxima instan- 
cia de decisión de la CENCA. En la SR, la Iniciativa entró a un 
nuevo proceso de discusión y, el 9 de abril de 2008, el senador 
Joaquín Coldwell, en su carácter de coordinador de la SR, le- 
vantó el acta correspondiente en la cual se formalizó el consen- 
so del GTF expuesto en los contenidos de los artículos 2, 26 y 
115 de la CPEM. 

En el contenido central de la SR del GTF se esbozó la si- 
guiente exposición de motivos: 


Se plantea la necesidad de armonizar las disposiciones jutídicas 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
con la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas que fue aprobada el 13 de septiembre 
de 2007..., de igual manera considerar los acuerdos de San An- 
drés Larrainzar y los diversos pronunciamientos que sobre el 
mismo tema han hecho diversas fuerzas políticas nacionales y 
de las propuestas recogidas de la Consulta Pública en el sentido 
de reconocer a los pueblos indígenas con igualdad con todos los 
demás pueblos y reconociendo al mismo tiempo el derecho de 
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todos los pueblos a ser diferentes, y ser respetados como tales y 
de que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza 
de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio 
común de la humanidad. 

En congruencia con lo anterior, propiciar que las leyes Federa- 
les, las Constituciones y las leyes de los Estados, la obligación de 
establecer los procedimientos para el ejercicio de los derechos 
de los pueblos y comunidades indígenas. Así mismo incorporar 
el tema de la diversidad cultural a la Constitución Política como 
parte de una nueva concepción asimétrica de los Municipios, así 
como el reconocimiento de las formas de gobierno y su facultad 
de asociación de los propios pueblos indígenas, por lo cual se 
propone reformar los artículos 2, 26 y 115 de la Constitución de 
los Estrados Unidos Mexicanos en sus partes correspondientes. 


El siguiente acuerdo del GTF fue el texto principal que de- 
bió ser recogido por la máxima instancia de la CENCA y del 
Poder Legislativo del Congreso de la Unión, sobre la propuesta 
de reforma constitucional en materia indígena: 


Se integre a la Constitución los principios establecidos en la De- 
claración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pue- 
blos indígenas de fecha 13 de septiembre del 2007, así como lo 
relativo a los Acuerdos de San Andrés Larrainzar. 


En la parte final del documento de la SR del GTF, emitió la 
siguiente recomendación: 


Se recomienda promover dictamen en Comisiones y turno al 
Pleno de la Cámara de Diputados para su votación durante el 
periodo ordinario de sesiones de febrero a abril de este año 
(2007). 


Lamentablemente, tanto el Acuerdo del GTF como la re- 
comendación anterior, no fueron considerados al Pleno de la 
Cámara de Diputados. El dictamen de la Comisión de Pun- 
tos Constitucionales continúa en espera desde hace dos años; 
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proceso constitucional que fue detenido por los diputados del 
Partido de Acción Nacional (PAN). 

En el anexo II puede consultarse el documento de base del 
GTF en materia indígena. 


b) El Grupo de Trabajo sobre Garantías Sociales (GTGS) 


Además de impulsar diversas gestiones parlamentarias en el 
GTF, la CAI decidió promover una segunda pista de nego- 
ciación en el GTGS. En el área social establecimos enlace de 
trabajo con el diputado Éctor J. Ramírez Barba (PAN) en su 
calidad de coordinador del Grupo y nos sumamos al calendario 
de las múltiples actividades de consulta y debate en torno al 
tema de las «Garantías Sociales» para ser consideradas en nues- 
tra Carta Magna. 

Al igual que en el GTF, participamos en diversas reuniones 
y dimos puntual seguimiento al tema indígena. Por acuerdo y 
consenso de los diputados de la CAL, decidimos colocar en el 
GTGS, la misma Iniciativa que impulsamos en el GTE Qui- 
simos establecer hasta dónde podríamos llegar, defendiendo 
paralelamente la propuesta en dos pistas de negociación al inte- 
rior de la CENCA. De esta manera, en el GTGS impulsamos la 
aprobación de los artículos 2, 26 y 115 de la CPEM. 

De enero a marzo de 2008, el GTGS discutió temas en 
derechos humanos, la situación jurídica de los migrantes, las 
condiciones de vulnerabilidad de los niños y las mujeres, la 
salud, la educación y el asunto de los medios de comunicación. 
En este contexto social, los derechos de los pueblos indígenas 
encontraron un entorno amplio para debatir y defender los 
principales postulados de su reconocimiento como sujetos de 
derecho público con plena personalidad jurídica (artículo 2); 
el tema del derecho a la consulta bajo consentimiento libre, 
previo e informado (artículo 26) y el respeto al ejercicio de la 
libre determinación de los pueblos indígenas (artículo 115). 

La iniciativa de la CAL, al igual que las demás propuestas 
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que se pusieron a consideración del GTGS, pasó por diversos 
«filtros» con el grupo de asesores, la consulta a diputados y la 
valoración de distintos expertos en el tema de las «Garantías 
Sociales». El 23 de marzo de 2008, se acordó la aprobación de 
la Iniciativa indígena por parte del Subgrupo de Trabajo, la cual 
fue ratificada por el Pleno del GTGS. 

Hasta el 1? de abril, incluida la propuesta de la CAL, se tenía 
pactado un paquete de noventa y seis iniciativas constituciona- 
les en temas de «Garantías Sociales». Sin embargo, en la ple- 
naria del GTGS celebrada el 2 de abril de 2008, los diputados 
del PAN, encabezados por la legisladora Dora A. Martínez Va- 
lero, objetaron noventa y dos de las noventa y seis propuestas 
que habían sido consensuadas con antelación por el GTGS. 
La negativa y oposición de Martínez Valero, secundada por los 
diputados del PAN, impidió que noventa y dos propuestas se 
elevaran a la SR, máxima instancia de decisión en el seno de la 
CENCA. 

El tema indígena fue parte de las noventa y dos propuestas 
bloqueadas por el PAN. La posición panista echó abajo lar- 
gos meses de construcción de consensos y acuerdos pactados 
con las principales fracciones parlamentarias del Congreso de 
la Unión. Desechó un paquete de iniciativas que tenían como 


ANALISIS DE INICIATIVA 
DE ACCESO A RECURSOS 
FITOGENETICOS” 


Con las diputadas Holy Matus y Adriana Díaz 
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propósito reconocer nuevos sujetos de derecho en nuestra Car- 
ta Magna. Diputados del PRD, PRI, PT, Convergencia y Nueva 
Alianza, manifestaron sus críticas y rechazaron enérgicamente 
la postura del PAN, que significó un grave retroceso en el re- 
conocimiento de los derechos sociales del pueblo de México. 


La Comisión de Puntos Constitucionales (CPC) 


Tal y como se indicó en un párrafo anterior, la Iniciativa de 
Reforma Constitucional en materia de pueblos indígenas fue 
aprobada por consenso en su sesión Plenaria de la CAI el 5 de 
diciembre de 2007, y turnada inmediatamente al Pleno de la 
Cámara de Diputados. A su vez, con fecha del 13 de septiem- 
bre, la Mesa Directiva de dicha instancia la turnó a la Comisión 
de Puntos Constitucionales (CPC) para su dictamen respectivo. 

La CPC es presidida por Raymundo Cárdenas (PRD) y 
desde esta instancia se han hecho diversos esfuerzos para que 
los diputados de dicha comisión fijen su postura para emitir el 
dictamen correspondiente. La iniciativa indígena, al igual que 
una gran cantidad de propuestas legislativas, llevan más de doce 
meses de espera. Todo indica que, en esta legislatura, los dere- 
chos constitucionales de los pueblos indígenas seguirán siendo 
una agenda pendiente, tanto en el marco de los compromisos 
de la LRE como en el cauce ordinario en la CPC. 

Obviamente, en la CPC, no solo en el tema indígena hay dis- 
crepancias de fondo que impiden los consensos mínimos para 
dictaminar reformas constitucionales. Hay otras cuestiones to- 
rales que dificultan el desahogo del rezago legislativo turnado 
a la CPC. Es altamente preocupante que, desde mediados del 
año pasado, y en lo que va del año, no ha podido instalarse nin- 
guna sesión Plenaria para desahogar las Iniciativas a dictamen 
turnadas a la CPC. 

El 3 y el 10 de septiembre de 2007, la CPC convocó a su 
XIII Sesión Plenaria. La primera fue cancelada por falta de 
quórum. En la segunda convocatoria por fin se logró el quórum 
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necesario y se instaló la XIII Sesión Plenaria de la CPC. Los 
panistas hicieron todo lo posible por reventar nuevamente el quó- 
rum. La asistencia de diputados del PRD y del PRI frustró la 
intención panista de invalidar una sesión más de la CPC. 

Raymundo Cárdenas, en su carácter de presidente de la 
CPC, solicitó al secretario técnico la verificación del quórum, 
el cual fue ratificado con la formalidad del proceso legislativo. 
Acto seguido, el presidente de la Comisión puso a considera- 
ción la agenda, la cual incluía la votación del dictamen de la 
Iniciativa de Reforma Constitucional en materia indígena. Los 
legisladores del PAN, en voz de la diputada Dora A. Martínez 
Valero, solicitaron retirar de la agenda el dictamen de la Ini- 
ciativa indígena. Al no haber consenso sobre esta decisión, el 
presidente de la CPC sometió a votación el punto en referencia. 
La mayoría de los diputados presentes en la Sesión Plenaria 
rechazaron la propuesta panista. Los diputados del PAN al per- 
der la votación prefirieron abandonar la sesión. El presidente 
de la CPC consideró que no había condiciones para celebrar la 
sesión y optó por suspender la plenaria. 

En el anexo IJI pueden consultarse las conclusiones princi- 
pales del dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales. 

Antes de la retirada, y nuevamente en voz de Dora A. Martí- 
nez Valero, los diputados del PAN informaron que necesitaban 
más tiempo para analizar el dictamen. También anunciaron que 
habían decidido esperar los resultados del Foro «Una Década 
de Reformas Indígenas. Multiculturalismo y Derechos de los 
Pueblos Indios de México», evento organizado por el diputado 
Diódoro Carrasco (PAN), presidente de la Comisión de Go- 
bernación. 

En el anexo IV puede consultarse el documento del Centro 
de Estudios de las Finanzas Públicas, sobre la valoración del 
impacto presupuestal del proyecto de Decreto Constitucional 
en referencia. 

La CAI sigue esperando el tiempo solicitado por los dipu- 
tados del PAN. El dictamen en materia indígena continúa con 
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demora injustificada. Los resultados del Foro han sido difundi- 
dos y la CPC continúa paralizada por falta de quórum. El pasado 
28 de enero, estaba prevista una sesión plenaria de la CPC; una 
vez más tuvo que suspenderse por falta de quórum. 

La agenda emergente de los pueblos indígenas de México 
sigue en lista de espera para ser dictaminada. Cientos de dictá- 
menes emergentes propuestos por legisladores e iniciativas de- 
rivadas de la LRE demandan ser analizados. No hay tiempo que 
esperar, la LX Legislatura está por fenecer y las expectativas 
para desempolvar la Iniciativa indígena se reducen a lo mínimo. 

La LRE feneció, la CENCA desapareció oficialmente y la 
LX Legislatura está por concluir su período; sin embargo, la 
Reforma del Estado es un trabajo político inconcluso y los de- 
rechos constitucionales de los pueblos indígenas siguen siendo 
una deuda histórica del poder legislativo de la Nación. 

Entre septiembre y noviembre de 2008, la Mesa Directiva 
de la CAI hizo diversas comunicaciones, tanto al diputado Ja- 
vier González Garza (PRD), en su carácter de presidente de la 
Junta de Coordinación Política, como al diputado Raymundo 
Cárdenas Jiménez (PRD), en su calidad de presidente de la Co- 
misión de Puntos Constitucionales de la Cámara de Diputados, 
para solicitar su gestión y cabildeo parlamentario y acelerar el 
dictamen de la reforma constitucional en materia indígena. La- 
mentablemente, la reacción de ambos diputados tuvo un limi- 
tado interés en facilitar las condiciones legislativas para dictami- 
nar la propuesta constitucional en materia indígena. 

En síntesis, el Congreso de la Unión, nuevamente deja una 
agenda de temas no resueltos, postergados, obstaculizados y 
una ciudadanía indígena que se siente agraviada por la exclu- 
sión de sus derechos constitucionales, aplazados una vez más. 
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SAN LÁZARO: ENTRE LA TRIFULCA DE LA TRIBUNA 
Y LA DISPUTA DEL PRESUPUESTO* 
Marcos Matías Alonso 


Han transcurrido cuatro meses del primer tramo de nuestro tra- 
bajo legislativo en el Congreso de la Unión. La relación política 
con quinientos diputados federales no es un asunto sencillo. 
Más allá de sus fracciones parlamentarias, todos representan 
intereses de los principales grupos de poder en México. 

Hay exgobernadores, exsenadores, ex diputados locales, 
ex secretarios de Estado, excandidatos a la presidencia de la 
República, exprocuradores y un sin fin de orígenes diversos: 
empresarios, banqueros, artistas, generales, sindicalistas, co- 
merciantes, universitarios, campesinos e indígenas. Hay desde 
diputados con un alto perfil profesional, hasta los que cuentan 
solo con educación primaria o secundaria. Cada vez más au- 
menta la presencia de las mujeres y representantes de los secto- 
res populares del México de los pobres. 

La Cámara de Diputados es un mosaico multicultural con 
rostros y orígenes diversos. Hay decanos como Héctor Hugo 
Olivares Ventura, José Murat, Arely Madrid Tovilla y Juan José 
Rodríguez Prats, con seis, cinco y cuatro legislaturas en ejerci- 
cio político, en escaños como senadores y/o diputados. 

Son hombres con oficio político que conocen los pasillos 
del poder y el laberinto del Palacio Legislativo. Junto a ellos cre- 
ce un grupo novel con mucho ímpetu: la nueva generación de 
cuadros políticos de la juventud mexicana. Entre ellos, sobre- 


*Artículo publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 28 de diciembre de 2006. 
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salen Gregorio Barradas Miravete (PAN), José Luis Aguilera 
(Convergencia), Francisco Elizondo Garrido (PVEM) y Jesús 
Evodio Velázquez Aguirre (PRD); todos ellos, con edades que 
oscilan entre vienticinco y terinta años. La juventud guerreren- 
se debe sentir orgullo de la fortaleza inquebrantable de Evodio 
Velázquez, un liderazgo en ascenso con gran promisión política 
hacia el futuro próximo. 

Entre estos dos grupos se encuentra el bloque intermedio 
de diputados: ni jóvenes ni decanos. Somos la inmensa mayoría 
de diputados que contamos con la fuerza política de ambas ge- 
neraciones de parlamentarios. Todos ellos y algunos otros más, 
son nuestros pares, nadie goza de mayor fuero constitucional. 
Todos tenemos los mismos derechos en el Palacio Legislativo 
y en la máxima tribuna de la Nación. La tribuna se gana con 
razón y fuerza política. También con fuerza humana, cuerpo a 
cuerpo, fuero a fuero. 

Los acontecimientos recientes ilustran sucesos relevantes. 
El 1? de septiembre, los diputados del PRD, PT y Convergencia 
tomamos la máxima tribuna de la Nación e impedimos presen- 
tar el VI y último informe de gobierno de Vicente Fox. Los días 
28, 29 y 30 de noviembre, el Grupo Parlamentario del PAN 
ocupó el presídium de la Cámara de Diputados, ante el temor de 


FORES UN PU 
OEA Any 


La disputa en el Congreso. A la vista los diputados Evodio Velázquez, Ruth 
Zavaleta y otros. 
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una supuesta acción del PRD para impedir la toma de protesta 
de Felipe Calderón Hinojosa (FCH). 

Tres días con sus noches, en guardia permanente, en el re- 
cinto legislativo. Tanto la historia del desenlace del 1° de sep- 
tiembre, como las escaramuzas y trifulcas que precedieron al 
1° de diciembre han sido relatadas por la prensa nacional y la 
internacional, y no considero necesario interpretar ni aportar 
nuevos datos para el debate nacional. 

Deseo en estas notas, reflexionar sobre la tercera velada en 
el recinto legislativo. Es más relevante e intensa la jornada noc- 
turna del pasado viernes 22 de diciembre y hasta el mediodía 
del sábado 23, al cierre del primer periodo de sesiones en la 
Cámara de Diputados. A diferencia del forcejeo del 1° de sep- 
tiembre y el 1? de diciembre, los acontecimientos en torno al 
debate sobre el Presupuesto de Egresos de la Federación del 
2007 (PEF-07), privó el debate razonado, se privilegió el arte 
de la negociación y retornó el cabildeo civilizado. Rondaron los 
cabilderos, los expertos en técnica financiera y los negociado- 
res de la riqueza nacional. Iban y venían para hacer consultas 
interminables. 

Acuerdos que se construían y destruían en segundos. El 
grupo élite en su cónclave a puerta cerrada. La influencia de 
Andrés Manuel López Obrador y FCH en una batalla campal 
por los recursos financieros. Todos con un propósito central: 
arañar el presupuesto y llevarse la mejor rebanada del pastel na- 
cional. 

Una hipótesis y otra contrahipótesis dominaron las cuaren- 
ta y siete comisiones del Congreso de la Unión. La primera: 
aumentar el presupuesto y rechazar la propuesta de FCH que 
amenazaba con disminuir la inversión social en los sectores po- 
bres. La segunda, lejos de aumentar el presupuesto, recomen- 
dó su decrecimiento financiero. «Por el bien de la economía 
del país, debemos reducir el presupuesto en la política social». 
Éste fue uno de los principales postulados que necesitábamos 
derrumbar. Ahora se trataba de derribar con acuerdos, consen- 
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sos, negociaciones políticas y financieras. Un trabajo arduo e 
intenso. 

Con mayor fatiga que el 1° de septiembre o el 1° de diciem- 
bre, la noche del 22 de diciembre retornó el debate razonado y 


la batalla de capacidades. 


TN a 
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ae i 7 4 
Con los diputados Cuauhtémoc Sandoval (t), Othón Cuevas (+), 
Odilón Romero y otros. 


Seguramente mis colegas del Grupo Parlamentario del PRD 
(GPPRD) informarán de la gestión financiera que se logró para 
el estado de Guerrero. Sin duda, son resultados altamente fa- 
vorables para nuestro pueblo. Los datos financieros hablan por 
sí solos. El GPPRD Guerrero es una instancia sólida y vigoro- 
sa. Nuestro posicionamiento en diversas áreas estratégicas del 
Congreso mejorará la negociación próxima. Los resultados ob- 
tenidos no son de ningún grupo priista de Guerrero, es gestión 
política y financiera del GPPRD Guerrero. 

Pacto común y alta prioridad para Guerrero es lo que ha pri- 
vilegiado Víctor Aguirre, nuestro coordinador parlamentario. 
Por mi parte, me concreto a presentar los resultados obtenidos 
en la reciente negociación financiera del 22 de diciembre. El 
Pleno de la Cámara de Diputados aprobó el PEF-07 por 2 bi- 
llones 260 mil 412 millones 500 mil pesos. 

De dicha cantidad, 28 mil millones de pesos corresponden 
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al presupuesto federal para atender a los pueblos indígenas en 
el 2007. La propuesta de FCH para la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), fue presentada 
por 5 mil millones de pesos y la Comisión de Asuntos Indíge- 
nas lo elevó en promedio a 7 mil millones de pesos. En el rubro 
más visible que es la CDI, la Comisión de Asuntos Indígenas — 
que presido— alcanzó una gestión financiera adicional por 2 mil 
millones de pesos. En síntesis, en el 2007, el presupuesto global 
para pueblos indígenas será aproximadamente de 35 mil millo- 
nes 500 mil pesos. De este presupuesto, una cantidad conside- 
rable será canalizada para los pueblos indígenas de Guerrero. 

En días pasados, y en el ámbito de mi competencia como 
presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas, sostuve reu- 
nión de trabajo con FCH y Luis H. Álvarez, como nuevo titular 
de la CDI; a ambos les reiteré la enorme importancia de dar 
prioridad política a los pueblos indígenas de México. Insistí en 
que la batalla por más presupuesto es, y será, fundamentalmen- 
te para fortalecer a los pueblos indígenas, no para acrecentar su 
burocracia. Sobre este eje fundamental, vigilaremos la aplica- 
ción de los recursos financieros. Éste es el primer resultado de 
los cuatro meses de gestión parlamentaria. Mi compromiso con 
los pueblos indígenas es irrenunciable. 
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LA TRANSVERSALIDAD DE LOS DERECHOS INDÍGENAS* 
Marcos Matías Alonso 


I. Celebro la significativa iniciativa de la Comisión de Asuntos 
Indígenas de la Cámara de Senadores por impulsar el «Foro 
Nacional de Legisladores». Transversalidad de los Derechos 
Indígenas. 

IT. Saludo con aprecio a los Legisladores locales que vienen del 
interior del país para participar en este Foro. 

III. Ya es tiempo de volver a debatir sobre un tema arrinco- 
nado y estancado: los derechos de los pueblos indígenas de 
México. Mi reconocimiento al senador Andrés Galván Ri- 
vas, por colocar este tema en el debate nacional. 

IV. Es bueno preguntarnos: ¿Estamos avanzando? ¿Hemos re- 
trocedido o nos encontramos paralizados en los temas legis- 
lativos emergentes? 

V. A nivel del legislativo federal, y tomando en cuenta que la 
reforma constitucional del 2001 sobre derechos y cultura 
indígena no respondió totalmente a las aspiraciones y de- 
mandas de los pueblos indígenas, es de absoluta importan- 
cia que el Congreso de la Unión reabra el debate sobre la re- 
forma constitucional en materia indígena, con el propósito 
de establecer claramente los derechos fundamentales de los 
pueblos indígenas. Sobre esta agenda emergente estamos 
trabajando. 


* Ponencia presentada en el Foro Nacional de Legisladores Federales y Locales. 
Comisión de Asuntos Indígenas de la Cámara de Senadores. México, D.F. 27 y 28 
de febrero de 2007. 
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VI. Sin duda, la reforma constitucional de 2001 contiene avan- 
ces considerables. 

VIT. Reabrir el debate sobre reforma constitucional implicará 
retomar los temas pendientes, como el derecho de los pue- 
blos indígenas como sujetos de derecho público, el ejercicio 
de la libre determinación y la autonomía de los pueblos, la 
competencia de los sistemas normativos para impartir y ad- 
ministrar justicia, el tema controvertido sobre la tierra, el 
territorio, el manejo y el aprovechamiento de los recursos 
naturales y el derecho a la participación política en las ins- 
tancias de decisión nacional. 

VIII. Éste es el panorama general en el ámbito federal. Indu- 
dablemente, el avance en las reformas constitucionales en 
las esferas internacional y nacional repercute e impacta las 
legislaciones locales. 

IX. Cuatro reformas Constitucionales locales se han inspirado 
en el Convenio N° 169 de la OIT; diez, en el artículo 4° de 
la reforma constitucional de 1992, y siete, en la reforma de 
la Constitución Federal de 2001. 

X. De esta manera, la legislación sobre el reconocimiento de 
los derechos indígenas en las Constituciones locales se ha 
hecho tomando en cuenta el siguiente marco jurídico: 


a) Convenio 169 de la OIT 4 
b) Art. 4° Constitucional de 1992 10 
c) Art. 2° Constitucional del 2001 7 
d) Sin Reformas 11 


XI. Esperamos que este Foro Nacional de Legisladores ofrezca 
la oportunidad para reflexionar y analizar profundamente el 
estado en que se encuentran las legislaciones locales. 

XII. Será de gran utilidad para que aquellos estados que se en- 
cuentran en proceso de lanzar sus reformas o los que aún 
no han consagrado el reconocimiento de los derechos indí- 


genas, lo instrumenten a la brevedad. 
XITI. Exhorto a los legisladores de los estados de Baja Califor- 
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Ay A 
Entre otros, con los Senadores Santiago Creel, Salomón Jara y Andrés 
Galván 


nia, Chihuahua, Distrito Federal, Durango, Guanajuato, Hi- 

dalgo, Jalisco, Morelos, Querétaro, Sinaloa, Sonora, Tabasco 

y Yucatán, a que incluyan el reconocimiento de los derechos 

indígenas en sus legislaciones locales. 

1. Qué podemos afirmar sobre el tema de la transversalidad 
y los procesos legislativos. 

2. Las reformas constitucionales en materia de derechos y 
cultura de los pueblos indígenas han provocado un am- 
plio desarrollo legislativo en el país. 

3. A la fecha se han modificado vientiocho leyes y tres códi- 
gos federales. Sin embargo, el tema de la transversalidad 
legislativa en materia indígena aún es insuficiente y nos 
exige profundizar nuestro trabajo legislativo. 

a. Para concluir mi intervención, permítame presentar algu- 
nas ideas sobre el eje político de la transversalidad en el 
ámbito gubernamental. 

b. Considero que la experiencia mexicana sobre el tema de 
la transversalidad en materia indígena aún es incipiente. 

c. En el tiempo pasado, el tema indígena quedó confinado a 
una sola institución: antes el INI y hoy la CDI. 

d. Se ha avanzado en la política indígena para garantizar la 
concurrencia intersectorial e interinstitucional. Hasta 


hoy, en promedio, solo diez secretarías de Estado com- 
prometen recursos financieros para los pueblos indíge- 
nas de México. 

e. Es altamente saludable avanzar en la transversalidad hacia 
todas las secretarías de Estado y hacia los gobiernos lo- 
cales y municipales. 

f. La nueva política del Estado mexicano debe profundizar 
los dos ejes políticos fundamentales: la transversalidad 
como una estrategia de concurrencia institucional y la 
interculturalidad, como afirmación del carácter diverso y 
pluricultural de la nación mexicana. 
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CARRIZALILLO: NEGOCIACIÓN A «CIELO ABIERTO» 
CON UNA EMPRESA MINERA* 
Marcos Matías Alonso 


El 21 de febrero pasado, el representante legal de la empresa 
minera Luismin, S.A. de C.V. publicó un desplegado en diversos 
periódicos de circulación nacional para informar que: «Desde el 
pasado 8 de enero, un pequeño grupo de 30 personas del Ejido 
Carrizalillo, Municipio de Eduardo Neri en Guerrero tomaron 
de manera ilegal el acceso a las instalaciones del proyecto mine- 
ro Los Filos ubicado en esta demarcación». (Ver desplegado del 
21 de febrero de 2007 en La Jornada y Reforma). 

El desplegado llevaba como destinatario principal a Felipe 
Calderón Hinojosa, presidente de la República, a Zeferino To- 
rreblanca Galindo, gobernador del estado de Guerrero, a Fran- 
cisco Ramírez Acuña, secretario de Gobernación, y a Eduardo 
Sojo Garza Aldape, secretario de Economía. El llamado princi- 
pal a las autoridades era para hacer «valer el Estado de Derecho 
[...] porque no ha habido acción por parte de ninguna autori- 
dad estatal ni federal». 

Un mes después vino la acción del gobierno de Guerrero y en 
la madrugada del jueves 22 de marzo, cientos de policías estatales 
y municipales desalojaron violentamente al grupo de ejidatarios 
que bloqueaba el acceso a la zona minera. En el operativo poli- 
cíaco se detuvo a setenta ejidatarios, entre ellos, niños, mujeres y 
ancianos. La operación, lejos de disminuir el conflicto, lo agudizó. 


*Artículo de opinión publicado en Ágora, Boletín del Grupo Parlamentario del 
PRD de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 19 y 30 de abril de 
2007. 


64 


La relación entre los ejidatarios y la empresa minera se empeoró 
y creció el peligro de una nueva confrontación entre las partes. 
Ciertamente, desde el 8 de enero pasado, las autoridades y 
la ciudadanía local decidieron crear la Asamblea Permanente 
de Ejidatarios de Carrizalillo (APEC), y determinaron bloquear 
el acceso principal a la zona minera Los Filos y El Bermejal. 
Desde esa fecha, el plantón de la APEC paralizó las actividades 
mineras y los ejidatarios definieron su plan de lucha: la revisión 
y renegociación de los contratos de ocupación temporal de las 
tierras ejidales, lo que implicaba el incremento de la renta anual 
de la superficie parcelada y las de uso común. También incluye- 
ron revisar los compromisos de la empresa para la obra social 
en beneficio de su comunidad. Sobre estos ejes de acción se 
movilizó la estrategia y el movimiento pacífico de la APEC. En 
un período corto se establecieron alianzas y pactos. Diversos 
actores se unieron a la lucha de los ejidatarios de Carrizalillo. 


El plan de acción de los ejidatarios 


Los siguientes fueron algunos de los acontecimientos relevan- 
tes que incidieron en el proceso de negociación del pasado 1° 
de abril: 

Presentación de la queja formal de la APEC al Consejo Direc- 
tivo de la empresa minera Goldcorp Inc., filial de Luismin, S.A. 
de C.V. Con fecha del 13 de marzo de 2007, la APEC interpuso la 
queja formal e hizo llegar a los directivos ejecutivos, en Canadá, el 
incumplimiento de diversos compromisos de la empresa minera. 
Prevalecieron las quejas sobre la omisión en los trabajos de la obra 
social y que no se realizó ningún tipo de consulta sobre las activi- 
dades mineras en la zona aledaña del núcleo agrario. 

En el Palacio Legislativo del Congreso de la Unión, el dipu- 
tado Modesto Brito propuso un Punto de Acuerdo para que las 
secretarías de Economía y la de Medio Ambiente y Recursos Na- 
turales y el gobierno del estado de Guerrero intervengan e in- 
formen sobre la situación que guarda el conflicto suscitado en- 
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tre la empresa minera Luismin y los ejidatarios de Carrizalillo. 
También exhortó para que la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social informe sobre la situación legal de los trabajadores mine- 
ros. Asimismo, aconsejó examinar la Ley Minera para regular 
este tipo de actividades en el país. La propuesta se elaboró el 14 
de febrero y fue publicada en la Gaceta Parlamentaria del 22 de 
febrero del año en curso. 

El 15 de marzo, los directivos de la APEC sostuvieron en- 
trevistas con los senadores Carlos Navarrete, Antonio Mejía 
Haro, Eladio Ramírez y Lázaro Mazón. En San Lázaro, tam- 
bién tuvieron audiencia con los diputados guerrerenses Víctor 
Aguirre, Marcos Matías, Modesto Brito, Daniel Torres, Cuau- 
hémoc Sandoval y Carlos Sánchez Barrios. Tanto senadores 
como diputados comprometieron su respaldo y solidaridad con 
los ejidatarios de Carrizalillo. El cabildeo político de la APEC 
tuvo efectos alentadores para establecer las bases del diálogo 
político entre las partes en conflicto. Varios legisladores nos 
comprometimos a conocer el problema en el terreno. 

Los incisos «a» y «b» han tomado su curso legal y los res- 
ponsables respectivos dan seguimiento de los planteamientos 
propuestos. Expondré los efectos del inciso «c» y su impacto 
en el proceso de negociación de compromisos con la empresa 
minera. 


La primera ronda de negociación 


En acuerdo con Víctor Aguirre, coordinador parlamentario 
del PRD Guerrero, el 19 de marzo, los diputados Cuauhtémoc 
Sandoval, Modesto Brito, Marcos Matías, Daniel Torres y Cat- 
los Sánchez nos trasladamos a Carrizalillo para participar en 
nuestra primera ronda de negociaciones con Tomás Iturriaga, 
gerente general de la empresa minera Luismin. Una vez instala- 
da la mesa de negociación, el gerente hizo una propuesta de su 
«último ofrecimiento», con los siguientes puntos: 
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Incrementar el pago de la renta de tierras de $1200.00 a 
$7000.00 por hectárea. 

2) Pago único de $1 250 000.00 para gastos del movimiento. 

3) Pago de $400 000.00 por salarios caídos. 

4) Obra civil para la rehabilitación de la clínica de salud. 

5) Rehabilitación de la cancha de básquetbol y la de futbol. 
Habilitación de un centro de cómputo. 


El gerente señaló que «los ofrecimientos anteriores perde- 
rán su validez de no permitirse el acceso sin restricciones a las 
áreas de operación en un plazo máximo de 24 horas». Con las 
anteriores indicaciones, el gerente dio un xitimátum al proceso 
de negociación. Según sus palabras, «O toman lo que ofrece- 
mos o pierden la oferta que proponemos». La mesa de negocia- 
ción se levantó sin ningún acuerdo relevante. 

La primera visita a Carrizalillo me hizo constatar que Los 
Filos y El Bermejal son un proyecto minero a «cielo abierto». 
Sin ser un experto en el tema, observé que estábamos ante un 
proyecto minero de alto impacto ambiental, social y cultural. 
Miré montañas centenarias que sucumbían ante la poderosa 
maquinaria. El inicio de la devastación estaba a la vista. La mi- 
nería a «cielo abierto» removía miles de toneladas de roca y 
suelo en busca de oro y otros minerales. Los depósitos de lixi- 
viación a la vista y sin mayor protección. Paradójicamente, en 
nuestra primera ronda de negociación con una empresa minera 
a «cielo abierto», realizamos el diálogo político a «cielo abierto». 

Cerca de las montañas destripadas y el paisaje desolado, se 
revisaban y rechazaban las propuestas de negociación. Las po- 
siciones eran diametralmente opuestas: mientras los ejidatarios 
exigían el pago de 90 mil pesos por hectárea, por concepto de 
la renta de sus tierras, la empresa minera no estaba dispuesta 
cubrir más de 7 mil pesos por hectárea. Ambas posturas alejaban 
la salida negociada, y la ruptura del diálogo se hacía presente. 
Después de este desencuentro, ambos actores en pugna esta- 
blecieron su propia estrategia. 
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La «Carta Abierta» 


A petición de los ejidatarios de Carrizalillo, el 20 de marzo se pu- 
blicó una «Carta Abierta» en El Sur, suscrita por el senador Lá- 
zaro Mazón, los diputados federales guerrerenses Víctor Aguirre 
Alcaide, Modesto Brito González, Amador Campos Aburto, Mar- 
cos Matías Alonso, Odilón Romero Gutiérrez, Carlos Sánchez 
Barrios, Cuauhtémoc Sandoval Ramírez, Daniel Torres García, 
César Flores Maldonado, Ramón Almonte Borja, J. Evodio Ve- 
lásquez Aguirre, Humberto Zazueta Aguilar y Félix Castellanos 
Hernández. También la suscribió el diputado local Ramiro Solo- 
rio Almazán, El Centro de Derechos Humanos «Tlachinollan» y 
diversos representantes de la sociedad civil organizada de Gue- 
rrero. En el manifiesto político de la «Carta Abierta», señalamos: 


1. Que la empresa minera Luismin se ha negado otra vez a lle- 
gar a un acuerdo que satisfaga la demanda justa de los 
ejidatarios de Carrizalillo. 

2. Que aun cuando para este año tiene proyectadas ganancias 
por 129 mil millones de dólares, producto de la extracción 
de 200 mil onzas de oro, Luismin se niega a pagar un pre- 
cio justo por la renta de las tierras ejidales y a realizar 
obras de desarrollo social. 

3. Los ejidatarios de Carrizalillo reiteramos nuestra disposi- 
ción al diálogo respetuoso y equitativo. No nos oponemos 
a los trabajos de la minería. Queremos desarrollo económico, 
pero con justicia y equidad. En respuesta a la cerrazón y enga- 
ño de la minera, convocamos de nueva cuenta a los empresa- 
rios de Luismin, para que hagan una propuesta honesta y justa. 

4. La asamblea permanente aprobó celebrar una reunión con el 
secretario de Economía del gobierno federal, previa inter- 
vención de la Comisión de Economía de la Cámara federal 
de diputados y que de persistir la cerrazón de la empresa, se 
presente un recurso de revocación de la concesión. 
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En síntesis, la carta exige respuesta justa al tema de las tie- 
rras y Obra social para la comunidad. Reitera la disposición al 
diálogo y en el numeral cuatro anuncia su estrategia política de 
largo plazo: entrevista con la Comisión de Economía del Con- 
greso de la Unión, audiencia con el titular de la Secretaría de 
Economía y preparar el recurso de revocación de derechos a la 
empresa minera. (ver «Carta Abierta», anexa). 


La Comisión de Economía 


Para cumplir con los compromisos del numeral anterior, los 
diputados Modesto Brito y Marcos Matías preparamos, el 22 
de marzo, una audiencia de trabajo entre las autoridades de la 
APEC y la Comisión de Economía de la Cámara de Diputa- 
dos. Inicié las primeras conversaciones con Adriana Rodríguez 
Vizcarra (PAN), presidente de la Comisión de Economía, y en- 
contré en ella interés en el tema y disposición de diálogo con 
los ejidatarios de la APEC. El día de la reunión mostró no solo 
su disposición individual; también se encargó de convocar a 
los diputados Carlos Armando Reyes López, Jorge Alejandro 
Salud del Palacio (ambos secretarios de la Comisión de Econo- 
mía), Martín Malagón Ríos y a Javier Martín Zambrano Elizondo; 
todos del Partido de Acción Nacional (PAN). 

El fuerte debate que ese día ocurría en la Plenaria del Con- 
greso de la Unión no impidió que los diputados del PAN escu- 
charan con atención los planteamientos de los ejidatarios de la 
APEC. Tanto las autoridades de la APEC, como el asesor jurí- 
dico de «Tlachinollan», hicieron un bosquejo de las principales 
demandas hacia la empresa minera e insistieron en privilegiar 
el diálogo para encontrar una solución justa y digna para los in- 
tereses de los ejidatarios de Carrizalillo. También solicitaron la 
intermediación de la presidencia de dicha Comisión para bus- 
car una entrevista con el titular de la Secretaría de Economía. 

Los diputados panistas escucharon con atención y respeto las 
diversas voces de los ejidatarios. En voz de su presidente ma- 
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nifestaron: «Estamos interesados en coadyuvar para la solución 
pacífica del conflicto con la empresa minera. Buscaremos la in- 
formación correspondiente en la Secretaría de Economía para 
analizar el estado que guarda la empresa minera con los ejidata- 
rios de su comunidad. Nos comprometemos a buscar la mejor 
salida, porque tiene que haber buena salida de este conflicto y 
que contribuya al desarrollo de la comunidad. Por ahora, todos 
están perdiendo y no es conveniente prolongar esta situación. 
Respeto su disposición al diálogo y el hecho de que estén cons- 
cientes que debe haber este tipo de inversiones para el desarrollo 
de la comunidad. Será un placer visitar su comunidad y nueva- 
mente respeto su disposición al diálogo». Al finalizar, la diputada 
Adriana Rodríguez Vizcarra señaló: «Cuenten con nuestro apo- 
yo. Vamos a atender este asunto con toda la profundidad que 
requiere y haremos todo lo posible que esté de nuestra parte para 
superar este conflicto en su comunidad con la empresa minera». 
El cabildeo parlamentario de los ejidatarios de la APEC en 
el Congreso de la Unión encontró una primera respuesta de in- 
terés en los diputados panistas de la Comisión de Economía. 
La incursión en la Cámara de Diputados vislumbró un cabildeo 
promisorio hacia otras fracciones parlamentarias. Sin duda, la red 
de alianzas coyunturales siempre tomó, como base primordial, el 
compromiso con los diputados guerrerenses del PRD. 


La segunda ronda de negociación 


La segunda ronda de negociación a «cielo abierto» estuvo pre- 
cedida por diversos mensajes de Tomás Iturriaga, gerente ge- 
neral de Luismin, haciendo reiteradas propuestas para alejar de 
los procesos de negociación a los diputados y al asesor jurídico 
de la APEC. Entre algunos de sus mensajes insistía: «Creemos 
que para que estas nuevas pláticas sean posibles y pudiera te- 
ner resultados favorables deberá realizarse con una comisión 
exclusivamente integrada por ejidatarios de Carrizalillo y prefe- 
rentemente en un lugar privado...», en otro de sus comunica- 
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dos, nuevamente los instó: «Muy respetuosos de su derecho de 
asesotía y de las personas de sus asesores, insistimos en nuestro 
ofrecimiento de dialogar en un lugar privado y con una comi- 
sión exclusivamente integrada por ejidatarios, seguros de que 
estando presentes únicamente los interesados directos habrá 
mejores condiciones para lograr un acuerdo». 

Los ejidatarios de la APEC no solo no cayeron en la tenta- 
ción de dialogar en privado y pactar acuerdos sin los asesores 
ni los diputados, sino desconocieron al gerente general como 
interlocutor válido en la negociación con la empresa minera. 
Por lo tanto, exigieron un nuevo negociador con mayor capa- 
cidad de diálogo y con autoridad moral para participar en las 
deliberaciones para encauzar la solución del conflicto minero. 

De esta manera, la segunda ronda de negociación, el 24 de 
marzo, fue encabezada por Salvador García Ledesma, direc- 
tor general de la empresa minera Luismin. Se hicieron nuevos 
ofrecimientos, pero la negociación concluyó sin acuerdos y la 
APEC determinó mantener la resistencia civil del plantón a 
«cielo abierto» y continuar con el bloqueo de la empresa mine- 
ra. Hay que reconocer que la nueva propuesta mejoró la oferta 
del 19 de marzo y se abrió la posibilidad de llegar a un acuerdo 
aceptable para los ejidatarios. Sin embargo, era necesario espe- 
rar un poco más y hacer estirar la /íga de la negociación vigilan- 
do que las propuestas no retrocedieran y tampoco arriesgar que 
la liga se rompiera. Se acercaban días de mucha prudencia en el 
proceso de la negociación política. 

Las siguientes fueron las propuestas relevantes de la segun- 
da ronda de negociación: 


1. Garantizar el pago de la renta anual de las tierras ejidales a 8 
mil pesos por hectárea. 

2. Construir un tanque de almacenamiento pata el agua potable. 

3. Pavimentación de la carretera (a la entrada de la mina y a la 
comunidad). 

4. Un taller de costura para las mujeres. 
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5. Otorgar quince despensas para los ciudadanos mayores. 

6. Entregar becas de mil pesos para alumnos de bachillerato y 2 
mil pesos para estudiantes de licenciatura. 

7. La rehabilitación del jardín de niños, del centro de salud y la 
cancha de básquetbol. 

8. La instalación de un centro de cómputo. 

9. El pago de 500 mil pesos por concepto de salarios caídos. 

10. El pago único de un millón 250 mil pesos por gastos del 
conflicto. 

11. Otorgar concesión en la compra de camiones a los ejidata- 
rios para el acarreo del material. 


La propuesta del 19 de marzo, en la primera ronda de nego- 
ciación, contiene seis numerales del «último ofrecimiento» que 
hizo Tomás Iturriaga. La segunda propuesta, del 24 de marzo, 
contiene once numerales con avances considerables que dan 
respuesta a la demanda de los ejidatarios de la APEC. En el 
primer numeral de la segunda ronda de negociación hay un in- 
cremento de mil pesos por hectárea por la renta de las tierras 
ejidales. La construcción del tanque de agua, la pavimentación, 
el taller de costura, las despensas, las becas estudiantiles, la re- 
habilitación del jardín de niños y la concesión del transporte. 
Eran demandas no consideradas en la primera ronda de nego- 
ciación de acuerdos. Sin embargo y pese a las nuevas ofertas, no 
se pactó ningún acuerdo ni compromiso formal. 

En la segunda fase no hubo fracaso en la negociación. Se insis- 
tió en no romper el diálogo y los ejidatarios exhortaron al director 
general de la empresa minera Luismin a «no cerrarse, no quere- 
mos que se reviente la cuerda de la negociación, hagan un nuevo 
esfuerzo, analicen y consulten |...] nosotros aquí estamos, no nos 
vamos a ir ni a movernos de aquí, seguiremos en resistencia, cuan- 
do usted quiera retomamos la negociación, aquí lo esperaremos». 

Desde la primera y segunda ronda de negociaciones, el pun- 
to crucial era y es el tema de la renta de las tierras ejidales en 
Carrizalillo. En la propuesta original de la APEC era de noven- 
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ta mil pesos por hectárea. En la ronda de negociación del 24 de 
marzo y como muestra del ánimo de destrabar el conflicto, lo 
bajaron a cincuenta mil pesos por hectárea. Entre los 8 mil pe- 
sos que ofrecía la empresa minera y los 50 mil pesos que exigían 
los ejidatarios, estaba el punto central del proceso de negocia- 
ción política. Obviamente, sus propuestas aún se encontraban 
alejadas y demandaba un esfuerzo conjunto para destrabar y 
superar el conflicto minero. 

En esta ronda de negociación, el director general insistía: 
«Es todo lo que podemos ofrecer. Estamos haciendo una pro- 
puesta fuera de nuestro presupuesto. No queremos romper el 
diálogo, les pido abusando de su voluntad que, por favor, nos 
dejen trabajar y en la marcha vamos a ir viendo lo demás. Sé del 
amor que le tienen a sus tierras, pero no se cierren, por favor 
[...] queremos trabajar bien y mejorar las relaciones con su co- 
munidad, pero, por favor, denos chance de trabajat...». 

Una vez más, la negociación no alcanzó los resultados es- 
perados. Los representantes de la empresa minera se alejaron 
del plantón a «cielo abierto», y los ejidatarios a preparar nuevos 
escenarios de lucha. En esta ronda de negociación solo partici- 
paron el diputado federal Marcos Matías Alonso y el diputado 
local Ramiro Solorio. Por supuesto, junto a los representantes 
de las organizaciones sociales, como Mario Patrón, en su cali- 
dad de asesor jurídico de los ejidatarios, hicimos una valoración 
para revisar los diversos escenarios de la próxima negociación. 

Percibí que, si procedíamos con astucia y prudencia, podríamos 
estar cerca de la solución del conflicto. Caso contrario, la situación 
podría prolongarse por un período de tiempo largo. En este esque- 
ma podrían perder los ejidatarios de la APEC y, por supuesto, la 
afectación económica de los empresarios se elevaría por cada día 
del conflicto minero. Obviamente deberíamos propiciar las con- 
diciones para hacer triunfar a los ejidatarios de Carrizalillo y no 
ahuyentar la inversión en nuestro estado. En este esquema de vo- 
luntades, se celebró la tercera ronda de negociación el 1° de abril. 
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La tercera ronda de negociación 


En punto de las doce horas del día 1° de abril, iniciamos la 
tercera ronda de negociación. Fue una sesión que duró apro- 
ximadamente seis horas de arduos encuentros y desencuentros 
de propuestas. La jornada de negociación incluyó cuatro re- 
cesos para hacer consultas y valorar las ofertas, tanto de los 
representantes de la empresa minera, como la de los propios 
ejidatarios. Como en todo ejercicio de negociación, se hicieron 
propuestas y contrapropuestas. Se usaron todas las argumenta- 
ciones habidas y por haber para convencer con razonamientos, 
para defender una posición empresarial y/o ejidal. Por encima 
de intereses se privilegió el consenso, el diálogo, el respeto y la 
concordia. 

Carrizalillo es un buen ejemplo de una negociación en pie 
de igualdad. En la misma mesa de debate, los representantes de 
la empresa minera, los ejidatarios y sus asesores jurídicos y pat- 
lamentarios. El formato del diálogo de recesos, los intermedios, 
los cabildeos y las treguas para hacer consultas y ponderar con 
serenidad las propuestas, hace recordar los grandes procesos 
de negociación para la superación de conflictos sociopolíticos 
a escala global. No cabe duda que la micropolítica del arte de la 
negociación de acuerdos en Carrizalillo ha sido una gran expe- 
riencia para superar enconos y antagonismos que parecían ser 
irreconciliables. 


Los Acuerdos de Cartizalillo 


Los Acuerdos de Cartrizalillo son un conjunto de veintidós de- 
mandas pactadas entre los ejidatarios de la APEC y la empresa 
minera Luismin, S.A. de C.V. Son acuerdos y compromisos que las 
partes se comprometen cumplir a corto, mediano y largo plazos. 
Los Acuerdos están sustentados en dos documentos que estable- 
cen derechos y obligaciones entre las partes. El primero de ellos 
fue levantado y suscrito al término del proceso de negociación de 
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acuerdos en el propio lugar de los hechos. Contiene seis fojas en 
tamaño oficio. En la parte preambular expone lo siguiente: 


En el lugar que ocupa la Asamblea Permanente de Ejidatarios de 
Carrizalillo, nos reunimos siendo las doce horas del día primero 
de abril del dos mil siete, por una parte en representación de la 
empresa LUISMIN, S.A. de C.V. y Desarrollos Mineros de San 
Luis, S.A. de C.V., Salvador García Ledezma, en su carácter de 
Director General; Tomás Iturriaga Hidalgo, en su carácter de Ge- 
rente General del proyecto Los Filos-Bermejal; Mario García To- 
rres, en su carácter de Director de Operaciones, y Claudia Valdés 
Domínguez, del Departamento Jutídico de la empresa. Por otra 
parte, se encuentran presentes el C. Crisóforo Guzmán Montiel, 
en su calidad de Comisariado Ejidal legítimo de Carrizalillo; Julio 
César Peña Celso, en su carácter de Secretario legítimo del Co- 
misariado; José Guadalupe Peña Gatica, en su calidad de Tesore- 
ro legítimo del Comisariado; el C. Valeriano Celso Solís, en 
su carácter de Presidente legítimo del Consejo de Vigilancia del 
núcleo agrario; Remigio Montiel Bautista, en su calidad de Pri- 
mer Secretatio legítimo del Consejo de Vigilancia; Lucas Valdés 
Celso, en su calidad de Segundo Secretario legítimo del Consejo 
de Vigilancia. Asimismo, se hace constar la presencia como testi- 
gos de honor y calidad de la presente ACTA DE ACUERDOS, 
del Diputado Federal Marcos Matías Alonso, quien funge como 
presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas del Congreso 
Federal, y el Diputado Ramiro Solorio Almazán, presidente de la 
Comisión de Justicia del Congreso de Guerrero. 


Después de un arduo proceso de «regateo», de estira y afloja 
de las propuestas, por fin quedó amarrado el monto por el pago 
de las novecientas setenta hectáreas de tierras ejidales por la 
cantidad de 13 mil 500 pesos por cada una, lo que representará 
para la comunidad una inversión anual mayor a los 13 millones 
de pesos. Comparado con los 800 mil pesos de renta anual que 
los ejidatarios recibían por la renta de sus tierras, es un incre- 
mento considerable. Este fue uno de los principales logros por 
los ochenta y tres días de plantón a cielo abierto para bloquear 
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el acceso al proyecto minero. Sin duda, el aumento conquistado 
superó sustancialmente las propuestas del 19 y 24 de marzo. 
Para sellar este Acuerdo, el numeral primero precisa lo anterior: 


Ambas partes en esta acta acordamos por concepto de renta 
anual por hectárea, la cantidad de trece mil quinientos pesos, 
mismos que serán pagados el día treinta de abril del dos mil siete. 
La cantidad señalada es por concepto unitario de hectárea ya sea 
de uso común o en su defecto de parcela. Es preciso señalar que 
la cantidad de hectáreas que renta la empresa al núcleo agrario 
del Carrizalillo son novecientos setenta, a reserva que con una 
posterior medición se proceda a verificar. 


Además de la conquista por un pago justo por la renta de las 
tierras ejidales, el proceso de negociación incluyó un paquete 
de veintidós acuerdos, que desde ahora serán conocidos como 
los Acuerdos de Carrizalillo. El 1° de abril será recordado 
por los ejidatarios como el día de la dignidad y respeto hacia los 
derechos de los campesinos pobres. Sin duda, un día de gloria 
en una batalla a largo plazo. 

El cuadro 1 sintetiza los principales Acuerdos de Carrizali- 
llo. Señala claramente los conceptos acordados, las cantidades 
específicas, los precios determinados y la fecha de su inicio y/o 
conclusión. El monitoreo y el cumplimiento de cada uno de los 
compromisos pactados quedó señalado en el numeral segundo 
de dichos Acuerdos que, a la letra, dice: 


En este acto ambas partes acordamos establecer un sistema de 
revisión anual, estableciendo como fecha el primero de abril del 
año dos mil ocho... 


El Acuerdo anterior establece un calendario específico y se- 
ñala las fechas acordadas. No hay pretexto para evadir respon- 
sabilidades concretas de cada una de las partes. Es un convenio 
con responsabilidad compartida. 

Además de los Acuerdos de Carrizalillo que se pactaron en 
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el terreno de la negociación, ambas partes asumieron el com- 
promiso de protocolizar dichos acuerdos. En el numeral 22 se 
señala esta medida precautoria para dar mayor seguridad a los 
efectos legales posteriores: 


Ambas partes nos comprometemos a que el presente convenio 
y acta de acuerdos será firmada y ratificada ante el Notario Pú- 
blico [...] en la ciudad de Chilpancingo, Guerrero [...] el día dos 
de abril del dos mil siete... 


Aparte de la revisión de los principales acuerdos reseñados 
en el cuadro uno, deberán examinarse cada una de las veintidós 
demandas pactadas que, en el futuro próximo, serán un faro de 
lucha y una guía para la acción de los ejidatarios de Carrizalillo. 


Acuerdos de Carrizalillo 


soba 
Renta anual de berras ejidales m pat 


Gastos por el movimiento social $ 3,500,000 EC 
E 


Construcción de tanque de aqu: 


A e 
del tanque de aquí 


Pavimentación | Diversos caminos | me |[28/IX/07 | 
Clinica comunitaria CI EC e Ee 
consirucción de puis presecoler EEE 
Zonstrucció os (preescolar, CO E ETA 
Taller de costura ¡ 5máquinas [me |3%WXIWO7 | 
poyo a los adultos mayo ao dospantas— $ 30.00 eu NE p 


poyo a estudiantes de preparatoria [Sbecas T$1500000u 
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El reconocimiento del GPPRD Guerrero 


El 2 de abril, las ocho columnas de los principales diarios en 
Guerrero difundieron la noticia de la conclusión del conflicto 
entre la empresa minera Luismin, S.A. de C.V. La Jornada Gue- 
rrero cabeceó: «Pagará Luismin 13 mil quinientos por hectárea 
a ejidatarios de Carrizalillo», «Los salarios caídos se pagarán a 
100%, el acuerdo incluye el retiro de demandas por ambas par- 
tes para levantar el bloqueo», «La minera invertirá 3 millones de 
dólares en beneficio para la comunidad, que equivale a unos 30 
millones de pesos». 

Así concluyó el conflicto minero que duró ochenta y tres 
días. Un conflicto que inició el 8 de enero y finalizó el 1° de 
abril de 2007. Una experiencia con diversas lecciones políticas. 
Diferentes vivencias indeseables, como la del desalojo violento 
del 22 de marzo; las audiencias infructuosas de los ejidatarios 
con Armando Chavarría, en su carácter de secretario general de 
Gobierno, y con el propio Zeferino Torreblanca Galindo, en la 
búsqueda de mecanismos de mediación de alto nivel político, y 
su desencanto hacia ambos personajes al pedir como condición 
a los ejidatarios, levantar el plantón y desbloquear los accesos a 
la empresa minera. 

Si los ejidatarios hubieran escuchado los consejos del go- 
bernador y del secretario general de Gobierno, no estaríamos 
contando esta experiencia exitosa. La historia nos juzgará por 
nuestros actos y decisiones. No estamos arrepentidos por ha- 
ber comprometido nuestro modesto esfuerzo en la causa de los 
ejidatarios pobres de Carrizalillo. Ha sido un honor participar 
en el proceso de negociación y culminar con los Acuerdos de 
Carrizalillo. También fue una distinción ser parte dignatario de 
dicho pacto político. Los Acuerdos protegen derechos funda- 
mentales de los campesinos pobres de Carrizalillo y previene 
del mecanismo de vigilancia sobre los compromisos adquiridos. 

Para finalizar la presente microhistoria de la lucha de Ca- 
rrizalillo, anexamos la «Carta Abierta» del 3 de abril de 2007, 
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suscrita por Víctor Aguirre, Coordinador del Grupo Parlamen- 
tario del Partido de la Revolución Democrática de Guerrero, 
quien precisó lo siguiente: 


Este conflicto ha llegado a su fin, luego de la intervención de 
diversos actores sociales de buena fe, que acudieron al llamado 
de auxilio de los ejidatarios de Catrizalillo, en virtud de la noto- 
ria y lamentable ausencia del oficio político que debía asumir el 
Gobierno de Guerrero pata resolver este conflicto. 


En otro de sus párrafos de la carta, señaló: 


Los mediadores se plantearon como meta alcanzar una solución 
pacífica con acuerdos constructivos y duraderos. Después de la 
firma del Acta de Acuerdos [...] podemos afirmar con seguri- 
dad y alegría, que al final de este conflicto: ganó Guerrero. Ex- 
preso mi respeto y teconocimiento a todos los actores sociales 
de buena voluntad que contribuyeron a la solución pacífica del 
conflicto de Carrizalillo... 


Al igual que Víctor Aguirre, también nosotros reiteramos: 


¡En Carrizalillo, ganó Guerrero, triunfó México y ganamos to- 
dos! 
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PUEBLOS INDÍGENAS Y MEDIOS DE COMUNICACIÓN* 
Marcos Matías Alonso 


El jueves 7 de junio, la V Asamblea Plenaria de la Comisión de 
Asuntos Indígenas adoptó dos acuerdos que tienen que ver con 
la reunión que celebramos el día de hoy: 


PRIMERO: Instalar una subcomisión denominada «De Le- 
gislación sobre medios de comunicación para Pueblos In- 
dígenas», con el mandato de examinar las reformas necesarias 
de la legislación indicada en la fracción VI, apartado «B» del 
artículo 2° Constitucional; que permita «Establecer condicio- 
nes para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan 
adquirir, operar y administrar medios de comunicación, en los 
términos que las leyes de la materia determinen». 

Es grato informarles que la Subcomisión estará bajo la res- 

ponsabilidad del Diputado Wenceslao Herrera (PRI) y será 
apoyado por otros Diputados de la Comisión de Asuntos In- 
dígenas. 
SEGUNDO: Convocar a un Foro sobre «Pueblos Indíge- 
nas y medios de Comunicación»; para analizar diversas pro- 
puestas legislativas en torno a la fracción VI, apartado «B» del 
artículo 2° Constitucional y otras disposiciones legislativas en 
materia de comunicación para pueblos indígenas. 

Ésta es la razón principal de convocarlos para conocer y 
escuchar sus propuestas. Aprovecho para transmitir mi agrade- 


*Discurso inaugural en el Foro Nacional «Pueblos Indígenas y Medios de Comuni- 
cación». Palacio Legislativo del Congreso de la Unión, 14 junio de 2007. 
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Reunión de trabajo en la Cámara de Diputados. 


cimiento por su respuesta a la convocatoria de la Comisión de 
Asuntos Indígenas. Varios de ustedes son pioneros en el aná- 
lisis y actores principales en alguno de los principales aspectos 
de la comunicación con los pueblos indígenas. Estoy seguro 
que será una reunión fructífera y señalará las pistas para orien- 
tar nuestro trabajo legislativo. Muchas gracias por su apreciable 
colaboración. 

No omito comunicarles que en los mismos días en que los 
diputados de la Comisión de Asuntos Indígenas tomábamos 
los acuerdos principales en esta materia, la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) declaró su incompetencia para or- 
denar al Congreso de la Unión, legislar y establecer los meca- 
nismos jurídicos para que los pueblos y comunidades puedan 
adquirir, operar y administrar estaciones y canales de radio y 
televisión. Nuestro reconocimiento por el respeto al ejercicio 
pleno de las facultades y competencias de cada uno de los po- 
deres de la Nación. 

Sin embargo, es meritorio reconocer que las resoluciones de la 
SCJN en esta materia abren un nuevo espacio de debate para la 
inclusión del derecho de los pueblos indígenas a sus medios de co- 
municación para fortalecer su cultura e identidad propia. Es hora de 
reparar las omisiones legislativas a los pueblos indígenas de México. 
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Tengo la certeza que los juristas de la SCJN contribuirán en 
el debate de manera propositiva. Gracias por aceptar nuestra in- 
vitación y estamos sumamente interesados en ilustrarnos con sus 
recomendaciones. Mi gratitud por su asistencia y participación. 

El impulso de las reformas constitucionales sobre medios 
de comunicación y los pueblos indígenas demandará la suma 
de diversos aliados, tanto de la Cámara Alta como de la Cámara 
Baja. En mucho valoro la participación de la diputada Verónica 
Velasco Rodríguez, presidente de la Comisión de Radio, Tele- 
visión y Cinematografía. Muchas gracias por sumarse a este es- 
fuerzo que busca examinar las mejores alternativas legislativas 
para los pueblos indígenas de México. 

Como lo he reiterado, las resoluciones de la SCJN abren un 
nuevo escenario para revisar la legislación en materia de «Pue- 
blos indígenas y medios de comunicación». Pero también, la 
plataforma sobre la Reforma del Estado debe considerar las 
propuestas legislativas para garantizar el derecho de los pue- 
blos indígenas para adquirir, operar y administrar sus propios 
medios de comunicación. 

En este contexto, es de absoluta importancia escuchar las 
experiencias y el contexto político sobre los medios de comuni- 
cación comunitarios, el camino recorrido por las instituciones 
indigenistas, la ilustración de la SCJN y las otras visiones comu- 
nitarias e indígenas. 

Obviamente, es necesario asomarnos a la experiencia lati- 
noamericana y examinar el contexto internacional. Los instru- 
mentos jurídicos internacionales como el Convenio N° 169 de 
la OIT, señalan dichos temas con limitaciones. Lo mismo pode- 
mos decir del Proyecto de Declaración de los Derechos de los 
Pueblos Indígenas de la ONU. Contienen restricciones, pero 
abren algunas pistas de reflexión. 

En el ámbito latinoamericano, y con todas las controversias 
que pudiera suscitar, solo Venezuela y Paraguay tienen legisla- 
ción específica sobre Radiodifusión y Medios de Comunicación 
Comunitarios. 
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México es de los pocos países de América Latina con una 
legislación como la señalada en la fracción VI, apartado «B» del 
artículo 2” Constitucional. Sin embargo, contiene limitaciones 
que debemos superar. Los diputados Lourdes Alonso y José 
Alfonso Suárez del Real han señalado el compromiso constitu- 
cional del Estado mexicano de asumir el tema del financiamien- 
to para desarrollar los medios de comunicación al servicio de 
los pueblos indígenas. 

Seguramente, los resultados y conclusiones del Foro «Pue- 
blos Indígenas y medios de comunicación» encaminarán nues- 
tro trabajo legislativo para promover las mejores decisiones en 
el Congreso de la Unión. 


Les deseo suerte en este diálogo intercultural. 
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MÉXICO Y LA NUEVA CONSTITUCIÓN* 
Marcos Matías Alonso 


Las fuerzas políticas del Congreso de la Unión han abierto un 
nuevo horizonte en la vida democrática de la nación mexicana. 
Levantar los cimientos de la reconciliación nacional, demanda 
esfuerzos para superar tiempos oscuros de alta confrontación 
y fuerte amenaza de ruptura nacional. Nuestro país ha recono- 
cido al Congreso de la Unión como la instancia suprema para 
encauzar las grandes transformaciones del Estado mexicano. 
El Poder Legislativo tiene la gran responsabilidad histórica de 
orientar las principales decisiones hacia una nueva constitu- 
cionalidad del siglo XXI. Por excelencia, el Poder Legislativo 
orientará el proceso mediante un marco jurídico para dialogar 
sin exclusiones. 

Los caminos jurídicos para transitar sin turbulencias serán 
regulados por la Ley para la Reforma del Estado (LRE), apro- 
bada el pasado 13 de abril, la cual concluirá el 13 de abril de 
2008. La LRE es una decisión pactada para renovar la Consti- 
tución desde la Constitución. La LRE, como toda Reforma de 
Estado, implica reformas constitucionales que den cimiento a 
una nueva república de nuestra nación mexicana. 

La LRE determina al Régimen de Estado y Gobierno, la 
Democracia y Sistema Electoral, al Federalismo, la Reforma del 


*Síntesis de la ponencia presentada en los Foros Temáticos de la Reforma del 
Estado «Garantías Sociales». Acapulco, Guerrero, 2 de julio del 2007. Publicado 
en La Jornada Guerrero, 3 de julio de 2007, y en Ágora, Boletín del Grupo Parla- 
mentario del PRD de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el 4 de 
julio de 2007. 
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Poder Judicial y las Garantías Sociales, como los temas cen- 
trales en que deben pronunciarse obligatoriamente el Poder 
Legislativo, los grupos parlamentarios y los partidos políticos 
nacionales. Sobre estos bloques temáticos se presentarán las 
propuestas legislativas, se organizará la consulta nacional y se 
celebrará el debate que nos debe marcar el rumbo político hacia 
una nueva constitucionalidad. 

La Comisión Ejecutiva para la Negociación y Construcción 
de Acuerdos del Congreso de la Unión (CENCA) ha iniciado 
con diversas actividades en el país. También han comenzado 
los Foros Temáticos de la Reforma del Estado y el penúltimo 
evento se celebrará el 2 de julio en Acapulco. Las Garantías 
Sociales serán el tema central que se abordará en el Puerto. 
Por supuesto, sin excluir otros temas del interés de la sociedad 
nacional. 

Solo serán doce meses de intenso trabajo para procesar las 
múltiples iniciativas que el pueblo de México propondrá para 
la consideración de la CENCA. En menos de un año sabremos 
si la nación mexicana es capaz de alcanzar los acuerdos funda- 
mentales para la convivencia pacífica en nuestro país. Superar 
tiempos de amenaza, disolución, fractura y fragmentación so- 
cial, implica interpretar adecuadamente la diversidad cultural de 
la nación mexicana. 

Si los sectores sociales que históricamente han sido exclui- 
dos no son incluidos en la nueva constitución, la «cohesión 
nacional» de la nación mexicana seguirá siendo una bomba de 
tiempo. 

Gobernar y legislar para la diversidad demanda considerar, 
con alta responsabilidad, las propuestas de los pueblos indí- 
genas que históricamente han sido discriminados y excluidos. 
Las fuerzas políticas del país deben brindar las condiciones ne- 
cesarias para garantizar la inclusión del tema indígena en esta 
coyuntura de relevancia nacional para México. 

La Reforma Constitucional de agosto de 2001, en materia 
de Derechos y Cultura indígenas, no cumplió con las genuinas 
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aspiraciones y demandas de los pueblos indígenas. El recono- 
cimiento insuficiente de sus derechos fundamentales generó 
conflicto, crisis y tensión política. Los pueblos indígenas se 
sintieron traicionados y excluidos en el reconocimiento de sus 
derechos fundamentales. 

Desde la promulgación de la Ley Indígena de 2001, diversas 
voces políticas recomendaron revisar la ley y promover un nue- 
vo ajuste para incluir los temas de controversia constitucional. 
Algunos plantearon impulsar la «reforma de la reforma» de la 
Ley en referencia. La mayoría de los legisladores reconsidera- 
ron su decisión y reconocieron que la reforma constitucional 
no estaba cerrada. Según la opinión de algunos legisladores, ha- 
bía que esperar un mejor tiempo para el relanzamiento y repa- 
rar el error de haber aprobado una reforma que no respondió a 
las demandas de los pueblos indígenas de México. 

Consideramos que la Ley para la Reforma del Estado puede 
abrir una nueva etapa de la discusión en materia de legislación 
indígena. Es una oportunidad para que, en el nuevo horizonte 
democrático por el que transita México, se establezcan y reco- 
nozcan los derechos fundamentales de los pueblos indígenas. 

En este tiempo de transición coyuntural conviene recordar 
la proclama de la Quinta Declaración de la Selva Lacandona: 
«No habrá transición a la democracia, ni Reforma del Estado, 
ni solución real a los principales problemas de la agenda na- 
cional, sin los pueblos indios. Con los indígenas es necesario y 
posible un país mejor y nuevo. Sin ellos, no hay futuro alguno 
como Nación». 

La advertencia anterior debe obligarnos a tener presente 
aquel grito estremecedor: «nunca más un México sin los pue- 
blos indígenas». Nunca más una reforma del Estado sin los 
pueblos indígenas. 

La CNCA, sin un espíritu de diálogo plural, negaría implí- 
citamente la diversidad cultural. Sin diálogo, la diversidad es 
inalcanzable; y sin el principio del respeto por la diversidad el 
diálogo es inútil. Gobernar y legislar en tiempos de diversidad 
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cultural y política es desterrar la discriminación y la exclusión 
social. Las políticas de reconocimiento y el derecho a la dife- 
rencia cultural son el cimiento fundamental para la «cohesión 
nacional». Somos un tejido múltiple compuesto de capas en 
tensión política. Las Reformas Constitucionales pueden tejer 
relaciones para aminorar la tensión social en México. 
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EL PARLAMENTO CUBANO: UN EJEMPLO PARA EL MUNDO* 
Marcos Matías Alonso 


La Asamblea Nacional del Poder Popular, como órgano su- 
premo del poder del Estado Cubano, eligió, el domingo 24 de 
febrero, en el Palacio de Convenciones de la Habana, a Raúl 
Castro Ruz, como presidente del Consejo de Estado y de mi- 
nistros. El Parlamento Cubano respetó fielmente la decisión del 
comandante en jefe de la Revolución Cubana, quien en su men- 
saje del 18 de febrero, señaló: «No aspiraré ni aceptaré, repito, 
no aspiraré ni aceptaré, el cargo de presidente del Consejo de 


Reunión de trabajo de la Embajada de Cuba en la Cdmx. 


* Informe de trabajo de la VII Reunión de la Comisión de Pueblos Indígenas y 
Etnias del Parlamento Latinoamericano, celebrado en la Habana, Cuba el 17 y 18 
de julio del 2007. 
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Estado y Comandante en Jefe». Desde México y América Latina 
muchas voces manifestarán: «¡Viva Fidel, viva Cuba, viva Raúl»! 

El Parlamento Cubano integrado por sus seicientos catorce 
diputados ha elegido a Raúl Castro Ruz como su presidente del 
Consejo de Estado. También ha definido sus principales niveles 
de mando político y de gobierno. Asimismo, ha sido reelecto 
Ricardo Alarcón de Quesada, como presidente de la Asamblea 
Nacional del Poder Popular. El doctor Ricardo Alarcón encabe- 
zará el máximo órgano del poder legislativo. Su amplia experien- 
cia en política exterior, su pericia en el campo de la diplomacia 
internacional y su alto compromiso con el Comité Central del 
Partido Comunista, lo convierten en un cuadro imprescindible 
de la «vieja guardia» de revolucionarios con gran visión de futuro. 

Ha sido claro el mensaje del Parlamento Cubano: continuar 
fortaleciendo la revolución con la participación de rostros vie- 
jos y caras jóvenes; la inclusión de militares y civiles, hombres 
y mujeres, blancos y negros. La composición de los principales 
órganos de gobierno refleja la pluralidad del socialismo tropical 
de la isla. El Parlamento Cubano tuvo un alto honor y una gran 
responsabilidad en la toma de sus decisiones trascendentales. 
No cabe duda que todos ellos cuentan con la autoridad y la 
suficiente experiencia para garantizar el reemplazo del proceso 
revolucionario de ese país. Por ello, y por otras razones más, el 
Parlamento Cubano es un ejemplo para el mundo. 

A mediados del mes de julio del año pasado sostuve en la 
Habana, una reunión de trabajo con el doctor Ricardo Alarcón. 
Me explicó las bases del sistema político de su país y me ilus- 
tró reiteradamente que en la República de Cuba, la soberanía 
reside en el pueblo, del cual dimana todo el poder del Estado. 
Escuché su elocuente exposición de que la revolución cubana 
se fundamenta en la existencia de un solo poder: el poder del 
pueblo, no en la división clásica de los tres poderes: legislativo, 
ejecutivo y judicial. Sin embargo —me explicó—, en la estructura 
política, juega un papel crucial la participación de los legislado- 
res y parlamentarios cubanos. 
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El Parlamento Cubano se sostiene en los siguientes pilares 
de una democracia popular para elegir a sus diputados: el pue- 
blo propone y nomina libre y democráticamente a sus candi- 
datos, los elige mediante voto directo, secreto y mayoritario de 
los electores, los revoca en cualquier momento del mandato, 
los controla sistemáticamente y participa con ellos en las de- 
cisiones más importantes. 

En síntesis, el pueblo cubano puede nominar, elegir y revo- 
car a sus diputados. La democracia es el gobierno del pueblo, 
por el pueblo y para el pueblo. Los diputados cubanos no 
son propuestos por ningún partido, sino por los delegados de 
las Asambleas Municipales. 

En Cuba no se admiten campañas electorales. Los gastos 
de las elecciones son sufragados en cantidades modestas por 
el Estado. Está prohibido por la Ley que los candidatos hagan 
campaña a su favor. Una vez nominados, nadie debe gastar un 
solo centavo para que voten por él. Para dar a conocer a los 
candidatos se utilizan métodos prácticos y directos. Solo se per- 
miten pequeñas biografías en las cuales destacan su experiencia 
más relevante. 

Los diputados cubanos no cobran salarios por ejercer sus 
funciones. No tienen salarios onerosos, dietas o prestaciones 
especiales. Solo reciben algunas facilidades para el desempeño 
de sus funciones legislativas. Los parlamentarios cubanos no 
son una carga financiera para su país. En Cuba no se conoce el 
ausentismo o falta de quórum en el trabajo legislativo. No exis- 
ten los diputados plurinominales. Todos tienen un alto com- 
promiso con la base social que los eligió. 

El partido no puede proponer ningún candidato, los propo- 
ne libremente la población a través de procedimientos abiertos, 
públicos y transparentes. El Partido Comunista de Cuba no es 
un partido electoral. 

La experiencia del Parlamento Cubano es extraordinaria- 
mente excepcional. Están prohibidas las campañas electorales 
onerosas. Los diputados no son una carga financiera para el 
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país. El partido político no es electoral y no hay corrientes ni 
tribus de mafias. Está estrictamente prohibido que, mientras 
un representante popular se encuentre en funciones populares, 
inicie una nueva campaña política para otro cargo. No hay di- 
putados plurinominales ni privilegios para nadie. 

Qué alejado se encuentra nuestro país de la experiencia cu- 
bana. México es el país de América Latina que más gasta en 
campañas electorales. También somos líderes en el uso de di- 
nero de procedencia dudosa. La experiencia cubana nos señala 
que el dinero sucio no solo no beneficia al candidato, sino lo 
envilece. Lo que se gasta en política y campaña electoral en 
nuestro país resulta un insulto para los mexicanos. 

Qué distante se encuentra Guerrero de la experiencia cuba- 
na. Cuántos representantes populares se encuentran desatados 
en campaña tras campaña sin cumplir con las funciones que la 
Constitución les mandató. Vernos y reflexionar en la experien- 
cia cubana nos obliga a revisar nuestra ética de trabajo profe- 
sional. Es un espejo político que debe dignificarnos o avergon- 
zarnos. Cada quien y cada cual sabe el terreno que está pisando. 

Termino evocando las palabras que transmití aquella noche 
en la Habana a Ricardo Alarcón: «el Parlamento Cubano es 
un ejemplo digno para todos los parlamentarios del mundo». 
Como dijo Fidel Castro, «Toda la gloria del mundo cabe en un 
grano de maíz». Parte de la mazorca de ese grano de maíz está 
en su parlamento y en sus parlamentarios. 
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La JUNTA DE COORDINACIÓN POLÍTICA Y LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS* 
Marcos Matías Alonso 


Muchas gracias, diputado presidente. 


Deseo, en primer lugar, expresar mi congratulación porque 
la Junta de Coordinación Política ha hecho suyo este punto de 
acuerdo de trascendental importancia para los pueblos indí- 
genas de México. También manifiesto mi agradecimiento a la 
Mesa Directiva, a todos y a cada uno de los miembros de la 
Comisión de Asuntos Indígenas, que me honro en presidir, por 
haber generado el consenso en los principios fundamentales 
del tema que aquí nos ocupa. 

Ha sido un acontecimiento fundamental que la Asamblea 
General de las Naciones Unidas haya generado el consenso in- 
ternacional para aprobar, el pasado 13 de septiembre, por abru- 
madora mayoría, la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas. 

Con la adopción de este instrumento jurídico internacional 
se da respuesta a una demanda histórica de los pueblos indíge- 
nas del mundo. Alcanzar el consenso internacional demandó un 
largo proceso de debate, construcción y negociación de acuer- 
dos. La delegación gubernamental de México, junto con Perú 
y Guatemala, jugaron un papel central en el pacto de acuerdos. 

Representantes de los pueblos y organizaciones indígenas 


*Intervención en Sesión Plenaria en el Recinto Legislativo de San Lázaro. Cámara 
de Diputados. LX Legislatura. México, D.F, 18 de septiembre de 2007. 
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de nuestro país ejercieron su liderazgo con madura diploma- 
cia indígena, para sumar voluntades y cristalizar aspiraciones 
comunes. 

Desde ahora, el 13 de septiembre de 2007 será recordado 
como el día en que la Organización de las Naciones Unidas y 
los Estados miembros aprobaron la declaración para dejar atrás 
historias dolorosas que violentaron la armonía, concordia y la 
convivencia pacífica. 

La adopción de la declaración duró un cuarto de siglo de 
negociaciones y cabildeos que parecían interminables. Los de- 
bates acalorados, las eternas consultas, las arduas y complejas 
deliberaciones, por fin llegaron a su punto culminante. 

El 13 de septiembre los pueblos indígenas conquistamos 
un sueño, pero más gana y ganará la humanidad, por la paz 
mundial que ello debe significar para las futuras generaciones. 

Tengo la esperanza de que este punto de acuerdo consolide 
las buenas relaciones entre los pueblos indígenas, los poderes 
de la Nación y la sociedad en general. 

Reconociendo que en nuestro país sigue pendiente la deuda 
histórica con los pueblos indígenas y considerando que la Re- 
forma de Estado abrió una nueva etapa de la discusión en mate- 
ria indígena, estamos ante una gran oportunidad para que, en el 


Reunión de trabajo en la Cámara de Diputados. 
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nuevo horizonte democrático por el que transita México, se esta- 
blezcan y reconozcan los derechos fundamentales de los pueblos 
indígenas, de acuerdo a la legislación internacional vigente. 

Sin duda, examinar y reformar la Constitución en materia 
indígena, de ahora en adelante, la declaración en comento, será 
uno de los principales faros para la construcción de consensos. 

El sistema de la ONU y sus Estados miembros nos ofrecen 
nuevos fundamentos jurídicos para armonizar nuestra legisla- 
ción y reorientar la política pública del Ejecutivo federal. 

Por el bien de todos, que vivan los pueblos indígenas de 
México, América y del mundo. 


Muchas gracias. 
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EL PALACIO LEGISLATIVO Y LA DECLARACIÓN DE La ONU* 
Marcos Matías Alonso 


Constituye un hito fundamental que la Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) haya generado el 
consenso internacional para aprobar, el pasado 13 de septiem- 
bre, por abrumadora mayoría, la Declaración de las Nacio- 
nes Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Con la adopción de este instrumento jurídico se da respuesta 
a una demanda histórica de los pueblos indígenas del mundo. 
Alcanzar el consenso internacional demandó un largo pro- 
ceso de debate, construcción y negociación de acuerdos fun- 
damentales para lograr la adopción de la Declaración. Repre- 
sentantes de los pueblos y organizaciones indígenas de nuestro 
país ejercieron su liderazgo con madura diplomacia indígena 
para sumar voluntades y cristalizar aspiraciones comunes. 
Desde ahora, el 13 de septiembre de 2007 será recordado 
como el día en que el Sistema de las Naciones Unidas y los 
Estados miembros aprobaron la Declaración para dejar atrás 
historias dolorosas que violentaron la armonía, la concordia y 
la convivencia pacífica. La adopción de la Declaración duró 
un cuarto de siglo de negociaciones y cabildeos que parecían 
interminables. Los debates acalorados, las eternas consultas, las 
arduas y complejas deliberaciones por fin llegaron a su punto 
culminante. El 13 de septiembre, los pueblos indígenas con- 
quistaron un sueño, pero más gana y ganará la humanidad, por 


*Artículo publicado en Servindi, 23 de septiembre de 2007. Lima, Perú. 
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la paz mundial que ello debe significar para las futuras genera- 
ciones. 

Desde el Poder Legislativo del Congreso de la Unión reci- 
bimos con alto compromiso esta trascendental Declaración, 
que proporciona un nuevo marco jurídico en la negociación de 
acuerdos, fortalece las fuentes del derecho internacional y con- 
solida los mecanismos de protección de los derechos humanos 
de los pueblos indígenas. 

En la Declaración se establecen normas mínimas para pro- 
teger derechos de los pueblos indígenas en sus diversas esferas, 
ámbitos y niveles. A partir del 13 de septiembre, la Declaración, 
junto con el Convenio N° 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OTT), se convierten en los principales instrumen- 
tos jurídicos internacionales para salvaguardar los derechos de 
los pueblos indígenas. 


> "A 
Con el embajador Luis Alfonso del Alba, primer presidente del Consejo de 
Derechos Humanos de la ONU; Louise Arbour, alta comisionada de la Ofi- 
cina de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, y Cuauhtémoc 
Sandoval (t). 
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Entre sus principales contenidos, la Declaración reafirma 
que los indígenas, tanto a nivel individual, como colectivamen- 
te, gozan de los derechos reconocidos a escala internacional. 
Abarca diversos temas, como la identidad, el patrimonio cul- 
tural, el conocimiento y la medicina tradicional; la educación 
indígena, la equidad de género, el derecho al desarrollo, el siste- 
ma normativo, la tierra y el territorio; el consentimiento previo, 
libre e informado, la participación y representación política en 
el ámbito nacional; los medios de información y comunicación, 
entre otros aspectos de interés de los pueblos indígenas. 

Reconociendo que, en nuestro país sigue pendiente la deu- 
da histórica con los pueblos indígenas y considerando que la 
Reforma del Estado abrió una nueva etapa de la discusión en 
materia indígena, estamos ante una gran oportunidad pata que, 
en el nuevo horizonte democrático por el que transita México, 
se establezcan y reconozcan los derechos fundamentales de los 
pueblos indígenas, de acuerdo a la legislación internacional vi- 
gente. 

Tomando en cuenta lo anterior, el pasado 17 de septiembre, 
la Junta de Coordinación Política de la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión, hizo suya la proposición con punto 
de acuerdo de la Comisión de Asuntos Indígenas. La propuesta 
se puso a consideración al Pleno de la Cámara de Diputados el 
18 de septiembre, la cual fue aprobada con abrumadora mayo- 
ría por los parlamentarios. El acuerdo parlamentario señala lo 
siguiente: 


Primero. Se solicita al Ejecutivo Federal que implemente las 
acciones correspondientes, a fin de que los compromisos ad- 
quiridos en la adopción de la Declaración de las Naciones Uni- 
das sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas cobren vi- 
gencia y sean parte de una nueva política pública de Estado en 
beneficio de los pueblos indígenas de México. 

Segundo. Se solicita a los partidos políticos se comprometan a 
apoyar en el marco de la Reforma del Estado, las propuestas en 
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materia de reformas constitucionales y en las leyes secundarias, 
impulsadas por la Comisión de Asuntos Indígenas, a fin de que 
se armonicen las leyes nacionales con este nuevo instrumento 
jurídico de carácter internacional. 

Tercero. Se solicita a la Cámara de Diputados, se brinden todas 
las facilidades correspondientes para que se implemente una 
amplia difusión de esta nueva Declaración de las Naciones Uni- 
das. 

En América Latina, después de México, Bolivia ha sido el 
segundo país en el que los parlamentarios han manifestado su 
interés en implementar la aplicación de los preceptos de la De- 
claración, en la legislación nacional de sus respectivos países. 
En cambio, la posición política de Colombia, que se abstuvo 
de votar en favor de la Declaración, sorprendió a propios y ex- 
traños. Luis Evelis, presidente de la Organización Indígena de 
Colombia, ha sintetizado la situación: «es una muestra de que al 
Estado colombiano le falta voluntad política para materializar 
los derechos indígenas establecidos en la Constitución y en los 
distintos convenios internacionales que ha ratificado el mismo 
Estado». 

Sin duda, al examinar y reformar la constitución en materia 
indígena, de ahora en adelante, la Declaración de la ONU so- 
bre Pueblos Indígenas será uno de los principales faros para la 
construcción de consensos. El Sistema de la ONU y sus Esta- 
dos miembros nos ofrece nuevos fundamentos jurídicos para 
armonizar nuestra legislación y reorientar la política pública en 
México y América Latina. 
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Día DE LA RESISTENCIA Y LA DIGNIDAD DE 
LOs PUEBLOS INDÍGENAS* 
Marcos Matías Alonso 


En el tiempo pasado, el 12 de octubre fue considerado como 
«el Día de la Raza». Hoy, los pueblos indígenas de México lo 
honramos como «el Día de la Dignidad y la Resistencia de los 
Pueblos Indígenas». 

Levanto la vista en este recinto legislativo y encuentro el 
nombre grabado de nuestro gran abuelo Cuauhtémoc y tam- 
bién el de Netzahualcóyotl, el poeta de la voz profunda. Ambos 
simbolizan la resistencia de quinietos catorce años de supervi- 
vencia indígena. Enaltezco y admiro su legado histórico. 

Señor presidente, en este día memorable, le ruego me per- 
mita relatar un testimonio relevante en la vida de nuestros pue- 
blos: el pasado 27 de abril, el presidente del Banco Mundial 
visitó una pequeña comunidad indígena en la montaña de Gue- 
rrero. Le impresionó ver que los niños recibían clases en el ar- 
mazón de un viejo autobús que sirve de aula escolar. Los niños 
recitaron poemas en náhuatl y en su mensaje le hicieron saber 
su sueño de salir de la pobreza. 

Ese día, los niños y las autoridades de la comunidad vieron lle- 
gar el helicóptero del Estado Mayor Presidencial sin imaginar que 
transportaba a uno de los hombres más poderosos en su influen- 
cia en el medio internacional. Tampoco imaginaron que las pala- 
bras de los niños conmoverían al presidente del Banco Mundial. 


*Intervención en Sesión Plenaria del Recinto Legislativo de San Lázaro. Cámara de 
Diputados. LX Legislatura. México, D.F. 12 de octubre de 2007. 
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Hace un par de semanas, en Singapur, se celebró la Reunión 
Anual del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional. 
En la ceremonia de clausura, el presidente del Banco Mundial 
cerró su alocución con fragmentos de aquella poesía indígena 
que escuchó en Acatlán. 

Los jefes de Estado, ministros, embajadores y diplomáticos 
de ciento ochenta países escucharon con interés su discurso. En 
la parte final de su intervención expresó: «cuando visité Guerre- 
ro, el estado más pobre de México, conocí niños que eran los 
primeros en sus familias que tenían la oportunidad de asistir a la 
escuela. Aún tengo presentes las palabras de una niña que com- 
partió con nosotros su sueño de salir de la pobreza y alcanzar 
un futuro más luminoso. Así como la voz y el pensamiento de 
los niños indígenas llegó a Singapur en el cónclave del Banco 
Mundial, en este día memorable, desde mi palabra, he querido 
que parte de este mensaje se escuche en este recinto legislativo». 

El testimonio anterior constata que los pueblos y las cultu- 
ras indígenas ya no permanecen encerradas en el ámbito comu- 
nitario, han rebasado las fronteras nacionales y están transitan- 
do por el mundo globalizado. En el caminar por el mundo las 
identidades se mezclan y multiplican. 
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En este nuevo proyecto político es necesario reconocer el 
derecho a la diferencia y el derecho a la diversidad cultural, que 
no es otra cosa que aprender a vivir y a convivir con las diferen- 
cias culturales y raciales. Debemos aprender a cohabitar con los 
negros, los indígenas y los mestizos; aceptar que todos somos 
iguales, pero diferentes. 

Hoy día, el movimiento de la mayoría de los mexicanos pug- 
namos por un nuevo sol, el sol del reconocimiento mutuo, la 
aceptación de lo que hemos sido y seremos hacia el fortaleci- 
miento de una nación más multicultural. Nunca más podemos 
ni debemos ocultar nuestro rostro indígena, mestizo y algunos 
de raíz europea. Son todos nuestros. El espejo de Quetzalcóatl 
se ha llenado de catas y rostros diversos: los nuestros. 

Señor presidente, desde este recinto legislativo hago un 
exhorto para que construyamos un México cada día más in- 
cluyente, capaz de cohesionar razas, identidades, culturas y as- 
piraciones diversas. Detengamos el fantasma del racismo que 
ha sido una llaga de dolor que humilla. No posterguemos más 
la deuda histórica que tenemos con los pueblos indígenas de 
México. 

El siglo XXI nos exige dejar atrás los festejos del Día de la 
Raza, el Día de la Hispanidad, el mal llamado Descubrimiento 
de América o el Encuentro de dos Mundos. Es el tiempo de la 
diversidad cultural y política, es el día de la resistencia y la digni- 
dad de los pueblos indígenas de México y de América. 

Nuestras voces cuestionan al Estado republicano que nació 
y se sustentó con la idea de un solo pueblo, una sola nación y 
un solo Estado. La realidad es mucho más compleja y nos con- 
voca a asumir fuertes compromisos para desterrar el racismo, 
la intolerancia, la discriminación y la exclusión que aún padecen 
nuestros pueblos indígenas. Muchas gracias a todos. 
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AMLO En Costa CHICA* 
Marcos Matías Alonso 


En respuesta a la invitación de Lázaro Mazón Alonso, senador 
de la República, el 18 y parte del 19 de enero, me integré a la 
gira de trabajo de Andrés Manuel López Obrador (AMLO), 
presidente legítimo de México. En los municipios que recorri- 
mos en la Costa Chica, escuché su mensaje político; también oí 
múltiples voces de preocupación sobre la situación que priva en 
Guerrero y en el país. 

Destaco los aspectos relevantes de las voces que escuché 
en los municipios de: Cuajinicuilapa, Xochistlahuaca, Tlacoa- 
chistlahuaca, Igualapa, Ometepec, Azoyú, Juchitán y San Luis 
Acatlán. La estructura del discurso político del presidente le- 
gítimo de los mexicanos, en los ocho municipios que tuve la 
oportunidad de recorrer, abordó los siguientes temas: 

Primero: en las plazas públicas reiteró su agradecimiento al 
pueblo de Guerrero por la confianza de su voto del 2 de julio 
de 2006 a favor de AMLO y los candidatos de la Coalición Por 
el Bien de Todos, Primero los Pobres. Observé rostros alegres por la 
cortesía política de AMLO de transmitir su agradecimiento de 
viva voz a los pueblos y municipios de la Costa Chica. 

Segundo: en las concentraciones municipales hizo una 
remembranza del fraude electoral del 2 de julio y reiteró su 
llamado de mantener prendida la esperanza de los pueblos po- 
bres. «Estoy con ustedes para que no se apague la llama de la 


*Artículo de opinión publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 22 de enero de 
2008, y en Visión Urbana, Chilapa, Guerrero, 28 de enero de 2008. 
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esperanza». Hizo exhortos para fortalecer la base organizativa 
a través de la credencialización para los ciudadanos interesados 
en representar al Gobierno Legítimo. Explicó que, si se combina 
acertadamente la organización y la movilización social, difícil- 
mente podrán vencer al pueblo en las próximas batallas elec- 
torales. 

Tercero: la defensa de México y su patrimonio nacional fue 
otro tema medular en los discursos de AMLO. Llamó a con- 
tinuar con el movimiento de resistencia civil para defender la 
soberanía y el patrimonio nacional. Desde la Costa Chica, la 
voz de AMLO fue contundente: «...no a la privatización del pe- 
tróleo. La defensa de los recursos energéticos pasa por la defen- 
sa de la soberanía nacional. De ser necesario, voy a movilizar a 
toda la población en defensa de nuestros recursos energéticos». 

Cuarto: el recuento de la historia a través de un breve aná- 


A 111 


Honores a la bandera en Xochistlahuaca con Andrés Manuel López Obra- 
dor y otros. 


lisis de los cambios trascendentales de la Independencia, la Re- 
forma y el período de la Revolución, lo lleva a formular un nue- 
vo período de transformación social en México. Surge la idea 
de fundar una nueva república, una nueva nación y un nuevo 
Estado. Son tiempos que hacen renacer nuevos períodos de la 
historia mexicana. Nace una nueva esperanza, una fe política y 
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un nuevo horizonte que culminará en una gran transformación 
social. AMLO construye la utopía social mirando el futuro de 
los próximos procesos políticos nacionales. 

Quinto: la austeridad republicana es un argumento central 
para criticar el derroche de los recursos financieros por parte de 
la clase política en el país. AMLO explica la injusta distribución 
de la riqueza nacional. Más de uno queda sorprendido cuando 
se enteran que en el país se ejercerán 2 billones 500 mil millo- 
nes de pesos durante este año. Mucho dinero en medio de tanta 
pobreza y abandono social. AMLO reivindica la importancia 
de trabajar con honestidad y no sucumbir al poder: «Es débil 
quien se sube al primer tabique y se marea. El poder vuelve 
tonto al inteligente y enloquece a los débiles». 

Sexto: en los mítines políticos AMLO reivindicó el traba- 
jo de los legisladores del PRD, PT y Convergencia. Resaltó el 
avance en la gestión del Programa de Atención a Adultos Mayo- 
res. El año 2007, la gestoría parlamentaria de los diputados del 
PRD destinó 6250 millones de pesos para beneficiar a 1 millón 
300 mil adultos mayores que vivan en comunidades de hasta 
2500 habitantes, y para el año 2008, los diputados aprobamos 
un presupuesto de 10 mil 050 millones de pesos para benefi- 
ciar a adultos mayores que vivan en comunidades de hasta 10 


- e”) 
Entre otros, Ramiro Solorio, Félix Salgado y Andrés Manuel López Obrador. 
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mil habitantes. El alto compromiso de AMLO y los diputados 
por canalizar apoyo a los ancianos pobres genera simpatía hacia 
uno de los sectores más desprotegidos de Guerrero y del país. 

Séptimo: en varios de sus discursos AMLO criticó al selecto 
grupo que viene desmantelando la economía del país. La «mafia 
política» que pregona la privatización de los recursos estratégi- 
cos de la Nación. Los que se arrodillan a las trasnacionales, los 
promotores del libre comercio y los que entregan la soberanía 
de México al poder imperial. En las plazas públicas se repudió 
los nombres de: Felipe Calderón Hinojosa, Juan Camilo Murti- 
ño, Francisco Labastida, Santiago Creel, Emilio Gamboa, Jesús 
Reyes Heroles y Manlio Fabio Beltrones. En los mítines, los 
guerrerenses proponían más nombres a la lista de los «traidores 
a la patria». Elba Esther Gordillo fue la más fuerte candidata 
por sus méritos vergonzosos. Sorprendentemente, el nombre 
de Zeferino Torreblanca Galindo (ZTG) figuró en el selecto 
«grupo de los siete». En San Luis Acatlán, cuando AMLO ter- 
minó de mencionar a los «traidores a la patria», se escuchó una 
voz que se multiplicó para gritar: «¡Falta uno!». AMLO trató de 
corregir desde el templete. La voz se hizo más fuerte para ex- 
presar contundentemente: «¡Falta uno, es Zeferino Torreblanca 
Galindo!l». 

Octavo: en Tlacoachistlahuaca, AMLO escuchó el primer 
planteamiento sobre la Universidad Intercultural de los Pue- 
blos del Sur (Unisur) y el derecho de los pueblos indígenas a 
la educación al más alto nivel de formación profesional. En 
San Luis Acatlán, en medio del júbilo guerrerense, AMLO ma- 
nifestó su apoyo político por el reconocimiento de la Unisur. 
Pidió a diputados locales, a diputados federales y a senadores 
de la República, dar respaldo a la Unisur «para que funcione y 
funcione bien». También afirmó que la propuesta contará con 
el apoyo de la Universidad Autónoma de la Ciudad de México. 
Seguramente los legisladores presentes y ausentes en el acto 
político de San Luis Acatlán tomarán las medidas necesarias 
para cumplir con la recomendación de AMLO. 
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Noveno: ha sido altamente satisfactorio escuchar el pro- 
nunciamiento de AMLO en San Marcos, sobre su rechazo a 
la construcción del proyecto hidroeléctrico «La Parota». Los 
voceros de la CECOP (Consejo de Ejidos y Comunidades 
Opositoras a la Presa La parota) han hecho un buen trabajo de 
mediación política para que AMLO haya afirmado que no debe 
permitirse la construcción del proyecto hidroeléctrico «La Pa- 
rota». Debe quedar claro que el PRD no abandona ni renuncia 
a abanderar las causas sociales del pueblo. La voz de AMLO 
debe incidir para rectificar y marcar distancia sobre las políticas 
antisociales de quienes las promueven y defienden. Las defini- 
ciones se acercan y las distancias se alejan. 

Décimo: en la gira por la Costa Chica, AMLO reconoció la 
aportación de los guerrerenses al movimiento democrático del 
país. En San Luis Acatlán ratificó que la Nación le debe mucho 
a Guerrero. También el PRD sigue en deuda con los pioneros 
de la izquierda en nuestro estado. AMLO lo sabe; por ello, des- 
de algunas tribunas municipales hizo un reconocimiento públi- 
co a la presencia de Eloy Cisneros y Octaviano Santiago, que 
han sido vanguardia en la lucha de nuestro pueblo. También 
para mí fue un honor saludarlos y estrecharles la mano. 


Entre otros, Andrés Manuel López Obrador y Eloy Cisneros. 
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Indudablemente, AMLO encarna las aspiraciones más no- 
bles del pueblo de Guerrero y del país. Simboliza dignidad y 
resistencia. No cabe la menor duda que en Guerrero, su voz 
atizó la llama de la esperanza. No olvidemos los agravios del 
2006 y preparémonos para lo que viene. El fuego político del 
2008 ha comenzado. Las brasas se calientan y el escenario de 
batalla espera a los mejores gladiadores. 
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LA TRANSVERSALIDAD DE LOS DERECHOS INDÍGENAS: 
UN AÑO DESPUÉS* 
Marcos Matías Alonso 


Transmito, en primer lugar, mi reconocimiento al senador An- 
drés Galván por continuar con su esfuerzo de convocar a este 
Segundo Foro Nacional orientado hacia la unificación de los 
derechos de los pueblos indígenas de México. 

Saludo con mucho aprecio a los senadores de la República, 
a los diputados federales y a los diputados de los congresos 
locales. 

Mi alta consideración al titular de la Comisión Nacional para 
el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, quien tiene la noble 
misión de trabajar para nuestros hermanos indígenas. 

Estamos seguros de que las conferencias de los ilustres 
ponentes y la exposición de las experiencias legislativas de los 
congresos locales orientarán el trabajo parlamentario sobre los 
temas relevantes en materia de pueblos indígenas. 

Estimado senador Andrés Galván, permítame señalar algu- 
nos acuerdos, propuestas y conclusiones del Primer Foro Na- 
cional de Legisladores Federales y Locales, quienes, en febrero 
de 2007, debatieron sobre el tema de «La Transversalidad de 
los Derechos Indígenas». 

Primero: se coincidió en que la reforma constitucional del 
2001, sobre Derechos y Cultura indígenas, no respondió total- 


*Ponencia presentada en el Il Foro Nacional de Legisladores Federales y Locales 
México en la unificación de los Derechos Indígenas. Cámara de Senadores. México, 
D.F. 26 de marzo de 2008, y publicada en Ágora, Boletín del Grupo Parlamentario 
del PRD de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 1° de abril de 2008. 
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Reunión de trabajo con legisladores. 


mente a las aspiraciones y demandas de los pueblos indígenas. 
Por tal razón, se consideró de absoluta importancia que el Con- 
greso de la Unión hiciera los esfuerzos necesarios para reabrir 
el debate sobre la Reforma Constitucional, con el propósito de 
establecer claramente los derechos fundamentales de los pue- 
blos indígenas. 

Segundo: se reconoció que, para reabrir el debate sobre la 
Reforma Constitucional, implicaba retomar los temas pendien- 
tes que no fueron considerados en el 2001. 

Tercero: entre los principales temas pendientes se recomen- 
dó revisar profundamente el contenido del artículo 2° Consti- 
tucional, para reconocer a los pueblos indígenas como sujetos 
de derecho público. También señalaron que se debe reconocer 
plenamente su personalidad jurídica. El tema del derecho a la 
consulta y la participación fue señalado como un aspecto de 
alta preocupación que debe ser elevado a rango constitucional. 

También fueron considerados otros temas de importancia, 
como los derechos de las mujeres indígenas, los sistemas de 
impartición de justicia, el tema político electoral, la protección 
de las lenguas en peligro de extinción, el derecho para operar 
los medios de comunicación, etcétera. 
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Distinguidos senadores de la República, ilustres diputados 
federales y locales, me permito informarles que la Comisión de 
Asuntos Indígenas (CAD), que me honto en presidir, ha estado tra- 
bajando sobre los principales temas emergentes que ustedes y los 
pueblos indígenas de México nos han recomendado desarrollar. 

El pasado mes de diciembre, la CAI puso a la alta conside- 
ración del Pleno de la Cámara de Diputados, la Iniciativa de 
Decreto para reconocer a los pueblos y comunidades indígenas 
como sujetos de derecho público y para consagrar, en nuestra 
Carta Magna, el derecho de consulta con consentimiento libre, 
previo e informado, en los asuntos que afecten la vida de los 
pueblos indígenas. 

La iniciativa con proyecto de decreto propone reformar los 
artículos 2, 26 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. El dictamen se encuentra en proceso y es- 
peramos que el resultado sea positivo. En sus carpetas encon- 
trarán la información respectiva. 

En el contexto de las iniciativas que han sido puestas a 
consideración de la Comisión Ejecutiva de Negociación 
y Construcción de Acuerdos del Congreso de la Unión 
(CENCA), también hemos presentado diversas propuestas 
sobre los derechos de los pueblos indígenas. 

Es altamente satisfactorio informarles que el pasado mes de 
febrero, el Grupo de Trabajo sobre Federalismo aprobó en 
consenso la propuesta de reforma constitucional sobre los at- 
tículos 2, 26 y 115. En el Grupo de Trabajo sobre Garantías 
Sociales también observamos una tendencia favorable para ge- 
nerar los consensos indispensables en materia de los derechos 
indígenas. Entre ayer, hoy y los días que siguen, velaremos y 
haremos lo necesario para que, en los grandes temas de la Re- 
forma del Estado, no queden excluidas las aspiraciones de los 
pueblos indígenas de México. 

Estimado senador Galván, pido su anuencia para finalizar 
mi intervención y hacer referencia de un nuevo instrumento 
jurídico sobre los derechos indígenas. 
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Sobre este aspecto, es necesario reconocer el Acuerdo Par- 
lamentario de la Junta de Coordinación Política de la Cáma- 
ra de Diputados, sobre la aprobación en la Asamblea General 
de la ONU, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas. Reconocemos que la 
Junta de Coordinación Política haya solicitado «a los partidos 
políticos, representados en el Congreso de la Unión que, en 
el marco de la Reforma del Estado, apoyen las propuestas de 
Reforma Constitucional en materia indígena, con el propósito 
de armonizar la legislación nacional con las bases normativas 
establecidas en la Declaración...». 

Estoy seguro de que, en el futuro próximo, para la armoni- 
zación y unificación de los derechos indígenas, la Declaración 
será uno de los principales faros para la construcción de con- 
sensos y la consagración de los derechos fundamentales de los 
pueblos indígenas. 

Considerando que la Reforma del Estado abrió una nueva 
etapa de discusión en materia indígena, estamos ante una gran 
oportunidad para establecer y reconocer los derechos de los 
pueblos indígenas de acuerdo a la legislación internacional vi- 
gente. 
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EL Día DEL INDIO AMERICANO: ENTRE ESPERANZAS 
TRUNCAS Y PANORAMAS SOMBRÍOS* 
Marcos Matías Alonso 


Hace siete décadas brilló uno de los hombres más ilustres del 
siglo XX. Con cariño, fraternidad y respeto, los pueblos indíge- 
nas de México lo llamaban Tata Lázaro. Fue y será un hombre 
digno de admiración para las generaciones pasadas y presentes. 
Hasta sus detractores reconocen que el General Lázaro Cárde- 
nas del Río es referente inevitable en la memoria del México 
contemporáneo. Junto a su legado histórico, quedó como uno 
de los principales defensores de la soberanía nacional y se ha 
convertido en un ejemplo de dignidad y precursor de las mejo- 
res causas del pueblo. 

Las decisiones del gran estadista marcaron acontecimien- 
tos que cimbraron la estructura del poder nacional e inter- 
nacional. ¿Quién puede olvidar la pasión y la emoción del 
pueblo de México cuando, en marzo de 1938, el presiden- 
te Lázaro Cárdenas del Río transmitió el siguiente mensaje 
por la radio»: «Se declaran expropiados por causa de utilidad 
pública y a favor de la Nación, la maquinaria, instalaciones, 
edificios, oleoductos, refinerías, tanques de almacenamiento, 
vías de comunicación, carros y tanques, estaciones de distri- 
bución, embarcaciones y todos los demás bienes muebles e 


*Discurso pronunciado en el Centro de Cooperación Regional para la Educación 
de Adultos en América Latina y El Caribe (CREFAL) de Pátzcuaro, Michoacán, en 
conmemoración del LXVIII Aniversario del Día del Indio Americano. 19 de abril 
de 2008. Publicado en Ágora, Boletín del Grupo Parlamentario del PRD de la 
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 22 de abril de 2008. 
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Lázaro Cárdenas del Río. Andrés Manuel López Obrador. 


inmuebles de propiedad de las empresas [...] extranjeras». 

Fue firme y enérgica la decisión del General Lázaro Cárde- 
nas del Río: el petróleo es un bien nacional, es y deberá seguir 
siendo patrimonio de los mexicanos. La mayoría de los países 
latinoamericanos veían a México como el «hermano mayor» y 
nuestro país empezó a ejercer un liderazgo de admiración 
hacia la nación mexicana. De ahí, se fortaleció una política ex- 
terior basada en el legado juarista para recordarnos que «entre 
los individuos, como entre las naciones, el respeto al derecho 
ajeno es la paz». 

El principio del respeto a los pueblos y a las naciones hizo 
impulsar al General Lázaro Cárdenas del Río una política indí- 
gena a escala continental. De esta manera, en 1940, el General 
Lázaro Cárdenas congregó en el Centro de Cooperación Re- 
gional para la Educación de Adultos en América Latina y El 
Caribe (CREFAL) de Pátzcuaro, Michoacán, a representantes 
de los pueblos indígenas de América para discutir, junto con los 
gobiernos de la región, la política indígena gubernamental para 
atender las acuciantes necesidades de los pueblos indígenas del 
Continente Americano. 
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Desde aquellos memorables acontecimientos del 19 de abril 
de 1940, fecha en que se celebró el Primer Congreso Indigenis- 
ta Interamericano, quedó instituido el Día del Indio Americano. 
En este contexto político nació el Instituto Nacional Indigenis- 
ta, hoy convertido en la Comisión Nacional para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas (CDI). En el LXVIII aniversario del 
Día del Indio Americano, para mí, es un honor pronunciar este 
mensaje desde Pátzcuaro, Michoacán. 

Han transcurrido siete décadas con esperanzas truncas y 
panoramas sombríos. No hay nada que festejar. Más bien, te- 
nemos mucho que lamentar y avergonzarnos por la situación 
en que sobreviven nuestros hermanos indígenas. La deuda his- 
tórica que repiten y repiten los mandatarios nacionales, sigue 
siendo una de tantas asignaturas pendientes con el pueblo de 
México. 

Hoy, México está hundido en una nueva convulsión política 
y quizá sea uno de los días menos afortunados para recordar el 
Día del Indio Americano. Estamos en días de alta «petroliza- 
ción de la política», con tiempos nublados en donde los razo- 
namientos y las posiciones políticas se estrellan. El destino de 
nuestro país está en juego. No hay posiciones intermedias: o lu- 
chamos para que México sea una patria digna o la convertimos 
en colonia de las grandes corporaciones extranjeras y empresas 
transnacionales. 

Para nadie es sorprendente reconocer que la situación con- 
temporánea de los pueblos indígenas ha sido una historia de 
agravios y vejaciones interminables. La conquista en el terreno de 
las reformas constitucionales ha sido insuficiente. Su derecho al 
desarrollo ha sido mutilado por la insuficiencia de recursos eco- 
nómicos para garantizar el bienestar de los satisfactores básicos 
que todo ciudadano tiene derecho para sobrevivir con dignidad. 

Del presupuesto global de 2008 para el pueblo de México, 
solo se destinó no más del 1% para los doce millones de ciu- 
dadanos indígenas. El área de los derechos constitucionales y 
su derecho al desarrollo son dos de los principales desafíos que 
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siguen demandando atención emergente, tanto del Congreso 
de la Unión como del Poder Ejecutivo Federal. 

En los más de quinientos años de resistencia indígena, nues- 
tros pueblos han transitado por diversos caminos. El camino 
de la rebelión, el de la organización, el de la palabra, el de la 
espiritualidad y el camino de nuestra raíz. También nuestros 
pueblos han conocido el camino del fuego y de la pólvora. Sin 
embargo, a pesar de tantas adversidades, consideramos que el 
camino del diálogo político y el poder de la palabra, deberán 
seguir siendo las principales armas para evitar confrontaciones 
y guerras fratricidas. 

¿Cómo olvidar las grandes lecciones de la Consulta Nacio- 
nal por el reconocimiento de los derechos de los pueblos indí- 
genas que se desplegó en marzo de 1999? En dicha Consulta 
Nacional participaron 2 millones 800 mil ciudadanos y 48 mil 
mexicanos residentes en el extranjero. Con el esfuerzo conjun- 
to del Congreso de la Unión, del Poder Ejecutivo Federal, del 
Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), de los pue- 
blos indígenas y de las sociedades civiles nacional e internacio- 
nal, celebramos el más gigantesco ejercicio de diálogo político 
que se haya conocido en la historia del país. 

Lamentablemente, los resultados de la Consulta Nacional 
no tuvieron un carácter vinculatorio en la esfera federal, esta- 
tal ni municipal. Sin embargo, fue una experiencia inédita que 
se convierte en un abrevadero para abordar civilizadamente la 
crisis en torno al tema del petróleo y la industria petrolera en 
México. 

Con relación al tema de las reformas de la industria petro- 
lera, la propuesta que hace la mayoría de los mexicanos es sen- 
cilla: que decida el pueblo de México a través de un referéndum. 
Que el pueblo vote y decida sobre el futuro de esta riqueza de 
la Nación. Facilitemos el camino para que el pueblo exprese su 
opinión y evitemos que un tema trascendental se acuerde en la 
oscuridad. La cuestión petrolera es un asunto demasiado serio 
para ser decidido solo por el parlamento mexicano. 
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Hoy, en la celebración del Día del Indio Americano, hon- 
ramos la memoria del General Lázaro Cárdenas del Río, un 
defensor de la soberanía nacional y un baluarte de las mejores 
causas del país. Tata Lázaro, estoy seguro que el pueblo de Mé- 
xico no se dejará engañar con el truco de los «bonos ciudada- 
nos» para entregar el oro negro por cuentas de vidrio. 
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EXHORTO A LOS PODERES DE MI PAÍS* 
Marcos Matías Alonso 


Transmito mi agradecimiento por invitar a diversos parlamen- 
tarios indígenas de América a participar en el «Séptimo Período 
de Sesiones del Foro Permanente». Como usted sabe, en el pa- 
sado reciente, fui parte del primer grupo de miembros del Foro 
Permanente y hoy participo como parlamentario indígena de mi 
país. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión me 
confirió la responsabilidad de presidir la Comisión de Asuntos 
Indígenas y tengo el mandato constitucional de velar por los 
derechos fundamentales de los pueblos indígenas de México. 

Permítame informar a los delegados que participan en el 
Foro Permanente, que el poder legislativo de mi país hace esfuer- 
zos considerables por impulsar y adoptar los principios norma- 
tivos señalados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de los Pueblos Indígenas (Declaración). 

El pasado 18 de septiembre, los ocho partidos políticos re- 
presentados en la Cámara de Diputados adoptaron el Acuerdo 
Parlamentario con los siguientes compromisos: 

Impulsar las acciones legislativas para que los principios de 
la Declaración cobren vigencia y sean parte de una nueva polí- 
tica pública del Estado mexicano. 

Alentar a los partidos políticos para armonizar la legislación 
nacional con las normas básicas señaladas en la Declaración. 


* Discurso presentado en el VII Periodo de Sesiones del Foro Permanente para las 
Cuestiones Indígenas de la ONU, Palacio de las Naciones Unidas, Nueva York, 
22 de abril de 2008. Publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero 30 de abril de 2008. 
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Con el amigo Evo Morales en reunión de trabajo en Nueva York. 


Promover una amplia difusión para que los pueblos indíge- 
nas conozcan y se informen de los contenidos de la Declara- 
ción. 

Desde el palacio de las Naciones Unidas, exhorto a que los 
partidos políticos de mi país honren su palabra y no vuelvan a 
cometer los errores del pasado. Los pueblos indígenas son par- 
te de la Nación Mexicana y debe garantizarse la inclusión de sus 
derechos fundamentales en la Constitución Política. 

Es justo ponderar el avance en el reconocimiento de los 
derechos constitucionales de los pueblos indígenas, tanto en los 
instrumentos jurídicos internacionales como en las legislacio- 
nes nacionales. No negamos que hay avances innegables, pero 
también indudables retrocesos. 

La historia de agravios, vejaciones y atrocidades es una ame- 
naza interminable. México sigue atrapado en una cadena de 
acontecimientos violentos. La espiral de agravios e impunidad 
en Oaxaca, son hechos detestables e indeseables. 

Los pueblos indígenas, una vez más, hemos vivido una situa- 
ción indignante. El pasado 7 de abril, en San Juan Copala, Oa- 
xaca, fueron acribilladas con armas de fuego, Felicitas Martínez 
y Teresa Bautista, de veintidós y veniticuatro años de edad, res- 
pectivamente. A las dos les cortaron la vida en plena juventud. 
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Múltiples voces se han sumado para exigir que este artero cri- 
men no quede impune. La Organización de las Naciones Unidas 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) condenó 
enérgicamente el crimen. El Foro Permanente no puede ni debe 
quedar callado ante esta situación de injusticia. Tanto Felicitas 
como Teresa, colaboraban en La Vog que Rompe el Silencio, una 
radio comunitaria dirigida por los pueblos triquis de Oaxaca. 
Ambas periodistas comunitarias le dieron voz a su pueblo. 

Hago un llamado a la presidencia de la República de mi país, 
al gobernador de Oaxaca y a las autoridades judiciales compe- 
tentes, para que este artero crimen no quede en la impunidad. 

Señora presidente, le ruego me excuse por alejarme del tema 
sobre el cambio climático. La tendencia en la privatización y 
mercantilización del planeta es uno de los principales fenóme- 
nos del cambio climático y del desequilibrio mundial. La vo- 
racidad de querer privatizar el agua, el petróleo, el gas y otros 
recursos estratégicos, genera cambios trascendentales más allá 
de los trastornos climáticos, impactando la estabilidad política 
y la gobernabilidad en el mundo. 

Señora presidente, antes de finalizar, permítame comentar el 
tema del impacto petrolero en las regiones indígenas de México. 
En abril del 2005, centenas de pueblos indígenas de los estados 
de Oaxaca, Veracruz, Tabasco y Campeche, alertaron al gobierno 
mexicano sobre diversos daños ambientales y el impacto destruc- 
tivo por la industria petrolera en sus regiones indígenas. En las 
conclusiones del «Foro sobre los Impactos de la industria petro- 
lera en la vida de los pueblos indígenas», exigieron lo siguiente: 


a) Respetar los derechos de los pueblos indígenas en las zonas 
de extracción o procesamiento de petróleo y que se desti- 
nen recursos para obras de desarrollo social y reparación de 
daños ambientales. 

b) Cumplir el Convenio de Estocolmo, firmado por el gobier- 
no mexicano para la eliminación de Contaminantes Orgáni- 
cos Persistentes (COP), estableciendo para ello canales de 
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consulta y participación bajo consentimiento libre, previo 
e informado. 

c) Oposición ante cualquier pretensión de privatizar Pemex. Los 
problemas de falta de eficiencia, inseguridad y corrupción de- 
ben ser enfrentados como parte de una estrategia de fortale- 
cimiento de la paraestatal y de su carácter público y no servir 
falazmente como supuestos argumentos a favor de una priva- 
tización. La experiencia a nivel internacional ha demostrado 
que la privatización no resuelve ninguno de esos problemas. 


Señora presidente, además de informar al Foro Permanente 
sobre el estado que guardan los derechos indígenas y los com- 
promisos del Congreso de la Unión, he relatado, a grosso modo, 
un testimonio de agravio sobre la muerte de dos adolescentes 
indígenas y he concluido con las principales conclusiones del 
«Foro sobre los impactos de la industria petrolera en la vida de 
los pueblos indígenas». 

Para no extenderme más, en el documento anexo que entre- 
go a la presente intervención, damos diversos testimonios sobre 
el delito de esterilización forzada, agresiones de /essa humanidad 
causados a los pueblos indígenas de Guerrero y que han sido 
ampliamente documentados por la Comisión Nacional de De- 
rechos Humanos (CNDH) y por las diversas instancias de pro- 
tección de derechos humanos en las Naciones Unidas. Hago un 
exhorto a los poderes competentes de mi país para brindar jus- 
ticia sobre estos hechos lamentables y se aplique todo el peso de 
la Ley a quien o quienes resulten responsables por estos hechos 
infames que empañan la imagen de la vigencia y el respeto de los 
derechos fundamentales de todos los seres humanos. 

Señora presidente, una vez más, mis disculpas por alejarme 
del tema del cambio climático, pero he considerado necesario 
que el Foro Permanente tome nota de los hechos expuestos y 
emita la recomendación correspondiente a las altas autoridades 
del gobierno de México. 

Muchas gracias. 
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EL G8 y Los PUEBLOS INDÍGENAS* 
Marcos Matías Alonso 


Se denomina Grupo de los Ocho (G8) a la corporación de 
los países más industrializados del mundo, cuyo poder políti- 
co, económico y militar es preponderante a escala global. Está 
conformado por Alemania, Canadá, Estados Unidos de Norte- 
américa, Francia, Italia, Japón, Reino Unido y Rusia. El G8 es 
el club de los países más poderosos del planeta. 

Desde 1975, los jefes de Estado y de gobierno del G8 se 
reúnen en una cumbre anual para analizar el estado de la polí- 
tica y la economía mundiales. Analizan estrategias para acercar 
posiciones comunes y negociar consensos internacionales. El 
control del sistema político y económico es uno de sus objeti- 
vos supremos. La XXXIV Cumbre del G8 se realizó del 7 al 9 
de julio del año en curso, en Hokkaido, Japón. 

Desde hace más de una década, el G8 pregona las bondades 
de la globalización y el libre comercio en el mundo. Con su po- 
der político y económico presiona a los gobiernos locales para 
impulsar las reformas que requieren libre comercio y privatiza- 
ciones estratégicas. La doctrina del G8 puede sintetizarse con el 
siguiente pensamiento de la expansión imperial del siglo XXI: 
«Estamos civilizando al mundo a través del mercado y estamos 
comercializando al mundo a través de la civilización». 

Simultáneamente a la Cumbre del G8, ocurren otras cum- 


*Ponencia presentada en Hokkaido, Japón, julio de 2008 en el marco de la XXXIV 
Cumbre del Grupo de los 8. Publicada como artículo de opinión en El Sur, Acapulco, 
Guerrero, 17 de julio de 2008 y en Visión Urbana, Chilapa, Guerrero, julio de 2008. 
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bres alternas donde se suman las voces de los excluidos. Cada 
vez más, surgen nuevos actores sociales que exigen ser escucha- 
dos. En este contexto, la voz de los pueblos indígenas también 
se hace oír. En distintos rincones del planeta el grito de los 
excluidos es enérgico. Esta es la voz que se escuchó en la tierra 
del sol naciente: «En el mundo, somos millones y millones de 
seres humanos y es injusto que solo los ocho hombres más 
poderosos decidan por el futuro del planeta y de la humanidad. 
Señores mandatarios, escuchen la voz de los pueblos». 

Ésta es la razón principal de la concentración del sábado 
5 de julio, en Hokkaido, de más de cinco mil ciudadanos del 
mundo, provenientes de treinta países: rechazar y ctiticar la 
Cumbre del G8. Su acusación es implacable: «El G8 es una 
camarilla de los gobiernos que han llevado al mundo a su crisis 
más severa en las últimas décadas». 

En este contexto, los ainu, en su calidad de pueblos origina- 
rios de Japón, organizaron, del 1 al 4 de julio pasado, la Cum- 
bre de los Pueblos Indígenas del Mundo (CPIM), celebrada en 
Ainu Mosir (Hokkaido, Japón). Participaron delegados indí- 
genas de Canadá, EEUU, Hawái, Australia, Bangladesh, Filipi- 
nas, Noruega, Guatemala, Nicaragua, Taiwán, Nueva Zelanda 
y México. Por parte de la Cámara de Diputados, participaron 
dos legisladores del PAN, uno por parte del PRI, otro del PRD 
y uno del PT. 

Al inicio de la Cumbre Indígena dos acontecimientos resal- 
taron en Hokkaido. Por primera vez, delegados indígenas del 
mundo se reunieron en sesión paralela a la Cumbre del G8 para 
reflexionar y analizar cómo se relacionan con el tema indígena 
global. Éste ha sido un hito histórico que marcará un preceden- 
te en las futuras relaciones del G8 con los pueblos indígenas. 

La segunda novedad fue de sorpresa mundial. Siendo Japón 
una potencia cosmopolita con liderazgo internacional, decidió 
reconocer a los ainu como pueblos indígenas. Tanto la Cámara 
Alta, como la Baja, del Parlamento Japonés adoptaron la re- 
solución el 6 de junio pasado, para reconocer a los ainu como 
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pueblos indígenas con plenos derechos en la era moderna. La 
resolución señala: «Si nuestro país quiere liderar a la comunidad 
internacional, es crucial que todos los pueblos indígenas con- 
serven su honor y dignidad para transmitir su cultura y orgullo 
a las generaciones futuras». 

Éste es un segundo acontecimiento que marcará una nueva 
página en la historia de Japón. Un ejemplo al mundo de cómo 
relacionar la modernidad con la tradición, de la interdependen- 
cia cosmopolita con el mundo local. Es una lección del parla- 
mento japonés al otorgar derechos a los pueblos originarios. 
Un espejo desde donde el parlamento mexicano debe observar 
la experiencia asiática para no «regatear» los derechos inconclu- 
sos de los pueblos indígenas de México. 

En Hokkaido, la diplomacia indígena encontró los canales 
adecuados para colocar en el alto mando del gobierno japonés 
y el G8 la Declaración de la CPIM. Las reflexiones y propuestas 
indígenas se sintetizan en lo siguiente: 

El cambio climático y el calentamiento global del planeta, la 
aguda crisis alimentaria y la amenaza de hambruna, el alto pre- 
cio del petróleo y otros energéticos impactan de manera dramá- 
tica en la supervivencia de los pueblos indígenas. 


E a) 


Diversos diputados en misión diplomática a Tokio, Japón. 
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Crece alarmantemente la situación de pobreza de los pue- 
blos indígenas. Con entornos de medio ambiente deteriorado y 
escasez de alimentos básicos, estos pueblos son quienes pagan 
el precio más alto para disfrutar el derecho a la vida. 

Las principales reservas de petróleo, gas, minerales, bosque 
y demás riquezas del «tesoro verde» se encuentran en varios te- 
rritorios indígenas. Sin embargo, los pueblos indígenas no han 
sido beneficiados con la riqueza que generan dichos recursos 
estratégicos. Tampoco se cumple el derecho de consulta con 
consentimiento libre, previo e informado sobre la extracción 
de dichos recursos. 

La escasez de alimento y agua causa estragos en el mundo. 
El «recalentamiento» global continuará y, si no se toman medi- 
das emergentes, seremos testigos de catástrofes impredecibles. 

En síntesis, estamos ante un cuadro desolador. Por ello, la 
voz de los pueblos indígenas y otros actores sociales han exi- 
gido al G8, tomen medidas urgentes para detener el caos que 
acecha al mundo. 

Hacia cualquier horizonte del planeta puede constatarse que 
la tierra arde. La sequía y diluvios son pan de cada día. El mar se 
embravece y los maremotos son cada vez más frecuentes. Las 
selvas se convierten en bosques industriales o en desiertos. Año 
tras año se multiplican las inundaciones, tsunamis, huracanes, 
incendios, ciclones y terremotos que anuncian tragedias dolo- 
rosas. Los llaman «desastres naturales», como si la naturaleza 
fuera su autora y no su víctima. 

La profecía indígena desde tiempos lejanos había anticipa- 
do: «Quien dañe la Tierra provocará la furia del Creador. Al- 
gún día, esa Tierra va a reclamar a la humanidad ese desprecio 
y destrucción. Cuando eso ocurra nos daremos cuenta que la 
Madre Tierra es brava, enérgica y vengadora». 

¿Será posible que el G8 esté ciego para no ver la agonía 
del planeta? Todos tenemos responsabilidades de los daños 
que hemos causado a la Madre Tierra, pero la responsabilidad 
del G8 es mayor. Por el bien de todos y para todos, debemos 
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defender nuestra Casa Común. Si no actuamos a tiempo, el Uni- 
verso, el Planeta y la Madre Tierra nos cobrarán demasiado 
caro no haber actuado con responsabilidad. 
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AMLO: MENSAJES Y SEÑALES EN GUERRERO* 
Marcos Matías Alonso 


Del 6 al 10 de agosto, acompañé a Andrés Manuel López Obra- 
dor (AMLO), presidente legítimo de México, a una intensa gira 
de trabajo de cinco días para recorrer veintisiete municipios 
de Guerrero. Con esta gira maratónica, AMLO terminó de 
recorrer las siete regiones de la entidad: Costa Grande, Costa 
Chica, Montaña, Tierra Caliente, Norte, Centro y Acapulco. El 
recorrido ha sido altamente ilustrativo, con paisajes agrestes, 
caminos quebrados y comunidades desoladas en donde nos re- 
encontramos con hombres y mujeres que se sienten agraviados 
y abandonados a su suerte. Los rostros reflejan impotencia y 
coraje por la limitada respuesta a sus reclamos sociales. 

En los mítines informativos, AMLO fue escuchado por 
aproximadamente veinte mil ciudadanos y recorrimos casi tres 
mil kilómetros. Con esta gira, AMLO concluyó su recorrido en 
los ochenta y un municipios de Guerrero. Fue recibido por la 
mayoría de los presidentes municipales en donde gobierna el 
PRD, aunque hubo sus excepciones. En su reciente gira, fue 
notoria la ausencia de Juan Carlos García Jiménez, presidente 
municipal de Huamuxtitlán, y Nicolás Villar Paulino, alcalde 
del municipio de Zapotitlán Tablas. La militancia perredista de 
ambos municipios se sintió desairada por la descortesía de sus 
alcaldes. 

Entre el 2007, y hasta agosto del año en curso, AMLO vi- 


*Artículo publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 18 de agosto de 2008, y en 
Visión Urbana, Chilapa, Guerrero, agosto de 2008. 
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sitó por lo menos cinco veces Guerrero. En sus viajes no tuvo 
ningún encuentro público ni privado con Zeferino Torreblan- 
ca Galindo (ZTG). Félix Salgado Macedonio fue el presidente 
municipal que tuvo mayor presencia en los actos públicos de 
AMLO. 

Los personajes leales al presidente legítimo fueron los sena- 
dores Lázaro Mazón Alonso y Luis Walton Aburto. En cam- 
bio, el senador David Jiménez Rumbo nunca fue visto en nin- 
guna plaza pública en compañía de AMLO. Los «figurones» 
del perredismo guerrerense optaron por guardar distancia de 
los mítines políticos impulsados por AMLO. Las señales y los 
mensajes políticos son claros. 

Entre diciembre de 2006 y agosto de 2008, Felipe Calderón 
Hinojosa (FCH) ha visitado quince veces Guerrero y, en la ma- 
yoría de ellas, sostuvo encuentros con ZTG. Tlacoachistlahua- 
ca, municipio gobernado por el PAN, ha sido visitado en dos 
ocasiones. Acapulco es el municipio predilecto en las visitas de 
FCH. Sin embargo, la estrategia de expansión panista tampo- 
co ha descuidado municipios como Taxco, Zapotitlán Tablas, 
Metlatonoc, Malinaltepec y Tlapa. 
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Entre otros, Félix Salgado y Andrés Manuel López Obrador 
Chilapa de Alvarez, Guerrero. 


AMLO visitó Metlatonoc por primera vez en 1996. Allí ini- 
ció su campaña en enero de 2006, y el pasado 7 de agosto lo 
visitó por tercera ocasión. En julio de 2005, Vicente Fox viajó 
a Metlatonoc y, en junio del 2008, FCH inauguró un sistema de 
agua potable en este municipio indígena. 

Sin embargo, y pese a las distinguidas personalidades que 
han visitado Metlatonoc en los últimos diez años, la situación 
de pobreza, lejos de disminuir, ha aumentado. De poco o nada 
han servido las advertencias de las agencias especializadas de 
la ONU. La marginación crece, el monolingúismo no se abate, 
el índice de analfabetismo aumenta, no hay suficiente energía 
eléctrica en los poblados, se carece de agua potable, no hay 
sistemas de drenaje y los caminos se encuentran deteriorados. 
El mensaje y las señales de Metlatonoc son claros: hemos fra- 
casado colectivamente. 

En los veintisiete municipios visitados, el tema central en el 
discurso de AMLO fue la defensa del petróleo y la resistencia 
civil para evitar su privatización. Resaltó la importancia que tie- 
nen los hidrocarburos en la economía del país, enfatizó sobre 
los procesos inéditos en la consulta ciudadana sobre los energé- 
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ticos, convocó a la ciudadanía a las próximas movilizaciones y 
el plan de acción para continuar con la defensa de la soberanía 
nacional. El mensaje de AMLO es claro: «El petróleo es como 
la sangre de la tierra y millones de mexicanos no vamos a per- 
mitir la entrega del petróleo mexicano a empresas extranjeras». 

En víspera de los comicios locales en la entidad, AMLO 
lanzó señales claras y pidió a la ciudadanía ponderar su voto 
tomando en cuenta tres factores: el perfil del candidato, su pro- 
grama de trabajo y el partido que lo postula. Es oportuna la 
recomendación de AMLO; sobre todo, porque frecuentemente 
los candidatos se ocupan de todo, menos de la elaboración de 
su programa político. 

Recorrer los casi tres mil kilómetros hizo inevitable que 
AMLO se refiriera al tema de los caminos y las carreteras. En 
el trayecto de Huamuxtitlán a Cualac, la caravana prácticamen- 
te detuvo su marcha: toneladas de piedra bloquearon nuestro 
paso y los deslaves truncaron el camino. Al transitar la carretera 
entre Tlapa a Metlatonoc, AMLO constató obras recientemen- 
te entregadas que ya se encuentra en pésimas condiciones. Los 
deslaves, hundimientos y el deterioro prematuro del pavimento 
son severos. En el traslado de Tlapa a Acatepec, la carretera 
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Andrés Manuel López Obrador en su visita a la familia Matías Montoya. 
Acatlán, Guerrero. 
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se encuentra intransitable. Los encharcamientos por el lodazal 
en más de una ocasión se convirtieron en sería amenaza para 
arribar a las cabeceras municipales. En varios municipios hay 
carreteras a medio construir, pavimentaciones inconclusas y 
quejas permanentes en contra de las empresas constructoras 
que hacen obras de pésima calidad. 

Ante esta dramática situación, AMLO se comprometió es- 
tablecer comunicación con ZTG para solicitar la rehabilitación 
de las carreteras de la Montaña que se encuentran prácticamen- 
te destruidas e intransitables. También exhortó a los diputados 
locales y federales hacer los esfuerzos necesarios para la gestión 
de recursos financieros para la infraestructura caminera. 

Las malas condiciones de las carreteras no distinguen pat- 
tidos políticos: se constata la misma situación en municipios 
gobernados por el PRI, PRD o el PAN. Obviamente, la res- 
ponsabilidad en el tema carretero no corresponde solo a ZT'G, 
incumbe también a la esfera federal con sus respectivos pode- 
res, al inevitable compromiso del poder local y a los gobiernos 
municipales. He aquí una agenda insoslayable de los futuros 
aspirantes al congreso local y a los ayuntamientos municipales. 
«Hay mucha tela de donde cortat» para hacer un programa de 
gobierno, pero hay limitado financiamiento para ejecutar los 
planes emergentes que demanda la ciudadanía. 

El petróleo, la pobreza y la desigualdad son parte de una 
misma realidad. La crisis política y económica en que estamos 
sumidos es parte de la descomposición social en que estamos 
haciendo naufragar al país. Todos somos responsables para evi- 
tar una mayor crispación. ¿Seremos capaces de dejar atrás las 
disputas que agudizan la polarización en nuestro estado? Cada 
cual es responsable del «caos político» en que estamos hacien- 
do transitar a la ciudadanía. Pongamos nuestra mejor voluntad 
para rectificar lo rectificable. 
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Política Pública Indígena en América Latina* 
Marcos Matías Alonso 


Esta breve intervención está lejos de pretender dar un pano- 
rama global de la Política Pública Indígena (PPT) sobre los di- 
versos enfoques aplicados en la región. Cuando hablamos de 
política pública, nos referimos al conjunto de acciones de go- 
bierno para dar respuesta a las demandas de la sociedad. Bajo 
este enfoque, la PPI ha sido insuficiente e ineficiente. En todos, 
o en la mayoría de los países de la región, la pobreza indígena, 
lejos de disminuir, creció alarmantemente. Ello implica que las 
políticas públicas no han sido adecuadas para dar respuesta a la 
demanda de los pueblos indígenas. 

La política pública y la arquitectura institucional del indige- 
nismo oficial demostraron ser una estrategia equivocada. En la 
década de los ochenta, las instituciones indigenistas terminaron 
su ciclo y fueron reemplazados por nuevos organismos gubet- 
namentales. Con dificultades, América Latina avanza hacia la 
elaboración de políticas públicas para reconocer el derecho a la 
diversidad cultural. La transversalidad del tema indígena como 
política de Estado es incipiente y un desafío en el proceso de 
consolidación institucional. La política pública sin una política 
de Estado suele ser coyuntural y transitoria. 


*Ponencia presentada en la Reunión sobre «Política Pública y Legislación Indígena 
en América Latina», organizada por la Comisión Indígena del Parlatino. Mérida 
Yucatán, 5 y 6 de septiembre de 2008. Publicado en el Boletín del Grupo Parla- 
mentario del PRD de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 10 de 
septiembre de 2008. También publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 15 de 
septiembre de 2008 y en Visión Urbana, Chilapa, Guerrero, octubre de 2008. 
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En gira de trabajo en Mérida, Yucatán. 


Sin suficientes recursos financieros no puede impulsarse 
una PPI de largo alcance y no debe ser una decisión solo de 
los gobiernos o sus instituciones. Es indispensable garantizar la 
participación indígena. En la mayoría de los países de la región 
es incipiente la inclusión y participación plena de los pueblos 
indígenas. 

La PPI será insuficiente si no hay una adecuada participa- 
ción indígena en la generación de los procesos legislativos, su 
inclusión en la estructura de mando institucional y en el diseño 
de las políticas públicas que se aplican para su beneficio. 

La inclusión indígena en la estructura de mando institucio- 
nal debe ser al más alto nivel. Ciertamente hay avances conside- 
rables que es necesario reconocer. Lourdes Tibán, en Ecuador; 
Nicia Maldonado, en Venezuela, y Margarita Mbwangi, en Pa- 
raguay, son ejemplos emblemáticos en donde la mujer indígena 
es enaltecida con el cargo de ministras para conducir la política 
indígena de sus respectivos países. Lamentablemente, la estra- 
tegia gubernamental de México no solo cerró la inclusión de 
líderes indígenas, sino que privilegió la designación a un vete- 
rano político del Partido Acción Nacional al frente de la CDI. 
En este aspecto, la política indígena mexicana ha significado un 
retroceso preocupante. 
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Reunión de trabajo en Aruba. Entre otros, los Senadores Andrés 
Galván y Salomón Jara. 


Frecuentemente se han aplicado políticas públicas que ge- 
neran ingobernabilidad, crisis y hasta confrontación en las re- 
laciones entre los pueblos indígenas y los Estados nacionales. 
Una buena política pública debe generar confianza y sobre 
todo dar respuesta a la demanda indígena. 

La capacidad de respuesta institucional nos lleva al tema del 
presupuesto público. Y la pregunta es ineludible e inevitable. 
En América Latina, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto pú- 
blico que se destina a los pueblos indígenas? Como lo ha indi- 
cado Víctor M. Toledo, «los presupuestos nacionales, más que 
ser datos financieros, reflejan las prioridades gubernamentales 
sobre los diversos sectores sociales de cada país. Los presu- 
puestos públicos no son solo instrumentos financieros, son 
documentos políticos que expresan las relaciones de poder en 
cada una de nuestras naciones». 

A manera de ejemplo, revisemos la prioridad gubernamental 
en Chile y México. En el año 2008, el total del presupuesto chi- 
leno destinado a políticas indígenas fue de aproximadamente 
100 millones de dólares, representando solo el 0.3% del total 
del presupuesto público de ese país. 

En el 2008, el presupuesto global de México fue aproxima- 
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damente de 2 billones y medio de pesos mexicanos. El presu- 
puesto transversal para pueblos indígenas fue de 31 mil millo- 
nes de pesos (equivalente a 3 mil millones de dólares); o sea, el 
1.21%. El presupuesto destinado a la Comisión Nacional para 
el Desatrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) fue de siete mil 
millones de pesos (equivalente a 700 millones de dólares), re- 
presentando el 0.2%. Es altamente preocupante que en ambos 
países el presupuesto público no alcance ni el 1%. 

Guerrero, una de las entidades federativas de México, tam- 
bién muestra datos alarmantes. Su presupuesto total en el 2008 
fue de aproximadamente 30 mil millones de pesos (aproxima- 
damente 3 mil millones de dólares), de los cuales, 13 millones 
de pesos (1.3 millones de dólares aproximadamente) fueron ca- 
nalizados a la Secretaría de Asuntos Indígenas, representando 
el 0.04%, destinado a programas y proyectos indígenas. Tanto 
en el escenario local, nacional y regional, los porcentajes finan- 
cieros no son justos ni equitativos. 

En América Latina, solo México, Chile y Ecuador disponen 
de información financiera destinada a las PPI. En la mayoría de 
los países es complicado determinar el monto del presupuesto 
público asignado a los pueblos indígenas. Sin temor a equivo- 
carme, podría afirmar que son montos financieros insignifican- 
tes que no impactan en el mejoramiento del nivel de vida de los 
pueblos indígenas. 

Ninguna política pública puede tener éxito si no se garantiza 
el derecho al consentimiento libre, previo e informado de cual- 
quier acción institucional hacia los pueblos indígenas. Antes de 
adoptar y aplicar cualquier política pública orientada a los pue- 
blos indígenas, debe asegurarse que el principio del consenti- 
miento libre, previo e informado se cumpla cabalmente. 

Aprender del pasado exige no aplicar políticas gubernamen- 
tales erróneas que llevaron en el pasado a la ruptura y descon- 
fianza institucional. No deben repetirse los mismos errores. 
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12 DE OCTUBRE: HISTORIA DE AGRAVIOS E INJUSTICIAS* 
Marcos Matías Alonso 


Mi alocución desde esta tribuna legislativa es en el marco de la 
celebración de los quinientos dieciséis años de resistencia indí- 
gena que se conmemora el 12 de octubre, día que simboliza la 
resistencia milenaria de pueblos orgullosamente indígenas. La 
rutina de la celebración que se evoca año con año nos obliga 
reconocer que no hay nada que festejar. Más bien, hay mucho 
que lamentar y avergonzarnos por la grave situación en que 
sobreviven nuestros hermanos indígenas. 

No es exagerado afirmar que hay miles de indígenas con 
pies descalzos, estómagos vacíos y sin techo digno donde 
vivir. El panorama es desolador. El dolor de nuestro pueblo 
sigue sin encontrar respuesta al reclamo de justicia y exclu- 
sión histórica de la que hemos sido víctimas. Sin embargo, 
es injusto no reconocer que en nuestro país hay avances sig- 
nificativos en materia indígena. Pero debemos admitir que 
los esfuerzos han sido insuficientes y que deben redoblarse 
los compromisos institucionales para disminuir la brecha de 
la desigualad. 

Es frecuente escuchar la admisión de la deuda histórica que 
el Estado mexicano y el gobierno tienen con los pueblos in- 
dígenas. Me limito señalar tres temas relevantes que requieren 


*Alocución en el Palacio Legislativo de San Lázaro. Cámara de Diputados, LX 
Legislatura, 16 de octubre de 2008. Publicado en el Boletín del Grupo Parlam- 
entario del PRD de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, el 17 de 
octubre de 2008. 
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reorientación y reconsideración sobre la relación entre los pue- 
blos indígenas y el Estado nacional: 


a) 
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El despojo de la política indígena. El 15 de diciembre 
del 2006, Felipe Calderón Hinojosa (FCH) designó a Luis 
H. Álvarez (LHA) como titular de la Comisión Nacional 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI). El nom- 
bramiento causó retroceso y diversas voces manifestaron 
su descontento ante tal decisión. Mientras FCH lo enalte- 
ció «por su amplio conocimiento» en la materia, los repre- 
sentantes indígenas quedaron decepcionados por la deci- 
sión presidencial. Lo mismo ocurrió con los titulares de la 
DGEL, INALI y la CEIB. La representación indígena quedó 
desplazada del mando institucional. 

Mientras en México se optó por esta decisión equivoca- 
da, en la mayoría de los países de la región se avanza en la 
inclusión de la representación indígena en la estructura del 
mando institucional. Cito tres ejemplos ilustrativos: Lourdes 
Tibán, en Ecuador; Nicia Maldonado, en Venezuela, y Mar- 
garita Mbwangi, en Paraguay, son casos emblemáticos en 
donde mujeres indígenas han sido enaltecidas con el puesto 
de ministras para conducir la política indígena en sus respec- 
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En una de mis intervenciones en el Palacio Legislativo. 


tivos países. Lamentablemente, la estrategia gubernamental 
de México no solo cerró la inclusión de profesionistas in- 
dígenas, sino que privilegió la designación a un consejero 
vitalicio del PAN al frente de la CDI. Esta decisión significó 
un retroceso preocupante en la política indígena mexicana. 

Dicha preocupación también ha sido señalada por 
legisladores del PAN. En su reunión plenaria de agosto en 
Hermosillo, Sonora, uno de sus legisladores elevó esta pre- 
ocupación ante su dirigente nacional. Sintetizó el trabajo de 
LHA: falta de energía, limitado dinamismo y poca agilidad 
en la resolución de los grandes problemas de los pueblos 
indígenas. 

La usurpación de funciones y el desplazamiento de 
técnicos y profesionistas indígenas es el retorno de un indi- 
genismo arcaico que debió haberse superado. Es una afrenta 
que lejos de honrar a los pueblos indígenas, los sigue viendo 
con una política paternalista del siglo pasado. 

b) La discriminación del gasto social. La pobreza indígena 
en el país, lejos de disminuir, crece alarmantemente. Ello 
implica que las políticas públicas no han sido adecuadas. 
También supone que el gasto público ha sido insuficiente 
para dar respuesta a la demanda indígena. 

La incapacidad de respuesta institucional nos lleva al 
tema del presupuesto público. Y la pregunta es ineludible e 
inevitable. En México, ¿cuál es el porcentaje del presupues- 
to público que se destina a los pueblos indígenas? Como 
ha sido señalado, «los presupuestos nacionales, más que ser 
datos financieros, reflejan las prioridades gubernamentales 
sobre los diversos sectores sociales de cada país. Los presu- 
puestos públicos no son solo instrumentos financieros, son 
documentos políticos que expresan las relaciones de poder 
en cada una de nuestras naciones». 

El presupuesto global de 2008 fue de aproximada- 
mente 2 billones y medio de pesos. La prioridad guberna- 
mental y la expresión de las relaciones de poder en las cifras 
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hablan por sí mismas. El presupuesto transversal para pue- 
blos indígenas fue de 31 mil millones de pesos, represen- 
tando el 1.21%. El presupuesto destinado a la CDI fue de 7 
mil millones de pesos, representando el 0.2%. Es altamente 
preocupante que el presupuesto público de la CDI no al- 
cance ni el 1%. 

No puede haber justicia ni equidad con un presupuesto 
discriminante del gasto social ¿Qué debemos conmemorar 
con una distribución injusta de la riqueza nacional del país? 
La reparación de la deuda histórica no se paga con discursos 
y demagogia. Sin voluntad política ni compromiso económi- 
co, las palabras caen en el vacío y en el cinismo institucional. 

Para colmo de males, en el informe de la Cuenta Pública 
de 2007, presentado en mayo pasado por la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público (SHCP), se observa un gasto 
no ejercido por la CDI con un monto de 2 mil millones 
de pesos, el cual representa el 27.4% del presupuesto total 
aprobado por la Cámara de Diputados en 2007. La respues- 
ta enviada por la CDI es insuficiente y continúa pendiente 
la comparecencia del titular para aclarar la información del 
ejercicio presupuestal de la CDI. 


c) La negación de Derechos Constitucionales. En la con- 
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memotración del 12 de octubre, informo a esta Soberanía 
que el 5 de diciembre de 2007, se puso a consideración de 
la Plenaria de la CAI la Iniciativa con Proyecto de Decre- 
to para reformar los artículos 2, 26 y 115 de nuestra Carta 
Magna. La propuesta fue consensuada por aclamación uná- 
nime y suscrita por todos los miembros de la Comisión en 
referencia. 

El pasado 20 de febrero, la Subcomisión Redactora del 
Grupo de Trabajo sobre Federalismo de la CENCA aprobó 
por consenso la propuesta de reforma constitucional de los 
artículos en referencia. 

Sin embargo, desde el 13 de diciembre pasado, la Inicia- 
tiva espera turno para ser dictaminada por la Comisión de 


Puntos Constitucionales. Hago un reconocimiento público 
a los diputados del PRI y PRD que integran dicha Comisión 
por su alto compromiso de apoyar a los pueblos indígenas 
de México. Desde esta Soberanía, exhorto a los diputados 
del PAN a no postergar ni dilatar el dictamen correspon- 
diente ¿Por qué insisten en negar el reconocimiento de los 
derechos constitucionales de los pueblos indígenas de Mé- 
xico? 


Señor presidente, en el contexto de la celebración del 12 
de octubre, permítame reconocer el Acuerdo Parlamentario 
de la Junta de Coordinación Política del 18 de septiembre pa- 
sado, sobre la aprobación de la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas de la 
ONU, de la cual solicitó «a los Partidos Políticos, representa- 
dos en el Congreso de la Unión que, en el marco de la Refor- 
ma del Estado, apoyen las propuestas de Reforma Constitu- 
cional en materia indígena, con el propósito de armonizar la 
legislación nacional con las bases normativas establecidas en 
la Declaración...». 

Este Honorable Congreso tiene la alta responsabilidad de 
armonizar nuestra legislación nacional con las bases normati- 
vas de los instrumentos internacionales vigentes. Si nuestros 
coordinadores parlamentarios son consecuentes y honran su 
palabra de cumplir y hacer cumplir la reforma constitucional 
en materia indígena, no hay justificación para postergar nuestra 
Iniciativa, que en síntesis propone: 


Adición al artículo 2” sobre el derecho a ser sujeto de 
derecho público: 


Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas son libres 
e iguales a todos los demás pueblos y son sujetos de derecho 
público. El Estado reconoce plenamente la personalidad jutídica 
de los pueblos y comunidades indígenas y respeta sus propias 
formas de organización. 
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Adición al artículo 2° sobre el derecho a la consulta: 


El estado en sus distintos niveles y ámbitos, deberá consultar y 
consensuar con los pueblos indígenas todos aquellos asuntos 
que les atañen, mediante sus procedimientos apropiados y a tra- 
vés de sus instituciones representativas, garantizando su derecho 
de consulta con consentimiento libre, previo e informado. 


Adición al artículo 26 sobre el derecho a la consulta y el 
desarrollo: 


La legislación correspondiente establecerá los mecanismos ne- 
cesatios para que, en los planes y programas de desarrollo, se 
tomen en cuenta a las comunidades y pueblos indígenas en sus 
necesidades y especificidades culturales a través de la consulta y 
consenso, garantizando su derecho al consentimiento, libre, pre- 
vio e informado. El Estado les garantizará su acceso equitativo a 
la distribución de la riqueza nacional. 


Adición al artículo 115 sobre el municipio indígena y la 
libre determinación: 


Se respetará el ejercicio de la libre determinación de los pueblos 

indígenas en cada uno de los ámbitos y niveles en que hagan 
valer su autonomía, pudiendo abarcar uno o más pueblos indí- 
genas de acuerdo a las circunstancias particulares y específicas 
de cada entidad federativa. Las comunidades indígenas y los mu- 
nicipios que reconozcan su pertenencia a un pueblo indígena 
tendrán la facultad de asociarse libremente a fin de coordinar sus 
acciones como pueblos. Las autoridades competentes realizarán 
la transferencia ordenada y paulatina de recursos, para que ellos 
mismos administren los fondos públicos que les asignen. 


Señor presidente, concluyo mi intervención recordando 


las palabras que en días pasados pronunció en este recinto le- 
eislativo el diputado Juan José Rodríguez Prats (PAN): «no hay 
ninguna causa pequeña, que todo vale la pena si el alma no es 


pequeña». Si nuestra alma no es pequeña y si reconocemos que 
no hay causas pequeñas, es tiempo de dar prioridad nacional al 
tema indígena en México. 
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Los PARLAMENTARIOS INDÍGENAS EN 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS* 
Marcos Matías Alonso 


Están con nosotros en este recinto legislativo treinta diputados 
y senadores indígenas provenientes de Bolivia, Perú, Colombia, 
Venezuela, Ecuador, Nicaragua y Guatemala. 

Mis hermanos legisladores del Parlamento Indígena de 
América (PIA) han delegado en mi persona ser voz de su voz. 
Espero que mis palabras recojan el mensaje que ellos quisieran 
manifestar desde México, para América y el mundo. 

Nadie puede negar que en México y América Latina hay 
avances considerables sobre el reconocimiento constitucional 
de los derechos de los pueblos indígenas; sin embargo, la diná- 
mica cambiante del mundo indígena y la adopción de nuevos 
instrumentos internacionales, nos obligan hacer ajustes cons- 
titucionales para responder a la emergencia de las demandas 
indígenas. 

Uno de estos instrumentos internacionales es precisamente 
la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos In- 
dígenas, adoptada el 13 de septiembre de 2007 por la Asamblea 
General de la ONU. 

Los diputados y senadores indígenas del PIA han expresado 
su beneplácito al gobierno de la República de Bolivia por adop- 
tar los cuarenta y seis artículos de la Declaración y reconocerlos 
como Ley de la República en su legislación nacional. Ojalá en el 


*Discurso presentado en el marco de la Sesión Ordinaria del Parlamento Indígena 
de América. Palacio Legislativo de San Lázaro, 9 de diciembre de 2008. 
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futuro próximo, el ejemplo de Bolivia sea secundado por más 
países de la región. 

Para la mayoría de los países de la región, el tema de la at- 
monización de las leyes nacionales con la normatividad jurídica 
de la Declaración y el Convenio 169 de la OIT es uno de los 
principales retos del poder legislativo. También representa un 
desafío para el movimiento indígena continental. 

La experiencia colombiana nos ha ilustrado sobre la forma 
en que la movilización indígena ha colocado, como parte de su 
agenda nacional, exigir a los poderes del Estado la adopción de 
la Declaración. Sin duda, en Colombia, la Declaración se con- 
vierte en un faro de luz para crear escenarios de diálogo y ne- 
gociación de acuerdos entre el Estado y los pueblos indígenas. 

América vive experiencias inéditas en la génesis de nuevas 
constituciones o repúblicas que aspiran garantizar la inclusión 
de los segmentos de la sociedad que históricamente han sido 
excluidos. 

Los parlamentarios ecuatorianos nos han explicado los tiem- 
pos de transición legislativa que los llevó a preparar la nueva 
constitución en su país y los acuerdos que pactaron para la in- 
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clusión de los derechos indígenas en su constitución naciente. 

Al igual que Bolivia, Ecuador y Colombia, los demás repre- 
sentantes nos han informado de los avances conquistados en 
sus respectivos países. También nos han explicado de los obs- 
táculos y la falta de voluntad política de varios gobernantes por 
reconocer los derechos de los pueblos originarios. 

Por nuestra parte, hemos compartido a nuestros colegas 
parlamentarios los esfuerzos realizados en esta legislatura para 
consagrar los derechos inconclusos de los pueblos indígenas 
de México. Les hemos informado que, en el marco de la Ley 
para la Reforma del Estado, hicimos diversas propuestas para 
consagrar los derechos indígenas. 

En mi nombre y en el de los parlamentarios indígenas de 
América, pedimos a las fuerzas políticas del Congreso den alta 
prioridad para dictaminar la Iniciativa de Reforma Constitucio- 
nal propuesta por la Comisión de Asuntos Indígenas. 

México no debe quedar rezagado en el reconocimiento cons- 
titucional de los derechos indígenas. El trabajo de esta legislatura 
será incompleto e inconcluso si no damos cauce parlamentario a 
la demanda de los pueblos indígenas de nuestro país. 


¡Vivan los pueblos indígenas de México y de América! 
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MÉXICO ENSANGRENTADO* 
Marcos Matías Alonso 


Entre sus profundas reflexiones, el legendario Othón Salazar 
solía manifestar: «Tengo los ojos ciegos de ver tanta injusticia y 
miseria en la Montaña». La injusticia y la pobreza se han expan- 
dido en Guerrero y en todo el territorio nacional. México se en- 
cuentra ensangrentado y quebrantado con un funeral nacional. 
No hay rincón del país que no amanezca con charcos de sangre 
y hogares que se enlutan por la violencia incontenible que ha 
roto la tranquilidad nacional. Nuestros ojos se resisten a quedar 
cegados y nuestros labios enmudecidos para exigir lo que los 
mexicanos reclamamos desde el fondo del corazón: ¡Justicia! 


En Ayutla de los Libres. 


*Artículo de opinión publicado en El Sur, Acapulco, Guerrero, 10 de marzo 
de 2009; en Ágora, Boletín del Grupo Parlamentario del PRD de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, el 17 de marzo de 2009, y en Visión Urba- 
na. Chilapa, Guerrero, en marzo de 2009. 
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La incompetencia, ineptitud e incapacidad de las autorida- 
des del ramo pueden orillar a la ciudadanía a ejercer justicia con 
sus propias manos. Son ilustrativas y preocupantes las palabras 
de rabia y desesperación de una de las viudas de los hermanos 
mixtecos de Ayutla: «Ellos van a sentir el mismo dolor que aho- 
ra yo siento. Sus hijos y su familia también van a llorar como 
nosotros estamos llorando por ti, y sus hijos van a sentir lo que 
ahora estamos sintiendo». 

Éstas fueron algunas de las palabras que pronunció Gua- 
dalupe Castro al pie del ataúd de su cónyuge. Palabras de ira, 
impotencia y coraje. Dolor envuelto en llanto que pide a gritos 
justicia y castigo a los responsables del artero crimen de Raúl 
Lucas Lucía y Manuel Ponce Rosas, mixtecos fundadores de la 
Organización para el Futuro de los Pueblos Mixtecos. 

En todo el país corren raudales de sangre. Ayutla vive un 
nuevo acontecimiento fatídico y vergonzoso. La mirada nacio- 
nal e internacional vuelca su expectación hacia esta región de la 
Costa Chica. La prensa estatal y diversos artículos de opinión 
han informado sobre los sucesos del viernes 13 febrero y el ha- 
llazgo abominable del viernes 20 febrero. El martirio duró siete 
días y los ejecutores iniciaron el tormento con la detención at- 
bitraria, continuaron con su desaparición forzada y violenta por 
seis días, en los cuales los desaparecidos quedaron sometidos a 
tortura; y en el séptimo día culminaron con la ejecución extra- 
judicial de nuestros hermanos mixtecos: Raúl y Manuel. 

Ante estos hechos cobardes y denigrantes la voz ciudadana 
no puede ni debe quedar callada. El gobierno tampoco pue- 
de ni debe evadir su responsabilidad sobre esta brutalidad. Es 
respetable que los senadores de la República y los diputados 
federales y locales levantemos la voz para evitar que reine la 
impunidad e impedir que la justicia llegue demasiado tarde o 
nunca. 

El 20 de febrero, un grupo de legisladores federales del 
PRD manifestamos a la opinión pública nuestra consternación 
por la desaparición de Raúl y Manuel. Nuestro llamado enérgi- 
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co a las autoridades para la presentación con vida de nuestros 
hermanos mixtecos llegó tarde. Ese mismo día, sus cuerpos 
fueron encontrados sin vida y con visibles huellas de tortura. 
Los emisarios de la muerte resultaron ser más veloces que la 
reacción de las autoridades para presentar con vida a los indí- 
genas desapatecidos. 

En los siguientes días, los legisladores movilizamos el poder 
del parlamento para brindar solidaridad a nuestros hermanos 
mixtecos. Javier González Garza, en su carácter de coordina- 
dor del Grupo Parlamentario del PRD, ofreció su respaldo para 
generar un Punto de Acuerdo y condenar los acontecimientos. 
Gracias a sus buenos oficios, la Junta de Coordinación Política 
de la Cámara de Diputados fijó su postura sobre la ejecución de 
los indígenas mixtecos. 

El 26 de febrero, los ocho partidos políticos representados 
en la Cámara de Diputados, por consenso, suscribieron un 
Punto de Acuerdo con seis numerales para exhortar: 


1) Al gobernador del Estado de Guerrero y al Procurador de 
Justicia para que realicen las investigaciones correspondien- 
tes de manera independiente, exhaustiva e imparcial en tor- 
no a la desaparición forzada y ejecución de Raúl Lucas y 
Manuel Ponce. 

2) A la PGR para que atraiga la investigación del caso y realice 
una indagatoria a fondo, independiente, imparcial y autóno- 
ma que permita a los familiares acceder a la justicia. 

3) Ala CNDH para que tome las disposiciones para garantizar 
la seguridad e integridad física y psicológica de los familiares 
de Raúl y Manuel, e informe en un plazo de 30 días, de las 
medidas que se adopten. 

4) A la PGR, a la Secretaría de Seguridad Pública Federal y a 
la Secretaría de la Defensa Nacional, informen en un plazo 
de 30 días, si realizaron operativos y detenciones el 13 de 
febrero en el municipio de Ayutla. 

5) A la Secretaría de Gobernación para que realice las acciones 
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necesarias para implementar un Programa de Protección a 
los Defensores de Derechos Humanos. 

6) Al titular del Ejecutivo Federal, para que presente ante el 
Senado de la República, en un plazo no mayor de 30 días, 
el documento de reconocimiento del Comité contra la De- 
saparición Forzada de la ONU, para su estudio y dictamen. 


La Cámara Alta se sumó al exhorto de los diputados y, el 3 
de marzo, los senadores Lázaro Mazón Alonso (PRD), Ángel 
Aguirre Rivero (PRI), David Jiménez Rumbo (PRD), Heladio 
Ramírez López (PRI) y Salomón Jara (PRD), presentaron un 
Punto de Acuerdo sobre la desaparición forzada y posterior 
asesinato de Raúl y Manuel. Fundamentalmente, suscribieron e 
hicieron suyo el Punto de Acuerdo de la Cámara de Diputados. 
El protocolo legislativo del Senado de la República ha tomado 
su cauce y en próximos días emitirá la resolución correspon- 
diente. 


Brito. 


Ni en el exhorto de la Cámara de Diputados, ni en el de los 
senadores de la República se recomendó la creación de una 


148 


fiscalía especial para esclarecer los crímenes. En ambos docu- 
mentos se insiste en que la PGR debe atraer la investigación 
del caso y se exige: autonomía, imparcialidad, transparencia y 
celeridad para presentar los resultados. Impulsar otro procedi- 
miento es desacatar los exhortos de las cámara Alta y Baja del 
Congreso de la Unión. 

Como lo expresó nuestro respetable colega Abel Barrera, 
era y es absolutamente necesario que los senadores, diputa- 
dos federales y diputados locales, fijaran su posición política 
en torno a los acontecimientos de Ayutla. Los legisladores no 
debemos alejarnos del dolor y sufrimiento del pueblo. El Po- 
der Legislativo no puede ni debe quedar paralizado ante una 
atrocidad de esta naturaleza. El Poder Ejecutivo tampoco debe 
permanecer insensible. La dignidad republicana exige acción 
responsable y velocidad en la aplicación de la justicia. Hacerlo 
de una manera lenta o indiferente es traicionar los principios 
más elementales de la dignidad humana. Guerrero no debe 
quedar condenado a ser un territorio sin ley ni justicia. 
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Don ANDRÉs HENESTROSA: UN ÁRBOL CENTENARIO 
CON RAÍCES PROFUNDAS* 
Marcos Matías Alonso 


La Honorable Cámara de Diputados da la más cordial 
bienvenida a los amigos y familiares de Don Andrés He- 
nestrosa. Mi aprecio a Cibeles, por su entusiasta colabo- 
ración en honor a su progenitor. 

A los ilustres senadores y diputados, por su grata presen- 
cia en este homenaje póstumo. 

A todos ustedes, mi aprecio y reconocimiento fraterno. 


Estamos reunidos en este recinto legislativo para develar una 
placa conmemorativa en honor a Don Andrés Henestrosa, le- 
gislador pionero de la Comisión de Asuntos Indígenas que me 
honro en presidir. 

La ocasión amerita evocar algunos fragmentos literarios que 
describen su vida. 

En sus ciento tres años de fecunda existencia, su obra abar- 
có múltiples actividades. Seguramente, las personalidades que 
se encuentran en este recinto tuvieron el honor de conocer su 
talento y atributos excepcionales. 

Yo no tuve el honor de conocerlo en vida. Conocí su vida 
a través de su obra literaria y de sus trozos autobiográficos. Al 
paso del tiempo, Andrés Henestrosa se ha convertido en un 
referente imprescindible de la historia nacional del siglo XX. 


*Discurso en homenaje póstumo a Don Andrés Henestrosa, Palacio Legislativo de 
San Lázaro, 22 de abril de 2009. 
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Homenaje a Andrés Henestrosa. 


Fue hombre de un siglo; un árbol centenario con raíces pro- 
fundas. Cien años de soledad y soledades apasionadas. Como el 
mismo afirmaba: «Nací muy temprano, por eso moriré muy tat- 
de». Y la eterna pregunta que marcó su vida: ¿De qué pasado 
viene mi raíz y hacia dónde voy que no acabo nunca de llegar...? 

Dejemos que Andrés Henestrosa responda a sus nostalgias 
y melancolías. Los relatos de su amado Ixhuatán y noble co- 
razón indígena. Que su voz vuelva a este recinto y su palabra 
haga eco en los que hoy nos congregamos para reconocer su 
brillante trayectoria. 


El pasado lejano 


«Yo vengo de muy lejos. He caminado mucho antes de llegar 
aquí. Detrás de mí hay muchas tumbas, de dioses y hombres. 
He comido de todos los panes, bebido de todas las aguas. He 
padecido hambres. Yo soy como un río al que confluyen mu- 
chas aguas, lágrimas y sudores. Todo sumado dio éste que soy; 
un hombre por cada abuelo...». 

«Estoy lleno de voces y ecos. Soy el eco de lo que oí. Soy como 
una casa abandonada que nunca se van las voces de quienes la 
habitaron...». 
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Imagen de su amado Ixhuatan 


«Vine al mundo el último día del mes de noviembre de 1906. 
Tuve por cuna San Francisco Ixhuatan, pueblo apartado y re- 
moto de Oaxaca. Mi pueblo natal es pequeñito; cabe en la palma 
de la mano, no pesa en los hombros, pero rebasa el corazón. Soy 
un pueblerino, un hombre del campo, de mar y cielo abierto». 


Confidencias de infancia 


«Muy pobre fui de niño, de joven y de hombre. Ante la pobreza 
ajena lloro, tal vez porque la mía propia nunca me alteró. Yo fui 
arrojado del paraíso de la niñez. Temprano se rompió la rosa de 
la inocencia. Apenas abierta, como flor que es, se le cayeron los 
pétalos a la flor de mi vida. En una sola ofensa padecí todas las 
ofensas; en un solo día lloré todas las lágrimas del mundo. Des- 
de entonces nada me ofende ni me hace llorar. No hay ofensa 
que me alcance». 

«Yo supe del dolor desde mi infancia. Solo desdichas tejió 
mi telar. Siempre vi el mundo a través de lágrimas. Mi infancia, 
si la puede haber allí donde abunda la penuria, la pasé en el 
monte, entre dos mares: el mar vivo y el mar muerto. Me co- 
bijaron cielos inmensos... Mucho tiempo pata el sufrimiento, 
pero un instante para la dicha... me siento anclado, igual que 
una pequeña embarcación, a un río de llanto». 


La sangre india 

«Yo hablo el huave y el zapoteco. El huave lo aprendí del pecho 
derecho de mi madre, del izquierdo el zapoteco. Lo que no 
podrá negarse nunca es mi sangre india. Soy zapoteco y huave». 


A mitad de camino 


«Después de medio siglo ya todo se está volviendo horizonte, 
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confín, lejanía, ya solo a rato azules. Un gris de perla, un poco 
marchito, y otro poco triste cubre lo que en otros tiempos fue 
azul. La vida ya no es tiempo sino recuerdo y nostalgia, evoca- 
ción y melancolía. Tiempo y distancia juntos. Lo que viví, lo 
que soñé y lo que al final me dio la vida: nada. Ceniza, polvo; 
ilusiones que como humo que son, como el humo se fueron». 

Los sentimientos de despedida de su pueblo: «Quemé la 
nave y derribé el puente. Silbó el tren. Me monté a él y estoy 
seguro que mi madre lloró aquella noche todas las lágrimas que 
ante mi contuvo». Pensamientos de despedida de Martina Man, 
quien fue su abrigo y refugio maternal. 

«La vida se hizo imposible en el pueblo; los hermanos se 
fueron lejos, a donde nadie los viera llorar... Soñé salir del pue- 
blo, abandonar mi río, la casa en que nací, la iglesia en que me 
postraba...». 


Alegrías y tristezas 


Tantas y tantas vivencias que se relatan en torno a la vida de An- 
drés Henestrosa. Como él mismo se describió: «Son extremas 
mis alegrías como lo son mis tristezas. Todo en mi es desespe- 
rado. Toda serenidad a su hora y tiempo. Perderme y buscarme. 
Dar conmigo y otra vez errar el camino, ésa es mi historia». 

Una historia envuelta en papeles y libros. En uno de sus tan- 
tos relatos, se recordaba a sí mismo: «Leí todos los libros que 
llegaban a mis manos. En ellos viajaba, me trasladaba a mundos 
lejanos, misteriosos, inexistentes. Después de tanto leer, resulté 
ser muy culto, de malhablado y lépero, resulté escritor. Y ahora 
resulta que he embaucado a tanta gente, que tengo fama, gloria, 
aplausos y premios. A todos les he tomado el pelo». 


El crepúsculo 
Cuando el ocaso se acercaba a su vida no dejaba de admirar su 


fortaleza y largo peregrinar por el mundo: «Me cuento los de- 
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dos y cuando llego al número de años que tengo, me admiro de 
estar vivo. Yo no soy ante mis ojos un anciano; tengo muchos 
años, cosa que es distinto. Mi cuerpo tiene arrugas, troneras, 
goteras, pero el alma no registra arrugas, o las registra pocas». 


El recuerdo y el olvido 


Fecundo es el pensamiento de Don Andrés Henestrosa. Se- 
leccioné algunos de sus pensamientos celebres y los he reme- 
morado en este homenaje póstumo. Como alguien decía, su 
vida siempre giró en dos repúblicas: la república literaria y la 
república política. Yo solo he recapitulado algunos fragmentos 
literarios. Estoy seguro que mis colegas diputados bosquejarán 
el rostro político y humano de este gran árbol centenario del 
Istmo de Tehuantepec. 

Termino con otro pensamiento póstumo de su ideal: «¡Mien- 
tras se le recuerda el hombre vive. El olvido es la verdadera 
muerte. No hay otra muerte que el olvido. No hay otra vida que 
el recuerdo». 

Recordemos por siempre, el legado de Don Andrés Henes- 
trosa. 
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LA «EMPANIZACIÓN» DE LA CDI* 
Marcos Matías Alonso** 


Desde el nombramiento, en diciembre de 2006, de Luis H. 
Álvarez (LHA) como titular de la Comisión Nacional para el 
Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), la institución se 
convierte cada día en una instancia para la promoción electoral 
del PAN. Para nadie es un secreto que LHA pertenece a la casta 
de notables de los b/languiazules de alcurnia. Su estirpe panista 
data de hace muchas décadas. 

La amplia hoja de vida de LHA habla por sí misma: ex- 
candidato a la presidencia de la República y a la gubernatura 
de Chihuahua por el PAN. Sus aspiraciones políticas fueron 
atajadas por los candidatos del PRI, quienes sepultaron su pre- 
tensión de llegar a Los Pinos y gobernar Chihuahua, su estado 
natal. Ha sido presidente y líder vitalicio del Comité Ejecutivo 
Nacional y exsenador de la República. ¿Alguien puede dudar 
de su prosapia panista? ¿Alguien puede dudar que la doctrina 
panista no impregne a la CDI con un hombre prominente del 
panismo nacional? 

El segundo hombre que capitanea las decisiones de la CDI 
es Xavier Antonio Abreu Sierra, candidato del PAN a la guber- 
natura de Yucatán en 2007. Ivonne Ortega, gobernadora de ese 
estado que contendió por PRI en esa elección, cortó de tajo 


*Artículo de opinión publicado en El Sur, el 14 de junio de 2009, Acapulco, Gue- 
rrero. 

**Diputado Federal. Presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas de la 
Cámara de Diputados. 


155 


los sueños políticos de Xavier Abreu, quien desde su derrota 
electoral del 2007 se refugió en la CDI como jefe de la Unidad 
de Coordinación y Enlace. Tanto LHA, como Abreu, saben la 
importancia del voto rural-indígena y su estrategia es expandir 
el mercado electoral del PAN desde la CDI hacia las regiones 
indígenas de México. 

El PAN tiene prioridad de propagar su mercado electoral 
hacia el centro y sur de México. También han reclutado algunos 
cuadros de origen indígena. Por ello, en la estructura nacional 
de la CDI incorporó a Prisciliano Jiménez Rosales (PJR), ori- 
ginario de la región de Uruapan y alcalde interino por el PAN 
en 2004 en ese municipio. Desde su nombramiento como jefe 
de la Unidad de Planeación y Consulta, varias voces declararon 
que él es «un auténtico desconocedor de las reivindicaciones 
indígenas [...] no lo conocemos y no tiene ningún trabajo con 
nuestros pueblos». Sin embargo, la CDI lo muestra como parte 
de su rostro indígena en la institución. Un rostro panista con 
silueta indígena y una sombra purépecha lejana. Por cierto, PJR 
desde el mes pasado afronta una denuncia en la PGJDF por 
acoso sexual y su caso se está turnando a la Secretaría de la 
Función Pública y seguramente en breve quedará inhabilitado y 
destituido como funcionario de la CDI. 

Con la CDI en tiempos del PAN estamos en el esplendor de 
la usurpación panista en una institución que debe tener la noble 
misión de trabajar con y para los pueblos indígenas de México. 

En la mayoría de las delegaciones estatales de la CDI se 
impulsan relevos institucionales. El gobierno federal y el PAN 
quieren ganar terreno en las regiones indígenas del país y se 
montan en las delegaciones de la CDI para promover su estra- 
tegia política y cautivar el mercado electoral del voto indígena. 
Veamos algunos ejemplos: 

Lorenzo Ledezma González, delegado de la CDI en Baja 
California, denunciado por indígenas por condicionar apoyos 
institucionales a grupos que pertenecen al PAN. Mario Eberto 
Javalera Lino, delegado de la CDI en Chihuahua, con abierta 


156 


militancia en el PAN y funcionario en el gobierno en la admi- 
nistración de Francisco Barrio Terrazas. Jesús Caridad Aguilar 
Muñoz, delegado de la CDI en Chiapas, militante panista con 
influencia partidaria en la región de San Cristóbal de las Casas. 
Pedro Barrera Pérez, delegado de la CDI en Michoacán, acti- 
vo militante y miembro del Comité Ejecutivo Estatal del PAN. 
Concepción Rueda Gómez, delegada de la CDI en Oaxaca y 
reconocida militante del PAN en ese estado. Anahí Romero 
Alonso, delegada de la CDI en Puebla, con vínculos, tanto es- 
tatales como federales con el PAN. Diana Mercedes Canto Mo- 
reno, delegada de la CDI en Yucatán, reconocida militante del 
PAN en ese estado. Fidel L. Giménez Valdés, delegado de la 
CDI en Morelos, quien con su propia voz afirma: «yo nací en 
el PAN y trabajo para mi partido». Guillermo Álvarez Nicanor, 
delegado de la CDI en Guerrero, indígena propuesto por los 
pueblos y organizaciones indígenas de ese estado. 

En la mayoría de los relevos institucionales hubo diversas 
protestas e inconformidades por parte de los consejeros indí- 
genas de la CDI, trabajadores sindicalizados y los propios pue- 
blos y comunidades indígenas. Oaxaca, Guerrero y Puebla son 
los estados donde se han vivido situaciones de mayor conflicto 
social. El descontento ha sido apagado con la cooptación, di- 
visión de los reclamantes, ofrecimiento de beneficios económi- 
cos, la gestión de proyectos comunitarios y un sinfín de meca- 
nismos para disipar el reclamo y garantizar la permanencia de 
delegados panistas en la CDI. 

A finales de 2007, Guerrero se convirtió en el único estado 
en donde los representantes indígenas se movilizaron para de- 
tener la imposición del delegado. La representación indígena 
convino acuerdos con los directivos de la CDI para organizar 
la Convención Estatal Indígena (CEI) y asumieron como com- 
promiso que desde esta instancia surgiría la terna para elegir 
al nuevo delegado. Asimismo, quedó definido el perfil: ser de 
origen indígena, guerrerense, con trayectoria reconocida y ex- 
periencia en la administración pública. En el contexto de esta 
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experiencia inédita, el 5 de noviembre de 2007, se nombró a 
Guillermo Álvarez Nicanor, como delegado de la CDI en Gue- 
rrero. 

Un año y medio después, la CDI repite el mismo error del 
2007, al querer imponer una vez más, a un delegado originario 
del estado de Yucatán y destituir a un servidor de origen indí- 
gena. Los pueblos y comunidades indígenas se sienten agravia- 
dos por una decisión institucional que los ignora y no los toma 
en cuenta. Ratifican que el PAN los considera como menores 
de edad y sin capacidad para dirigir las instituciones que en su 
nombre se han creado. 

Desde finales de mayo pasado, diversos representantes de 
los pueblos indígenas se han movilizado a las oficinas centrales 
de la CDI en el DE, casi diez días mantienen tomada la oficina 
de la CDI en Chilpancingo, y una semana sus oficinas regiona- 
les en Tlapa, Chilapa y Ometepec. A la Secretaría de Asuntos 
Indígenas la ven como la responsable desde donde se fraguó la 
propuesta de Gonzalo Solís para sustituir a Guillermo Álvarez. 

El pasado 28 de mayo, el diputado Victoriano Wences Real, 
presidente de la Comisión de Asuntos Indígenas del Congreso 
de Guerrero y el suscrito, convocamos a Luis H. Álvarez, direc- 
tor general de la CDI, a realizar todos los esfuerzos necesarios 
para encontrar una solución pacífica y perentoria del conflicto 
que se ha desatado en la CDI-Guerrero. No hubo ninguna res- 
puesta de nuestra comunicación. 

Por si fuera poco, el 4 de junio del año en curso, el Congreso 
del estado suscribió el Acuerdo Parlamentario que señala tex- 
tualmente: «...exhorta respetuosamente al Ciudadano Felipe 
de Jesús Calderón Hinojosa, Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos para que instruya al ciudadano Luis H. Álvarez Ál- 
varez, Director General de la CDI, para que en el marco de 
sus atribuciones consideren y en estricto apego al Derecho de 
Consulta y Participación que les asiste a los indígenas, se abra 
inmediatamente el proceso de consulta para que a través de ésta 
se designe al nuevo delegado de la CDI en Guerrero». Tampo- 
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co ha habido respuesta al exhorto del poder legislativo local. 
La pasividad e indiferencia de Felipe Calderón y Luis H. 
Álvarez menosprecian no solo a los pueblos y comunidades 
indígenas, sino a los propios legisladores del Congreso local. 
Estamos a tiempo de rectificar las decisiones y evitar la radica- 
lización de la protesta de los pueblos. Es urgente instalar una 
mesa de diálogo para organizar el mecanismo de la consulta y la 
participación indígenas. Ojalá que la buena voluntad del Con- 
greso del estado encuentre eco en el ámbito gubernamental de 
nuestro estado y coadyuven para superar el conflicto de la CDI. 
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LA GESTIÓN DEL PRESUPUESTO INDÍGENA 


Uno de los principales mandatos constitucionales de la Cámara 
de Diputados es legislar en temas financieros, como la aproba- 
ción anual del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF), 
que año con año se realiza en el Congreso de la Unión. La 
negociación anual del PEF es una de las principales agendas le- 
gislativas en la que participan los presidentes de Comisión y los 
principales órganos de gobierno de la Cámara de Diputados. 
En este complejo proceso intervienen desde el presidente de la 
República, los gobernadores y varios cabilderos financieros que 
representan a los más diversos sectores del país. 

En mi calidad de presidente de la Comisión de Asuntos In- 
dígenas, me tocó participar en el proceso de negociación finan- 
ciera de los años fiscales 2007, 2008 y 2009. El siguiente cuadro 
resume la gestión financiera durante los tres años fiscales de la 
LX Legislatura de la Cámara de Diputados. El primero corres- 
ponde a las «Erogaciones para atender a la población indígena», 
y el segundo, a los recursos aprobados para la Comisión Nacio- 
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDTI). 


Cuadro 1. Erogaciones para atender a la Población Indígena. 


Millones de 28,982.7 31,024.7 38,103.2 
pesos 
Fuente: PEF 2007 al 2009 


Cuadro 1. Erogaciones para la CDI. 


Millones de 5,057.9 7,3304 7,809.2 
pesos 
Fuente: PEF 2007 al 2009 


160 


En el proceso de negociación, en la Cámara de Diputados, 
los dos cuadros anteriores sufrieron modificaciones, derivados 
del contexto de los ajustes financieros de los tres años fiscales. 


a) Gestión Financiera de 2007 


Como lo he reiterado en otros apartados, desde mi arribo al 
parlamento mexicano, di alta prioridad a la participación de los 
pueblos y organizaciones indígenas del país. El 15 de septiem- 
bre de 2007, organizamos la Convención Nacional Indígena, 
con más de mil delegados indígenas del país. Además del bos- 
quejo de la agenda legislativa en materia indígena, plantearon 
alta prioridad en luchar por incrementar el presupuesto para los 
pueblos indígenas del país. 

El 6 de diciembre de 2007, desde la Comisión de Asuntos 
Indígenas y otras comisiones del sector social y rural, organi- 
zamos el Foro Nacional sobre el Presupuesto Rural. Tanto los 
resolutivos de la Convención Nacional Indígena, como los del 
Foro Nacional sobre el Presupuesto Rural, mandataron a los 
legisladores dar la batalla por mayor presupuesto para los pue- 
blos campesinos e indígenas de México. 

El 23 de diciembre de 2006, la Cámara de Diputados apro- 
bó el PEF-07 por 2 billones 260 mil 412 millones 500 mil pe- 
sos. De dicha cantidad, 28 mil millones de pesos corresponden 
al presupuesto federal para atender a los pueblos indígenas en 
el año 2007. Para el ejercicio presupuestal a la CDI, Felipe Cal- 
derón, en aquel tiempo presidente de la República, propuso 5 
mil millones de pesos; los diputados de la Comisión de Asuntos 
Indígenas, que presidí en aquel tiempo, lo incrementamos a 7 
mil millones de pesos. En los primeros cuatro meses de ges- 
tión financiera logré la negociación de 2 mil millones de pesos 
adicionales para la CDI. De dicho presupuesto, una cantidad 
considerable fue canalizada para los pueblos indígenas de Gue- 
rrero. 
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En el ámbito de mi competencia como presidente de la 
Comisión de Asuntos Indígenas, sostuve reunión de trabajo con 
el presidente de la República (FCH) y Luis H. Álvarez, titular de 
la CDI, para reiterarles la importancia de dar prioridad política 
a los pueblos indígenas de México. Insistí en que la batalla por 
más presupuesto es para fortalecer las diversas iniciativas de los 
pueblos indígenas y no debe ser desviado para acrecentar su 
burocracia institucional. Sobre este eje fundamental vigilamos 
la aplicación de los recursos financieros. Éste fue mi primer 
resultado visible en cuatro meses de gestión parlamentaria. 

De acuerdo a la ampliación y la modificación del presupues- 
to, el siguiente cuadro indica los montos y porcentajes corres- 
pondientes al PEF-07: 


Cuadro 3. Presupuesto de Egresos de la Federación en materia indígena, 
desglosado por institución, 2007" 


INSTITUCIÓN MILLONES DE PESOS % 

cDI 7,024.50 ? 22.77 
SEDESOL 5,098.00 16.53 
SEP 4,748.30 15.39 
RAMO 33 4,447.80 14.42 
SSA 2,405.80 7.80 
SAGARPA 2,297.00 7.45 
RAMO 19 1,891.10 6.13 
SCT 1,366.80 4.43 
SEMARNAT 855 2.77 
CNA 308.9 1.00 
SRA 264.9 0.86 
SECON 131.8 0.43 
SER 9.4 0.03 
TOTAL 30,849.30 100 


Fuente: CDI a través del IFAI (Núñez 2009:116) 
¡Contempla ampliación presupuestal 
?Presupuesto modificado 


Del cuadro anterior se desprenden algunas observaciones. 
La CDI aún era el órgano rector de la política indígena fede- 
ral. Con un 22.77%, encabezaba los montos financieros y el 
porcentaje en las demás dependencias del gobierno de la Re- 


pública. 
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El siguiente cuadro presupuestal desglosa los montos y pot- 
centajes de cada uno de los programas y proyectos de la CDI 
que se ejecutaron en el 2007. 


Cuadro 4. Presupuesto desglosado de la CDI del 2007 


NOMBRE DE LA ACCIÓN MILLONES % 
DE PESOS 
Programa de Infraestructura Básica 4,371.4 62.2 
Otros Programas y Proyectos 1,326.1 18.9 
Programa Albergues Escolares 550.0 7.8 
Programa Fondos Regionales Indígenas 295.0 4.2 
Programa de Ecoturismo en Zonas Indígenas 170.0 2.4 
Programa Organización Productiva para Mujeres Indígenas 120.0 1.7 
Programa Coordinación para el Apoyo a la Producción Indígena 15.0 1.6 
Fomento y Desarrollo de las Culturas Indigenas 40.0 0.6 
Programa Convenios en Materia de Justicia 37.0 0.5 
TOTAL CDI 7,024.5 100 


Fuente: Acciones de Gobierno para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas, 
Informe 2007, CDI. 


El monto y el porcentaje mayor del año 2007 fue para el Pro- 
grama de Infraestructura Básica (62.2%), con un presupuesto 
mayor a cuatro mil millones de pesos. Este programa era para 
financiar proyectos de pavimentación de carreteras, caminos 
rurales, electrificación, sistema de agua entubada, drenaje sani- 
tario, etcétera. En aquel tiempo, aún se mantenía el Programa 
de Fondos Regionales indígenas, que a la fecha desapareció de 
la política institucional. 


b) Gestión Financiera de 2008 


El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para 
el Ejercicio Fiscal 2008 estableció un monto de 2 mil 569 billo- 
nes 450 mil 200 millones de pesos, de los cuales el presupuesto 
destinado a los pueblos y comunidades indígenas fue de 31 mil 
024.7 millones de pesos. Del total del presupuesto en materia 
indígena, el 23.63% fue destinado a la CDL lo que significó un 
monto de 7 mil 330.40 millones de pesos. 
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El año 2008 abre un parteaguas en los PEF aprobados año 
con año, porque es la primera vez que se desglosan los recursos 
económicos que las dependencias del gobierno federal reciben 
año tras año. Ver cuadro siguiente. 


Cuadro 5. PEF 2008 en materia de pueblos indígenas 


RAMO CONCEPTO MONTO APROBADO % 
6 Hacienda y Crédito Público (CDI) 7,330.40 23.63 
20 Desarrollo Social 6,284.40 20.26 
33 Aportaciones Federales para Entidades y Municipios 4,915.60 15.84 
1 Educación Pública 4,716.60 15.20 
12 Salud 1,998.80 6.44 
8 Agricultura, Ganadería, Desarrollo 1,821.20 5.87 
Rural, Pesca y Almentación 
19 Aportaciones a Seguridad Social 1,758.00 5.67 
9 Comunicaciones y Transportes 948.9 3.06 
16 Medio Ambiente y Recursos Naturales 449.6 1.45 
CNA 363.2 1.17 
15 Reforma Agraria 325 1.05 
10 Economía 113.2 0.36 
Total 31,024.70 100.00 


Fuente: Diario Oficial de la Federación 2008. 


Como se observa en el cuadro anterior, el presupuesto para 
atender a la población indígena se desglosó en doce secretarías 
de Estado. En aquel año, la CDI representaba el 23.63% del 
PEE, mientras que la Secretaría de Desarrollo Social alcanzó 
el 20.26%, siguiendo en orden de importancia, la Secretaría de 
Educación Pública (15.20%) y las Aportaciones Federales para 
Entidades y Municipios (15.84%). 

En el siguiente cuadro se desglosa el porcentaje de los pro- 
gramas ejecutados por la CDI en 2008: 
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Cuadro 6. Presupuesto desglosado de la CDI 2008 


NOMBRE DEL PROGRAMA MDP % 
Programa de Infraestructura Social Básica 4,124 56.26 
Promoción, investigación, capacitación y otros 1,046.6 14.28 
Formulación y Concertación de Políticas del Sector Público 727 9.92 
Programa Albergues Escolares Indígenas 550 7.50 
Programa Fondos Regionales Indígenas 295 4.02 
Programa Organización Productiva para Mujeres Indígenas 180 2.46 
Programa Turístico Alternativo en Zonas Indígenas 170 2.32 
Programa de Coordinación para el Apoyo a la Producción 15 1.57 
Indígena 
Programa de Fomento y Desarrollo de las Culturas Indígenas 40 0.55 
Promoción de Convenios en Materia de Justicia 31 0.50 
Atención a Indígenas Desplazados (Indígenas urbanos y 30 0.41 
migrantes desplazados) 

Bienestar Social 15.8 0.22 
TOTAL 7,330.40 100.00 


Fuente: Diario Oficial de la Federación 2008 


En el PEF 2008, el PIBAI (56.26%) fue el programa que 
recibió el mayor financiamiento, mientras que el programa de 
formulación y concertación de políticas (9.92%) y el programa 
de albergues escolares indígenas (7.5%), fueron las otras accio- 
nes de mayor importancia en cuanto al destino de los recursos 
económicos que implementó la CDI. 


c) Gestión Financiera de 2009 


En este año, el presupuesto global nacional fue de 3 mil 045 billo- 
nes 478 mil 600 millones de pesos; las «Erogaciones para el desa- 
rrollo integral de la población indígena» recibieron un presupuesto 
de 38 mil 103 millones 286 mil 393 pesos. En este año, la CDI 
recibió un financiamiento de 7 mil 809 millones 210 mil 250 pesos. 
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En este año, hubo un cambio sustancial en el destino de los 
recursos económicos para la atención de los pueblos indígenas. 
Como muestra el cuadro siguiente, a la Secretaría de Desarrollo 
Social se le destinó un monto de 10 mil 474 millones 516 mil 
010 pesos lo que significó el 27.49% del total de los recursos. 
Mientras que a la CDI se le designó un monto 7 mil 809 millo- 
nes 210 mil 250 pesos. A esta institución le correspondió una 
quinta parte del total del presupuesto aprobado. 

Cuadro 7. PEF 2009 sobre Pueblos y Comunidades Indígenas 


CONCEPTO MONTO APROBADO % 
Desarrollo Social 10,474,516,010 27.49 
CDI 7,809,210,250 20.49 
Aportaciones Federales para Entidades Federativas y 5,262,078,754 13.81 
Municipios 
Educación Pública 5,169,941,692 13.57 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y 2,868,493,647 7.53 
Alimentación 
Salud 2,424,946,491 6.36 
Aportaciones a Seguridad Social 1,758,000,000 4.61 
Comunicaciones y Transportes 1,100,080,000 2.89 
Medio Ambiente y Recursos Naturales 826,210,775 2.17 
Reforma Agraria 237,983,394 0.62 
Comisión Nacional del Agua 151,325,380 0.40 
Economía 20,500,000 0.05 
TOTAL 38,103,286,393 100.00 
Fuente: Diario Oficial de la Federación 2009 


Con relación al presupuesto destinado a la CDI, el siguiente 
cuadro indica que se desglosó en veinticinco programas insti- 
tucionales. El PIBAL es el programa con mayor recurso presu- 
puestal, al cual se destinó el 56.07%, en tanto que al programa 
de instrumentación de políticas transversales con población in- 
dígena le correspondió el 8.34% y el programa de albergues es- 
colares ocupó un 8.32% del total del presupuesto institucional. 
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Cuadro 8. Programas implementados por la CDI 2009 


PROGRAMA PESOS % 
Programa de Infraestructura Básica para la 4,378,431,851 56.07 
Atención de los Pueblos Indígenas 
Instrumentación de Políticas Transversales con 651,000,000 8.34 
Población Indígena 
Programas Albergues Escolares Indígenas 650,000,000 8.32 
Acciones de control de las unidades centrales y 579,576,932 7.42 
foráneas 
Programa Fondos Regionales Indígenas 276,000,000 3.53 
Programa Organización Productiva para Mujeres 210,000,000 2.69 
Indígenas 
Programa Turismo Alternativo en Zonas Indígenas 170,000,000 2.18 
Programa de Coordinación para el Apoyo a la 145,000,000 1.86 
Producción Indígena 
Actividades de Apoyo Administrativo 144,464,815 1.85 
Planeación y Participación Indígena 112,775,236 1.44 
Comunicación Intercultural 94,235,792 1.21 
Proyectos para la Atención a Indígenas Desplazados 70,000,000 0.90 
Fortalecimiento de Capacidades Indígenas 68,061,151 0.87 
Acciones para Igualdad de Género con Población 44,219,644 0.57 
Indígena 
Programa de Fomento y Desarrollo de las Culturas 40,000,000 0.51 
Indígenas 
Proyectos de inmuebles (oficinas administrativas) 37,842,374 0.48 
Programa Promoción de Convenios en Materia de 37,000,000 0.47 
Justicia 
Mantenimiento de infraestructura 23,950,000 0.31 
Otros proyectos de infraestructura social 20,500,000 0.26 
Atención a Tercer Nivel 15,800,000 0.20 
Actividades de Apoyo a la Función Pública y Buen 15,750,755 0.20 
Gobierno 
Excarcelación de Presos Indígenas 10,493,700 0.13 
Manejo y Conservación de Recursos Naturales en 10,008,000 0.13 
Zonas Indígenas 
Apoyo a proyectos de comunicación indígena 2,500,000 0.03 
Estudios de pre inversión 1,600,000 0.02 
TOTAL 7,809,210,250 100 


Fuente: Diario Oficial de la Federación 2009. 


Los PEF de 2006 a 2009, aprobados durante la LX Legisla- 
tura en materia de pueblos y comunidades indígenas de México, 
representan porcentajes pequeños. Los poderes nacionales si- 
guen en deuda con los pueblos indígenas del país. Como ilustra 
el siguiente cuadro, el porcentaje financiero para la CDI no re- 
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basó el 0.31%. El presupuesto transversal que se desglosó por 
partidas financieras solo alcanzó el 1.26%, sobre el presupuesto 
elobal nacional. 


Cuadro 9. Comparativo de los Presupuestos de Egresos de la Federación 
en materia indígena de la LX Legislatura 


AÑO PEF % | PEFINDIGENA | % CDI % 
2007 2,260,412,500,000 | 100 | 30,849,300,000 | 1.36 | 7,024,468,285 | 1.31 
2008 2,569,450,200,000 | 100  31,024,700,000 | 1,21 | 7,330,400,000 | 0.29 


2009 3,045,478,600,000 | 100 | 38,103,286,393 | 1,25 | 7,809,210,250 0.26 
Fuente: Diario Oficial de la Federación, 2007, 2008 y 2009. 


La gestión presupuestal en el parlamento sigue siendo una 
tarea emergente sobre la cual tienen que trabajar los futuros 
legisladores. 

En el proceso de negociación financiera de los tres años 
fiscales, la Comisión de Asuntos Indígenas alcanzó una gestión 
presupuestal superior a los cien mil millones de pesos, orien- 
tados a diez secretarías de Estado, para atender programas y 
proyectos indígenas. En la parte «sectorial» de los recursos fi- 
nancieros para la CDI, de 2006 a 2009, negocié un presupues- 
to de 24 mil millones de pesos; de estos recursos, gestioné un 
incremento adicional por 3 mil 500 millones de pesos. Éstos 
fueron los resultados concretos en la gestión para el desarrollo 
de los pueblos indígenas de México. El Anexo IV contiene los 
montos anuales (2006-2009), tanto del presupuesto transversal 
indígena como del presupuesto «sectorial» para la CDI. 


d) Gestiones adicionales del presupuesto 
Además de la anterior gestión financiera, a modo de ejemplo, 
anexo los siguientes cuadros que informan sobre diversas pat- 


tidas presupuestales para los pueblos indígenas de Guerrero y 
otros programas emergentes. 


168 


I. Pavimentación de carreteras indígenas 


En el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2008 (PEF- 
08) y en el capítulo correspondiente al anexo 21, relacionado 
a caminos rurales y carreteras alimentadoras, gestioné la cons- 
trucción de ocho tramos carreteros para las distintas regiones 
indígenas de Guerrero. 

Del PEF del 2008, se comprometieron recursos financieros 
por 175 millones de pesos en los municipios de Chilapa, Tla- 
coachistlahuaca, Huitzuco, Xochistlahuaca, Copalillo y Metla- 
tónoc. El siguiente desglose presupuestal es el monto financie- 
ro que se ejerció en parte de la LX Legislatura. 


TRAMO CARRETERO PRESUPUESTO 
(millones de pesos) 
Rancho Nuevo de la Democracia-Jicayán del Tovar 10 
Xalitla-San Francisco Ozomatlán-Ahuetlixpa 15 
Xochistlahuaca-Plan de Guadalupe 12 
Santa Ana-Ayahualulco 18 
Atzacoaloya-El Jagiley-Zizicazapa 5 
Copalillo-Tlalcozotitlán 15 
Atzacoaloya-Hueycantenango 20 
Metlatónoc-Tlacoachistlahuaca 80 
TOTAL 175 


Además de los anteriores tramos carreteros para los pue- 
blos indígenas, agregué otros proyectos camineros que fueron 
acordados en el Programa de Infraestructura Básica para la 
Atención de los Pueblos Indígenas (PIBAD, de la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI). 


IT. Plazas para Profesores Indígenas 
Con Abel Barrera, director del Centro de Derechos Humanos 


de la Montaña «Tlachinollan», y Cándido Félix Santiago (f), del 
pueblo Mephaa/Bathaa, coordinamos esfuerzos en gestionar 
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plazas de maestros bilingües para la Montaña de Guerrero. 

Con la representación de la Secretaría de Educación en 
Guerrero (SEG) no fue fácil la gestión en la liberación de pla- 
zas a maestros indígenas. Sin embargo, el 13 de septiembre de 
2008, con Abel Barrera, Cándido Félix y Antonio Villegas de 
la SEG, en Juanacatlan, municipio de Metlatónoc, entregamos 
nombramientos de los siguientes profesores indígenas de la 
lengua mephaa/bathaa. Un honor haber sido compañero de 
gestión con el amigo Cándido Félix. 


NOMBRE 


ESCUELA 


COMUNIDAD 


1. Víctor García Galindo 


Primaria Ignacio Zaragoza 


El Rosario 
Mpio. de Atlamajalcingo del Monte 


2. Silvia Catalán Tapia 


Primaria Ignacio Ramírez 


Zilacayotitlan 
Mpio. Atlamajalcingo del Monte 


3. Fabiola de los Santos 
Galindo 


Primaria Nicolás Bravo 


Francisco |. Madero 
Mpio. de Metlatónoc 


4. Paula Santiago Bonilla 


Primaria Simón Bolívar 


Santa Cruz 
Mpio. de Atlamajalcingo del Monte 


5. Marcos García Catalán 


Primaria Fray Servando Teresa 
de Mier 


Juanacatlán 
Mpio. de Metlatónoc 


6. Javier Espino-Barros 
Madero 


Primaria Lázaro Cárdenas 


San Juan Puerto Montaña 
Mpio. de Metlatónoc 


Altamirano 


7. Gloria Cano Toribio Primaria Nicolás Bravo Las Pilas 
Mpio. de Tlapa 
8. Miguel Félix Santiago Pre-Escolar Ignacio Manuel El Rosario 


Mpio. de Atlamajalcingo del Monte 


9. Dorotea de los Santos 
Faustino 


Pre-escolar Axacatl 


San Marcos de los Nopales 
Mpio. de Metlatónoc 


10. Elvia Avilés Santiago 


Pre-Escolar Vicente Guerrero 


Zilacayotitlán 
Mpio. de Atlamajalcingo del Monte 


11. Verónica Catalán García 


Pre-Escolar Josefa Ortíz de 
Domínguez 


Francisco |. Madero 
Mpio. de Metlatónoc 


II. Las Universidades Interculturales 


En la Cámara, no toda la gestión financiera es fácil. Desde el año 
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2006, hice diversos esfuerzos para lograr que a las universidades 
interculturales se les etiquetaran recursos financieros para sus ac- 
tividades básicas. En el Presupuesto de Egresos de la Federación 
de 2009 (PEF 2009), se logran los primeros resultados. Las Uni- 
versidades Interculturales de México (UIM) son espacios acadé- 
micos donde se forman nuestros futuros profesionales indígenas. 

En el PEF 2009, etiquetamos recursos financieros para las 
universidades interculturales de los estados de Guerrero, Chia- 
pas, Estado de México, Tabasco, Puebla, Michoacán, Quintana 
Roo, Veracruz y Sinaloa. 

En el cuadro adjunto, se señala el monto para la Universidad 
Intercultural del estado de Guerrero. Monto pequeño, pero fue 
la primera vez que convencimos a la SHCP para que les asigna- 
ran recursos financieros de manera directa. 


INSTITUCIÓN MONTO 

Universidad Intercultural del Estado de Guerrero 10,260,840 
Universidad Intercultural del Estado de Chiapas 37,085,260 
Universidad Intercultural del Estado de México 34,474,776 
Universidad Intercultural del Estado de Tabasco 20,606,835 
Universidad Intercultural del Estado de Puebla 13,565.189 
Universidad Intercultural Indígena de Michoacán 13,074,500 
Universidad Intercultural Maya de Quintana Roo 11,821,922 
Universidad Intercultural Veracruzana 22,054,086 
Universidad Autónoma Indígena de México 51,172,936 
TOTAL 214,116,344 


IV. Electricidad para pueblos indígenas de Guerrero 


El 18 de diciembre de 2008, visité la comunidad de Tetitlán II, 
municipio de Chilapa de Álvarez, para inaugurar la ampliación de 
energía eléctrica. Allí, notifiqué que, con el convenio de coope- 
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ración entre la CDI y la CFE, se beneficiaron trescientas veinte 
comunidades en veintiocho municipios pobres, con una inver- 
sión aproximada de 270 millones de pesos. Además, se instalaron 
cuatro subestaciones eléctricas en Ayutla, Olinalá, Malinaltepec 
y San Luis Acatlán, con una inversión de 356 millones de pesos. 

El siguiente cuadro resume los municipios y montos de inver- 
sión aplicados pata la electrificación indígena en 2008. 


MUNICIPIO COMUNIDADES MONTOS 
BENEFICIADAS (miles de pesos) 

1. Cualac 3 3,274.00 
2. Olinalá 50 28,010.00 
3. Ahuacoutzingo 2 1,333.00 
4. Chilapa 5 4,118.00 
5. Zitlala 12 12,000.00 
6. Mártir de Cuilapan 9 3,723.00 
7. Eduardo Neri 3 689.00 
8. Tepecoacuilco 1 4,205.00 
9. Copalillo 4 5 499.00 
10. Tlapa de Comonfort 27 16,513.00 
11. Atlamajalcingo del Monte 1 980.00 
12. Alcozauca 3 2,475.00 
13. Copanatoyac 6 5,363.00 
14. Malinaltepec 42 22,493.00 
15. Metlatónoc 14 10,230.00 
16. Cochoapa 36 48,529.00 
17. Tlacoapa 21 17,639.00 
18. Tlalixtaquilla 1 1,272.00 
19. Xalpatlahuac 8 10,398.00 
20. Zapotitlán Tablas 2 5,102.00 
21. Atlixtac 9 5,392.00 
22. Ayutla 7 4,414.00 
23. Tixtla 1 2,084.00 
24. San Luis Acatlán 5 5,512.00 
25. Tlacoachistlahuaca 2 2,381.00 
26. lliatenco 13 10,742.00 
27. Xochistlahuaca 25 26,071.00 
28. José Joaquín Herrera 8 10,156.00 

TOTAL 320 $270,597.00 
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V. Pensión a Adultos Mayores 


En 2001, cuando Andrés Manuel López Obrador era el jefe 
de gobierno del entonces Distrito Federal, inició la Pensión de 
Adultos Mayores. La experiencia se expandió hasta convertirse 
en una pensión alimentaria de carácter universal a partir de los 
setenta años. En las últimas décadas, el tope en la edad se ha 
venido reduciendo hasta quedar en sesenta y cinco años. 

Los montos por cada adulto mayor han variado a través del 
tiempo. En el año 2007, hubo considerables aumentos finan- 
cieros para el Programa de Atención a Adultos Mayores. En 
aquel tiempo, gracias a la gestión parlamentaria de los diputados 
federales del PRD, logramos 6 mil 250 millones de pesos, lo que 
permitió beneficiar a un millón trescientos mil adultos mayores. 
Para el año 2008, la Cámara de Diputados aprobó un presu- 
puesto de 10 mil 050 millones de pesos y se duplicó la lista de 
beneficiarios de la pensión universal para los adultos mayores. 


VI. Gestión para Guerrero 


Durante los tres años de mi gestión en la Cámara, puse especial 
atención en los diversos montos presupuestales para el estado de 
Guerrero. En el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede- 
ración 2007 (PEF 2007) el Ejecutivo Federal consideró recursos 
para Guerrero hasta por un monto de 24 mil 340.4 millones de 
pesos. En el proceso de negociación con los grupos parlamen- 
tarios, la Cámara de Diputados hizo un incremento presupuestal 
por 27 mil millones de pesos para ser ejercidos en 2007. El in- 
cremento de los 3 mil millones de pesos para Guerrero se logró 
con la gestión de todos los diputados guerrerenses que hicimos 
causa común por nuestro estado. Este mismo ejercicio en la ba- 
talla presupuestal lo repetimos para los años 2008 y 2009. 

Nuestra pasión por Guerrero quedó reflejada en cerca de 10 
mil millones de pesos adicionales que logramos gestionar con 
el esfuerzo de todos los diputados guerrerenses. 
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EL PEF 2022 y Los PUEBLOS INDÍGENAS Y AFROMEXICANO 


Marcos Matías Alonso 


El siguiente cuadro refleja la tendencia de veinte años de ejer- 
cicio presupuestal. El 2002 es el año de transición institucional 
del Instituto Nacional Indigenista (IND) a la Comisión Nacio- 


174 


Presupuesto para el Desarrollo Integral de los Pueblos 
y Comunidades Indígenas, 2002-2022. 


Presupuesto Presupuesto 
Transversal CDI/INPI 
15,108,400 000 1,393,900,000 


17,447 800,000 2,245, 100,000* 
19,575,295,120 3,300,400,000 
21,447,642,570 4,799,300,000 


27.487,970,650 4,918,400,000 
28,882,662,187 5,208,611,235 
31,024,700,000 7,330,400,000 
38,103,286,393 7.809,210,250 


44,368,300,000 7815.700.000 


49,101,209,701 9,453,000,930 
58,123,907,168 


74,102,060,982 
77,174,089,396 
82,185,063,362 
85,260,364,975_ 
74,895,765,920 
80,844,557,230 
87,517,800,114 
104,680,076 604 
2021 111,319,542 855 
ma 124,593,178,185 
Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación y elaboración 


propia. 


*Presupuesto otorgado directamente de la SHCP. 

**El presupuesto transversal representó el 1.21% y para CDI fue de 0.28% 
***El presupuesto transversal representa el 1.49% y para CDI el 0.11% 
****Inicia período presidencial de Andrés Manuel López Obrador 
***x***Propuesta del Ejecutivo Federal para el PEF 2022 


nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI); en ese 
año, la Cámara de Diputados aprobó el primer presupuesto de 
la CDI por cerca de mil 400 millones de pesos. También en 
este año fiscal, en el Presupuesto de Egresos de la Federación 
(PEF) se aprobó el Presupuesto para el Desarrollo Integral de 
los Pueblos y Comunidades Indígenas, como un anexo especial 
en el cual, año con año, queda incluido el presupuesto específi- 
co para la CDI y el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas 
(INPD. 

El cuadro adjunto refleja cuantiosos recursos financieros de 
lo que, desde 2002, se empezó a conocer como el «Presupuesto 
Transversal Indígena». 

El 8 de septiembre de 2021, el Ejecutivo federal y la SHCP 
entregaron a la Cámara de Diputados el Paquete Económico de 
2022. Los legisladores lo analizarán, discutirán y dictaminarán. 
El próximo 15 de noviembre es la fecha límite para que la Cá- 
mara de Diputados apruebe el PEF-22, 

El Proyecto del PEF-22 propuesto por el Ejecutivo Federal 
y la SHCP contempla un presupuesto nacional por 7 billones 
088 mil 250 millones 300 mil pesos, de los cuales, 124 mil 593 
millones 178 mil 185 pesos corresponden a las erogaciones 
para el desarrollo integral de los pueblos y comunidades in- 
dígenas. Para las Entidades no Sectorizadas, que es la partida 
presupuestal para el INPL le asignan recursos financieros por 3 
mil 819 millones 229 mil 899 pesos. 

Al igual que en años anteriores, la Secretaría de Bienestar 
concentra el porcentaje mayor del presupuesto transversal in- 
dígena por un poco más de 60 mil millones de pesos. En la 
presente administración, Bienestar es la secretaría con mayor 
poder económico y con los principales programas del gobierno 
federal. 

Los esfuerzos del Estado mexicano no han sido suficien- 
tes para abatir la pobreza indígena. «La población indígena, sin 
importar la variable que se elija, registra rezagos importantes 
respecto al resto de la población» (Informe 2018 de Coneval). 
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Es alarmante la situación de pobreza indígena que prevalece en 
México. Los porcentajes de las dos gráficas adjuntas de Coneval 
del 2018 al 2020 deberían ser de alarma nacional. En el 2020, la 
población indígena en situación de pobreza extrema alcanza el 
76.8%, mientras que en pobreza moderada tiene el 41.5%. Es 
mucho más crítica la situación de pobreza de la mujer indígena, 
que en el 2020 alcanza el 83.5% y en pobreza moderada tiene el 


39.2% (Medición de Pobreza de Coneval, 2020). 


OS 


2070 


Población en situación de pobreza. según condición de habla de 


lengua indigena 
8.20) Minnes co personas] 

atado d ler gr NU nattre de en BA 

m0 » 
mas mor 

mo 1539 13 

5 roo 
mo 


E 
> 
A 

5$ 


8 
> 


Porrera do la pos 
os 3g 
9050590 
> 
z 

E 

£ 


Población en situación de pobreza, según caracteristicas seleccionadas 


018 4 [Mira Se pona] 


ASA A O as e ran Moona tattis Setra ana 
rær: ous 
1000 — 
mm 
wo TT 
5 000 
i ¿(00 
1.0. 
600 19+ en 
2 
2 500 27% 
3 2 
$ e nor 


Porcer 
TERR: 
pesos 

zë 
=3 
zu 
<3 


176 


Como ocurre en casi todas las regiones indígenas del país, 
la pobreza se profundiza más en las mujeres, adultos mayores y 
en la infancia indígena. Pobreza creciente y desigualdad abismal 
es lo que caracteriza la situación contemporánea de los pueblos 
indígenas de México. 

El reto mayor sigue siendo el sureste del país, donde se en- 
cuentran las entidades con mayor porcentaje de población en 
situación de pobreza: Chiapas (77%), Guerrero (68%) y Oaxaca 
(61.8%), con los porcentajes más altos de pobreza nacional. La 
«triada» de estados más pobres del país no excluye a otras enti- 
dades con regiones indígenas sumamente empobrecidas. Entre 
ellas, sobresalen los pueblos de la tribu yaqui de Sonora, los 
raramuris de Chihuahua o los nahuas de Hidalgo y Veracruz. 

De la propuesta del PEF-22 se desprenden las siguientes 
consideraciones: 


Primero: El PEF anual, además de representar las prioridades 
financieras del país, refleja el grado de prioridad del gobierno 
federal sobre la política pública de los pueblos indígenas. 
Segundo: El PEF más alto asignado a la CDI corresponde 
al año 2015, por 12 mil millones de pesos. Del 2015 al 2020, 
el presupuesto a la CDI/INPI ha venido hacia una regresión 
dramática con recortes presupuestales del 50% y hasta el 60%. 
Tercero: El Congreso de la Unión tiene la facultad constitucio- 
nal de hacer las reasignaciones presupuestales necesarias para 
hacer más justa y equitativa la distribución de los recursos fi- 
nancieros del país. 

Cuarto: Hasta hoy, los pueblos indígenas no han sido benefi- 
ciarios del presupuesto transversal indígena. La Cámara de Di- 
putados aún no ha podido establecer los dispositivos necesa- 
rios para que este presupuesto quede al alcance de los pueblos 
indígenas y afros. Desde su creación, no ha existido ningún 
mecanismo para evaluar ni auditar la aplicación del presupuesto 
transversal. 

Quinto: A pesar de que en la exposición de motivos del PEF-22 
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consideran la participación de los pueblos indígenas en la apli- 
cación del presupuesto transversal indígena, hasta hoy, están 
excluidos en la toma de decisiones. La exclusión mayor la sufre 
la población afrodescendiente. 

Pagar la deuda histórica a los pueblos indígenas y afromexi- 
canos implica una justa distribución de los recursos financieros 
del país. Desde marzo de 2020 no hay una sola región indígena 
de México que no haya sido afectada por el Covid-19 y sus 
variantes. El 2022 requiere un diseño presupuestal que ponga 
como centro el grave problema de la post pandemia y los me- 
canismos de apoyo que deben instrumentarse para fortalecer 
la economía y el desarrollo de los pueblos indígenas. México 
demanda un proyecto presupuestal que no abandone a sus 
pueblos indígenas en esta situación de emergencia nacional. 
Esperamos un PEF 2022 que aliente el optimismo con cifras 
alentadoras y no números regresivos que hundan la esperanza 
de nuestros pueblos. 
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ANEXOS 


Anexo I 


INICIATIVA DE LEY QUE REFORMA, ADICIONA Y 
DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTI- 
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI- 
CANOS, A CARGO DEL DIPUTADO MARCOS MATÍAS 
ALONSO, SUSCRITA POR INTEGRANTES DE LA CO- 
MISIÓN DE ASUNTOS INDÍGENAS 


Los diputados Marcos Matías Alonso (PRD), José Guada- 
lupe Rivera Rivera (PAN), Humberto Wilfrido Alonso Razo 
(PRD), y Wenceslao Herrera Coyac (PRI), integrantes de la 
mesa directiva de la Comisión de Asuntos Indígenas (CAD, y 
la diputada Martha Cecilia Díaz Gordillo (PAN), secretaria de 
la mesa directiva de la CAL, y en su calidad de presidente de la 
Comisión de Concordia y Pacificación (Cocopa) y los miem- 
bros de la misma, que suscriben la presente iniciativa; con fun- 
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, 
fracción II y 62 del Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, some- 
ten a la consideración de esta honorable Cámara de Diputados, 
la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el 
artículo 20., introduciendo un cuarto párrafo y se recorre el 
párrafo cuarto para ser el quinto y sexto párrafos modificados 
respectivamente; se modifica el primer párrafo del Apartado 
A y se deroga el último párrafo de este mismo Apartado A; se 
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modifica el primer párrafo del Apartado B y se introduce un 
segundo párrafo y se recorre el siguiente párrafo para quedar 
en ese mismo orden y se modifica la fracción 1 del mismo el 
Apartado B; y se adiciona un tercer párrafo en el Apartado A 
del Artículo 26 y se recorren los demás en el mismo orden; y se 
adiciona una nueva Fracción IX con dos párrafos, del Artículo 
115 y se introduce un Artículo Transitorio de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Exposición de Motivos 


La Constitución, como norma máxima de México, contiene las 
aspiraciones y los principios fundamentales que nos definen y 
nos unen; que dirigen y ordenan la convivencia; que orientan 
los esfuerzos hacia un futuro de mayor prosperidad, democta- 
cia y justicia para todos los mexicanos. 

Los principios esenciales del pacto constitucional son: la so- 
beranía, que sustenta la independencia y la unidad de la nación; 
la libertad, que se expresa en las garantías individuales y en los 
derechos humanos; la naturaleza republicana y representativa 
de la democracia; el pacto federal que enlaza a estados sobe- 
ranos y municipios libres; los derechos sociales para lograr el 
bienestar común y la igualdad de oportunidades; la libertad de 
conciencia y el carácter laico de las instituciones. 

Estos principios están vigentes, aunque no de forma inte- 
gral para los pueblos indígenas y se reafirman cotidianamente 
en el funcionamiento de la sociedad. Existe consenso nacional 
acerca de la situación de desigualdad y pobreza de la población 
indígena, la cual exige del país los mayores apoyos en todos los 
órdenes de la vida de la nación mexicana. Por ello, el respe- 
to incondicional a los principios esenciales consagrados por la 
Constitución y la firme voluntad para ampliar y perfeccionar su 
funcionamiento, en beneficio también de los pueblos origina- 
rios de la nación, deben ser compromisos inquebrantables de 
los poderes de la Unión. 
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Las condiciones de desigualdad, pobreza y rezago significan 
un obstáculo para el desarrollo y avance democrático; cons- 
tituyen un reto inaplazable que concierne a todos y, en el as- 
pecto legislativo, es el reconocimiento pleno de sus derechos 
fundamentales, a fin de asegurar la preservación de sus tierras, 
territorios y recursos, de conformidad con los avances que en la 
materia se han alcanzado en la legislación internacional. 

La representación nacional ha reconocido que una de las 
muchas tareas necesarias para superar las condiciones de des- 
igualdad que afectan a los indígenas, consiste en reformar la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para 
consagrar explícitamente los derechos de estos mexicanos y 
generar las acciones institucionales, por parte del Estado mexi- 
cano, para garantizar su cumplimiento. 

En el marco de la reforma del Estado, es imprescindible 
llevar a cabo la tarea que resultó inconclusa en las anteriores re- 
formas constitucionales de 1992 y 2001. Por ello, en esta terce- 
ra oportunidad se deben producir los cambios constitucionales 
y legales que normen el diseño institucional de los poderes en 
el país, así como los equilibrios necesarios para crear un sistema 
político y administrativo que garantice un estado de derecho de 
igualdad social, económica y política para los pueblos indígenas. 

En este proceso de perfeccionamiento de la norma, en 1992, 
el Constituyente Permanente reformó el artículo 4o. constitu- 
cional a fin de consagrar la naturaleza pluricultural de la nación, 
sustentada en la diversidad originaria de los pueblos indígenas, 
para garantizar el acceso de los indígenas, en condiciones de 
igualdad, a la jurisdicción del Estado y llevar a cabo los esfuer- 
zos adicionales que promovieran su pleno desarrollo. 

En el año 2001 se aprobó otra reforma constitucional al ar- 
tículo 20. en materia de derechos y cultura indígena, que reitera 
la composición pluricultural de la nación y contempla derechos 
indígenas; sin embargo, estas dos reformas han sido insuficien- 
tes. No han alcanzado la fuerza suficiente para responder a las 
demandas de los pueblos indígenas, ni para alentar los cambios 
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necesarios en las legislaciones federal y locales; ni en la actua- 
ción de las instituciones públicas frente a los pueblos y las co- 
munidades indígenas. 

A partir de estas reformas se han realizado un sinnúmero 
de foros de consulta en los cuales se expresaron las posiciones, 
se reflejaron las opiniones, se escucharon los agravios y los re- 
clamos en que los propios indígenas fincan sus demandas. En 
ese debate emergió con fuerza y nitidez la diversidad de puntos 
de vista acerca de la situación de los pueblos indígenas y la 
vigorosa pluralidad de perspectivas que la integran. También 
emergieron con claridad, la necesidad y la voluntad de actuar 
para enfrentar, sin dilación, los problemas y las restricciones 
que afectan a las comunidades indígenas. 

En este contexto, vale la pena recordar que fue en los 
Acuerdos sobre Derechos y Cultura Indígena, firmados el 16 
de febrero de 1996, entre el Ejército Zapatista de Liberación 
Nacional y el gobierno federal (acuerdos de San Andrés) y la 
iniciativa de la Comisión de Concordia y Pacificación (Coco- 
pa), donde comienza a usarse la expresión “pueblos indígenas 
como sujetos de derecho”, relacionándola con los derechos de 
los pueblos indígenas. 

En estos acuerdos de San Andrés, en el punto 2 de la parte 
denominada “Nuevo marco jurídico” del documento núme- 
ro 1, Pronunciamiento Conjunto que el gobierno federal y el 
EZLN suscribieron, se acordó que dichos acuerdos se envia- 
rían a las instancias de debate y decisión nacional, donde se lee: 


2. El reconocimiento en la legislación nacional de las comunida- 
des como entidades de derecho público, el derecho a asociarse 
libremente en municipios con población mayoritariamente indí- 
gena, así como el derecho de varios municipios para asociarse, 
a fin de coordinar sus acciones como pueblos indígenas. Las 
autoridades competentes realizarán la transferencia ordenada 
y paulatina de recursos, para que ellos mismos administren los 
fondos públicos que se les asignen, y para fortalecer la partici- 
pación indígena en el gobierno, gestión y administración en sus 
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diferentes ámbitos y niveles. Corresponderá a las Legislaturas 
estatales determinar, en su caso, las funciones y facultades que 
pudieran transfetírseles. 


De igual manera, en el punto 4 del documento número 2, 
titulado: Propuestas Conjuntas que el gobierno federal y el 
EZLN se comprometen a envíar a las instancias de debate y 
decisión nacional, correspondientes al punto 1.4 de las Reglas 
de Procedimiento, se expresa: 


4. Se propone al Congreso de la Unión reconocer, en la legis- 
lación nacional, a las comunidades como entidades de derecho 
público, el derecho de asociarse libremente en municipios con 
población mayoritariamente indígena, así como el derecho de 
vatios municipios para asociarse, a fin de coordinar sus acciones 
como pueblos indígenas. 

Las autoridades competentes realizarán la transferencia ordena- 
da y paulatina de recursos, para que ellos mismos administren 
los fondos públicos que se les asignen, y para fortalecer la pat- 
ticipación indígena en el gobierno, gestión y administración en 
sus diferentes ámbitos y niveles. Corresponderá a las legislaturas 
estatales determinar, en su caso, las funciones y facultades que 
pudieran transferírseles. 


Con base en los documentos anteriores, la Comisión de 
Concordia y Pacificación del Congreso de la Unión elaboró una 
propuesta de reforma constitucional, misma que incluía una 
fracción IX en el artículo 115 constitucional, donde se propo- 
nía que dijera: 


TX. Se respetará el ejercicio de la libre determinación de los pue- 
blos indígenas en cada uno de los ámbitos y niveles en que hagan 
valer su autonomía, pudiendo abarcar uno o más pueblos indíge- 
nas de acuerdo a las circunstancias particulares y específicas de 
cada entidad federativa. Las comunidades indígenas como enti- 
dades de derecho público y los municipios que reconozcan su 
pertenencia a un pueblo indígena tendrán la facultad de asociat- 
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se libremente a fin de coordinar sus acciones. Las autoridades 
competentes tealizarán la transferencia ordenada y paulatina de 
recursos, para que ellos mismos administren los fondos públi- 
cos que se les asignen. Corresponderá a las Legislaturas estatales 
determinar, en su caso, las funciones y facultades que pudieran 
transferírseles..., 


Esta iniciativa finalmente se aprobó, pero modificando sus- 
tancialmente su contenido, al caracterizar a las comunidades 
indígenas como sujetos de interés público y no de derecho pú- 
blico. 

Del uso que el derecho mexicano hace del vocablo «enti- 
dad», se puede concluir que reconocer a las comunidades indí- 
genas el carácter de «entidad de derecho público» significa que 
gozarán de personalidad jurídica, o bien que serán órganos de 
la administración pública, pero sin personalidad jurídica; pu- 
diendo ejercer competencias de algún otro sujeto dotado de 
ella, como serían los pueblos indígenas. 

Para determinar a cuál hipótesis se refieren los acuerdos de 
San Andrés y la propuesta de reforma constitucional elabora- 
da por la Comisión de Concordia y Pacificación del Congreso 
de la Unión, que en el año 2001 el presidente de la república 
presentó como iniciativa de reforma, es necesario saber el pro- 
pósito de reconocer a la comunidad como «entidad de derecho 
público». En los dos documentos citados de los acuerdos de 
San Andrés, se establece que es con la finalidad de «asociarse 
libremente en municipios con población mayoritariamente in- 
dígena..., a fin de coordinar sus acciones como pueblos indí- 
genas. Las autoridades competentes realizarán la transferencia 
ordenada y paulatina de recursos, para que ellos mismos admi- 
nistren los fondos públicos que se les asignen, y para fortalecer 
la participación indígena en el gobierno, gestión y administra- 
ción en sus diferentes ámbitos y niveles. Corresponderá a las 
Legislaturas estatales determinar, en su caso, las funciones y 
facultades que pudieran transferírseles». 

Los acuerdos de San Andrés contienen un conjunto de 
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competencias para las comunidades indígenas, lo que permite 
afirmar que lo que las partes pactaron fue reconocer personali- 
dad jurídica a las comunidades indígenas, con facultades distin- 
tas a las de los municipios en los que estuvieran incluidas. En 
otras palabras, reconocer a las comunidades como entidades de 
derecho público equivale a reconocerles personalidad jurídica, 
con facultades específicas derivadas de su condición de ser par- 
te de un pueblo indígena; facultades que serán distintas a las de 
los municipios. El carácter de derecho público las convertiría 
en parte de la administración pública y como tal no tendrían 
necesidad de recurrir a algún otro órgano de gobierno para ha- 
cer cumplir sus determinaciones. 

Como bien se ve, la Constitución federal remite a las Cons- 
tituciones Políticas de los estados de la república el recono- 
cimiento que pudieran tener, pero no como entidades de 
derecho público sino de interés público. 

De acuerdo con la doctrina jurídica, el interés público “es 
el conjunto de pretensiones relacionadas con las necesidades 
colectivas de los miembros de una comunidad y protegidas 
mediante la intervención directa y permanente del Estado”, 
mientras las características de las personas jurídicas colectivas 
de derecho público son «la existencia de un grupo social con fi- 
nalidades unitarias, permanentes, voluntad común, que forman 
una personalidad jurídica distinta a la de sus integrantes, po- 
seen una denominación o nombre; con domicilio y un ámbito 
geográfico de actuación; patrimonio propio y régimen jurídico 
específico». 

Hay que decir que, si bien la Constitución Política de los Es- 
tados Unidos Mexicanos no reconoce el carácter de sujetos de 
derecho público ni a los pueblos indígenas ni a las comunidades 
que los integran, tampoco prohíbe que las legislaturas de los 
estados le reconozcan ese carácter. Dado que la Constitución 
federal contiene garantías mínimas que pueden ampliar otras 
leyes, las legislaturas de los estados pueden dar ese reconoci- 
miento. 
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Esta situación ha permitido a los estados de Oaxaca y San 
Luis Potosí reconocer, en sus respectivas Constituciones Políti- 
cas locales, a los pueblos indígenas el carácter de sujetos de de- 
recho público. La primera lo hace en su artículo 16, declarando 
que “dichos pueblos y comunidades tienen personalidad jurídi- 
ca de derecho público y gozan de derechos sociales”. Mientras, 
la segunda prescribe que «el Estado otorga a las comunidades 
indígenas la calidad de sujetos de derecho público, con perso- 
nalidad jurídica y patrimonio propios». 

El carácter de derecho público convierte a los pueblos in- 
dígenas en parte de la administración pública y como tal no 
tendrían necesidad de recurrir a algún otro órgano de gobierno 
para hacer cumplir sus determinaciones, son las facultades que 
se le reconocen las que les dan ese carácter y no la mención 
expresa de que los tienen. En otras palabras, puede la Cons- 
titución federal o alguna de las estatales enunciar el carácter 
de «sujeto de derecho público» de los pueblos o comunidades 
indígenas, pero si no le reconoce u otorga facultades de esa 
naturaleza de poco sirve tal declaración. Aunque puede darse el 
caso contrario, que le otorgue las facultades sin que lo declare, 
caso este que sería correcto. 

Si se revisa con atención la Constitución federal y las cons- 
tituciones de los estados de la República Mexicana, se verá que, 
en varios casos, se les reconocen facultades de sujetos de de- 
recho público, como cuando se les reconocen facultades para 
administrar justicia a través de sus propias autoridades, apli- 
cando sus propios sistemas normativos, sin que ello entre en 
contradicción con la letra y espíritu de la Constitución. 

En tal virtud es de reconocer que la expresión «sujetos de 
derecho público» se refiere a «entes» o «entidades» de derecho 
público, es decir, organismos que siendo o no personas mora- 
les, forman parte de la organización gubernamental en cual- 
quiera de sus tres niveles y, por lo tanto, tienen reconocidas por 
Ley determinadas competencias. 

La expresión «pueblos indígenas como sujetos de derecho 
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público», se refiere a que se reconozca a los pueblos indígenas, 
a través de sus propias autoridades, el carácter de parte de los 
órganos de gobierno; para lo cual es necesario reconocerles de- 
terminadas facultades, mismas que deberían estar en la Consti- 
tución federal, aunque no necesariamente, si los pueblos se en- 
cuentran asentados en un solo estado, hipótesis que solamente 
por excepción se puede encontrar. 

Si bien, los acuerdos de San Andrés contienen la obligación 
de reconocer a las comunidades indígenas como entidades de 
derecho público, bien vale la pena que esta LX Legislatura pase 
a la historia como la legislatura que hizo posible que tal recono- 
cimiento se hiciera en la propia Constitución para los pueblos 
indígenas, que es a quien la Constitución federal debe reco- 
nocer como sujetos de derecho y facultar a las comunidades 
indígenas para que lo ejerzan. 

Por esta razón, el desglose de las facultades conferidas a los 
pueblos indígenas a través de sus comunidades, en tanto suje- 
tos de derecho público, que no fueron incluidas en la reforma 
constitucional del 2001, se deben reconocer en la fracción IX 
del artículo 115 de la Constitución; tal y como se propone nue- 
vamente en esta iniciativa, tomando como base los acuerdos 
de San Andrés y la iniciativa de la COCOPA, que fue mutilada 
en este aspecto, dejando con ello inconclusa una importante 
asignatura que aún queda pendiente de resolver. 

El Relator Especial sobre la situación de los Derechos Hu- 
manos y Libertades Fundamentales de los Indígenas de las Na- 
ciones Unidas, doctor Rodolfo Stavenhagen, visitó oficialmen- 
te a México, del 1 al 18 de junio de 2003, en el Informe de dicha 
misión, presentado ante la ONU, hizo recomendaciones en el 
tema de legislación constitucional, en los términos siguientes: 


El Relator Especial recomienda que el Gobierno de México (...) 
revise la reforma constitucional de 2001 para lograr la paz en 
Chiapas y satisfacer la demanda de los pueblos indígenas por el 
reconocimiento y respeto de sus derechos humanos. 

64. El Relator Especial recomienda al Congreso de la Unión 
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reabrir el debate sobre la reforma constitucional en materia indí- 
gena con el objeto de establecer claramente todos los derechos 
fundamentales de los pueblos indígenas, en acuerdo a la legisla- 
ción internacional vigente y con apego a los principios firmados 
en los acuerdos de San Andrés. 


Esta situación y proceso no se han restringido al espacio na- 
cional. En el marco de la Organización de las Naciones Unidas, 
durante tres décadas se discutió el tema del reconocimiento in- 
ternacional de los derechos integrales de los pueblos indígenas. 
En esa discusión entre representantes de gobiernos y pueblos 
y comunidades indígenas que participaron activamente en este 
proceso y cuyos resultados fueron formalmente aceptados por 
la propia Asamblea General de la ONU el pasado 13 de sep- 
tiembre de 2007, cuando se aprobó por la inmensa mayoría de 
los miembros del máximo organismo multilateral la Declara- 
ción de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas. 


El Congreso de la Unión dio la bienvenida, el pasado 18 de sep- 
tiembre del 2007, a la Declaración de las Naciones Unidas sobre 
los derechos de los pueblos indígenas, mediante la aprobación 
de un punto de acuerdo, en el que se solicita al Poder Ejecutivo 
y a todas sus instituciones, que implante las acciones necesarias 
institucionales, a fin de que los compromisos adquiridos en la 
adopción de esta Declaración cobren vigencia y sean parte de la 
política pública de Estado, en beneficio de los pueblos indígenas 
de México. De la misma maneta, solicitó a los partidos políticos, 
representados en el Congreso de la Unión que, en el marco de 
la reforma del Estado, apoyen las propuestas de reforma cons- 
titucional en materia indígena, con el propósito de armonizar la 
legislación nacional con las bases normativas establecidas en la 
Declaración, así como hacer una amplia difusión de la misma. 


La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 


de los Pueblos Indígenas afirma que: Los pueblos indígenas 
son iguales a todos los demás pueblos, y reconoce, al mismo 
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tiempo, el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, a con- 
siderarse a sí mismos diferentes y a ser respetados como tales. 

Entre los avances más destacables, pero no únicos, que la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos Indígenas contiene, están los siguientes temas: 

Se reconoce el disfrute pleno de todos los derechos huma- 
nos y las libertades fundamentales. Asimismo, se reconoce que 
los pueblos indígenas que son libres e iguales a todos los demás 
pueblos y personas. Y tienen derecho a vivir en libertad, paz y 
seguridad como pueblos distintos. 

En el párrafo preambular de la misma Declaración se dice que: 


Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos 
los demás pueblos y reconociendo al mismo tiempo el derecho 
de todos los pueblos a ser diferentes, a considerarse a sí mismos 
diferentes a ser respetados como tales. 


Y en los artículos específicamente de la misma Declaración 
se dispone específicamente que: 

Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como 
personas, al disfrute pleno de todos los derechos humanos 
y las libertades fundamentales reconocidos por la Carta de las 
Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Hu- 
manos y la normativa internacional de los derechos humanos. 
(Artículo 1). 

Los pueblos y las personas indígenas son libres e igua- 
les a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho 
a no ser objeto de ninguna discriminación en el ejercicio de 
sus derechos que este fundada, en particular, en su origen o 
identidad indígena. (Artículo 2). 

Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo de 
vivir en libertad, paz y seguridad como pueblos distintos y no 
serán sometidos a ningún acto de genocidio ni a ningún otro 
acto de violencia, incluido el traslado forzado de niños del gru- 
po a otro grupo. (Fracción 2 del artículo 7). 

En tanto que, para sustentar la propuesta para reconocerle 


189 


a los pueblos indígenas el derecho de consulta con consenti- 
miento libre, previo e informado, esta Declaración señala que: 


Los pueblos indígenas deben ser consultados para obtener 
su consentimiento libre, previo e informado. Tienen derecho 
a revitalizar sus historias, idiomas, tradiciones orales, etcétera. 
Debe garantizarse que se puedan entender y hacerse entender 
en sus actuaciones políticas, jurídicas y administrativas. Contro- 
lar sus propias instituciones docentes. Derecho a la educación 
en todos niveles y formas, en su cultura e idioma. Derecho a la 
tierra, territorios y recursos. 

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena 
fe con los pueblos indígenas interesados por medio de sus 
instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas 
legislativas y administrativas que los afecten, para obtener su 
consentimiento libre, previo e informado. (Artículo 19). 


e Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, 
fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus histo- 
rias, idiomas, tradiciones otales, filosofías, sistemas de escri- 
tura y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, 
lugares y personas y mantenerlos. 

e Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la 
protección de ese derecho y también para asegurar que los 
pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender en 
las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, propot- 
cionando para ello, cuando sea necesario, servicios de inter- 
pretación u otros medios adecuados. (Artículo 13). 

e Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer y con- 
trolar sus sistemas e instituciones docentes que impartan 
educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus 
métodos culturales de enseñanza y aprendizaje. 

O Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tie- 
nen derecho a todos los niveles y formas de educación del 
Estado sin discriminación. 
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En el arduo trabajo de construcción de consensos entre los 
miembros de la comunidad internacional, la delegación del go- 
bierno mexicano y los representantes de pueblos indígenas de 
nuestro país, jugaron un papel importante que sin duda alguna 
refleja la buena voluntad política para avanzar tanto en el terre- 
no del derecho internacional, como en nuestro marco jurídico 
interno. 

Este valioso instrumento internacional de la ONU se suma 
a otros convenios previos relativos a los derechos de los pue- 
blos y comunidades indígenas, entre los que destaca el Conve- 
nio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OTT), 
pero sobre todo ha sentado las bases y orientaciones, para me- 
jorar y armonizar las normas nacionales con las orientaciones 
alcanzadas en el derecho internacional. 

En materia internacional, México debe ser congruente con 
los instrumentos y tratados internacionales que han escrito. En 
1990, el Senado de la República ratificó el Convenio Número 
169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independien- 
tes, 1989, de la Organización Internacional del Trabajo, de la 
Organización de las Naciones Unidas, el cual tiene vigencia 
desde el 6 de septiembre de 1991. Pero en México no se han 
realizado las reformas aceptadas en dicho convenio. 

Resulta conveniente recordar que el artículo 20. del Conve- 
nio número 169 de la OIT establece: 


1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarro- 
llar, con la participación de los pueblos interesados, una acción 
coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de 
esos pueblos y garantizar el respeto de su integridad. 2. Esta ac- 
ción deberá incluir medidas: a) que aseguren a los miem- 
bros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los 
derechos y oportunidades que la legislación nacional otor- 
ga a los demás miembros de la población; b) que promuevan 
la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y cul- 
turales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, 
sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones; c) que ayuden 
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a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las dife- 
rencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros 
indígenas y los demás miembros de la comunidad nacional, de 
una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida. 


En el mismo sentido, en otros instrumentos jurídicos de 
carácter internacional que México ha suscrito y ratificado, ta- 
les como el Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales, así como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, se aprecia que ambas comparten 
una redacción común referente al reconocimiento del carácter 
de los pueblos indígenas en tanto pueblo con derecho de libre 
determinación, cuyo texto a la letra dice: 


Parte I 

Artículo 1. 

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determina- 
ción. En virtud de este derecho establecen libremente su con- 
dición política y proveen asimismo a su desarrollo económico, 
social y cultural. 

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden 
disponer libremente de sus riquezas y recursos 
naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la 
cooperación económica internacional basada en el principio 
de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En 
ningún caso podrá privarse a un pueblo de sus propios me- 
dios de subsistencia. 

3. Los Estados Parte en el presente pacto, incluso los 
que tienen la responsabilidad de administrar territorios no 
autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán el ejercicio 
del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de 
conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones 
Unidas. 


A nivel regional, en la Organización de Estados Americanos 


(OEA), se ha creado el Grupo de Trabajo Encargado de Ela- 
borar el Proyecto de Declaración Americana sobre los De- 
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rechos de los Pueblos Indígenas, que en su décima reunión 
de negociaciones para la búsqueda de consensos, celebrada del 
23 al 27 de abril de 2007, aprobaron el artículo IX, en el que se 
especifica: 

Los Estados reconocerán plenamente la personalidad 
jurídica de los pueblos indígenas, respetando las formas 
de organización indígenas y promoviendo los derechos 
reconocidos en esta declaración. 

El enfoque de las propuestas contenidas en esta iniciativa, 
están sustentadas en la realidad y circunstancia, en el cabal ejer- 
cicio de la soberanía nacional y es congruente con la letra y 
el espíritu de la Declaración de la ONU y otros instrumentos 
jurídicos de carácter internacional sobre los derechos de los 
pueblos indígenas, y propone alternativas para los mexicanos 
indígenas. 

Para ser congruentes, los pueblos indígenas han participado 
de forma decisiva en los grandes movimientos históricos que 
definieron y ratificaron los principios de la Constitución, han 
demostrado que su participación actual es fundamental para la 
construcción de un Estado fuerte y respetuoso de la diversidad 
cultural; por lo tanto, son dignos acreedores de ser considera- 
dos como sujetos de derecho público, lo que debe reconocerse 
en la máxima norma. 

La presente iniciativa incorpora a la norma constitucional 
las orientaciones que México ha apoyado y votado favorable- 
mente en el seno de las Naciones Unidas, y hace eco de la plu- 
ralidad de ideas expresadas en los muchos foros internacionales 
y nacionales que han analizado y debatido los derechos indíge- 
nas. De todas las demandas y propuestas presentadas en estos 
foros destaca el reconocimiento como sujetos de derecho pú- 
blico para los pueblos indígenas, el consentimiento libre, previo 
e informado. 

Quienes levantaron su voz en estos foros piden que los pue- 
blos y comunidades indígenas tengan voz para luchar contra la 
violación de sus derechos fundamentales, por ello las comu- 
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nidades indígenas requieren espacios de derecho público en 
el que puedan decidir su desarrollo, reclamar recursos para tal 
propósito, y desarrollar acciones para elevar sus niveles de vida. 

El texto del tercer párrafo del artículo 20. constitucional se 
modifica, con la finalidad de que se reconozca a los pueblos 
y comunidades indígenas como sujetos de derecho público, o 
sea, también se les considere como parte de la organización del 
Estado, ya que, en la reforma de 2001, la Constitución les da un 
estatus jurídico como «entidades de interés público». Esto trae 
como consecuencia «entidades» que el Estado debe proteger. 
En tal virtud, debe derogarse el segundo párrafo de la fracción 
VIII de Apartado A, porque esta parte contradice el espíritu 
y letra de esta iniciativa, ya que, en su redacción actual, en ella 
se reconoce a los pueblos indígenas como entidades de interés 
público, que es limitativo del planteamiento que proponemos 
en esta iniciativa, donde proponemos que los pueblos indígenas 
sean reconocidos como sujetos de derecho público. Asimismo, 
se desglosan las facultades que deben de tener los pueblos y 
comunidades indígenas en la nueva fracción IX del Apartado 
B, que proponemos en esta iniciativa. 

Pero si se aprueba la propuesta de la presente iniciativa, de 
considerar a los pueblos y comunidades indígenas como «suje- 
tos de derecho público», éstos se constituirían en la estructura 
organizativa que forma parte del Estado, con derechos al que 
corresponde un deber correlativo ante el mismo. De ahí la 
importancia que tiene la inclusión de los pueblos indígenas en 
una nación pluricultural de la que se sienten excluidos. 

Es conveniente aclarar que el último párrafo del Apartado A 
del artículo 20. constitucional contradice el espíritu mismo del 
sujeto de derecho público que se plantea en esta iniciativa, en 
virtud de señalar a las comunidades y pueblos indígenas como 
entidades de interés público. 

De otra manera, esto contradice el segundo párrafo del ar- 
tículo 2 de la Constitución que a la letra dice: «La nación tie- 
ne una composición pluricultural sustentada originalmente en 
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sus pueblos indígenas». La pregunta es ¿cómo se puede decir 
eso, si en la Carta Magna solo se les reconoce jurídica- 
mente como «entidades de interés público?». 

En cuanto a reconocer el derecho de consulta con consenti- 
miento libre previo e informado, se proponen las modificacio- 
nes constitucionales en el Apartado B del artículo 20. constitu- 
cional, se modifica su primer párrafo y se introduce un segundo 
párrafo, modificándose el último párrafo del Apartado B, y se 
introduce un tercer párrafo del Apartado A del artículo 26 cons- 
titucional, ello con el objetivo de que se garantice el derecho 
de consulta a los pueblos y comunidades indígenas cuando se 
pretenda afectar su estilo de vida en cualquiera de sus formas. 

Otro objetivo de esta propuesta es salvaguardar, de una 
manera más integral, los derechos de los pueblos y comunida- 
des indígenas, por lo tanto, estimamos procedente incluir en 
el proyecto de la presente ley, la figura jurídica de consenti- 
miento libre, previo e informado, ampliamente discutido 
en los foros internacionales. Por ello señalamos la importancia 
del consentimiento previo de los pueblos y comunidades 
indígenas, fundamentado y dado libremente en los instrumentos 
jurídicos internacionales y nacionales en el ámbito del derecho 
internacional en materia de derechos humanos, en los cuales se 
reconoce este principio. 

El Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales, 
de 1989, de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
hace referencia al principio del consentimiento fundamentado 
y dado libremente en el contexto del traslado de pueblos indí- 
genas desde sus tierras, que se aborda en su artículo 16. En los 
artículos 6, 7 y 15, el convenio trata de asegurar que los Estados 
hagan todo lo posible para consultar plenamente con los pue- 
blos indígenas las cuestiones relativas al desarrollo, las tierras y 
los recursos. 

En la actualidad, el proyecto de Declaración Americana 
Sobre los Derechos de las Poblaciones Indígenas de la Orga- 
nización de los Estados Americanos (OEA) dispone que los 
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pueblos indígenas tienen el derecho a determinar y elaborar 
prioridades y estrategias para el desarrollo o la utilización de sus 
tierras, territorios y otros recursos, incluso el derecho a pedir 
que los Estados obtengan su consentimiento libre e informado 
antes de aprobar proyecto alguno que afecte a sus tierras, te- 
rritorios y otros recursos, en especial en lo relacionado con el 
desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales, 
acuíferos u Otros. 

Varios comités de las Naciones Unidas han hecho referencia 
al principio del consentimiento previo fundamentado y dado 
libremente en sus observaciones finales y recomendaciones 
generales. En su Recomendación General número XXIII, re- 
lativa a los derechos de los pueblos indígenas, el Comité para 
la Eliminación de la Discriminación Racial exhorta a los Esta- 
dos a que «garanticen que los miembros de los pueblos indíge- 
nas gocen de derechos iguales con respecto a su participación 
efectiva en la vida pública y que no se adopte decisión alguna 
directamente relacionada con sus derechos e intereses sin su 
consentimiento informado». 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos consi- 
dera que los instrumentos jurídicos interamericanos en materia 
de derechos humanos comprenden la adopción de «medidas 
especiales para garantizar el reconocimiento del interés particu- 
lar y colectivo que los pueblos indígenas tienen en la ocupación 
y el uso de sus tierras y recursos tradicionales y su derecho a 
no ser privados de este interés excepto con un previo consen- 
timiento plenamente informado, en condiciones de equidad y 
previa justa compensación». 

El principio del consentimiento previo fundamentado y 
dado libremente es central en lo que atañe al ejercicio por los 
pueblos indígenas de su derecho a la libre determinación res- 
pecto a las intervenciones que afecten a sus tierras, territorios y 
recursos naturales. Las normas sustantivas y de procedimiento 
que constituyen la base del consentimiento previo fundamenta- 
do y dado libremente, facultan a los pueblos indígenas a adop- 
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tar de modo activo decisiones sobre su desarrollo económico, 
social y cultural, en particular en relación con las iniciativas de 
desarrollo propuestas por los Estados u otras entidades exter- 
nas en sus tierras y territorios ancestrales. 

Desde un punto de vista sustantivo, el principio del consen- 
timiento previo fundamentado y dado libremente reconoce los 
derechos inherentes y primigenios de los pueblos indígenas a 
sus tierras y recursos y respeta su autoridad legítima a exigir que 
los terceros entren en relaciones respetuosas y en igualdad con 
ellos para que: 


a) Los pueblos indígenas no se sientan coartados, presionados 
ni intimidados en sus decisiones sobre el desarrollo; 

b) Su consentimiento sea solicitado y dado libremente con an- 
terioridad al inicio de las actividades de desarrollo; 

c) Los pueblos indígenas tengan una información completa del 
alcance y las repercusiones sobre sus terrenos, recursos y 
bienestar de las actividades de desarrollo propuestas; 

d) Su decisión de dar o denegar el consentimiento respecto a 
las actividades de desarrollo que los afecten, sea aceptada y 
respetada. 


Señalamos la necesidad de obtener el consentimiento previo 
fundamentado y dado libremente de las comunidades indígenas 
afectadas por los proyectos de desarrollo basados en las normas 
de los instrumentos legislativos sobre derechos humanos que 
garantizan a todos los pueblos el derecho a participar en los 
procesos de adopción de decisiones y a dar su consentimiento 
en ellos, así como el derecho a determinar libremente su propio 
desarrollo. El principio del consentimiento previo fundamenta- 
do y dado libremente no debe considerase como una concesión 
de los gobiernos que otorgue un trato especial a comunidades 
vulnerables; más bien, se aplica a todos los casos en que haya 
terceros que propongan proyectos de desarrollo específicos que 
tengan repercusiones sobre las comunidades indígenas. 
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El principio del consentimiento previo fundamentado y 


dado libremente abarca los conceptos básicos de «dado libre- 


mente», «previo», «fundamentado» y «consentimiento», que de- 
ben ser interpretados a fin de poder hacerlo efectivo: 
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Dado libremente. Constituye uno de los principios generales del 
derecho que el consentimiento no es válido si se obtiene mediante 
coerción o manipulación. Aunque no hay medida legislativa 
alguna que garantice que el consentimiento sea dado libremente, 
sí que es necesario establecer mecanismos para verificar que esto 
se haya producido. 

Previo. Para tener validez, el consentimiento fundamentado 
debe obtenerse suficientemente antes de que el Estado o tet- 
ceros autoricen el inicio de cualquier actividad que afecte a las 
comunidades y pueblos indígenas y a sus tierras, tertitorios y 
recursos. 

Fundamentado. Un procedimiento basado en el principio del 
consentimiento previo fundamentado y dado libremente debe 
incluir la consulta a los pueblos indígenas y la participación de 
éstos, lo que incluye la divulgación plena y exacta, desde el punto 
de vista jurídico, de información sobre la actividad propuesta, 
en una forma que sea a la vez accesible y comprensible para los 
pueblos o comunidades indígenas afectados. 

Consentimiento. Entraña la consulta sobre todos los aspectos 
de la evaluación, planificación, ejecución, supervisión y conclu- 
sión de un proyecto y una participación válida en esos aspectos. 
De hecho, la consulta y la participación válida son componentes 
fundamentales del proceso de consentimiento. También puede 
haber negociaciones para llegar a un acuerdo sobre la propuesta 
en su conjunto, sobre determinados componentes de ella o so- 
bre las condiciones que pueden estar vinculadas a la aplicación 
efectiva del principio del consentimiento previo fundamentado 
y dado libremente. En todo momento, los pueblos indígenas 
tienen derecho a participar mediante sus propios representan- 
tes libremente elegidos y a indicar las personas, comunidades 
u otras entidades que puedan requerir la adopción de medidas 
especiales con respecto a las consultas y la participación. 


Sometemos al Constituyente Permanente las adecuaciones 
constitucionales necesarias para una nueva relación entre los 
pueblos indígenas, la sociedad y el Estado. Esta nueva relación 
parte de la convicción de existe una nueva situación nacional 
y local para los pueblos indígenas, que solo podrá arraigar y 
culminar con la participación de los propios indígenas y la so- 
ciedad en su conjunto, en el marco de una profunda reforma 
del Estado. Consideramos que esta soberanía parte del princi- 
pio jurídico fundamental de la igualdad de todos los mexicanos 
ante la ley y los órganos jurisdiccionales, respetando el principio 
de que la nación mexicana tiene una composición pluricultural 
sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. 

La iniciativa propone el reconocimiento de los pueblos in- 
dígenas como sujetos de derecho público y el derecho de con- 
sulta con consentimiento libre, previo e informado y con ello el 
derecho para que las comunidades decidan por ellas mismas su 
organización social, con plena libertad en lo que respecta a sus 
asuntos internos, sin más limitación que el respeto a las otras 
formas igualmente libres y legítimas de organización interna en 
un estado de derecho. 

Confiamos, asimismo, en que esta soberanía, que representa 
a todos los mexicanos, resolverá que es oportuno y correspon- 
de con el interés superior de la nación analizar y, en su caso, 
aprobar las reformas para consagrar los derechos indígenas en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
otorgarles vigencia de inmediato. 

En este orden de ideas, estimamos procedente modificar la 
redacción del primer párrafo del Apartado B del artículo 2o. 
fracción I, así como adicionar un nuevo párrafo a la fracción 
IX, y cuarto párrafo en el Apartado A del artículo 26 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con la presente iniciativa de reformas a los artículos 20., 26 
y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 
canos, proponemos «el reconocimiento de los pueblos in- 
dígenas como sujetos de derecho público», y su derecho 
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de consulta garantizando el «consentimiento libre, previo 
e informado». 

En virtud de lo anterior, con fundamento en el artículo 71, 
fracción 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por el digno conducto de ustedes, ciudadanos se- 
cretarios, sometemos a consideración de esta soberanía la si- 
guiente iniciativa de proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo segundo introdu- 
ciendo un cuarto párrafo y se recorre el párrafo cuarto para ser 
el quinto y sexto párrafos modificados respectivamente; se mo- 
difica el primer párrafo del Apartado A y se deroga el último 
párrafo de este mismo Apartado A; se modifica el primer párrafo 
del Apartado B y se introduce un segundo párrafo y se recorre el 
siguiente párrafo para quedar en ese mismo orden y se modifica 
la fracción 1 del mismo el Apartado B; y se adiciona un tercer 
párrafo en el Apartado A del Artículo 26 y se recorren los demás 
en el mismo orden; y se adiciona una nueva Fracción IX con dos 
párrafos, del Artículo 115 y se introduce un artículo Transitorio 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo Único. Se reforma el artículo 2o. introducien- 
do un cuarto párrafo y se recorre el párrafo cuarto para 
ser el quinto y sexto párrafos modificados respectiva- 
mente; se modifica el primer párrafo del Apartado A y se 
deroga el último párrafo de este mismo Apartado A; se 
modifica el primer párrafo del Apartado B y se introduce 
un segundo párrafo y se recorre el siguiente párrafo para 
quedar en ese mismo orden y se modifica la fracción I del 
mismo el Apartado B; y se adiciona un tercer párrafo en 
el Apartado A del Artículo 26 y se recorren los demás en 
el mismo orden; y se adiciona una nueva fracción IX con 
dos párrafos, del artículo 115 y se introduce un artículo 
transitorio de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

Artículo 20. La nación mexicana es única e indivisible. 
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Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas 
son libres e iguales a todos los demás pueblos, y son su- 
jetos de derecho público. El Estado reconoce plenamen- 
te la personalidad jurídica de los pueblos y comunidades 
indígenas y respeta sus propias formas de organización. 

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aque- 
llas que formen una unidad social, económica y cultural, asen- 
tadas en un territorio y que reconocen autoridades propias de 
acuerdo con sus sistemas normativos. 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación 
se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegu- 
re la unidad nacional. Las leyes federales, las constituciones 
y las leyes de los estados establecerán los procedimientos 
para el ejercicio de los derechos que esta Constitución re- 
conoce a los pueblos y comunidades indígenas. 

A. Esta Constitución reconoce a los pueblos indígenas y 
garantiza su derecho a la libre determinación y, en conse- 
cuencia, a la autonomía para: 


La VIIL ... 


... Se deroga el último párrafo de este Apartado A. 

B. La federación, los estados y los municipios, para promo- 
ver la igualdad de oportunidades de los pueblos indígenas y 
eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán las ins- 
tituciones y determinarán las políticas necesarias para garanti- 
zar la vigencia de los derechos de los indígenas, y su derecho 
al desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 
deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

El Estado, en sus distintos niveles y ámbitos, deberá 
consultar y consensuar con los pueblos indígenas todos 
aquellos asuntos que les atañen, mediante sus procedi- 
mientos apropiados y a través de sus instituciones repre- 
sentativas, garantizando su derecho de consulta con con- 
sentimiento libre, previo e informado. 
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I. Impulsar el desarrollo de los pueblos indígenas con el 
propósito de fortalecer sus economías y mejorar sus condi- 
ciones de vida, mediante acciones coordinadas entre los tres 
órdenes de gobierno, con la participación y consentimiento 
libre, previo e informado de los pueblos y comunidades 
indígenas. 


Il. a IX. ... 
Articulo 26. 
A.... 


La legislación correspondiente establecerá los meca- 
nismos necesarios para que, en los planes y programas 
de desarrollo, se tomen en cuenta a las comunidades y 
pueblos indígenas en sus necesidades y sus especificida- 
des culturales a través de la consulta y consenso, garan- 
tizando su derecho al consentimiento, libre, previo e in- 
formado. El Estado garantizará su acceso equitativo a la 
distribución de la riqueza nacional. 


Artículo 115. ... 

La VII. ... 

IX. Se respetará el ejercicio de la libre determinación de los 
pueblos indígenas en cada uno de los ámbitos y niveles en que 
hagan valer su autonomía, pudiendo abarcar uno o más pue- 
blos indígenas, de acuerdo a las circunstancias particulares y 
específicas de cada entidad federativa. 

Las comunidades indígenas y los municipios que reconoz- 
can su pertenencia a un pueblo indígena tendrán la facultad 
de asociarse libremente a fin de coordinar sus acciones como 
pueblos. Las autoridades competentes realizarán la transferen- 
cia ordenada y paulatina de recursos, para que ellos mismos 
administren los fondos públicos que se les asignen. 
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Artículo Transitorio. El Congreso de la Unión deberá 
promulgar la ley que reglamente el reconocimiento de los 
derechos de los pueblos indígenas, así como los procedi- 
mientos para el ejercicio de los mismos, en un término de 
tres años, en consulta y consenso con los pueblos indíge- 
nas y sus comunidades. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados a 
11 de diciembre de 2007. 


La Comisión de Asuntos Indígenas: 


Diputados: Marcos Matías Alonso (rúbrica), presidente; Mar- 
tha Cecilia Díaz Gordillo (rúbrica), José Guadalupe Rivera Ri- 
vera, Humberto Wilfredo Alonso Razo (rúbrica), Wenceslao 
Herrera Coyac (rúbrica), secretarios; Higinio Chávez García 
(rúbrica), Othón Cuevas Córdova (rúbrica), Carlos Rober- 
to Martínez Martínez (rúbrica), Elda Gómez Lugo (rúbrica), 
Gustavo Ildefonso Mendívil Amparán (rúbrica), Ismael Or- 
daz Jiménez (rúbrica), Guillermina López Balbuena (rúbrica), 
Silvio Gómez Leyva (rúbrica), Felipe Díaz Garibay (rúbrica), 
Joaquín Jesús Díaz Mena (rúbrica), Ramón Landeros González 
(rúbrica), Gustavo Macías Zambrano (rúbrica), Jorge Alejandro 
Salum del Palacio (rúbrica), María Gloria Guadalupe Valenzue- 
la García (rúbrica), María Guadalupe Josefina García Noriega 
(rúbrica), Anuario Luis Herrera Solís, Tomás José Luis Vare- 
la Lagunas, Víctor Aguirre Alcalde (rúbrica), Lourdes Alonso 
Flores (rúbrica), Rafael Franco Melgarejo, Elmar Darinel Díaz 
Solórzano, Yary del Carmen Gebhardt Garduza, Francisco An- 
tonio Fraile García (rúbrica), Alberto Vázquez Martínez. 
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Anexo II 


DICTAMEN CON PROYECTO DE DECRETO DE LA 
COMISIÓN DE PUNTOS CONSTITUCIONALES POR 
EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS SEGUNDO, 
26 Y 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

HONORABLE ASAMBLEA: 


A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de 
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, le fueron tur- 
nadas para su estudio y dictamen, diversas iniciativas que tie- 
nen por objeto reformar los artículos segundo, 26 y 115 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 70, 71, 72, 
y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica- 
nos; 39 y 44 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es- 
tados Unidos Mexicanos y los artículos 55, 56, 60, 65, 66, 85, 87, 
88 y demás aplicables del Reglamentos para Gobierno Interior 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se so- 
mete a la consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente: 


DICTAMEN 
I. Antecedentes del Proceso Legislativo 


En sesión celebrada el 11 de octubre de 2007, el Diputado Wen- 
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ceslao Herrera Coyac del Grupo Parlamentario del Partido 
Revolucionario Institucional, presentó ante el pleno de la 
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión, 
Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el artículo 
27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 
canos, misma que fue turnada para su estudio y dictamen a 
esta Comisión de Puntos Constitucionales, con opinión de 
las Comisiones de Reforma Agraria y de Asuntos Indígenas; 
la iniciativa se integra para efectos de dictamen al presente 
por coincidir con el tema. 

. En sesión celebrada el 12 de octubre de 2007, la Diputada 
Elsa Guadalupe Conde Rodríguez del Grupo Parlamenta- 
rio del Partido Alternativa Socialdemócrata, presentó ante 
el pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Con- 
greso de la Unión, Iniciativa con Proyecto de Decreto que 
reforma el artículo 2° de la Constitución Política de los Es- 
tados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada para su estudio 
y dictamen a esta Comisión de Puntos Constitucionales; la 
iniciativa se integra para efectos de dictamen al presente por 
coincidir con el tema. 

. En sesión celebrada el 12 de diciembre de 2007, la Diputada 
Elsa Guadalupe Conde Rodríguez del Grupo Parlamenta- 
rio del Partido Alternativa Socialdemócrata, presentó ante 
el pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Con- 
greso de la Unión, Iniciativa con Proyecto de Decreto que 
reforma el artículo 2° de la Constitución Política de los Es- 
tados Unidos Mexicanos, la cual fue turnada para su estudio 
y dictamen a esta Comisión de Puntos Constitucionales; la 
iniciativa se integra para efectos de dictamen al presente por 
coincidir con el tema. 


. En sesión celebrada el 13 de diciembre de 2007, los Dipu- 
tados Marcos Matías Alonso (PRD), José Guadalupe Rive- 
ra Rivera (PAN), Humberto Wilfrido Alonso Razo (PRD), 
Wenceslao Herrera Coyac (PRI), integrantes de la Mesa 
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Directiva de la Comisión de Asuntos Indígenas (CAD), y la 
Diputada Martha Cecilia Díaz Gordillo (PAN) Secretaria de 
la Mesa Directiva de la CAI y en su calidad de Presidenta de 
la Comisión de Concordia y Pacificación (COCOPA) y los 
miembros de la misma que suscribieron esta iniciativa, ante 
el pleno de la Cámara de Diputados del honorable Congre- 
so de la Unión, la iniciativa que reforma los artículos 2 en su 
Apartado A y B, adiciona un párrafo tercero en el Apartado 
A del artículo del artículo 26 y se recorren los demás en el 
mismo orden y se adiciona una nueva fracción IX con dos 
párrafos al artículo 11, todos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, dicha la iniciativa se integra 
para efectos de dictamen al presente por coincidir con el 
tema. 


5. En 2008, en sesión plenaria de la Comisión de Puntos Cons- 
titucionales, existiendo el quórum reglamentario, fue apro- 
bado el presente dictamen previa opinión expresada en la 
misma por los miembros de la Comisión de Asuntos Indí- 
genas, por lo que se pone a consideración de esta Cámara de 
Diputados, para su discusión y resolución constitucional. 


II. Materia de la iniciativa 


Los temas planteados por las cuatro iniciativas mencionadas 
en el punto de Antecedentes del proceso legislativo son de contenido 
común, en su conjunto se puede afirmar que implican diver- 
sas aristas encaminadas a especificar y puntualizar el ejercicio 
del derecho a la autonomía por parte de los pueblos indígenas, 
reconocido desde 2001 en el artículo segundo de nuestra Cons- 
titución. 

Así la iniciativa presentada por el Diputado Wenceslao He- 
rrera Coyac propone una reforma amplia del artículo 27 cons- 
titucional en puntos tales como la no transmisión a particulares 
de tierras y aguas en las que se asienten pueblos y comunidades 
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indígenas; esta reforma previene también sobre la ejecución de 
las expropiaciones desarrolladas en zonas de asentamiento in- 
dígena donde hace una vinculación con el reconocimiento a la 
consulta de los pueblos indígenas y puntualiza modalidades de 
protección para los mismos. Asimismo, la reforma propuesta 
por esta iniciativa refiere modificaciones relativas a los recursos 
naturales ubicados en tierras y territorios indígenas e introduce 
la previsión de sanciones a intromisiones no autorizadas por 
los pueblos y comunidades indígenas en sus territorios; por úl- 
timo, esta iniciativa plantea que no se desarrollen actividades 
militares en territorios de los pueblos indígenas. 

Por su parte, la Diputada Elda Guadalupe Conde Rodríguez 
presenta dos propuestas de modificación al artículo segundo 
constitucional. La primera, para establecer el derecho de los 
pueblos y comunidades indígenas a la adquisición, administra- 
ción y operación de medios de comunicación. Entendidos éstos 
como derechos constitucionales exigibles y no como normas 
programáticas o aspiracionales. La segunda, para establecer el 
derecho a la consulta para los pueblos y comunidades indígenas 
a fin de obtener de ellos su consentimiento libre, previo e infor- 
mado por parte del Estado mexicano antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que los afecten. 

La iniciativa presentada en forma conjunta por diputados 
pertenecientes a diversas expresiones políticas de esta LX Le- 
gislatura en la Cámara de Diputados, y que es la base de este 
dictamen, pretende reformar los artículos 2, 26, y 115 cons- 
titucionales. En el artículo segundo busca incorporar el reco- 
nocimiento de los pueblos indígenas como sujetos de derecho 
público, otorgándoles además personalidad jurídica. En el apar- 
tado B del mismo artículo se incorpora el derecho al desarrollo 
de los pueblos y comunidades indígenas, así como la inclusión 
del derecho a la consulta, de forma paralela y complementaria 
se establece la obligación por parte del Estado mexicano de 
consultarles sobre los asuntos que les afecten, consulta que se 
cumplirá buscando obtener el consentimiento libre, previo e 
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informado de los pueblos y comunidades indígenas. la modifi- 
cación que se plantea para el artículo 26, apartado A, segundo 
párrafo consigna cambios en la legislación correspondiente, 
para que se tomen en cuenta las necesidades y especificidades 
culturales de los pueblos y comunidades indígenas en los pla- 
nes y programas de desarrollo, esto desde luego, respetando el 
antes referido derecho a la consulta. En dicha transformación 
se establece también que el Estado garantizará a los pueblos y 
comunidades indígenas, el acceso equitativo a la distribución de 
la riqueza nacional. Por último, se propone la incorporación de 
una fracción IX al artículo 115 que refuerza el respeto al ejer- 
cicio de la libre determinación a través de los distintos niveles 
de autonomía que podrán hacer valer los pueblos indígenas, 
lo cual incluye el reconocimiento de su facultad de asociarse 
como comunidades o municipios indígenas, y en una tónica 
similar la estipulación de las autoridades competentes transfe- 
rirán ordenada y paulatinamente los recursos a los pueblos y 
comunidades indígenas para ellos mismos los administren. 


III. Consideraciones de la Comisión. 
En lo general 


El reconocimiento de los pueblos indígenas como integrante 
en la conformación de nuestro país fue más bien tardío. Tuvie- 
ron que pasar 171 años de vida independiente para que nuestra 
Constitución hiciera la tímida mención expresa de que a Mé- 
xico lo conformaban también pueblos indígenas. no obstante 
que los pueblos indígenas eran parte del sector más desposeí- 
do durante la etapa del México independiente esa situación no 
cambió tras la declaración de independencia —aun cuando los 
mismos fueron actores indispensables en la consolidación de 
esta lucha. 

Aunque nuestra Carta Fundamental fue una de las primeras 
en el mundo en incorporar en su seno una visión social con la 
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inclusión de las entonces denominadas garantías individuales, 
con la regulación constitucional del ejido y la propiedad co- 
munal y la incorporación de la educación pública y gratuita, ni 
éstos ni otros lineamientos de contenido avanzado que resca- 
tó y ha incorporado nuestra Constitución han sido suficientes 
para contrarrestar la situación de alta marginalidad social en 
que se hayan sumidos los pueblos indígenas de México, incluso 
después de la reforma de 1992. esta reforma, si bien reconoció 
la existencia de la población indígena, no implicó más que una 
modificación de contenido simbólico que no añadió ni siquiera 
sustanciales bases programáticas que pudieran anunciar trans- 
formaciones de índole mayor. 

La reforma 2001, aunque más amplia que su antecesora, no 
ha representado una base óptima para propiciar los cambios 
que los pueblos indígenas requieren y demandan, aún hoy en 
los estados la República Mexicana con mayor índice de pobla- 
ción indígena coinciden los más altos índices de marginalidad 
(Oaxaca, Chiapas, Guerrero, Veracruz e Hidalgo! con un nivel 
muy alto). Semejantes cifras reportan serias brechas en el cum- 
plimiento y garantías de los derechos fundamentales en Mé- 
xico, pero más aún, implican una seria limitación ene l avance 
democrático de nuestro país. De modo tal que trabajar en la 
confección de un marco jurídico constitucional que propicie 
y vigile la construcción de una realidad nacional que proteja y 
expanda los derechos fundamentales, será un marco que pa- 
ralelamente esté tributando en la democratización de México. 

Los trabajos en que se ha encontrado inmerso el grueso del 
quehacer legislativo a lo largo del último año (en el marco de 
la llamada Reforma del Estado) son un inmemorable escenario 
para realizar los ajustes pertinentes en materia de derechos de 
los pueblos indígenas. no solo por las razones anteriormente 
señaladas, sino porque ello representaría el cumplimiento por 
parte de nuestro país, de compromisos asumidos internacional- 


1. De acuerdo a las estimaciones de la CONAPO basadas en los datos del 
Censo INEGI del año 2000. 
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mente en materia de derechos de esta colectividad. 

En un sentido similar, algunas de las reformas que aquí se 
plantean, vendrían a continuar la trayectoria inconclusa que de- 
jaron: 1. La firma de los Acuerdos de San Andrés —compromi- 
so política y socialmente asumido y firmado desde 1996 por el 
Estado Mexicano que no ha tenido incorporación cabal en la 
Constitución— y 2. La reforma en materia indígena de 2001, 
ya que en ésta última se abrieron algunos de los temas que la 
reforma motivo de este dictamen pretende complementar y 
profundizar. 

En este sentido, la LX Legislatura, se encuentra en una co- 
yuntura tal que le otorga la posibilidad histórica de atender esta 
gran demanda social con los pueblos indígenas y por extensión 
con el resto de la sociedad mexicana, así como el de posicionar- 
se en el contexto internacional como una Nación defensora de 
las comunidades indígenas. 


En lo particular 


La iniciativa presentada por el Diputado Wenceslao Herrera, 
como hemos referido anteriormente busca reformar el artículo 
27 constitucional. De las cuatro iniciativas que aquí analizamos 
para integrar el presente dictamen es la única que reforma so- 
lamente el artículo constitucional señalado. Conviene decir al 
respecto que la redacción propuesta, el Estado les garantizaría 
su derecho a poseer, controlar y utilizar sus territorios. Es de 
resaltar que aquí se entiende como parte del territorio el medio 
ambiente total de tierras, los recursos del subsuelo, el aire, las 
aguas, la flora y la fauna y los demás recursos que tradicional- 
mente han ocupado. Más adelante, se completa el derecho an- 
tes mencionado pues se establece la imposibilidad de trasmitir a 
particulares la propiedad de tierras y aguas que sean parte de los 
asentamientos de los pueblos y comunidades indígenas. 
Hemos referido arriba las condiciones de precariedad en las 
que se hallan el grueso de los pueblos indígenas, situación que 
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se verifica en que en su amplia mayoría se sigan dedicando a 
la actividad campesina, en muchos casos con una producción 
consuntiva. Pese a ello, en «4 de cada 10 núcleos agrarios con 
población indígena ésta representa menos de la mitad de los 
sujetos con derecho a la tierra. Estas cifras demuestran que un 
gran número de núcleos agrarios tienen como beneficiarios a 
una población indígena plural, muchos de los cuales carecen 
de tierra o no la poseen»”. 

Tomando en cuenta que en México desde hace tiempo no 
se implementan programas de reparto de tierra, y que siendo 
el indígena un sector, aún hoy, eminentemente campesino (el 
44.2% del total de ejidos y comunidades cuentan con población 
indígena), es sencillo concluir la pertinencia de una reforma de 
este tipo. Frente a la situación campesina como forma esencial 
de sobrevivencia y a la ausencia de reparto de tierras efectuada 
desde la institución estatal, la protección de su tierra se justifi- 
ca en tanto representa un recurso indispensable para su repro- 
ducción material simbólica como pueblos. De modo tal que 
el establecimiento de protecciones constitucionales sobre sus 
territorios representa un importante recurso para la protección 
y respeto, no solo en su ámbito cultural y simbólico y, por tanto, 
de su experiencia colectiva, sino, sobre todo, de su reproduc- 
ción material misma. En este sentido, entendemos que «el desa- 
rrollo del país presupone el de los pueblos indígenas». 

Al mismo tiempo, establecer protecciones para la perviven- 
cia de los pueblos indígenas, está en total consonancia con el 
texto vigente del artículo 2° constitucional, segundo dice que la 
nación mexicana «tiene una composición pluricultural susten- 
tada originalmente en sus pueblos indígenas». 

No obstante, lo señalado esta Comisión dictaminadora con- 
viene no incorporar la modificación arriba señalada respecto 
del artículo 27. Los recientes acontecimientos ocurridos en la 
escena legislativa y política de nuestro país, han traído a deba- 


2. Exposición de motivos, iniciativa presentada por el Diputado Wenceslao Herrera Coyac. 
Las negritas son nuestras. 
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te público partes sustanciales en el contenido del artículo 27 
constitucional —en el contexto de la iniciativa presidencial sobre 
materia energética y del petróleo—; debate aún no ha sido exito- 
samente resuelto ni en el ámbito social, ni en el legislativo. En 
ese orden de ideas, consideramos pertinente no proponer mo- 
dificaciones que virtualmente se cruzan y, por tanto, incremen- 
tarían complejidad y complicaciones al debate sobre el dominio 
del suelo y el subsuelo. 

La iniciativa a la que se hace referencia hace la propuesta 
de modificar el artículo 27 constitucional en lo referente a las 
expropiaciones que afecten especialmente a los pueblos indí- 
genas. Se propone que en caso de expropiación de tierras de 
propiedad indígena se les otorguen tierras de calidad y estatuto 
jurídico, al menos igual que las que ocupaban con anterioridad 
a la expropiación; o bien, tienen la opción de elegir en lugar de 
las tierras (pago en especie) la indemnización en dinero. Tam- 
bién se habla de a que a la expropiación deben preceder la con- 
sulta de los pueblos indígenas a los que afecte, y de la posible 
reubicación y traslado de estos pueblos hacia otros territorios 
en caso de considerarse necesario. Igualmente, previo consenti- 
miento libre, previo e informado antes de que ello suceda. 

Esta Comisión no conviene modificar el artículo 27 consti- 
tucional en el sentido en el que el párrafo anterior reseña, por 
las razones siguientes: en primer lugar, la Constitución es un 
ordenamiento jurídico político en donde se proponen los prin- 
cipios más generales que representan el proyecto político de un 
país, bajo una estructura jurídica, de modo que las especifica- 
ciones y detalles en torno al procedimiento y condiciones de la 
expropiación no tienen lugar aquí. Existe una Ley de Expro- 
piación en donde las especificidades relativas a la expropiación 
particular llevada a cabo en territorios de los pueblos indígenas 
puedan regularse, y ése es el sitio óptimo para hacerlo. En se- 
gundo lugar, si esta misma reforma tiene por fin adicionar el 
artículo 27 para proteger los territorios indígenas, resulta con- 
tradictorio consultarlas para un acto que en última instancia 


213 


se llevaría a cabo (por causas de utilidad pública, desde luego) 
de forma unilateralmente decidida por el Ejecutivo nacional 
como lo es la expropiación. En el mismo sentido de contradic- 
ción se plantea contar con el consentimiento de los pueblos y 
comunidades indígenas de forma libre, previa e informada en 
caso de requerirse el traslado y reubicación de sus territorios, 
para introducir más adelante que «en caso de que no pueda 
obtenerse su consentimiento, el traslado y la reubicación solo 
deberá tener lugar al término de procedimientos establecidos 
por la legislación nacional»; es contrario a la lógica regular una 
condición para, inmediatamente después, permitir o detallar las 
posibilidades de su incumplimiento. 

Con relación a la reforma planteada por la Diputada Elsa 
Conde que pretende incorporar al artículo segundo constitu- 
cional, el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a 
la adquisición, operación y administración de medios de co- 
municación, esta Comisión reconoce que otorgar este derecho 
representaría un avance en términos de libertad de expresión 
en nuestro país. Y además del tributo que implicaría para la li- 
bertad de expresión contribuiría a la generación de condiciones 
favorables para su desarrollo. 

Con frecuencia la radio en el ámbito comunitario indígena 
se emplea como algo más que un medio de comunicación re- 
presenta un recurso para la organización y desarrollo de sus ac- 
tividades como comunidad y como pueblo. El envío de recados 
de importancia relativos a cuestiones de salud, económicas, de 
los familiares radicados fuera del pueblo; información en torno 
a la organización del trabajo de la comunidad, de la organiza- 
ción y desarrollo de las fiestas patronales, entre otros son al- 
gunos de los usos estratégicos que dichos medios representan. 
Por ello afirmamos que la inclusión de ese derecho proporcio- 
na los pueblos y comunidades indígenas un recurso adicional 
para su desarrollo específico. 

Pero la tal como el ejercicio de otros derechos, éste requeri- 
ría condiciones materiales favorables, distintas a las que poseen 
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(y, por lo tanto) acciones adicionales a realizar por el Estado 
mexicano, que podrían darse sin que para ello tuviese que modi- 
ficarse el texto Constitucional. Modificaciones que contemplen 
para los pueblos y comunidades indígenas el derecho a adquirir, 
administrar y operar medios de comunicación de diversa índole 
pueden ser hechas en la ley respectiva que regula esta materia. 
Antes bien, otras modificaciones constitucionales (como el re- 
conocimiento de personalidad jurídica a pueblos y comunida- 
des indígenas) son condición sine qua non para que este derecho 
pueda ser recogido por la ley respectiva y posteriormente ejer- 
cido por los titulares a los que hacemos referencia. Reconoci- 
miento que será rescatado y explicado en otro sitio del presente 
dictamen. Por todo lo anteriormente expuesto, esta Comisión 
dictaminadora acuerda rechazar las modificaciones propuestas 
por la iniciativa de la Diputada Conde. 

La iniciativa de reforma como propuesta plural de varias 
expresiones políticas señalada en el numeral 4 de la sección de 
Antecedentes del proceso legislativo, resulta pertinente en el 
marco de la franja de reformas en que se ha enmarcado el tra- 
bajo legislativo en los últimos meses. Vale decir que la iniciativa 
señalada en el numeral 3 de la parte de Antecedentes del proceso 
legislativo presentada por la diputada Elsa Conde, se considerará 
analizada dentro de ésta que arriba mencionamos, toda vez que 
su contenido e intención se subsume en uno de los puntos de 
la misma: el derecho a la consulta. 

En esta iniciativa, se plantean diversos eventos que permi- 
ten contextualizar más ampliamente, la propuesta legislativa 
que se inicia. Comienza la iniciativa que valoramos, recordando 
algunos de los principios en que se finca el mayor de nuestros 
proyectos políticos: la Constitución. Por esa razón es justa- 
mente que se plantea una modificación constitucional, porque 
representa la voluntad de expresar en el máximo documento 
jurídico en el cual se basa nuestra vida jurídica e institucional, la 
ampliación de garantías y de derechos que permitan el fortale- 
cimiento de nuestro entramado democrático. 
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En efecto, nuestro documento en comento refiere la opot- 
tunidad histórica que esta legislatura tiene para responder no 
solo a las demandas de un sector determinado de sus gobet- 
nados, sino de equilibrar situaciones ancestrales de inequidad, 
deplorables en todo sistema democrático y republicano. Para 
tales efectos los planteamientos de la iniciativa a la que hace- 
mos referencia se centran esencialmente en la introducción de 
dos figuras: el reconocimiento a los pueblos indígenas de per- 
sonalidad jurídica como sujetos de derecho público, así como el 
reconocimiento también del derecho a la consulta. 

En la iniciativa, se efectúa un repaso que nos lleva hasta 1996 
fecha en la que el gobierno mexicano firma junto al Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional los conocidos Acuerdos de 
San Andrés en donde se plasman numerosos posicionamientos 
sobre las demandas hechas por los pueblos indígenas. Más ade- 
lante dicho documento fue formalizado en una iniciativa de ley 
por la denominada Comisión de Concordia y Pacificación (Co- 
copa). En estos Acuerdos se menciona de manera introductoria 
la necesidad del reconocimiento de los pueblos indígenas como 
entidades de derecho público (mencionadas en diferentes sitios 
a lo largo de todo el documento, pero con referencias puntua- 
les en los numerales 3 y 4). Se enfatiza que el término es de 
derecho público y no de interés público que fue el sentido que 
adquirió la reforma constitucional mexicana de agosto de 2001. 

El reconocimiento como entidades de derecho público, se- 
ría hecho propiamente a los pueblos indígenas a través de sus 
comunidades e implicaría la transferencia de facultades públi- 
cas a las mismas de forma distinta a la que tienen ya la estruc- 
tura municipal en los que actualmente se encuentras incluidas. 

En ese tenor, el reconocimiento como entidades de derecho 
público convertiría a las comunidades en parte de la administra- 
ción pública del Estado mexicano, y por lo tanto con potestad 
pública para hacer cumplir sus determinaciones sin la ratifica- 
ción de ninguna otra autoridad. 

Es de enfatizar que dicho reconocimiento es del todo com- 
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patible con nuestro ordenamiento jurídico constitucional toda 
vez que, aunque no está expresamente previsto, tampoco hay 
un precepto en la Constitución que lo prohíba. Tan es así, que 
los ordenamientos constitucionales locales de Oaxaca y de San 
Luis Potosí tienen incorporado de forma expresa esta cualidad 
para los pueblos y comunidades indígenas. al respecto en la 
iniciativa que valoramos se aclara que es la dotación de cualida- 
des y competencias la que identifica a las comunidades como 
entes de derecho público y no su mera mención; pueden in- 
cluso darse las competencias y no mencionar el término “ente 
de derecho público”, pero por el contrario la sola mención no 
confronta esta figura; al respecto se lee: 


En tal virtud es de reconocer que la expresión «sujetos de dere- 
cho público» se refiere a «entes» o «entidades» de derecho pú- 
blico, es decir, organismos, que siendo o no personas morales, 
forman parte de la organización gubernamental, en cualquiera 
de sus tres niveles y por lo tanto tienen reconocidas por ley de- 
terminadas competencias. 


La segunda figura que la iniciativa que valoramos introduce 
es el reconocimiento del derecho a la consulta. Conviene acla- 
rar que ambas inclusiones están ya reconocidas en diversos do- 
cumentos que integran el Derecho internacional, y que, dicho 
sea de paso, México ha ratificado. Nos referimos al Convenio 
169 de la OIT y a los Pactos de Derechos Económicos Sociales 
y Culturales y el Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 

El derecho a la consulta implica el derecho que tienen los 
pueblos indígenas a ser consultados para obtener su consen- 
timiento de forma libre, previa e informada. Es decir, que los 
Estados, en este caso el mexicano si decide a través de esta 
soberanía incorporarlo, se comprometen a celebrar consultas y 
a cooperar en ello de buena fe junto a los pueblos indígenas in- 
teresados, a través de las instituciones representativas antes de 
adoptar y aplicar medidas legislativas y administrativas que los 
afecten, para con ello, obtener su consentimiento libre previo 
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e informado. Vale decir que la incorporación de este derecho 
representa, en un aspecto específico, el reconocimiento del de- 
recho al desarrollo. 


IV. Conclusiones 


Todo régimen democrático tiene por presupuestos, junto al es- 
tablecimiento de una estructura estatal ordenada por la división 
de poderes, el respeto y fortalecimiento de los derechos fun- 
damentales; mismos que son a la vez el límite de las acciones 
desarrolladas en su interior por las autoridades gubernamenta- 
les. Los derechos fundamentales tienen tal importancia, entre 
otras razones, porque la construcción democrática requiere de 
ciudadanos que la emprendan. Y la formación de ciudadanía es 
inviable si los gobernados no disponen del goce efectivo de los 
derechos que les permiten erigirse en sujetos, en su caso, activar 
los mecanismos que el derecho ha diseñado para protegerlos 
cuando se ven puestos en peligro, y solo entonces, participar en 
las discusiones del ámbito de lo público. 

Dicho en otros términos, la constitución de un orden cohe- 
rentemente democrático requiere de ciudadanos que dispongan 
de las condiciones materiales y de las vías institucionales para 
ejercer esa ciudadanía. Ya se ha hecho reseña a lo largo de este 
dictamen, de datos y momentos de la historia reciente de nues- 
tro país que resultan ilustrativos en lo que a la situación de las 
personas y los pueblos indígenas corresponde. Así, la pobreza 
y la marginalidad (que es material, pero no solo) son situaciones 
sociales que reportan la falta de goce de derechos fundamenta- 
les, o en el mejor de los casos, un goce defectuoso y atrofiado. 
De modo que, en tales condiciones sociales, no puede florecer 
ciudadanía, luego entonces, tampoco la democracia, pues nin- 
guna de éstas emerge en tanto permanezcan enquistadas con- 
diciones de extrema desigualdad, como las que (aún) padecen 
inmemorialmente los pueblos y comunidades indígenas. 

Ahora bien, el goce de derechos fundamentales requiere no 
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solamente su acogida como parte del texto constitucional de un 
país, en este caso el nuestro. Requiere a su vez aparejado a tal 
reconocimiento se prevea un diseño jurídico institucional para 
que tal derecho pueda ser efectivamente gozado por sus deten- 
tadores, o en su caso, éstos puedan exigir su cumplimiento. Es 
decir, el poder legislativo está llamado a mostrar vocación de 
cumplimiento ante los cambios que introduce en el máximo 
texto legal de nuestro país. Sobre todo, con respecto del tema 
y los derechos que se valoran en este dictamen, en tanto repre- 
sentan modificaciones que, en atención a la historia, particular- 
mente a la historia constitucional, contribuiría a lograr cambios 
no solo legales, sino en lo a la relación Estado-Etnias se refiere. 

Y precisamente por este último motivo justifica bien que 
las reformas valoradas se asienten en la Constitución mexicana 
pues ésta como la carta fundamental de todo país, no solo con- 
tiene las bases sobre las que se construye y organiza el Estado, 
sino porque representa el máximo acuerdo político nacional; 
en ese sentido, una constitución plasma una concepción de Es- 
tado, del modelo de relación que busca construir entre poder 
público y gobernados. Tras el análisis de su situación histórica 
y el modo en cómo se ha construido el Estado (mexicano), los 
pueblos indígenas han expresado la necesidad de una reedifica- 
ción de su relación con el ente estatal, que por lo demás, ha sido 
poco menos que desastrosa, cuando menos para los primeros. 
La incorporación expresa de derechos, descrita de forma tan- 
to específica como explícita, permite su institucionalización, es 
decir, su goce y ejercicio como de modo continuo y no coyun- 
tural, que en caso de no estar incluida en la Constitución se 
vería ceñido a las mercedes de administraciones que no hayan 
participado de su institucionalización. 

Adicionalmente les provee de legalidad por cuanto el ejerci- 
cio de algunos de los derechos mencionados que ya señalamos 
tiene amparo en el derecho internacional pero que no han en- 
contrado traducción en la legislación interna de nuestro país, 
dejaría de ser una práctica reducida actualmente a un mero 
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ejercicio de hecho (confirmada efectivamente en muchos pue- 
blos y comunidades indígenas) y por ello paralegal. Es decir, es 
una forma en que las reivindicaciones de los pueblos indígenas 
encuentran respaldo en el estado de derecho. Adicionalmente 
plasmar derechos en la Constitución, si bien no asegura su ga- 
rantía por medios jurisdiccionales, si posibilita su exigibilidad 
jurídica, pues al ser reconocida en el texto jurídico fundante por 
excelencia, se dispone del mejor recurso legal para fundamen- 
tar la exigencia de su cumplimiento; su constitucionalización 
abre el camino para su efectivización posterior. 

Ahora bien, conviene enfatizar sobre un punto que ya he- 
mos señalado, nos referimos a los compromisos que sobre la 
materia particular de reconocimiento de derechos de los pue- 
blos y comunidades indígenas el gobierno mexicano ha con- 
traído. Dichos compromisos se han contraído tanto en la esce- 
na nacional como en la internacional. En el rubro internacional 
existen diversos instrumentos jurídicos que forman parte del 
sistema internacional de los derechos humanos con especial 
referencia al tema indígena, que han sido suscritos por las ins- 
tancias gubernamentales mexicanas competentes para ello y a 
cuyo cumplimiento se encuentran sujetos los órganos del Esta- 
do Mexicano considerando que según interpretaciones recien- 
te de la Suprema Corte de nuestro país, la legislación interna- 
cional firmada por las instancias nacionales competentes para 
ello, son parte del sistema jurídico de nuestro país ocupando 
una jerarquía inmediatamente inferior a la Constitución, pero 
superior a cualquier ordenamiento por debajo de ésta. Entre 
ellos se pueden enunciar por su importancia el Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes de 
la OIT, así como la Declaración Universal de los Derechos de 
los Pueblos Indígenas, aprobada por la Asamblea General de la 
ONU el 13 de septiembre pasado. 

Dentro del ámbito nacional, toda referencia al tema de dere- 
chos de los pueblos indígenas ha de remitirse a los Acuerdos de 
San Andrés, firmado por representantes del gobierno federal 
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en febrero de 1996 —vale recordar aquí que ambos escenarios 
están sin duda estrechamente ligados, pues buena parte de las 
reivindicaciones demandadas en San Andrés remitían como 
fundamento al mencionado Convenio 169 de la OI. Los 
Acuerdos de San Andrés concentran aún las reivindicaciones 
expresadas por muchos pueblos indígenas organizados y no 
organizados a lo largo del territorio nacional. 

La reforma Constitucional que en el presente dictamen de 
esta Comisión dictaminadora proponemos, previa valoración 
de las diferentes iniciativas abarca diversos temas, mismos que 
mencionamos en el orden que mantiene el proyecto de decreto 
que se aprueba. 

A continuación, haremos referencia individual a cada uno 
de ellos, al tiempo que lo vincularemos con los documentos 
que arriba hemos mencionado desde el plano internacional. 


PRIMERO. Modificaciones al Artículo Segundo. 


Reconocimiento de personalidad jurídica a los pueblos 
indígenas. 

El proyecto de decreto adiciona para estos efectos un cuarto 
párrafo al artículo segundo constitucional que a la letra dice: 

Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas son 
libres e iguales a todos los demás pueblos, y son sujetos de de- 
recho público. El Estado reconoce plenamente la personalidad 
jurídica de los pueblos y comunidades indígenas y respeta sus 
propias formas de organización. 

El reconocimiento de que los pueblos indígenas son iguales 
alos demás pueblos del mundo es una modificación consonante 
con la mismísima y recientemente aprobada. Declaración de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
misma que recoge tal reconocimiento en su artículo 2. Desde 
luego, reconocerles tal carácter no representa un peligro para la 
integridad territorial de nuestro país, como lo señala el propio 
artículo 46.1 de la mencionada declaración: «Nada de lo seña- 
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lado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de 
que confiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho al- 
guno a participar en una actividad o realizar un acto contrarios a 
la Carta de las Naciones Unidas o se entenderá en el sentido de 
que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar 
o menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial o la 
unidad política de Estados soberanos e independientes». 

Por el contrario, otorgarles a los pueblos indígenas la cali- 
dad jurídica de pueblos es un aspecto del reconocimiento de la 
personalidad jurídica de los mismos, pues se acepta por fin que 
la expresión de pueblos remite a una calidad colectiva en térmi- 
nos de los sujetos a los que se refiere. No es suficiente que la ley 
se refiera a «pueblos» en el sentido de asentamientos humanos, 
o en el sentido sociológico de grupos, sino en el sentido jurídi- 
co que grupos diferenciados que se consolidan y actúan colecti- 
vamente. Su afirmación jurídica como pueblos permite a la vez 
una modificación casi tan necesaria como congruente, que es el 
reconocimiento de la personalidad jurídica de los mismos. Con 
frecuencia el derecho internacional, el derecho internacional 
de los derechos humanos, y diversos ordenamientos naciona- 
les hacen referencia a la expresión de pueblos indígenas, pero 
no abren canales-bien porque no es el lugar para hacerlo, bien 
porque no ha sido la voluntad del legislador-para dar contenido 
jurídico a tal denominación. 

Y darle sustancia jurídica a tal denominación es importante 
pues permite el ejercicio de todos los derechos que atañen a los 
indígenas como pueblos (con sus comunidades), al proveerles 
de personalidad jurídica, pues con ello el legislador y nuestro 
sistema jurídico comienza a reconocer y respetar la naturaleza 
colectiva de los pueblos indígenas. Con el reconocimiento de su 
cualidad de sujetos colectivos, a través del otorgamiento de su 
personalidad jurídica como pueblos y como comunidades, el de- 
recho mexicano abre camino para la futura legitimación colec- 
tiva en acciones que busquen la justiciabilidad de los derechos. 

Lo del reconocimiento de derechos es como «cuchillo sin 
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filo» cuando está desprovisto de los mecanismos para actuar 
jurídicamente en su eventual peligro; al respecto el Convenio 
169 establece en su artículo 12 que «Los pueblos interesados 
deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y 
poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien 
por conducto de Sus organismos representativos, para asegurar 
el respeto efectivo de tales derechos». Y como bien se sabe, 
para la tutela de derechos es necesario un actor que pueda ini- 
ciar el proceso para ejercerla, en el caso de los pueblos indí- 
genas solo podría existir la protección de derechos por vías 
jurisdiccionales, desde la tutela individual, porque para la tutela 
colectiva se requiere el conocimiento de la personalidad jurídica 
colectiva de quien inicie la acción. Y buena parte de los dere- 
chos reconocidos a los pueblos indígenas se ven desvirtuados 
o vaciados literalmente, si su tutela no se ejerce colectivamente. 
No es casual que la mencionada Declaración de las Naciones 
Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas distinga a lo 
largo de todo su contexto, entre individuos y pueblos indíge- 
nas. Detrás de esta distinción nominal está la distinción de fon- 
do que representa la tutela colectiva de los derechos. 

Ahora bien, en el texto del proyecto de decreto que esta 
Comisión dictaminadora aprueba también se menciona el re- 
conocimiento de los pueblos indígenas como entidades de de- 
recho público. Eso significa hacer a los pueblos indígenas for- 
men parte de la organización política del Estado. Eso implica 
que dichas entidades contarán con autoridades que poseerán el 
reconocimiento legal de ser tales además de dotarlas de facul- 
tades; es cosa distinta que decir de los pueblos y comunidades 
indígenas que serán entes de «interés público», esto solo refleja 
el anacrónico interés indigenista por decir desde afuera y con 
un aire impositivo y poco democratizador, lo que les conviene 
a los pueblos y comunidades indígenas. Al decir, «entidades de 
derecho público», se afirma que estas se regirán por el derecho 
público, y solo son sujetos dentro del derecho público quienes 
comparten potestad estatal en cualquiera de los ámbitos y mo- 
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dalidades en que esta se presente. Esta modificación recogida 
en el proyecto de decreto que en esta Comisión aprobamos, 
explica por sí misma la derogación del último párrafo del ar- 
tículo segundo constitucional, que se refiere actualmente a los 
pueblos indígenas como «entidades de interés público». 

Al respecto habrá que aducir, que si bien es cierto la modifi- 
cación que aceptamos en este dictamen no es hasta ahora parte 
de nuestra constitución, dicho reconocimiento tampoco está 
expresamente prohibido por la misma. Tan es así, que otros or- 
denamientos constitucionales locales, como el Oaxaca y el San 
Luis Potosí. El primero en su artículo 16 declara que “dichos 
pueblos y comunidades tienen personalidad jurídica de derecho 
público y gozan de derechos sociales”; mientras que el segundo, 
consigna que «el Estado otorga a las comunidades indígenas la 
calidad de sujetos de derecho público, con personalidad jurídi- 
ca y patrimonios propios». Vemos que nada fatal ha ocurrido 
en ninguna de las dos entidades federativas mexicanas: no se 
han desmembrado, no se han presentado iniciativas del sector 
indígena organizado que pretendan atomizar la entidad. Antes 
bien, estos estados representan un ejemplo de cómo pueden ir 
adaptándose la legislación local acorde a las necesidades de los 
pueblos y a los estándares y compromisos internacionales. 

En resumen, el reconocimiento tanto de su localidad de 
pueblos indígenas como de su respectiva personalidad jurídica 
es dotarles de la cualidad jurídica necesaria para abrir la brecha 
de la justiciabilidad de derechos que, de otro modo, aparecen 
como declaración de buenas intenciones, para cuyo cumpli- 
miento el legislador no prevé los canales jurídico-institucionales 
adecuados. Y no se piense que el reconocimiento de derechos 
está guiado por el aparente cumplimiento de un deber político, 
que no está respaldado por un verdadero compromiso frente a 
la población a la que debe su existencia y la responsabilidad de 
sus acciones. Por su parte su reconocimiento como entidades 
de derecho público, se revela como una forma de incorporar 
el ejercicio autonómico, ya constitucionalmente reconocido, a 
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la estructura del Estado mexicano, y con ello su sujeción a los 
recursos que el ordenamiento jurídico pudiera prever para ello. 

En el párrafo quinto del artículo segundo, se concluye apro- 
bar la modificación que sustituye el termino de «usos y cos- 
tumbres«¡» por el de «sistemas normativos». Esta modificación 
obedece a la necesidad de abandonar una visión indigenista 
anquilosada y anacrónica, además de peyorativa. Si aceptamos 
que los pueblos indígenas son iguales a los demás pueblos del 
mundo, hemos también de reconocer que sus formas de or- 
ganización no se restringen, en el ámbito de la elaboración de 
reglas, al ejercicio consuetudinario, si no que comparten como 
los demás pueblos la construcción de un tejido social sui gene- 
ris, cuya complejidad se refleja también en las formas de regir 
su vida comunitaria como pueblos. 

La modificación propuesta para el párrafo sexto del mencio- 
nado artículo segundo constitucional en el proyecto de decreto 
que aprobamos introduce una modificación sustancial respecto 
del actual texto, para aquedar como sigue: 

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determina- 
ción se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que 
asegure la unidad nacional. Las leyes federales, las Constitu- 
ciones y las leyes de los Estados establecerán los procedi- 
mientos para el ejercicio de los derechos que esta Consti- 
tución reconoce a los pueblos y comunidades indígenas. 

Por una parte, se señala que la regulación del marco de auto- 
nomía y los demás derechos reconocidos a los pueblos y comu- 
nidades indígenas se hará tanto en leyes federales como en las 
Constituciones y leyes de los Estados, supuesto que implica un 
compromiso de acción legislativa para el Congreso de la Unión 
y las Legislaturas de los Estados en el ámbito de su competen- 
cia. Este compromiso de doble arista es de suma importancia y 
se espera que los sujetos obligados actúen en consecuencia para 
el reconocimiento pleno de los derechos devengados de esta 
forma constitucional tan importante para la Nación Mexicana. 

El otro gran tema al que se refiere el proyecto de decreto 
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es el de establecer el derecho a la consulta a los pueblos y co- 
munidades indígenas. Para tales efectos se reforman el artículo 
segundo, 26 y 115. Vale la pena mencionar que tanto esta, como 
las modificaciones descritas a lo largo del dictamen que nos 
ocupa, son formas de viabilizar jurídicamente el ejercicio de la 
libre determinación en su forma de autonomía, reconocida ya 
por nuestro texto constitucional. 

Una de las expresiones de autonomía, es precisamente el ya 
mencionado derecho a la consulta rescatado por los dos ins- 
trumentos internacionales a los que hemos hecho referencia 
(el convenio 169 de la OIT y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas. 

El derecho a la consulta busca asegurar la participación y la 
decisión afectiva de los pueblos y comunidades indígenas en el 
desarrollo de obras y de acciones gubernamentales, y de otra 
índole, que afecten su vida como pueblos. Habida cuenta de la 
interdependencia de los derechos, entendemos que la protec- 
ción de los mismos no se agota en su reconocimiento parcial 
y especifico, sino que se completa mediante el reconocimiento 
y efectivización de otros más. Así, el derecho al desarrollo im- 
plica un recurso para asegurar el cumplimiento de otros dere- 
chos de los pueblos indígenas. En atención a lo estipulado por 
los instrumentos internacionales mencionados podemos res- 
catar algunas características que debe guardar el cabal respeto 
al derecho a la consulta; además, no es que tales cualidades se 
cumplan de forma sucesiva, si no que han de cruzarse en su 
materialización. De modo que el consentimiento que los pue- 
blos indígenas den debe ser, previo, fundamentado, dado libre- 
mente, de buena fe y realizado mediante los procedimientos 
apropiados para ello. Por consentimiento se entiende “la con- 
sulta sobre todos los aspectos de la evaluación, planificación, 
ejecución, supervisión y conclusión de un proyecto y una par- 
ticipación valida son componentes fundamentales del proceso 
de consentimiento. También puede haber negociaciones para 
llegar a un acuerdo sobre la propuesta en su conjunto, sobre 
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determinados componentes de ella o sobre las condiciones que 
pueden estar vinculadas a la aplicación efectiva del principio del 
consentimiento previo fundamentado y dado libremente. 

En todo momento, los pueblos indígenas tienen derecho a 
participar mediante sus propios representantes libremente ele- 
gidos y a indicar las personas, comunidades u otras entidades 
que puedan requerir la adopción de medidas especiales con res- 
pecto a las consultas y la participación”. 

En primer lugar, el consentimiento debe ser otorgado de 
forma previa. Esto es, que para tener validez el consentimiento 
debe ser obtenido antes de la autorización por parte del Estado 
(o de los particulares respectivos), del inicio de las acciones que 
afecten a los pueblos y comunidades indígenas. 

En segundo lugar, el consentimiento dado de forma previa 
debe además estar fundamentado, eso significa que los pue- 
blos y comunidades indígenas afectados por las acciones y/o 
proyectos en torno a los cuales van a decidir, deben haber re- 
cibido información plana y exacta sobre las implicaciones que 
aquello concierne. Además, dicha información debe haberse 
divulgado con tiempo suficiente para que los pueblos puedan 
conocerla y de las formas apropiadas para su comprensión por 
los mismos. Eso incluye por supuesto (al menos, pero no solo) 
que este en su lengua y que no involucre tecnicismos que la 
hagan inaccesible o encriptada. 

En tercer lugar, que el consentimiento sea (además de pre- 
vio, fundamentado) dado libremente significa que no hay 
coacción, chantaje, condicionamiento, manipulación o cual- 
quier otro defecto similar mediando la obtención del mismo. 
Desde luego no hay formas para garantizar totalmente esta 
cualidad, pero las formas que siga la obtención del mismo si 
pueden procurarlo. 

En cuarto lugar, que el consentimiento sea (además de pre- 
vio, fundamentado, dado libremente) de buena fe, implica que 
los términos en que sea dado, con relación a la información y 
a los modos en que se difunda, tiene por principio no implicar 
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contenidos intencionalmente ocultos o consecuencias inten- 
cionalmente no dichas, o expresadas de forma defectuosa o 
cuya significación sea sustancialmente distinta de la explicitada. 
Desde luego esto implica también que quien inicie las acciones 
impliquen para los pueblos. 

En quinto y último lugar, que el consentimiento sea (además 
de previo, fundamentado, dado libremente, y de buena fe) he- 
cho por los procedimientos apropiados, significa que aquel 
deberá hacerse respetando las condiciones de procedimiento, 
tiempo y lugar en que puedan cumplirse además de forma si- 
multánea las demás cualidades referidas. Eso incluye entre otras 
cuestiones, el respeto a la forma de tomar las decisiones que 
expresen el consentimiento, así como el respeto a representan- 
tes elegidos por ellos de conformidad con sus propios procedi- 
mientos, y que en su momento se involucraran en la expresión 
del consentimiento que los mismos otorguen (o no). 

Por su parte la modificación que se acepta sobre el artículo 
26 completa y es congruente con las modificaciones propuestas 
para el artículo 2. Cierra el círculo de cumplimiento de un dere- 
cho tan importante y asegura la consideración que los pueblos 
indígenas el ejecutivo deberá hacer en su proyecto de Plan Na- 
cional de Desarrollo. No hay mejor forma de garantizar el acce- 
so a la riqueza nacional para los pueblos indígenas que hacerlos 
participes activamente, y como parte de ello, respetando sus 
opciones de desarrollo a través de su consulta desarrollada al 
amparo de las características arriba descritas. Este será un me- 
canismo que cuando menos posibilitara, en términos jurídicos, 
la distribución de la riqueza y la disminución de inequidades 
que el desarrollo desigual de infraestructura también ha dejado 
a la población indígena de nuestro país. 

Por último, se previene la inclusión de un artículo constitu- 
cional transitorio. Este artículo tiene por fin instrumentalizar 
todas las modificaciones anteriormente analizadas, pues su fi- 
nalidad es la confección y posterior promulgación de una ley 
sobre derechos indígenas, misma que estará a Cargo del Le- 
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eislativo Federal en donde se detallarán las modalidades, pro- 
cedimientos y características que permitirán el ejercicio de los 
derechos reconocidos. Dicha ley deberá ser promulgada en un 
plazo máximo de tres años a partir de la aprobación de esta 
forma y, muy importante, deberá formularse respetando ya los 
derechos a cuya instrumentalización contribuye, es decir, con- 
sultando y obteniendo de tal consulta el consenso de todos los 
pueblos indígenas del país. 

En atención a los argumentos expresados a lo largo de 
este documento, en la Comisión de Puntos Constitucionales 
consideramos que esta soberanía tiene la oportunidad histó- 
rica de aprobar las modificaciones motivo de este dictamen, 
y con ello de comprometerse a fondo en el cumplimiento y 
ensanchamiento del ejercicio de una vida democrática nacional 
y también con ello de saldar cuentas históricas con un sector de 
población estructuralmente excluido de la misma, trazando las 
líneas fundamentales para reconstruir y fincar en otros térmi- 
nos la relación entre los pueblos indígenas en cuya presencia se 
sustenta el Estado Mexicano. 

Por lo anteriormente expuesto y motivado, de acuerdo con 
la Constitución, la Ley Orgánica del Congreso General y el Re- 
elamento para el Gobierno Interior del Congreso General de 
los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión, somete a con- 
sideración del pleno de la Cámara de Diputados el siguiente 
dictamen con proyecto de: 


DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIO- 
NAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONS- 
TITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. 


Artículo Primero. Se reforma el Artículo 2°, el aparatado A 
del artículo 26 y se adiciona una fracción IX al artículo 115 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi- 
canos, para quedar como sigue: 
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Artículo 2” ... 


Esta Constitución reconoce que los pueblos indígenas 
son libres e iguales a todos los demás pueblos, y son suje- 
tos de derecho público. El Estado reconoce plenamente la 
personalidad jurídica de los pueblos y comunidades indí- 
genas y respeta sus propias formas de organización. Son 
comunidades integrantes de un pueblo indígena, aque- 
llas que formen una unidad social, económica y cultural, 
asentadas en un territorio y que reconocen autoridades 
propias de acuerdo con sus sistemas normativos. 


El derecho de los pueblos indígenas a la libre determina- 
ción se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que 
asegure la unidad nacional. Las leyes federales, las Constitu- 
cionales y las leyes de los Estados establecerán los proce- 
dimientos para el ejercicio de los derechos que esta Cons- 
titución reconoce a los pueblos y comunidades indígenas. 


A. Esta Constitución reconoce a los pueblos indígenas y ga- 
rantiza su derecho a la libre determinación y, en conse- 
cuencia, a la autonomía para: 


L...a VOL... 


B. La Federación, los Estados y los Municipios, para promo- 
ver la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar 
cualquier practica discriminatoria, establecerán las institu- 
ciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar 
la vigencia de los derechos de los indígenas, y su derecho al 
desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 
deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 
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El estado, en sus distintos niveles y ámbitos, deberá 
consultar y condensar con los pueblos indígenas todos 
aquellos asuntos que les atañen, mediante sus procedi- 
mientos apropiados y a través de sus instituciones repre- 
sentativas, garantizando su derecho de consulta con con- 
sentimiento libre, previo e informado. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y 
comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de: 


1. Impulsar el desarrollo de los pueblos indígenas con el propó- 
sito de fortalecer sus economías y mejorar sus condiciones de 
vida, mediante acciones coordinadas entre los tres Órdenes de 
gobierno, con la participación y consentimiento libre, previo 
e informado de los pueblos y comunidades indígenas. 


II. ...a IX... 
Artículo 26. 
A... 


La legislación correspondiente establecerá los mecanis- 
mos necesarios para que, en los planes y programas de 
desarrollo, se tomen en cuenta a las comunidades y pue- 
blos indígenas en sus necesidades y sus especificidades 
culturales a través de la consulta y consenso, garantizan- 
do su derecho al consentimiento, libre, previo e informa- 
do. El Estado garantizara su acceso equitativo a la distri- 
bución de la riqueza nacional. 
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Artículo 115. ... 
Ia VIII... 


IX. Se respetará el ejercicio de la libre determinación de 
los pueblos indígenas en cada uno de los ámbitos y nive- 
les en que hagan valer su autonomía, pudiendo abarcar uno 
o más pueblos indígenas, de acuerdo a las circunstancias 
particulares y específicas de cada entidad federativa. Las 
comunidades indígenas y los municipios que reconozcan 
su pertenencia a un pueblo indígena tendrán la facultad de 
asociarse libremente a fin de coordinar sus acciones como 
pueblos. Las autoridades competentes realizaran la trans- 
ferencia ordenada y paulatina de recursos, para que ellos 
mismos administren los fondos públicos que se les asignen. 


Artículos Transitorios 


PRIMERO. El presente decreto iniciara su vigencia al siguien- 
te día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 


SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá promulgar la ley 
que reglamente el reconocimiento de los derechos de los pue- 
blos indígenas, así como los procedimientos para el ejercicio de 
los mismos en un término de tres años, en consulta y consenso 
con los pueblos indígenas y sus comunidades. 
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Anexo III 


CENTRO DE ESTUDIOS DE LAS FINANZAS PÚBLICAS 


Valoración del Impacto Presupuestario 


Iniciativa: 

Con proyecto de Decreto por el que se modifican los 
artículos 2°, 26 y 115 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Presentado por: 

Diputados Marcos Matías Alonso, José Guadalupe Rive- 


ra, Humberto Wilfrido Alonso Razo, Wenceslao Herrera 
Coyac y Martha Cecilia Díaz Gordillo. 


11 de diciembre del 2007 
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Objetivo: 


La iniciativa propone el reconocimiento de los pueblos indíge- 
nas como sujetos de derecho público y el derecho de consulta 
con consentimiento libre, previo e informado y con ello el de- 
recho para que las comunidades decidan por ellas mismas su 
organización social, con plena libertad en lo que respecta a sus 
asuntos internos, sin más limitación que el respeto a las otras 
formas igualmente libre y legítimas de organización interna en 
un estado de derecho. 


Generalidades de la exposición de motivos: 


O Las reformas a la Constitución en 1992 y 2001 han sido in- 
suficientes para responder a las demandas de los pueblos in- 
dígenas, para alentar los cambios necesarios en la legislación 
federal y local, y en la actuación de las instituciones públicas 
frente a los pueblos y las comunidades indígenas. 

e Fue en los Acuerdos de San Andrés y en la iniciativa de la 
COCOPA donde empezó a usarse la expresión “pueblos 
indígenas como sujetos de derecho”. 

e Con la aprobación de la iniciativa de la COCOPA del Con- 
greso de la Unión se caracterizó a las comunidades indígenas 
como sujetos de interés público y no de derecho público. 

e Reconocer a las comunidades como entidades de derecho 
público equivale a reconocerles personalidad jurídica, con 
facultades específicas, que las convierte en parte de la admi- 
nistración pública y como tal no tendrían que recurrir a otro 
órgano de gobierno para hacer cumplir sus determinaciones. 

O Si bien la CPEUM no reconoce el carácter de sujetos de de- 
recho público a los pueblos indígenas ni a las comunidades 
que los integran, tampoco prohíbe que las legislaturas de los 
Estados le reconozcan ese carácter. 

e En ese sentido, algunas entidades del país, como Oaxaca y 
San Luis Potosí, reconocen, en sus respectivas constitucio- 
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nes locales, el carácter de sujetos de derecho público a los 
pueblos indígenas. 

e La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas afirma que: Los pueblos indígenas son 
¿guales a todos los demás pueblos, y reconoce al mismo tiempo, el de- 
recho de todos los pueblos a ser diferentes, a considerarse así mismo 
diferentes y a ser respetados como tales. 

e De acuerdo con la Declaración referida, los pueblos indíge- 
nas deben ser consultados para obtener su consentimiento 
libre, previo e informado. 

e En varios Convenios de carácter internacional que México 
ha suscrito y ratificado se muestra una redacción común re- 
ferente al reconocimiento del carácter de los pueblos indí- 
genas en tanto pueblo con derecho de libre determinación. 

e Los pueblos indígenas son dignos acreedores de ser conside- 
rados como sujetos de derecho público, lo que debe recono- 
cerse en la CPEUM. 

e De considerar a los pueblos y comunidades indígenas como 
sujetos de derecho público, éstos se constituirán en la es- 
tructura organizativa del Estado, con derechos al que co- 
rresponde un deber correlativo ante el mismo. 

O La iniciativa incluye la figura jurídica de Consentimiento Li- 
bre, Previo e Informado de los pueblos y comunidades in- 
dígenas. 

O La iniciativa descansa en el principio jurídico fundamental de 
la igualdad de todos los mexicanos ante la ley y los órganos 
jurisdiccionales, respetando el principio de que la nación 
mexicana tiene una composición pluricultural sustentada 
originalmente en sus pueblos indígenas. 


Impacto Presupuestario: 
La aprobación de esta iniciativa no implicaría impacto pre- 


supuestario adicional alguno para el gobierno federal por las 
razones siguientes: 
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e No busca crear nuevas estructuras ni Órganos adminis- 
trativos. 

O No establece de manera específica la existencia de trans- 
ferencias o subsidios gubernamentales adicionales para algún 
programa o fondo especial cuya población objetivo sean las 
comunidades indígenas. 

e Lo que en esencia busca la presente iniciativa es realizar 
las adecuaciones constitucionales necesarias que garanti- 
cen una nueva relación entre los pueblos indígenas, la sociedad 
y el Estado, en el entendido de que una de las tareas necesarias 
para superar las condiciones de desigualdad que afectan a los 
indígenas es reformar la CPEUM para consagrar explícitamen- 
te sus derechos. En concreto, se busca incorporar a la norma 
constitucional como sujetos de derecho público a los pueblos 
y comunidades indígenas, en lugar de considerarlos como enti- 
dades de interés público, como lo marca en su redacción actual 
nuestra Carta Magna. 

Cabe señalar que los pueblos y comunidades indígenas al 
ser sujetos de derecho público, abre la posibilidad de que en un 
futuro puedan impactar al erario nacional al solicitar recursos 
presupuestales, tal y como lo hacen las diferentes entidades y 


dependencias que forman parte de la estructura organizativa 
del Estado. 
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Anexo IV 
EROGACIONES PARA ATENDER A LA 
POBLACIÓN INDÍGENA (2006-2009) 
Anexo IV (a) 


Primera parte 


Presupuesto por programa para atender a la población 
indígena 2007 (Millones de pesos) 


Total 


SRE 
Total de Apoyo a migrantes 


CDI 


SAGARPA 

Programas de Desarrollo Rural 

Programa de Agricultura y Reconversión Productiva. en Zonas con Sequía Recurrente 
PROCAMPO 

Fondo para Atender a la Población Afectada por Contingencias Climatológicas 
Programa de Apoyo a las Organizaciones Sociales Agropecuarias y Pesqueras 


SCT 

Programa de Empleo Temporal 
Telefonía rural 

Caminos rurales 


SECON 

Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales 

Fondo Nacional de Apoyos para Empresas en Solidaridad 
Programa para el Desarrollo Local (Microrregiones), FONAES 


SEP 

Programas Compensatorios, CONAFE 

Cursos comunitarios, CONAFE 

Educación Indígena 

Educación Primaria para Niñas y Niños Migrantes 

Becas transporte para Comunidades Indígenas 

Culturas Indígenas y populares, Conaculta 

Coordinación General de Educación Intercultural Bilingúe 
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas 

Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 


SSA 

Comunidades Saludables 

Programa para mexicanos en el exterior 

Cruzada Nacional por la Calidad de los Servicios de Salud 

Educación Saludable 

Prevención y atención a la violencia familiar, sexual y contra las mujeres 

Salud reproductiva, prevención y control de cáncer cérvico uterino, mujer y salud 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 

Sistema de Protección Social en Salud 


2,080.00 
52 
47.5 


1,366.80 
506.4 
10.9 
849.6 


131.8 
12.4 
111.4 
8 


4,748.30 
112.6 
134.4 
147.8 

6.2 
57.8 
35.8 
35.3 
80.9 

4137.5 


2,405.80 


982.2 
1,387.00 
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Segunda parte 


Presupuesto por programa para atender a la población 
indígena 2007 (Millones de pesos) 


SRA 

FAPPA Fondo para el Apoyo a Proyectos Productivos de las Organizaciones Agrarias 
PROMUSAG Programa de la Mujer en el Sector Agrario 

Fondo de Tierras 

Joven Emprendedor Rural 


SEMARNAT 

Programa de Empleo Temporal 

Programa de Desarrollo Forestal 

Programa de Desarrollo Regional Sustentable (PRODERS) 
Programa Nacional de Reforestación 

Prevención y Contable de Incendios Forestales 


CNA 
Infraestructura Hidroagrícola en Zonas Marginadas 
Programa de Agua Potable y Saneamiento 


RAMO 19 
Programas IMSS-Oportunidades 
Programa para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas 


SEDESOL 

Abasto Rural, Diconsa 

Coinversión Social, Indesol 

Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 
Programa de Empleo Temporal 

Jornaleros Agrícolas 

Opciones Productivas 

Programas de Ahorro, Subsidio y Crédito para la Vivienda Progresiva “Tu Casa” 
Vivienda Rural 

Desarrollo Local (Microrregiones) 

3 x 1 para Migrantes 

Fondo Nacional para el Fomento de las Artesanías (Fonart) 


Ramo 33: Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios 


1,891.10 
1,865.80 
25.3 


5,098.00 


4,447.80 


Fuente: CDI a través de IFAI en Núñez 2009; 135. 
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Anexo IV (b) 


Primera parte 


Erogaciones para atender a la población indígena 2008 
(Millones de pesos) 


Total 31,024.70 
Hacienda y Crédito Público (CDI) 7,330.40 
Programa Albergues Escolares Indígenas 550.0 
Programa de Fomento y Desarrollo de las Culturas Indígenas 40.0 
Promoción de Convenios en Materia de Justicia 37.0 
Programa Organización Productiva para Mujeres Indígenas 180.0 
Programa Turístico Alternativo en Zonas Indígenas 170.0 
Programa Fondos Regionales Indígenas 295.0 
Programa de Coordinación para el Apoyo a la Producción Indígena 115.0 
Programa de Infraestructura Social Básica 4124.0 
Atención a Indígenas Desplazados (Indígenas urbanos y migrantes desplazados) 30.0 
Promoción, investigación, capacitación y otros 1,046.60 
Bienestar Social 15.8 
Formulación y Concertación de Políticas del Sector Público 727.0 
Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 1,821.20 
PROCAMPO 1,821.20 
Comunicaciones y Transportes 948.9 
Programa de Empleo Temporal, SCT 340.0 
Caminos rurales, SCT 608.9 
Economía 113.2 
Programa Nacional de Financiamiento al Microempresario 7.8 
Fondo Nacional de Apoyos para Empresas en Solidaridad 75.8 
Apoyo a Proyectos Productivos de Mujeres, FONAES 13.4 
Programa para el Desarrollo Local (Microrregiones), FONAES 8.0 
Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales 8.2 
Educación Pública 4,716.60 
Programas Compensatorios, CONAFE 112.6 
Cursos comunitarios, CONAFE 117.6 
Educación Indígena, SEP 144.9 
Fortalecimiento a la Telesecundaria 11.6 
Educación Preescolar. y Prim. para Niños de Fam. Jornaleras Migrantes 11.4 
Fomento y Difusión de la Cultura, CONACULTA 35.3 
Coordinación General de Educación Intercultural Bilingüe 34.9 
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas 84.3 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 4164.0 
Salud 1,998.80 
Comunidades Saludables 9.9 
Programa para mexicanos en el exterior 4.4 
Prevención y atención a la violencia familiar, sexual y contra las mujeres 1.2 
Arranque Parejo en la Vida 0.4 
Caravanas de Salud 60.0 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 650.0 
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Segunda parte 


Erogaciones para atender a la población indígena 2008 
(Millones de pesos) 


Sistema de Protección Social en Salud 1273.0 
Reforma Agraria 325.0 
Fondo para el Apoyo a Proyectos Productivos de las Organizaciones Agrarias 160.8 
Programa de la Mujer en el Sector Agrario 164.1 
Medio Ambiente y Recursos Naturales 449.6 
Programa de Empleo Temporal 36.8 
Programa de Desarrollo Forestal 158.5 
Programa de Desarrollo Regional Sustentable 54.0 
Programa Nacional de Reforestación 200.2 
CNA 363.2 
Infraestructura Hidroagrícola en Zonas Marginadas 39.4 
Programa de Agua Potable y Saneamiento 323.8 
Aportaciones a Seguridad Social 1758.0 
Programa IMSS-Oportunidades 1758.0 
Desarrollo Social 6,284.40 
Abasto Social de Leche, LICONSA 8.5 
Abasto Rural, DICONSA 290.7 
Coinversión Social, INDESOL 15.0 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 4,425.80 
Programa de Empleo Temporal 82.8 
Jornaleros Agrícolas 69.1 
Programa de Guarderías y estancias infantiles para apoyar a madres trabajadoras 72:1 
Programa de Ahorro, Subsidio y Crédito para la Vivienda “Tu Casa” 450.0 
Vivienda Rural 24.5 
Desarrollo Local (Microrregiones), SEDESOL 807.5 
3 x 1 para Migrantes 13.5 
Fondo Nacional para el Fomento de las Artesanías 24.9 
Aportaciones Federales para Entidades y Municipios 4,915.60 


Fuente: Decreto PEF 2008. 
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Anexo IV (c) 


Primera parte 


Erogaciones para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas 2009 


Total 


Hacienda y Crédito Público (CDI) 

Programas Albergues Escolares Indígenas 

Programa de Fomento y Desarrollo de las Culturas Indígenas 
Programa Promoción de Convenios en Materia de Justicia 
Programa Organización Productiva para Mujeres Indígenas 
Programa Turismo Alternativo en Zonas Indígenas 

Programa Fondos Regionales Indígenas 

Programa de Coordinación para el Apoyo a la Producción Indígena 
Programa de Infraestructura Básica para la Atención de los Pueblos Indígenas 
Proyectos para la Atención a Indígenas Desplazados 

Actividades de Apoyo a la Función Pública y Buen Gobierno 
Actividades de Apoyo Administrativo 

Apoyo a proyectos de comunicación indígena 

Otros proyectos de infraestructura social 

Proyectos de inmuebles (oficinas administrativas) 

Mantenimiento de infraestructura 

Estudios de preinversión 

Acciones para Igualdad de Género con Población Indígena 
Comunicación Intercultural 

Fortalecimiento de Capacidades Indígenas 

Instrumentación de Políticas Transversales con Población Indígena 
Planeación y Participación Indígena 

Acciones de control de las unidades centrales y foráneas 

Atención a Tercer Nivel 

Manejo y Conservación de Recursos Naturales en Zonas Indígenas 
Excarcelación de Presos Indígenas 


Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 

PROCAMPO 

Programa para la Adquisición de Activos Productivos 

Capacitación y Servicios de Asistencia Técnica 

Programa de Uso Sustentable de Recursos Naturales para la Producción Primaria 
Programa de Apoyo a Contingencias Climatológicas 


Comunicaciones y Transportes 
Programa de Empleo Temporal 
Proyectos de Infraestructura económica de carreteras 


Economía 
Programa Nacional de Financiamiento al Microempresario 
Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales 


38,103,286,393 


7,809,210,250 
650,000,000 
40,000,000 
37,000,000 
210,000,000 
170,000,000 
276,000,000 
145,000,000 
4,378,431,851 
70,000,000 
15,750,755 
144,464,815 
2,500,000 
20,500,000 
37,842,374 
23,950,000 
1,600,000 
44,219,644 
94,235,792 
68,061,151 
651,000,000 
112,775,236 
579,576,932 
15,800,000 
10,008,000 
10,493,700 


2,868,493,647 
1,821,237,600 
286,036,047 
548,220,000 
33,000,000 
180,000,000 


1,100,080,000 
350,080,000 
750,000,000 


20,500,000 
7,500,000 
13,000,000 
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Segunda parte 


Erogaciones para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas 2009 


Educación Pública 5,169,941,692 
Acciones Compensatorias para Abatir el Rezago en Educación Inicial y Básica 306,285,159 
Proyectos de infraestructura social de educación 30,325,033 
Programa de Educación inicial y básica para la población rural e indígena 152,926,911 
Actividades de apoyo a la función pública y buen gobierno 616,936 
Normar los servicios educativos 77,131,548 
Diseño y aplicación de la política educativa 39,767,365 
Programa Asesor Técnico Pedagógico 20,907,615 
Programa para el Fortalecimiento del Servicio de la Educación Telesecundaria 27,167,533 
Programa de Educación Básica para Niños de Familias Jornaleras Agrícolas Migrantes 19,907,270 
Otorgamiento y difusión de servicios culturales 38,784,465 
Fortalecimiento a la educación y la cultura indígena 92,249,857 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 4,363,872,000 
Salud 2,424,946,491 
Programa Comunidades Saludables 9,768,293 
Cooperación internacional en salud 4,160,000 
Atención de la Salud Reproductiva y la Igualdad de Género en Salud 2,221,920 
Caravanas de la Salud 74,055,345 
Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 646,341,591 
Seguro Popular 1,688,399,342 
Reforma Agraria 237,983,394 
Fondo de Apoyo para Proyectos Productivos 80,406,326 
Programa de la Mujer en el Sector Agrario 157,577,068 
Medio Ambiente y Recursos Naturales 826,210,775 
Programa de Empleo Temporal 36,838,000 
Pro Árbol Promoción de la producción y la productividad de los ecosistemas forestales 27,906,056 
Pro Árbol-Programa de Desarrollo Forestal 196,657,200 
Programa de Conservación para el Desarrollo Sostenible 54,000,000 
Pro Árbol-Manejo de Germoplasma Producción de Planta y Proyectos Especiales 302,689,519 
Pro Árbol-Programa de Conservación y Restauración de Ecosistemas Forestales 208,120,000 
Comisión Nacional del Agua 151,325,380 
Conservación y Mantenimiento de Cauces Federales e Infraestructura Hidráulica 3,500,000 
Programa de Desarrollo de Infraestructura de Temporal 1,848,000 
Programa de Ampliación de Infraestructura de Riego 7,670,000 
Programa para la Construcción y Rehabilitación de Sistemas de Agua Potable 138,307,380 
Aportaciones a Seguridad Social 1,758,000,000 
Programa IMSS-Oportunidades 1,758,000,000 
Desarrollo Social 10,474,516,010 
Programa de Abasto Social de Leche a cargo de Liconsa, S.A. de C.V. 8,500,000 
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Tercera parte 


Erogaciones para el Desarrollo Integral de los Pueblos Indígenas 2009 


Desarrollo 


Social 


Programa de Abasto Rural a cargo de Diconsa, S.A. de C.V. (DICONSA) 
Programa de Apoyo Alimentario a cargo de Diconsa, S. A. de C.V. 
Programa de Coinversión Social 

Programa de Desarrollo Humano Oportunidades 

Programa de Empleo Temporal (PET) 

Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas 

Programa de estancias infantiles para apoyar a madres trabajadoras 
Programa de Ahorro y Subsidio para la Vivienda Tu Casa 

Programa de Vivienda Rural 

Programa 3 x 1 para Migrantes 

Actividades de apoyo administrativo 

Programas del Fondo Nacional de Fomento a las Artesanías (FONART) 
Programa de Opciones Productivas 

Programa para el Desarrollo de Zonas Prioritarias 

Programa 70 y más 


Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios 


290,699,200 
199,674,172 
14,969,346 
5,600,610,672 
82,834,810 
69,123,940 
126,000,000 
450,000,000 
24,500,000 
10,000,000 
5,169,829 
20,096,815 
197,400,000 
905,500,000 
2,469,437,225 


5,262,078,754 


Fuente: PEF 2009. 
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De haber nacido en una pequeña comu- 
nidad indígena del estado de Guerrero, 

de crecer rodeado por «tecorrales» en un 
mundo de pobreza y sin contar con padri- 
nazgo político, llegué al Palacio Legislativo 
dispuesto a defender los derechos de mis 
hermanos indígenas. Vencí adversarios 

que se atravesaron en mi camino. Valoro el 
«tecorral» pueblerino que fue mi «escuela 
política» para llegar a la máxima tribuna de 
la Nación. 

Es un gran honor haber sido legislador 
federal y presidir la Comisión de Asuntos 
Indígenas de la LX Legislatura de la Cámara 
de Diputados; también lo es haber servido, 
desde el Poder Legislativo, a mi patria y a 
los pueblos indígenas. No claudiqué en la 
defensa de sus derechos constitucionales. 
No escatimé ningún esfuerzo en el proceso 
de negociación para incrementar un presu- 
puesto digno para nuestros pueblos. Defen- 
dí la causa indígena más allá del interés y la 
postura de los partidos políticos. 

Queda este testimonio de mi modesta 
experiencia para las futuras generaciones de 
parlamentarios indígenas. 


Marcos Matías Alonso. 
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